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decreto y proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
martes 10 de febrero de 2026, de conformidad con los artículos 100, numeral 1, y
102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO
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De la diputada Felícita Pompa Robles, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
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titucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Felícita Pompa Robles, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 69 de la Ley Federal del
Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

LEY GENERAL DEL SISTEMA PARA LA CARRERA DE LAS MAESTRAS Y
LOS MAESTROS, Y LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINIS-
TRATIVAS 

De la diputada Bertha Osorio Ferral, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, y de la
Ley General de Responsabilidades Administrativas. Se turna a las Comisiones
Unidas de Educación, y de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS 

De la diputada María Teresa Ealy Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

De la diputada Celeste Mora Eguiluz, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un tercer párrafo al artículo 137
de la Ley General de Educación. Se turna a la Comisión de Educación, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE TURISMO

Del diputado Fernando Jorge Castro Trenti, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General de Turismo. Se turna a la Comisión de Turismo, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

De la diputada Margarita Corro Mendoza, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 140 Bis de la Ley del
Seguro Social y 37 Bis de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

De la diputada Margarita Corro Mendoza, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 87 de la Ley Federal del
Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

Del diputado Juan Antonio González Hernández, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Educación. Se turna a la Comisión de Educación,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD, CÓDIGO PENAL FEDERAL, Y LEY DE DESA-
RROLLO RURAL SUSTENTABLE 

Del diputado Juan Antonio González Hernández, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y de la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable. Se turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de
Justicia, para dictamen, y a la Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

De la diputada Bertha Osorio Ferral, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el párrafo tercero al artículo 91
de la Ley del Seguro Social. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

De la diputada Alejandra del Valle Ramírez, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción XII del artículo 113
del Código Nacional de Procedimientos Penales. Se turna a la Comisión de Jus-
ticia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

Del diputado Ernesto Núñez Aguilar, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el ar-
tículo 220 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Se turna a la Comi-
sión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

De la diputada Margarita García García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la
Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . . . 
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PARA INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE HONOR DEL
SALÓN DE SESIONES, LA LEYENDA A LOS HÉROES DEL 47, EJEMPLO
DE DEFENSA DE LA SOBERANÍA

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto para inscribir
con letras de oro en el Muro de Honor del salón de sesiones de la Cámara de Dipu-
tados la leyenda A los héroes del 47, ejemplo de defensa de la soberanía. Se tur-
na a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Del diputado Juan Ignacio Zavala Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley de la Fiscalía General de la República. Se turna
a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE DECLARA EL 11 DE DICIEMBRE DE CADA AÑO, COMO DÍA NACIO-
NAL DE LAS MONTAÑAS

De la diputada Irais Virginia Reyes de la Torre, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se declara el
11 de diciembre de cada año, como Día Nacional de las Montañas. Se turna a la
Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN
DE LOS PARTICULARES 

De la diputada Mariana Guadalupe Jiménez Zamora, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona
el artículo 2o. de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión
de los Particulares. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

SE GARANTICE LA CORRECTA APLICACIÓN DE LA TASA 0% DEL IVA A
LOS PRODUCTOS DE GESTIÓN MENSTRUAL Y SE FAVOREZCA LA EX-
TENSIÓN DE DICHA TASA A TODOS LOS PRODUCTOS DESTINADOS A
LA GESTIÓN MENSTRUAL

De la diputada Julieta Kristal Vences Valencia, del Grupo Parlamentario de More-
na, la proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente a
la Profeco, al SAT y a la SCJN, a fin de garantizar la correcta aplicación de la ta-
sa 0% del IVA a los productos de gestión menstrual y a favorecer la extensión de
dicha tasa a todos los productos destinados a la gestión menstrual. Se turna a la
Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . 
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SE CUMPLA EL ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE ESTABLECEN LOS
LINEAMIENTOS GENERALES A LOS QUE DEBERÁN SUJETARSE LA
PREPARACIÓN, DISTRIBUCIÓN Y EL EXPENDIO DE LOS ALIMENTOS Y
BEBIDAS PREPARADOS, PROCESADOS Y A GRANEL, Y SE FOMENTEN
LOS ESTILOS DE VIDA SALUDABLES EN ALIMENTACIÓN, DENTRO
LAS ESCUELAS Y SUS INMEDIACIONES

Del diputado Arturo Roberto Hernández Tapia y diputadas y diputados del Grupo
Parlamentario de Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se soli-
cita respetuosamente a las personas titulares de las presidencias municipales del
interior de la República Mexicana y de las alcaldías de la Ciudad de México, a
cumplir en el ámbito de su competencia, el acuerdo mediante el cual se establecen
los Lineamientos Generales a los que Deberán Sujetarse la Preparación, Distribu-
ción y el Expendio de los Alimentos y Bebidas Preparados, Procesados y a Gra-
nel, así como el fomento de los estilos de vida saludables en alimentación, dentro
de toda escuela y en las inmediaciones del sistema educativo nacional. Se turna
a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL GOBIERNO DE COAHUILA Y A LOS GOBIERNOS MUNICI-
PALES DE LA ENTIDAD, A IMPLEMENTAR PROGRAMAS PERMANEN-
TES DE ACTIVACIÓN FÍSICA Y CONVIVENCIA COMUNITARIA EN ESPA-
CIOS PÚBLICOS

Del diputado Antonio Lorenzo Castro Villarreal, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la proposición con punto de acuerdo por el que la Cámara de Diputados ex-
horta al gobierno de Coahuila y a los gobiernos municipales de la entidad, a im-
plementar programas permanentes de activación física y convivencia comunitaria
en espacios públicos, inspirados en la iniciativa Ponte Pilas, como estrategia de
promoción de la salud preventiva, cohesión social y prevención de la violencia. Se
turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL CONGRESO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, A INICIAR EL
PROCESO DE REFORMA CONSTITUCIONAL PARA RECONOCER EL DE-
RECHO A LA CIUDAD COMO DERECHO COLECTIVO

Del diputado Antonio Lorenzo Castro Villarreal, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al H. Congreso de
Coahuila de Zaragoza, a iniciar el proceso de reforma constitucional para recono-
cer el derecho a la ciudad como derecho colectivo, eje rector de la planeación ur-
bana, la gestión democrática del territorio y la justicia territorial en la entidad. Se
turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA GN, A REVISAR Y, EN SU CASO, IMPEDIR QUE LOS VE-
HÍCULOS DE TRANSPORTE DE PASAJEROS QUE NO ESTÁN AUTORIZA-
DOS PRESTEN SERVICIOS EN LAS INSTALACIONES DEL AEROPUERTO
INTERNACIONAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, BENITO JUÁREZ

Del diputado Francisco Javier Borrego Adame, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la proposición con punto de acuerdo para solicitar a la GN, a revisar y, en su
caso, impedir que los vehículos de transporte de pasajeros que no están autoriza-
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dos presten servicios en las instalaciones del Aeropuerto Internacional de la Ciu-
dad de México, Benito Juárez, y a verificar que quienes presten el servicio cum-
plan con la normatividad aplicable. Se turna a la Comisión de Seguridad Ciu-
dadana, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL GOBIERNO DE BAJA CALIFORNIA SUR, A NO INVADIR LA
COMPETENCIA FEDERAL Y NO COARTAR EL DERECHO DEL TRANS-
PORTE TURÍSTICO EN LA ENTIDAD CON PERMISOS FEDERALES

Del diputado Francisco Javier Borrego Adame, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la proposición con punto de acuerdo para solicitar al gobierno de Baja Cali-
fornia Sur, a respetar lo dispuesto en la Ley de Aeropuertos y la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, a no invadir la competencia federal y no coar-
tar el derecho del transporte turístico en la entidad con permisos federales. Se tur-
na a la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . 

SE FORTALEZCAN ACCIONES DE FOMENTO A LA PRODUCTIVIDAD,
COMPETITIVIDAD Y PERMANENCIA DE LAS MICRO, PEQUEÑAS Y ME-
DIANAS EMPRESAS EN BAJA CALIFORNIA

Del diputado Fernando Jorge Castro Trenti, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente a la SE
para que, en coordinación con la Secretaría de Economía e Innovación de Baja Ca-
lifornia, fortalezcan acciones de fomento a la productividad, competitividad y per-
manencia de las micro, pequeñas y medianas empresas en la entidad. Se turna a
la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . 

EXHORTO A LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS DEL SNS, A QUE IMPLE-
MENTEN ACCIONES PARA GARANTIZAR EL ACCESO EQUITATIVO Y
OPORTUNO AL DIAGNÓSTICO, LA ATENCIÓN INTEGRAL Y LOS TRA-
TAMIENTOS INNOVADORES PARA LAS PERSONAS QUE VIVEN CON
EPILEPSIAS DE DIFÍCIL CONTROL

De la diputada Mónica Herrera Villavicencio, del Grupo Parlamentario de More-
na, la proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente a
las instituciones públicas del SNS A que implementen acciones para garantizar el
acceso equitativo y oportuno al diagnóstico, la atención integral y los tratamientos
innovadores para las personas que viven con epilepsias de difícil control, en par-
ticular aquellas de baja prevalencia, como el Síndrome de Lennox-Gastaut y el
Síndrome de Dravet, así como para sus familias y personas cuidadoras. Se turna
a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD, A REFORZAR LAS ACCIONES
DE PREVENCIÓN, VIGILANCIA EPIDEMIOLÓGICA Y VACUNACIÓN AN-
TE EL BROTE ACTIVO DE SARAMPIÓN

Del diputado Armando Tejeda Cid, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secreta-
ría de Salud, a reforzar de manera inmediata y coordinada las acciones de preven-
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ción, vigilancia epidemiológica y vacunación ante el brote activo de sarampión en
el país. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD, A LA COFEPRIS Y AL IMPI, A
AGILIZAR EL REGISTRO SANITARIO Y EL ACCESO A MEDICAMENTOS
BIOTECNOLÓGICOS BIOCOMPARABLES

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, a la Cofepris y al IMPI, a implementar acciones urgentes para
agilizar el registro sanitario y el acceso a medicamentos biotecnológicos biocom-
parables en México. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . 

ESTRATEGIA INTEGRAL DE ATENCIÓN A LA CRISIS HÍDRICA QUE
AFECTA AL SECTOR AGRÍCOLA DE TAMAULIPAS, PARTICULARMENTE
AL DISTRITO DE RIEGO 025 BAJO RÍO BRAVO

De la diputada Blanca Leticia Gutiérrez Garza, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
a diversas dependencias del gobierno federal y del estado de Tamaulipas, a imple-
mentar de manera urgente, una estrategia integral de atención a la crisis hídrica
que afecta al sector agrícola de dicha entidad, particularmente al Distrito de Rie-
go 025 Bajo Río Bravo. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LOS CONGRESOS LOCALES, A LA FGR, Y A LA SEGOB, A
FORTALECER ACCIONES PARA PREVENIR LA COHABITACIÓN FORZADA

De la diputada Mónica Becerra Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a los
congresos locales, a la FGR, y a la Segob, a fortalecer acciones para prevenir la
cohabitación forzada. Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA FGR Y A LA SEGOB, A FORTALECER LOS MECANISMOS
DE PREVENCIÓN, BÚSQUEDA Y PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES EN CONTEXTO DIGITAL

De la diputada Mónica Becerra Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la FGR
y a la Segob, a fortalecer los mecanismos de prevención, búsqueda y protección
de niñas, niños y adolescentes en contexto digital. Se turna a la Comisión de Se-
guridad Ciudadana, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO A LA CNDH, A PROMOVER ACCIÓN DE INCONSTITUCIONA-
LIDAD EN CONTRA DE LA LEY GENERAL DE AGUAS, POR LA FALTA DE
CONSULTA PREVIA, LIBRE E INFORMADAA PUEBLOS Y COMUNIDADES
INDÍGENAS Y DIVERSAS VIOLACIONES AL PROCESO LEGISLATIVO

Del diputado Paulo Gonzalo Martínez López, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la CNDH, a promover acción de inconstitucionalidad en contra de la Ley General
de Aguas, por la falta de consulta previa, libre e informada a pueblos y comuni-
dades indígenas y por diversas violaciones al proceso legislativo, así como por la
afectación al derecho humano al agua y al patrimonio de millones de familias me-
xicanas. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . 

EXHORTO A LA SHCP Y AL INDEP, A GARANTIZAR LA LIBERACIÓN IN-
MEDIATA DE LOS TERRENOS, AGILIZAR LA ATENCIÓN A USUARIOS Y
ESTABLECER MECANISMOS EFECTIVOS PARA RESOLVER LA SITUA-
CIÓN DE LOS PRODUCTORES AFECTADOS POR LA EXTINCIÓN DE LA
FINANCIERA NACIONAL DE DESARROLLO AGROPECUARIO, RURAL,
FORESTAL Y PESQUERO

Del diputado Paulo Gonzalo Martínez López, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la SHCP y al INDEP, a garantizar la liberación inmediata de los terrenos, agilizar
la atención a usuarios y establecer mecanismos efectivos para resolver la situación
de los productores afectados por la extinción de la Financiera Nacional de Desa-
rrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL IMPI, A SUBSANAR EL ERROR TIPOGRÁFICO CONTENI-
DO EN EL TÍTULO: PUBLICACIÓN DE DATOS RELACIONADOS CON LA
SOLICITUD DE DECLARACIÓN DE PROTECCIÓN A LA INDICACIÓN GE-
OGRÁFICA CHILORIO DE MOCOSITO, PARA QUE SEA SUSTITUIDO POR
EL TÉRMINO CHILORIO DE MOCORITO

Del diputado Jesús Fernando García Hernández, del Grupo Parlamentario del Par-
tido del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al IM-
PI, a subsanar el error tipográfico contenido en el título: publicación de datos re-
lacionados con la solicitud de declaración de protección a la indicación geográfica
Chilorio de Mocosito, para que sea sustituido por el término Chilorio de Mocori-
to. Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD DE COAHUILA DE ZARAGO-
ZA, A PROMOVER CONVENIOS CON ORGANIZACIONES DE LA SOCIE-
DAD CIVIL ESPECIALIZADAS EN ADICCIONES

Del diputado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud de Coahuila de Zaragoza, a promover convenios con organiza-
ciones de la sociedad civil especializadas en adicciones, para que de manera
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oportuna e integral las personas con consumo problemático de sustancias y sus fa-
milias puedan acceder a atención y rehabilitación integral. Se turna a la Comi-
sión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS DEPENDENCIAS FEDERALES Y DEL ESTADO
DE COAHUILA DE ZARAGOZA, A ABSTENERSE DE CRIMINALIZAR LA
PROTESTA Y LA DEFENSA LEGÍTIMA DE DERECHOS LABORALES DE
EXTRABAJADORES DE ALTOS HORNOS DE MÉXICO 

Del diputado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a di-
versas dependencias federales y del estado de Coahuila de Zaragoza, a abstenerse
de criminalizar la protesta y la defensa legítima de derechos laborales de extraba-
jadores de Altos Hornos de México (AHMSA). Se turna a la Comisión de De-
rechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE INTENSIFIQUEN ACCIONES DE VIGILANCIA EPIDEMIOLÓGICA,
PREVENCIÓN, VACUNACIÓN MASIVA, COMUNICACIÓN SOCIAL Y MI-
NISTRACIÓN DE LOS RECURSOS NECESARIOS PARA LA CONTENCIÓN
DEL AUMENTO DE CONTAGIOS DE SARAMPIÓN 

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la SSA, a la SEP, y a la SHCP, a intensificar las acciones de
vigilancia epidemiológica, prevención, vacunación masiva, comunicación so-
cial y ministración de los recursos necesarios para la contención del aumento
de contagios de sarampión en el territorio nacional. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE INTENSIFIQUEN ACCIONES DE INVESTIGACIÓN, BÚSQUEDA, LO-
CALIZACIÓN, COORDINACIÓN INSTITUCIONAL Y ATENCIÓN A LAS
FAMILIAS DE LOS TRABAJADORES PRIVADOS DE LA LIBERTAD EN
CONCORDIA, SINALOA

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a diversas autoridades, a intensificar las acciones de investigación, bús-
queda, localización, coordinación institucional y atención a las familias de los tra-
bajadores privados de la libertad en el municipio de Concordia, Sinaloa. Se turna
a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE FORTALEZCAN ACCIONES DE INVESTIGACIÓN Y COORDINACIÓN
EN MATERIA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN INSTITUCIONAL DERI-
VADAS DEL ATAQUE ARMADO EN CONTRA DE DIPUTADOS LOCALES
DEL PARTIDO MOVIMIENTO CIUDADANO EN CULIACÁN, SINALOA

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la FGE Sinaloa, a la FGR, a la SSPC, a fortalecer las acciones de inves-
tigación y coordinación en materia de seguridad y protección institucional deriva-
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das del ataque armado en contra de diputados locales del Partido Movimiento Ciu-
dadano en la ciudad de Culiacán, Sinaloa. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS DEPENDENCIAS, AL NO USO DE CONDUCTO-
RES CCA PARA INSTALACIONES EN VIVIENDAS EXPRESAMENTE PRO-
HIBIDO POR LA NORMA OFICIAL MEXICANA QUE REGULA LAS INS-
TALACIONES ELÉCTRICAS

De la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Sedatu, al Infonavit, a la Conavi, y al Fovissste el no uso de conduc-
tores CCA para instalaciones en viviendas expresamente prohibido por la NOM-
001-SEDE-2012) Norma Oficial Mexicana que regula las instalaciones eléctricas
en nuestro país. Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen.

EXHORTO AL PODER EJECUTIVO DE CAMPECHE, A RESPETAR LA DI-
VISIÓN DE PODERES Y A PRIVILEGIAR EL DIÁLOGO INSTITUCIONAL Y
LA SOLUCIÓN DEMOCRÁTICA DE CONTROVERSIAS 

De la diputada Ariana del Rocío Rejón Lara, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta al Poder Ejecutivo de Campeche, a respetar irrestrictamente la
división de Poderes y a privilegiar el diálogo institucional y la solución demo-
crática de controversias. Se turna a la Comisión de Gobernación y Pobla-
ción, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA CNPDYPC, A PUBLICAR EL PROGRAMA NACIONAL PA-
RA LA PREVENCIÓN SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA
VIGENTE 

Del diputado César Alejandro Domínguez Domínguez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta a la CNPDyPC, a publicar el programa nacional para la preven-
ción social de la violencia y la delincuencia vigente. Se turna a la Comisión de
Seguridad Ciudadana, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTA AL EJECUTIVO FEDERAL, A PREVENIR, ATENDER Y ERRA-
DICAR EL RECLUTAMIENTO DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES POR
PARTE DEL CRIMEN ORGANIZADO

De la diputada Ofelia Socorro Jasso Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al Ejecutivo federal, a prevenir, atender y erradicar el reclutamiento de ni-
ñas, niños y adolescentes por parte del crimen organizado, en cumplimiento del in-
terés superior de la niñez y del derecho a una vida libre de violencia. Se turna a
la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . 
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EXHORTO A LOS CONGRESOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, A
LEGISLAR EN MATERIA DEL RECONOCIMIENTO JURÍDICO E INCLU-
SIÓN INSTITUCIONAL DE LAS INFANCIAS TRANS, PARA GARANTIZAR
PLENAMENTE SUS DERECHOS HUMANOS

De las diputadas Laura Hernández García y Patricia Mercado Castro, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta a los congresos de las entidades federativas, a legislar en ma-
teria del reconocimiento jurídico e inclusión institucional de las infancias trans,
para garantizar plenamente sus derechos humanos. Se turna a la Comisión de Di-
versidad, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA COLEGISLADORA, A DECLARAR LA DESAPARICIÓN
DE PODERES EN OAXACA

Del diputado Gibrán Ramírez Reyes, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la cole-
gisladora, a declarar la desaparición de poderes en Oaxaca. Se turna a la Comi-
sión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable asamblea los turnos dictados a di-
versas iniciativas con proyecto de decreto y a las proposi-
ciones con punto de acuerdo, registradas en el orden del día
del 10 de febrero de 2026 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Kenia López Rabadán (rúbrica), presidenta.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Felíci-
ta Pompa Robles, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

2. Que reforma el artículo 69 de la Ley Federal del Traba-
jo, a cargo de la diputada Felícita Pompa Robles, del Gru-
po Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

3. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los
Maestros; de la Ley General de Responsabilidades Admi-
nistrativas, en materia de responsabilidad administrativa de
maestras y maestros del servicio público educativo, a car-
go de la diputada Bertha Osorio Ferral, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Educación, y de Transpa-
rencia y Anticorrupción, para dictamen.

4. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, en materia de paridad e igualdad sustantiva en los
órganos de gobierno y decisión legislativa, a cargo de la
diputada María Teresa Ealy Díaz, del Grupo Parlamentario
de Morena.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

5. Que adiciona un tercer párrafo al artículo 137 de la Ley
General de Educación, en materia de reconocimiento ofi-
cial del servicio social y prácticas profesionales como ex-
periencia laboral, a cargo de la diputada Celeste Mora
Eguiluz, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

6. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Turismo, en materia del padrón público de pres-
tadores de servicios turísticos accesibles, a cargo del dipu-
tado Fernando Jorge Castro Trenti, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Turno: Comisión de Turismo, para dictamen.

7. Que reforma los artículos 140 Bis de la Ley del Seguro
Social y 37 Bis de la Ley del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a cargo de
la diputada Margarita Corro Mendoza, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

8. Que reforma el artículo 87 de la Ley Federal del Traba-
jo, a cargo de la diputada Margarita Corro Mendoza, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

9. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, para fortalecer la enseñanza y el
aprendizaje educativo a través de la felicidad, a cargo del
diputado Juan Antonio González Hernández, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

10. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, del Código Penal Federal y de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a cargo del diputado
Juan Antonio González Hernández, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Salud, y de Justicia, para
dictamen, y a la Comisión de Desarrollo y Conservación
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Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para opi-
nión.

11. Que adiciona el párrafo tercero al artículo 91 de la Ley
del Seguro Social, a cargo de la diputada Bertha Osorio Fe-
rral, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

12. Que reforma la fracción XII del artículo 113 del Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales, a cargo de la dipu-
tada Alejandra del Valle Ramírez, del Grupo Parlamentario
de Morena.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

13. Que adiciona el artículo 220 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, a cargo del diputado Ernesto Nú-
ñez Aguilar, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

14. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en mate-
ria de matrimonio infantil, a cargo de la diputada Margari-
ta García García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

15. De decreto para inscribir con letras de oro en el Muro
de Honor del salón de sesiones de la Cámara de Diputados
la leyenda A los héroes del 47, ejemplo de defensa de la so-
beranía, a cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira Val-
dez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

16. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de la Fiscalía General de la República, en materia de
requisitos que han de tener las personas titulares de las fis-
calías especializadas adscritas a la FGR, a cargo del dipu-
tado Juan Ignacio Zavala Gutiérrez, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

17. De decreto por el que se declara el 11 de diciembre de
cada año, como Día Nacional de las Montañas, a cargo de
la diputada Irais Virginia Reyes de la Torre, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men.

18. Que adiciona el artículo 2o. de la Ley Federal de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de los Particulares, en
materia de datos personales sensibles de geolocalización e in-
ferencias algorítmicas, a cargo de la diputadaMariana Gua-
dalupe Jiménez Zamora, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dic-
tamen.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se solicita respetuosa-
mente a la Profeco, al SAT y a la SCJN, a fin de garantizar
la correcta aplicación de la tasa 0% del IVA a los produc-
tos de gestión menstrual y a favorecer la extensión de di-
cha tasa a todos los productos destinados a la gestión mens-
trual, a cargo de la diputada Julieta Kristal Vences
Valencia, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se solicita respetuosa-
mente a las personas titulares de las presidencias munici-
pales del interior de la República Mexicana y de las alcal-
días de la Ciudad de México, a cumplir en el ámbito de su
competencia, el acuerdo mediante el cual se establecen los
Lineamientos Generales a los que Deberán Sujetarse la
Preparación, Distribución y el Expendio de los Alimentos
y Bebidas Preparados, Procesados y a Granel, así como el
fomento de los estilos de vida saludables en alimentación,
dentro de toda escuela y en las inmediaciones del sistema
educativo nacional, suscrito por el diputado Arturo Rober-
to Hernández Tapia y diputadas y diputados del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que la Cámara de Dipu-
tados exhorta al gobierno de Coahuila y a los gobiernos
municipales de la entidad, a implementar programas per-



manentes de activación física y convivencia comunitaria
en espacios públicos, inspirados en la iniciativa Ponte Pi-
las, como estrategia de promoción de la salud preventiva,
cohesión social y prevención de la violencia, a cargo del
diputado Antonio Lorenzo Castro Villarreal, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al H. Con-
greso de Coahuila de Zaragoza, a iniciar el proceso de re-
forma constitucional para reconocer el derecho a la ciudad
como derecho colectivo, eje rector de la planeación urba-
na, la gestión democrática del territorio y la justicia territo-
rial en la entidad, a cargo del diputado Antonio Lorenzo
Castro Villarreal, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men.

5. Con punto de acuerdo, para solicitar a la GN, a revisar y,
en su caso, impedir que los vehículos de transporte de pa-
sajeros que no están autorizados presten servicios en las
instalaciones del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de
México, Benito Juárez, y a verificar que quienes presten el
servicio cumplan con la normatividad aplicable, a cargo
del diputado Francisco Javier Borrego Adame, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, para solicitar al gobierno de Ba-
ja California Sur, a respetar lo dispuesto en la Ley de Ae-
ropuertos y de la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal, a no invadir la competencia federal y no
coartar el derecho del transporte turístico en la entidad con
permisos federales, a cargo del diputado Francisco Javier
Borrego Adame, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se solicita respetuosa-
mente a la SE para que, en coordinación con la Secretaría
de Economía e Innovación de Baja California, fortalezcan
acciones de fomento a la productividad, competitividad y
permanencia de las micro, pequeñas y medianas empresas
en la entidad, a cargo del diputado Fernando Jorge Castro
Trenti, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se solicita respetuosa-
mente a las instituciones públicas del SNS que implemen-
ten acciones para garantizar el acceso equitativo y oportu-
no al diagnóstico, la atención integral y los tratamientos
innovadores para las personas que viven con epilepsias de
difícil control, en particular aquellas de baja prevalencia,
como el Síndrome de Lennox-Gastaut y el Síndrome de
Dravet, así como para sus familias y personas cuidadoras,
a cargo de la diputada Mónica Herrera Villavicencio, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, a reforzar de manera inmediata y coordina-
da las acciones de prevención, vigilancia epidemiológica y
vacunación ante el brote activo de sarampión en el país, a
cargo del diputado Armando Tejeda Cid, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, a la Cofepris y al IMPI, a implementar
acciones urgentes para agilizar el registro sanitario y el ac-
ceso a medicamentos biotecnológicos biocomparables en
México, a cargo del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
dependencias del gobierno federal y del estado de Tamau-
lipas, a implementar de manera urgente, una estrategia in-
tegral de atención a la crisis hídrica que afecta al sector
agrícola de dicha entidad, particularmente al Distrito de
Riego 025 Bajo Río Bravo, a cargo de la diputada Blanca
Leticia Gutiérrez Garza, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y
Saneamiento, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los con-
gresos locales, a la FGR, y a la Segob, a fortalecer accio-
nes para prevenir la cohabitación forzada, a cargo de la
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diputada Mónica Becerra Moreno, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la FGR
y a la Segob, a fortalecer los mecanismos de prevención,
búsqueda y protección de niñas, niños y adolescentes en
contexto digital, a cargo de la diputada Mónica Becerra
Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
CNDH, a promover acción de inconstitucionalidad en con-
tra de la Ley General de Aguas, por la falta de consulta pre-
via, libre e informada a pueblos y comunidades indígenas
y por diversas violaciones al proceso legislativo, así como
por la afectación al derecho humano al agua y al patrimo-
nio de millones de familias mexicanas, a cargo del dipu-
tado Paulo Gonzalo Martínez López, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
y al INDEP, a garantizar la liberación inmediata de los te-
rrenos, agilizar la atención a usuarios y establecer meca-
nismos efectivos para resolver la situación de los produc-
tores afectados por la extinción de la Financiera Nacional
de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, a
cargo del diputado Paulo Gonzalo Martínez López, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al IMPI,
a subsanar el error tipográfico contenido en el título: pu-
blicación de datos relacionados con la solicitud de decla-
ración de protección a la indicación geográfica Chilorio
de Mocosito, para que sea sustituido por el término Chi-
lorio de Mocorito, a cargo del diputado Jesús Fernando
García Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud de Coahuila de Zaragoza, a promover
convenios con organizaciones de la sociedad civil especia-
lizadas en adicciones, para que de manera oportuna e inte-
gral las personas con consumo problemático de sustancias
y sus familias puedan acceder a atención y rehabilitación
integral, a cargo del diputado Ricardo Sóstenes Mejía Ber-
deja, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
dependencias federales y del estado de Coahuila de Zara-
goza, a abstenerse de criminalizar la protesta y la defensa
legítima de derechos laborales de extrabajadores de Altos
Hornos de México (AHMSA), a cargo del diputado Ricar-
do Sóstenes Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SSA,
a la SEP, y a la SHCP, a intensificar las acciones de vigi-
lancia epidemiológica, prevención, vacunación masiva, co-
municación social y ministración de los recursos necesa-
rios para la contención del aumento de contagios de
sarampión en el territorio nacional, a cargo del diputado
Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a intensificar las acciones de investigación,
búsqueda, localización, coordinación institucional y aten-
ción a las familias de los trabajadores privados de la liber-
tad en el municipio de Concordia, Sinaloa, a cargo del
diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la FGE
Sinaloa, a la FGR, a la SSPC, a fortalecer las acciones de
investigación, coordinación, en materia de seguridad y pro-
tección institucional derivadas del ataque armado en contra
de diputados locales del Partido Movimiento Ciudadano en
la ciudad de Culiacán, Sinaloa, a cargo del diputado Rubén
Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.



Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Seda-
tu, al Infonavit, a la Conavi, y al Fovissste el no uso de con-
ductores CCA para instalaciones en viviendas expresamen-
te prohibido por la NOM-001-SEDE-2012) Norma Oficial
Mexicana que regula las instalaciones eléctricas en nuestro
país, a cargo de la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Turno: Comisión de Vivienda, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Poder
Ejecutivo de Campeche, a respetar irrestrictamente la divi-
sión de poderes y a privilegiar el diálogo institucional y la
solución democrática de controversias, a cargo de la dipu-
tada Ariana del Rocío Rejón Lara, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men.

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
CNPDyPC, a publicar el programa nacional para la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia vigente, a
cargo del diputado César Alejandro Domínguez Domín-
guez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

25. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a prevenir, atender y erradicar el reclutamiento
de niñas, niños y adolescentes por parte del crimen organi-
zado, en cumplimiento del interés superior de la niñez y del
derecho a una vida libre de violencia, a cargo de la dipu-
tada Ofelia Socorro Jasso Nieto, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

26. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los con-
gresos de las entidades Federativas, a legislar en materia
del reconocimiento jurídico e inclusión institucional de las
infancias trans, para garantizar plenamente sus derechos
humanos, suscrito por las diputadas Laura Hernández Gar-
cía y Patricia Mercado Castro, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Diversidad, para dictamen.

27. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cole-
gisladora, a declarar la desaparición de poderes en Oaxaca,
a cargo del diputado Gibrán Ramírez Reyes, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men.»

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

«Iniciativa que reforma el artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Felícita Pompa Robles, del Grupo Parlamentario
de Morena

La suscrita, Felícita Pompa Robles, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y
78, fracción III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 116 y 122, numeral 2, de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 55, fracción II, y 179 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta asam-
blea iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 123 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de reducción de jornada
laboral, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Introducción

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
reconoce, desde su promulgación en 1917, el derecho hu-
mano al trabajo digno y socialmente útil, así como las ba-
ses para garantizar jornadas justas, condiciones laborales
equilibradas y una vida que permita a las personas desarro-
llarse plenamente.

Este hecho histórico colocó a México a la vanguardia en
materia de derechos laborales a nivel internacional, al esta-
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blecer por primera vez en un texto constitucional principios
que hoy forman parte del estándar mínimo de derechos hu-
manos. No obstante, los profundos cambios económicos,
sociales y demográficos del país exigen actualizar el mar-
co jurídico para seguir honrando ese mandato constitucio-
nal y, sobre todo, para asegurar que la vida laboral no sea
un obstáculo al bienestar.

En el contexto mundial, México es reconocido como una
nación de personas trabajadoras, cuya entrega y disciplina
han sostenido por décadas el crecimiento económico y el
desarrollo de los sectores productivos.

Sin embargo, esta cultura del esfuerzo se ha traducido en una
realidad alarmante: somos el país que más horas trabaja en el
mundo, sin que ello se refleje necesariamente en mejores
condiciones de vida, mayor productividad o bienestar inte-
gral. La prolongación sistemática de las jornadas laborales li-
mita las posibilidades de descanso, afecta la salud física y
mental de las personas trabajadoras y reduce sensiblemente el
tiempo destinado a la convivencia familiar, la formación per-
sonal y el libre desarrollo de la personalidad.

La demanda por una reducción de la jornada laboral no es
reciente. Durante la Legislatura pasada, este reclamo legí-
timo de las y los trabajadores cobró fuerza, posicionándo-
se como una necesidad impostergable en la agenda pública
y legislativa.

Diversas iniciativas se han presentado en ambas Cámaras
del Congreso con el propósito de mejorar las condiciones
laborales, evidenciando un consenso social cada vez más
amplio respecto a la urgencia de garantizar semanas labo-
rales más humanas y compatibles con las realidades con-
temporáneas.

El gobierno de la república ha manifestado de manera rei-
terada su compromiso con el fortalecimiento y reconoci-
miento de los derechos humanos, particularmente de aque-
llos vinculados con el trabajo digno.

A lo largo del presente año, se ha llevado a cabo un proce-
so intenso de diálogo, análisis y negociación con el sector
empresarial, con el fin de construir una reforma equilibra-
da, sostenible y responsable que simultáneamente proteja
los derechos de las personas trabajadoras y ofrezca certi-
dumbre a la planta productiva del país. Este ejercicio de-
mocrático de corresponsabilidad ha permitido avanzar ha-
cia puntos de consenso que hacen viable la transformación
de nuestra normatividad laboral.

La presente iniciativa tiene como propósito establecer que
por cada cinco días de trabajo, la persona operaria disfrute
cuando menos dos días de descanso, garantizando así se-
manas laborales de 40 horas.

Considero prudente y urgente dar este paso legislativo pa-
ra que las personas puedan acceder a una calidad de vida
real, en la que no se viva exclusivamente para trabajar, si-
no que exista un equilibrio sano entre las responsabilidades
laborales y la vida personal. Un mayor tiempo para la fa-
milia, los proyectos individuales, el cuidado de la salud, la
recreación y la autonomía personal fortalece el tejido social
y contribuye a un país más justo, productivo y humano.

II. Reconocimiento progresivo de los Derechos Humanos

El principio de progresividad de los derechos humanos tu-
telado en el artículo 1o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, es indispensable para consoli-
dar la garantía de protección de la dignidad humana, por-
que su observancia exige, por un lado, que todas las auto-
ridades del Estado mexicano, en el ámbito de su
competencia, incrementen gradualmente la promoción,
respeto, protección y garantía de los derechos humanos.1

El artículo 5o. constitucional dispone que toda persona es
libre para dedicarse a la profesión, industria, comercio o
trabajo que le acomode, siempre que sea lícito, estable-
ciendo así el principio de libertad laboral y el derecho a que
dicha actividad se realice en condiciones que no compro-
metan la dignidad humana ni la integridad física o mental.

A su vez, el artículo 123 establece los derechos mínimos de
las personas trabajadoras, entre ellos la jornada máxima,
los descansos obligatorios y el principio rector del trabajo
digno y socialmente útil.2

Estos preceptos forman el marco constitucional que obliga
al Estado mexicano a garantizar que la actividad laboral se
desarrolle bajo condiciones que no solo aseguren producti-
vidad, sino también calidad de vida y bienestar integral pa-
ra quienes sostienen la economía del país.

El principio de progresividad de los derechos humanos pre-
visto en el artículo 1o. exige que el Estado avance de ma-
nera continua en la ampliación y fortalecimiento de los de-
rechos laborales, evitando cualquier retroceso y asumiendo
la obligación de adoptar medidas que eleven el estándar de
protección.



Reducir la jornada laboral máxima semanal y garantizar al
menos dos días de descanso por cada cinco trabajados cons-
tituye un paso natural dentro de esta obligación constitucio-
nal, pues armoniza el espíritu del artículo 5o. con el mandato
del artículo 123 y responde a la necesidad contemporánea de
equilibrar la vida laboral con la vida personal.

Por tanto, el espíritu de esta iniciativa se alinea plenamente
con el deber del Estado de generar condiciones que permitan
a las personas trabajadoras desarrollar sus capacidades, dis-
frutar de un entorno saludable y ejercer efectivamente su de-
recho al bienestar.

III. Disposiciones internacionales en pro de las 40 horas
laborales

Los convenios C0013 y C0304 implantados por la Organi-
zación Internacional del Trabajo establecen que el tope má-
ximo a nivel internacional respecto de las jornadas labora-
les no deberá exceder las 48 horas semanales ni las ocho
horas diarias. Esta norma internacional marca un antece-
dente histórico que sienta las bases para avanzar hacia es-
tándares de mayor protección para las personas trabajado-
ras; con la finalidad de promover jornadas compatibles con
la dignidad humana y el bienestar de las personas trabaja-
doras.

El Convenio número 475 respecto de las 40 horas labora-
bles presentado desde 1935; así como la recomendación
1166 sobre la reducción de la duración del trabajo con fe-
cha 1962; ambas impulsadas por la Organización Interna-
cional del Trabajo conminan a los países suscritos a dichos
instrumentos internacionales para seguir adoptando medi-
das de acuerdo con las circunstancias de cada país para se-
guir reduciendo de forma gradual y progresiva la jornada
laboral hasta llegar a las 40 horas por semana.

El artículo 24 de la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos reconoce expresamente: “Toda persona tiene dere-
cho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limita-
ción razonable de la duración del trabajo y a vacaciones
periódicas pagadas”.7 Este estándar internacional coloca la
limitación de la duración del trabajo como un derecho hu-
mano fundamental, no solo como una condición laboral.

De igual manera, el artículo 7 del Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC),
tratado suscrito por México, obliga a los Estados a garanti-
zar “condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias”, in-
cluyendo el “descanso, disfrute del tiempo libre y limita-

ción razonable de las horas de trabajo”.8 Estos instrumen-
tos, al formar parte del bloque de constitucionalidad me-
diante el artículo 1o. de la Constitución, imponen al Esta-
do mexicano el deber de avanzar hacia jornadas más
humanas y compatibles con el bienestar integral.

En conjunto, estos instrumentos internacionales, configu-
ran un marco jurídico supranacional que orienta y obliga al
Estado mexicano, en virtud del artículo 1o. constitucional,
a adoptar todas las medidas necesarias para garantizar una
limitación razonable y progresiva de la jornada laboral,
asegurando condiciones de trabajo que respeten la digni-
dad humana.

Su contenido, plenamente incorporado al bloque de consti-
tucionalidad, establece que el tiempo de trabajo debe ajus-
tarse de manera continua a estándares más humanos y pro-
tectores, lo que convierte la reducción de la jornada
semanal y el reconocimiento de dos días de descanso en un
imperativo jurídico y ético para avanzar en la tutela efecti-
va de los derechos humanos de las personas trabajadoras.

IV. Cifras y datos de la OCDE

De acuerdo con la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico, durante el año 2023 se registró el
promedio anual de horas trabajadas por persona empleada
en México alcanzando aproximadamente un total de 2 mil
207 horas al año. Esto posiciona a México como el país
miembro con la carga laboral más extensa.9

Ese valor supera por mucho el promedio general marcado
por la OCDE, lo que evidencia que las jornadas de trabajo
en México exceden por mucho las normas comunes en eco-
nomías comparables y sitúan a una proporción considera-
ble de trabajadores en una condición de “sobrecarga de
tiempo”.

La OCDE ha señalado que las jornadas laborales excesivas
tienen efectos adversos para el bienestar y la equidad so-
cial. En su Informe sobre desigualdades y crecimiento pa-
ra México advierte que las largas jornadas laborales “limi-
tan el acceso de las mujeres al mercado de trabajo” y que
promover horarios flexibles, trabajos de jornada parcial por
razones familiares o modalidades de trabajo remoto puede
contribuir a mejorar la inclusión, la conciliación vida-tra-
bajo y la igualdad de género.10

Aunado a lo anterior, la OCDE documenta en Building an
inclusive Mexico que las prolongadas horas de trabajo per-
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manecen como un obstáculo para la salud, la calidad del
tiempo familiar y el bienestar general, pues reducen el
tiempo disponible para descanso, cuidado, actividades per-
sonales o comunitarias, mismas que son esenciales para
una vida digna.11

Este diagnóstico internacional refuerza la pertinencia de
una normativa que reduzca la jornada semanal en México.
La elevada cantidad de horas trabajadas, comparada con
los estándares de la OCDE, junto con los efectos negativos
señalados en materia de salud, inclusión y calidad de vida,
justifican con rigor técnico la adopción de un esquema de
40 horas semanales con descansos adecuados.

En otras palabras: no se trata únicamente de un beneficio
laboral, sino de una medida de política pública indispensa-
ble para garantizar un trabajo digno, evitar la “pobreza de
tiempo” y robustecer el bienestar social.

V. Organización Mundial de la Salud

La Organización Mundial de la Salud, con la Organización
Internacional del Trabajo, ha alertado desde hace varios
años de que las jornadas laborales extensas constituyen un
grave riesgo para la salud; de acuerdo con el comunicado
conjunto de 17 de mayo de 2021 señala que “trabajar mu-
chas horas provocó 745,000 muertes por accidentes cere-
brovasculares y cardiopatía isquémica en 2016” como con-
secuencia de haber trabajado al menos 55 horas por
semana.12

Este estudio, basado en metaanálisis de decenas de investi-
gaciones en más de 150 países, concluye que trabajar 55 o
más horas semanales se asocia con un 35 por ciento mayor
riesgo de accidente cerebrovascular y un 17 por ciento ma-
yor riesgo de muerte por cardiopatía isquémica, en compa-
ración con jornadas de 35 a 40 horas.13

Estos hallazgos confirman que las jornadas excesivas no
solo representan una cuestión laboral, sino un factor de
riesgo de salud pública de primer orden. La OMS clasifica
las horas de trabajo excesivas como el riesgo ocupacional
que genera la mayor carga global de morbilidad relaciona-
da con el trabajo, puesto que, de acuerdo con sus estima-
ciones, cerca de un tercio de las enfermedades y muertes
atribuibles al trabajo derivan de este factor.14

Este diagnóstico respalda con evidencia internacional la
necesidad urgente de legislar una jornada semanal reduci-
da, como la de 40 horas con descanso suficiente, para pro-

teger la salud, la integridad física y la dignidad de las per-
sonas trabajadoras.

VI. Objetivo de la iniciativa

La presente iniciativa tiene por objeto reformar la fracción
IV del Apartado A del Artículo 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de establecer
que por cada cinco días de trabajo las y los trabajadores de-
berán disfrutar, cuando menos, de dos días de descanso.

Esta modificación se sustenta en los estándares internacio-
nales de la OIT y en las recomendaciones de organismos
como la OMS, que han evidenciado los impactos negativos
de las jornadas prolongadas en la salud y productividad.
Reconocer constitucionalmente este derecho permitirá
avanzar hacia un modelo laboral más digno, equilibrado y
respetuoso del bienestar físico y mental de la clase trabaja-
dora.

La reforma contribuye al fortalecimiento de los derechos
laborales en México, en concordancia con el compromiso
asumido por la presidenta de México, Dra. Claudia Shein-
baum Pardo, de consolidar un país con mejores condicio-
nes de trabajo, mayor equidad y una relación armónica en-
tre trabajadores y empleadores.

Garantizar dos días de descanso por cada cinco de trabajo
generará beneficios directos para la población, como re-
ducción del estrés, mejora de la salud, incremento de la
productividad y mayor calidad de vida, reforzando la tran-
sición de México hacia un esquema laboral más moderno,
humano y socialmente justo.

VII. Cuadro comparativo

A continuación se presenta un cuadro comparativo donde
se aprecian las distinciones entre el texto vigente y el pro-
puesto:



Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito so-
meter a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma la fracción IV del Apartado A del Ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno
y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de
empleos y la organización social de trabajo, conforme a la
ley.

…

…

A. …

I. a III. …

IV. Por cada cinco días de trabajo deberá disfrutar el
operario de dos días de descanso, cuando menos. 

V. a XXXI. …

B. …

I. a XIV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los 545 dí-
as siguientes a su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Progresividad de los Derechos Humanos. Criterios para determi-
nar si la limitación al ejercicio de un derecho humano deriva en la
violación de aquel principio, Tesis, Gaceta del Semanario Judicial de
la Federación, libro 42, mayo de 2017, tomo I, página 634.

2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

3 C001, Convenio sobre las horas de trabajo (industria), 1919 (núme-
ro 1)

4 C030, Convenio sobre las horas de trabajo (comercio y oficinas),
1930 (número 30).

5 C047, Convenio sobre las cuarenta horas, 1935 (número 47).

6 R116, Recomendación sobre la reducción de la duración del trabajo,
1962 (número 116).

7 Artículo 24, Declaración Universal de Derechos Humanos, Organi-
zación de las Naciones Unidas.

8 Artículo 7, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, Organización de las Naciones Unidas.

9 Promedio de horas anuales efectivamente trabajadas por trabajador,
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, 2024.

10 Reducing inequalities and bolstering growth in Mexico, OECD
Economics Department Working Papers number 1800, Alberto Gonzá-
lez Pandiella, Alessandro Maravalle, 202.4

11 Building an inclusive Mexico policies and good governance for
gender equality, 2017.

12 La OMS y la OIT alertan de que las jornadas de trabajo prolonga-
das aumentan las defunciones por cardiopatía isquémica o por acci-
dentes cerebrovasculares, 17 de mayo de 2021, comunicado de prensa
conjunto, Ginebra.

13 Las largas jornadas laborales aumentan las muertes por enfermeda-
des cardiacas y accidentes cerebrovasculares: OMS y OIT, 17 de ma-
yo de 2021 Comunicado de prensa conjunto, Ginebra.
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14 OMS/OIT: Casi 2 millones de personas mueren cada año por cau-
sas relacionadas con el trabajo, 17 de septiembre de 2021 Comunicado
de prensa conjunto, Ginebra.

Fuentes

Progresividad de los Derechos Humanos. Criterios para determinar si
la limitación al ejercicio de un Derecho Humano deriva en la violación
de aquel principio, Tesis, Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción, libro 42, mayo de 2017, tomo I, página 634.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Última refor-
ma publicada DOF 15-10-2025

C001, Convenio sobre las horas de trabajo (industria), 1919 (número 1).

C030, Convenio sobre las horas de trabajo (comercio y oficinas), 1930
(número 30).

C047, Convenio sobre las cuarenta horas, 1935 (número 47).

R116, Recomendación sobre la reducción de la duración del trabajo,
1962 (número 116).

Artículo 24, Declaración Universal de Derechos Humanos, Organiza-
ción de las Naciones Unidas.

Artículo 7, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, Organización de las Naciones Unidas.

Promedio de horas anuales efectivamente trabajadas por trabajador,
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, 2024.

Reducing inequalities and bolstering growth in Mexico, OECD Eco-
nomics Department Working Papers Number 1800, Alberto González
Pandiella, Alessandro Maravalle, 2024.

Building an inclusive mexico policies and good governance for gender
equality, 2017.

La OMS y la OIT alertan de que las jornadas de trabajo prolongadas
aumentan las defunciones por cardiopatía isquémica o por accidentes
cerebrovasculares, 17 de mayo de 2021, Comunicado de prensa con-
junto, Ginebra.

Las largas jornadas laborales aumentan las muertes por enfermedades
cardíacas y accidentes cerebrovasculares: OMS y OIT, 17 de mayo de
2021 Comunicado de prensa conjunto, Ginebra.

OMS/OIT: Casi 2 millones de personas mueren cada año por causas re-
lacionadas con el trabajo, 17 de septiembre de 2021 Comunicado de
prensa conjunto, Ginebra

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de febrero de 2026.— Diputada
Felícita Pompa Robles (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 69 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Felícita Pompa Robles, del
Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Felícita Pompa Robles, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 6, numeral 1, fracción I, y 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que se reforma el artículo 69 de la Ley Federal del
Trabajo, en materia de reducción de jornada laboral, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Introducción

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
reconoce, desde su promulgación en 1917, el derecho hu-
mano al trabajo digno y socialmente útil, así como las ba-
ses para garantizar jornadas justas, condiciones laborales
equilibradas y una vida que permita a las personas desarro-
llarse plenamente.

Este hecho histórico colocó a México a la vanguardia en
materia de derechos laborales a nivel internacional, al esta-
blecer por primera vez en un texto constitucional principios
que hoy forman parte del estándar mínimo de derechos hu-
manos. No obstante, los profundos cambios económicos,
sociales y demográficos del país exigen actualizar el mar-
co jurídico para seguir honrando ese mandato constitucio-
nal y, sobre todo, para asegurar que la vida laboral no sea
un obstáculo al bienestar.



En el contexto mundial, México es reconocido como una
nación de personas trabajadoras, cuya entrega y disciplina
han sostenido por décadas el crecimiento económico y el
desarrollo de los sectores productivos.

Sin embargo, esta cultura del esfuerzo se ha traducido en
una realidad alarmante: somos el país que más horas traba-
ja en el mundo, sin que ello se refleje necesariamente en
mejores condiciones de vida, mayor productividad o bien-
estar integral.

La prolongación sistemática de las jornadas laborales limi-
ta las posibilidades de descanso, afecta la salud física y
mental de las personas trabajadoras y reduce sensiblemen-
te el tiempo destinado a la convivencia familiar, la forma-
ción personal y el libre desarrollo de la personalidad.

La demanda de una reducción de la jornada laboral no es
reciente. Durante la Legislatura pasada, este reclamo legí-
timo de las y los trabajadores cobró fuerza, posicionándo-
se como una necesidad impostergable en la agenda pública
y legislativa.

Diversas iniciativas se han presentado en ambas Cámaras
del Congreso con el propósito de mejorar las condiciones
laborales, evidenciando un consenso social cada vez más
amplio respecto a la urgencia de garantizar semanas labo-
rales más humanas y compatibles con las realidades con-
temporáneas.

El gobierno de la república ha manifestado de manera rei-
terada su compromiso con el fortalecimiento y reconoci-
miento de los derechos humanos, particularmente de aque-
llos vinculados con el trabajo digno.

A lo largo del presente año, se ha llevado a cabo un proce-
so intenso de diálogo, análisis y negociación con el sector
empresarial, con el fin de construir una reforma equilibra-
da, sostenible y responsable que simultáneamente proteja
los derechos de las personas trabajadoras y ofrezca certi-
dumbre a la planta productiva del país. Este ejercicio de-
mocrático de corresponsabilidad ha permitido avanzar ha-
cia puntos de consenso que hacen viable la transformación
de nuestra normatividad laboral.

En este contexto, la presente iniciativa tiene como propósito
establecer que, por cada cinco días de trabajo, la persona ope-
raria disfrute cuando menos dos días de descanso, garanti-
zando así semanas laborales de 40 horas.

Considero prudente y urgente dar este paso legislativo pa-
ra que las personas puedan acceder a una calidad de vida
real, en la que no se viva exclusivamente para trabajar, si-
no que exista un equilibrio sano entre las responsabilidades
laborales y la vida personal.

Un mayor tiempo para la familia, los proyectos individua-
les, el cuidado de la salud, la recreación y la autonomía
personal fortalece el tejido social y contribuye a un país
más justo, productivo y humano.

II. Reconocimiento progresivo de los derechos humanos

El principio de progresividad de los derechos humanos tu-
telado en el artículo 1o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, es indispensable para consoli-
dar la garantía de protección de la dignidad humana, por-
que su observancia exige, por un lado, que todas las auto-
ridades del Estado mexicano, en el ámbito de su
competencia, incrementen gradualmente la promoción,
respeto, protección y garantía de los derechos humanos.1

El artículo 5o. constitucional dispone que toda persona es
libre para dedicarse a la profesión, industria, comercio o
trabajo que le acomode, siempre que sea lícito, estable-
ciendo así el principio de libertad laboral y el derecho a que
dicha actividad se realice en condiciones que no compro-
metan la dignidad humana ni la integridad física o mental.

El artículo 123 establece los derechos mínimos de las per-
sonas trabajadoras, entre ellos la jornada máxima, los des-
cansos obligatorios y el principio rector del trabajo digno y
socialmente útil.2 Estos preceptos conforman el marco
constitucional que obliga al Estado mexicano a garantizar
que la actividad laboral se desarrolle bajo condiciones que
no solo aseguren productividad, sino también calidad de
vida y bienestar integral para quienes sostienen la econo-
mía del país.

En ese sentido, el principio de progresividad de los dere-
chos humanos previsto en el artículo 1o. exige que el Esta-
do avance de manera continua en la ampliación y fortaleci-
miento de los derechos laborales, evitando cualquier
retroceso y asumiendo la obligación de adoptar medidas
que eleven el estándar de protección.

Reducir la jornada laboral máxima semanal y garantizar al
menos dos días de descanso por cada cinco trabajados cons-
tituye un paso natural dentro de esta obligación constitucio-
nal, pues armoniza el espíritu del artículo 5o. con el mandato
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del artículo 123 y responde a la necesidad contemporánea de
equilibrar la vida laboral con la vida personal.

Por tanto, el espíritu de esta iniciativa se alinea plenamente
con el deber del Estado de generar condiciones que permitan
a las personas trabajadoras desarrollar sus capacidades, dis-
frutar de un entorno saludable y ejercer efectivamente su de-
recho al bienestar.

III. Disposiciones internacionales en pro de las 40 horas
laborales

Los convenios C0013 y C030,4 implantados por la Organi-
zación Internacional del Trabajo, establecen que el tope
máximo a nivel internacional respecto de las jornadas la-
borales no deberá exceder las 48 horas semanales ni las
ocho horas diarias. Esta norma internacional marca un an-
tecedente histórico que sienta las bases para avanzar hacia
estándares de mayor protección para las personas trabaja-
doras; con la finalidad de promover jornadas compatibles
con la dignidad humana y el bienestar de las personas tra-
bajadoras.

Asimismo el convenio número 475 respecto de las 40 ho-
ras laborables presentado desde 1935; así como la reco-
mendación 1166 sobre la reducción de la duración del tra-
bajo con fecha 1962; ambas impulsadas por la
Organización Internacional del Trabajo conminan a los paí-
ses suscritos a dichos instrumentos internacionales para se-
guir adoptando medidas de acuerdo con las circunstancias
de cada país para seguir reduciendo de forma gradual y
progresiva la jornada laboral hasta llegar a las 40 horas por
semana.

El artículo 24 de la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos reconoce expresamente que: “Toda persona tiene
derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una li-
mitación razonable de la duración del trabajo y a vacacio-
nes periódicas pagadas”.7 Este estándar internacional colo-
ca la limitación de la duración del trabajo como un derecho
humano fundamental, no solo como una condición laboral.

De igual manera, el artículo 7 del Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, suscrito por
México, obliga a los Estados a garantizar “condiciones de
trabajo equitativas y satisfactorias”, incluyendo el “descan-
so, disfrute del tiempo libre y limitación razonable de las
horas de trabajo”.8 Estos instrumentos, al formar parte del
bloque de constitucionalidad mediante el artículo 1o. de la
Constitución, imponen al Estado mexicano el deber de

avanzar hacia jornadas más humanas y compatibles con el
bienestar integral.

En conjunto, estos instrumentos internacionales, configu-
ran un marco jurídico supranacional que orienta y obliga al
Estado mexicano, en virtud del artículo 1o. constitucional,
a adoptar todas las medidas necesarias para garantizar una
limitación razonable y progresiva de la jornada laboral,
asegurando condiciones de trabajo que respeten la digni-
dad humana.

Su contenido, plenamente incorporado al bloque de consti-
tucionalidad, establece que el tiempo de trabajo debe ajus-
tarse de manera continua a estándares más humanos y pro-
tectores, lo que convierte la reducción de la jornada
semanal y el reconocimiento de dos días de descanso en un
imperativo jurídico y ético para avanzar en la tutela efecti-
va de los derechos humanos de las personas trabajadoras.

IV. Cifras y datos de la OCDE

De acuerdo con la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos, durante el año 2023 se registró el
promedio anual de horas trabajadas por persona empleada
en México alcanzando aproximadamente un total de 2,207
horas al año, esto posiciona a México como el país miem-
bro con la carga laboral más extensa.9

Ese valor supera por mucho el promedio general marcado
por la OCDE, lo que evidencia que las jornadas de trabajo
en México exceden por mucho las normas comunes en eco-
nomías comparables y sitúan a una proporción considera-
ble de trabajadores en una condición de “sobrecarga de
tiempo”.

La OCDE ha señalado que las jornadas laborales excesivas
tienen efectos adversos para el bienestar y la equidad so-
cial. En su Informe sobre desigualdades y crecimiento pa-
ra México advierte que las largas jornadas laborales “limi-
tan el acceso de las mujeres al mercado de trabajo” y que
promover horarios flexibles, trabajos de jornada parcial por
razones familiares o modalidades de trabajo remoto puede
contribuir a mejorar la inclusión, la conciliación vida-tra-
bajo y la igualdad de género.10

Aunado a lo anterior, la OCDE documenta en su reporte
“Building an Inclusive Mexico” que las prolongadas horas
de trabajo permanecen como un obstáculo para la salud, la
calidad del tiempo familiar y el bienestar general, pues re-
ducen el tiempo disponible para descanso, cuidado, activi-



dades personales o comunitarias, mismas que son esencia-
les para una vida digna.11

Este diagnóstico internacional refuerza la pertinencia de
una normativa que reduzca la jornada semanal en México.
La elevada cantidad de horas trabajadas, comparada con
los estándares de la OCDE, junto con los efectos negativos
señalados en materia de salud, inclusión y calidad de vida,
justifican con rigor técnico la adopción de un esquema de
40 horas semanales con descansos adecuados.

En otras palabras: no se trata únicamente de un beneficio
laboral, sino de una medida de política pública indispensa-
ble para garantizar un trabajo digno, evitar la “pobreza de
tiempo” y robustecer el bienestar social.

V. OMS

Las Organizaciones Mundial de la Salud, e Internacional
del Trabajo han alertado desde hace varios años que las jor-
nadas laborales extensas constituyen un grave riesgo para
la salud; de acuerdo con el comunicado conjunto de 17 de
mayo de 2021 señala que “trabajar muchas horas provocó
745,000 muertes por accidentes cerebrovasculares y car-
diopatía isquémica en 2016” como consecuencia de haber
trabajado al menos 55 horas por semana.12

Este estudio, basado en metaanálisis de decenas de investi-
gaciones en más de 150 países, concluye que trabajar 55 o
más horas semanales se asocia con 35 por ciento mayor
riesgo de accidente cerebrovascular y 17 por ciento mayor
riesgo de muerte por cardiopatía isquémica, en compara-
ción con jornadas de 35 a 40 horas.13

Estos hallazgos confirman que las jornadas excesivas no
solo representan una cuestión laboral, sino un factor de
riesgo de salud pública de primer orden. La OMS clasifica
las horas de trabajo excesivas como el riesgo ocupacional
que genera la mayor carga global de morbilidad relaciona-
da con el trabajo, puesto que, de acuerdo con sus estima-
ciones, cerca de un tercio de las enfermedades y muertes
atribuibles al trabajo derivan de este factor.14

Este diagnóstico respalda con evidencia internacional la
necesidad urgente de legislar una jornada semanal reduci-
da, como la de 40 horas con descanso suficiente, para pro-
teger la salud, la integridad física y la dignidad de las per-
sonas trabajadoras.

VI. Objeto de la iniciativa

La presente iniciativa tiene por objeto reformar el artículo
69 de la Ley Federal del Trabajo, a fin de establecer que
por cada cinco días de trabajo las y los trabajadores debe-
rán disfrutar, cuando menos, de dos días de descanso.

Esta modificación se sustenta en los estándares internaciona-
les de la OIT y en las recomendaciones de organismos como
la OMS, que han evidenciado los impactos negativos de las
jornadas prolongadas en la salud y productividad. Reconocer
constitucionalmente este derecho permitirá avanzar hacia un
modelo laboral más digno, equilibrado y respetuoso del bien-
estar físico y mental de la clase trabajadora.

Asimismo, la reforma contribuye al fortalecimiento de los
derechos laborales en México, en concordancia con el
compromiso asumido por la Presidenta de México, Dra.
Claudia Sheinbaum Pardo, de consolidar un país con me-
jores condiciones de trabajo, mayor equidad y una relación
armónica entre trabajadores y empleadores.

Garantizar dos días de descanso por cada cinco de trabajo
generará beneficios directos para la población, como re-
ducción del estrés, mejora de la salud, incremento de la
productividad y mayor calidad de vida, reforzando la tran-
sición de México hacia un esquema laboral más moderno,
humano y socialmente justo.

VII. Cuadro comparativo

A continuación se presenta un cuadro comparativo en el
que se pueden apreciar las distinciones entre el texto vi-
gente y el texto propuesto:

Por lo expuesto y fundado me permito someter a conside-
ración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 69 de la Ley
Federal del Trabajo

Único. Se reforma el artículo 69 de la Ley Federal del Tra-
bajo, para quedar como sigue:
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Artículo 69.- Por cada cinco días de trabajo disfrutará el
trabajador de dos días de descanso, por lo menos, con go-
ce de salario íntegro.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los 545 dí-
as siguientes a su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de febrero de 2026.— Diputada
Felícita Pompa Robles (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY GENERAL DEL SISTEMA PARA
LA CARRERA DE LAS MAESTRAS Y LOS 

MAESTROS, Y LEY GENERAL DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Sistema para la Carrera de las Maes-
tras y los Maestros; así como de la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, en materia de responsabi-
lidad administrativa de maestras y maestros del servicio
público educativo, a cargo de la diputada Bertha Osorio Fe-
rral, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Bertha Osorio Ferral, integrante del Grupo Par-
lamentario de Morena en la LXVI Legislatura del Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones de las Leyes
Generales del Sistema para la Carrera de las Maestras y los
Maestros; y de Responsabilidades Administrativas, en ma-
teria de responsabilidad administrativa de maestras y
maestros del servicio público educativo.

Exposición de Motivos

El sistema educativo nacional representa la columna verte-
bral de su evolución y desarrollo, su ejecución descansa en
miles de maestras, maestros y docentes, quienes frente al
aula o de manera virtual, transmiten los conocimientos ne-

cesarios a los alumnos, desarrollando así una responsabili-
dad de alto impacto social. No obstante, a diferencia del
personal administrativo al servicio de la educación, el per-
sonal docente no cuenta con un procedimiento homologa-
do de responsabilidad administrativa, actualmente, se les
aplica cualquier mecanismo disperso en normas de carác-
ter interno o laborales y en el mejor de los casos, la aplica-
ción de estas normas corre a cargo del personal jurídico de
la misma Secretaría de Educación, pero en muchos otros,
es aplicado por personal docente o administrativo, sin un
perfil académico adecuado para interpretar y aplicar las
disposiciones jurídicas, generando con ello desigualdad,
falta de certeza jurídica e ineficacia para ser investigados y,
en su caso, absueltos o sancionados por conductas deriva-
das del ejercicio de sus funciones, lo que finalmente gene-
ra la violación sistemática a sus derechos humanos, consti-
tucionales y laborales.

Por lo anterior, es imprescindible armonizar las leyes ge-
nerales de Responsabilidades Administrativas; y del Siste-
ma para la Carrera de las Maestras y los Maestros, a fin de
incorporar a las maestras, maestros y personal docente al
servicio de la educación pública, al régimen de responsabi-
lidades administrativas de la Ley General cuya reforma se
propone, pero sin vulnerar su régimen laboral especial,
aprovechando con ello, las estructuras con las que cuentan
los órganos internos de control y no generar presupuestos
adicionales en la conformación de un órgano adicional a
nivel nacional que se encargue de esta tarea, sobre todo,
dada la urgencia de su implementación para garantizar un
procedimiento eficaz para investigar, substanciar y resol-
ver las posibles irresponsabilidades de los servidores pú-
blicos de la educación pública, protegiendo en todo mo-
mento su esfera jurídica.

Considerando que la irresponsabilidad del servidor público
genera ilegalidad, inmoralidad social y corrupción, erosio-
nando al estado de derecho y actuando contra la democra-
cia, sistema político que nos hemos dado los mexicanos, es
fundamental, dar continuidad al régimen de responsabili-
dad administrativa de los maestros, maestras y docentes de
educación pública, a fin de terminar con dichos vicios y la
corrupción, con base en el respeto de la legalidad y conse-
cuente vigencia del estado de derecho.

Si bien la Constitución Política de 1917, en los artículos
108 a 114, ya se refería a las responsabilidades de servido-
res públicos, en 1977 se expidió la Ley Federal de Res-
ponsabilidades de los Servidores Públicos, la que entre
otras figuras contemplaba el juicio político, la declaración
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de procedencia, así como sanciones por faltas graves y de-
litos, sin que en ese entonces regulara las faltas adminis-
trativas no graves.1

Desde la reforma constitucional del 28 de diciembre de
1982 y la Ley Federal de las Responsabilidades de los Ser-
vidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 31 de diciembre de 1982,2 ambas en el marco
de lo que se denominó en su momento “renovación moral
de la sociedad”, atendiendo a una insistente demanda de la
comunidad para terminar con la corrupción, se normaron
conductas que constituían faltas administrativas al servicio
público, así como su procedimiento administrativo, por un
lado para erradicar la corrupción, pero por otro para des-
lindar y en su momento absolver a los denunciados cuando
no existían los elementos jurídicos o probatorios necesa-
rios para la configuración de la falta.3

Así, tras la reforma de la Ley Federal de las Responsabili-
dades de los Servidores Públicos del 2002 y que estuvo vi-
gente hasta 2017, ya se tenían definidas las faltas adminis-
trativas graves y no graves, la declaración patrimonial de
intereses y fiscales, así como las facultades de la Secretaría
de la Función Pública y los Órganos Internos de Control,
aplicable a todos los servidores públicos federales.4

Derivado de lo anterior, con la reforma constitucional anti-
corrupción de 2015 se creó el Sistema Nacional Antico-
rrupción, que dio lugar en 2016 a la creación de la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas, hoy vigente
con sus reformas, la cual regula a la Federación, los esta-
dos y los municipios, derogando a la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos
y estableciendo claramente las faltas graves, no graves, así
como de particulares, tanto de personas físicas como mo-
rales, se establecieron sanciones y procedimientos de in-
vestigación y substanciación apegados a la Constitución y
los Derechos Humanos.5

Ahora bien, para el caso de quienes se desempeñan como
maestros, maestras y docentes, la legislación no ha sido del
todo igualitaria, pues al estar sujetos a un régimen especial la-
boral, motivo por el que no han sido incorporados al régimen
de responsabilidad contemplado en la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, tal y como sucede, por ejem-
plo, con el personal operativo de las Secretarías Estatales de
Seguridad Pública, quienes no fueron incorporados pero
cuentan con un órgano especializado muchas veces denomi-
nado “asuntos internos”, para investigar, substanciar y en su
caso sancionar la conducta de su personal.

Sin embargo, el maestro de educación pública frente a gru-
po no cuenta con dicho órgano, ni con un procedimiento
adecuado que sea aplicado por personal con perfil adecua-
do para la interpretación y aplicación de la norma jurídica,
lo que resulta imprescindible para un estado que privilegia
y debe garantizar la aplicación de los derechos humanos re-
conocidos en la propia Carta Magna, tal y como lo prevé el
artículo 1o. constitucional, que en su párrafo primero esta-
blece: “En los Estados Unidos Mexicanos todas las perso-
nas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los que el
Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para
su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni sus-
penderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que es-
ta Constitución establece…”6

Como establece la Ley General del Sistema para la Carre-
ra de las Maestras y los Maestros, en el artículo 7, fracción
XIII, se entiende por docente el “profesional en la educa-
ción básica y media superior que asume ante el Estado y la
sociedad la corresponsabilidad del aprendizaje de los edu-
candos en la escuela, considerando sus capacidades, cir-
cunstancias, necesidades, estilos y ritmos de aprendizaje y,
en consecuencia, contribuye al proceso de enseñanza
aprendizaje como promotor, coordinador, guía, facilitador,
investigador y agente directo del proceso educativo”. Se
trata por tanto, de un servidor público que desempeña una
función para el Estado.

Las maestras, los maestros y los docentes, como prevé el
artículo 123, Apartado B, fracción VII, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, gozan de un ré-
gimen especial laboral, que entre otras cosas se traduce en
contar con reglas propias para el ingreso, promoción y re-
conocimiento; su estabilidad laboral docente no puede
afectarse sin un procedimiento y sin que exista causa justi-
ficada, no se rigen por la Ley Federal de los Trabajadores
al Servicio del Estado en materia de admisión o promoción
y su separación del servicio debe basarse en causas expre-
samente previstas en la Constitución y la ley.

Este régimen es exclusivamente laboral, no de responsabili-
dad administrativa, siendo necesario que un órgano especia-
lizado, con un procedimiento previamente establecido, inves-
tigue las conductas que pudieran ser constitutivas de faltas
administrativas y descarten cualquier responsabilidad o en su
caso sancionen la conducta, dotando de certeza jurídica al
profesional de la educación, para evitar vulnerar sus dere-
chos, pues en muchas ocasiones, sin previa investigación, son
despedidos, sancionados o inhabilitados.



Hoy, al personal docente que presumiblemente ha incurri-
do en una falta administrativa, no se le sigue un procedi-
miento legal adecuado que proteja sus derechos y otorgue
garantías legales, en la práctica, a muchos docentes no se
les informa cuando son señalados por la presunta comisión
de una falta, desde la primer autoridad educativa, que es el
director y el supervisor, se omite informar al docente del
señalamiento, ya sea que este haya surgido de un compa-
ñero docente, autoridad superior o padre de familia, sim-
plemente se le notifica una sanción o hasta el cese de su
nombramiento si este desempeña un cargo directivo o has-
ta el despido laboral.

En otras ocasiones, quizás el mejor de los casos, el director
como la autoridad inmediata del docente, levanta un acta
circunstanciada de hechos, para posteriormente investigar
por su cuenta y recabar pruebas a su manera, para acreditar
si el docente tiene responsabilidad o no acerca de las con-
ductas que se le señalan, turnando los señalamiento a los
niveles respectivos de su superiores, o bien al área jurídica,
donde se levanta un acta circunstanciada, acta con elemen-
tos que posiblemente carecen de legalidad por ser obteni-
dos fuera de un procedimiento normado y en su caso sin re-
glas para la obtención de prueba, dando como resultado el
cese inmediato con la perdida de los derechos laborales ad-
quiridos por el profesional docente, lo que finalmente lo
obliga a desahogar un procedimiento judicial laboral para
solicitar la reinstalación, el reconocimiento de sus derechos
y otras prestaciones, juicio que puede llevarse varios años
y que fue derivado de la aplicación de sanciones sin inves-
tigación debida, ocasionando la violación en la esfera jurí-
dica del docente.

Es urgente incorporar al docente al régimen de responsabili-
dad administrativa que prevé la Ley General de Responsabi-
lidades Administrativas, a fin de que cuente con reglas pre-
viamente establecidas para el desahogo de un procedimiento
provisto de principios de legalidad, publicidad, transparencia,
buena fe, celeridad, eficacia, eficiencia, gratuidad, equidad y
debido proceso. A mayor abundamiento, con esta iniciativa
no se vulnera el régimen especial del magisterio, porque di-
cho régimen se enfoca más a sus derechos laborales, a la re-
gulación de su carrera profesional docente y no a su respon-
sabilidad administrativa, y menos aún al procedimiento para
la investigación, substanciación y en su caso la aplicación de
sanciones por estas conductas. Es decir, no se modifica su re-
lación laboral, no se lesiona su estabilidad laboral, no se mo-
difican sus reglas de ingreso o promoción, ni se altera la fun-
ción educativa, así como tampoco transforma al docente en
trabajador administrativo. En otras palabras, solo se habilita

un mecanismo dotado de igualdad, certeza y eficacia jurídi-
ca, para investigar las conductas que pudieran ser constituti-
vas de faltas administrativas, como ocurre con cualquier ser-
vidor público.

Si bien esta iniciativa no genera impacto presupuestal, por-
que con el aprovechamiento de los órganos internos de
control no se crean plazas ni se vulneran los principios de
austeridad, siendo que estos órganos ya existen, cuentan
con personal profesional y un presupuesto, de aprobarse,
contribuirá de manera significativa a garantizar que las
maestras, maestros y docentes cuenten realmente con una
legislación, un procedimiento y un órgano con perfil pro-
fesional que atienda las denuncias de conductas posible-
mente constitutivas de falta administrativa, grave o no, res-
petándose en todo momento sus derechos de seguridad
jurídica, audiencia y legalidad, los cuales constituyen dere-
chos humanos reconocidos en la Constitución, evitando
con ello, la ejecución de sanciones violatorias de estos de-
rechos, e incluso con trascendencia laboral, como los des-
pidos injustificados por la carencia de normas, procedi-
miento y un órgano con los perfiles profesionales para la
interpretación y aplicación del derecho, salvaguardando así
los derechos de los docentes y, al mismo tiempo, los de la
sociedad.

En concordancia a lo antes expuesto, los alumnos gozarán
de su derecho al acceso a la educación en un entorno esco-
lar más seguro y saludable, al regularse como falta grave al
hostigamiento, abuso de autoridad y acoso en el ámbito
educativo, así como la falsificación y manipulación indebi-
da de evaluaciones, certificaciones o documentos académi-
cos para beneficio propio o de terceros, conductas que, por
su naturaleza, son más perjudiciales para el servicio públi-
co y la sociedad, buscando en todo momento salvaguardar
la integridad en el servicio público, por lo que al presumir
la existencia de estas conductas, podrán ser investigados
conforme a un procedimiento que privilegie las garantías
de seguridad jurídica y legalidad, sin violentar los derechos
laborales de los docentes, pero de acreditarse la conducta
derivado del procedimiento de investigación y substancia-
ción por el órgano interno de control, podrá ser remitido el
expediente a la autoridad jurisdiccional competente para el
establecimiento de las sanciones correspondientes.

Lo anterior es acorde a lo previsto en los tratados interna-
cionales reconocidos y ratificados por el estado mexicano;
así el artículo 28 de la Convención sobre los Derechos del
Niño, que en el punto 2 establece: “Los Estados parte
adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para velar por
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que la disciplina escolar se administre de modo compatible
con la dignidad humana del niño y de conformidad con la
presente Convención…”7

El artículo 3o. de la Convención de Belem Do Para tam-
bién establece que “toda mujer tiene derecho a una vida li-
bre de violencia, tanto en el ámbito público como en el pri-
vado”, y en el artículo 8o. prevé como obligación de los
Estados parte que “convienen en adoptar, en forma progre-
siva, medidas específicas, inclusive programas para: a. fo-
mentar el conocimiento y la observancia del derecho de la
mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mu-
jer a que se respeten y protejan sus derechos humanos…”8

Por lo anterior, a través de esta iniciativa se busca dotar de
facultades a los órganos internos de control para que co-
nozcan e investiguen las conductas presumiblemente cons-
titutivas de falta administrativa, substancien conforme el
procedimiento legal previamente establecido y en su caso
sancionen o remitan las constancias al tribunal competente
para el fincamiento de estas, además de prever conductas
relacionadas en el ámbito educativo como el hostigamien-
to, acoso o abuso de autoridad en el ejercicio de funciones
docentes o directivas y la falsificación o manipulación in-
debida de evaluaciones, certificaciones o documentos aca-
démicos para beneficio propio o de terceros; garantizando
el respeto a los derechos laborales, constitucionales y hu-
manos del personal docente, maestros y maestras, sin vul-
nerar su régimen especial laboral, ni generar costos presu-
puestales adicionales.



Fundamentación

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1,
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa.

Denominación del proyecto

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de las leyes generales del Sistema para la
Carrera de las Maestras y los Maestros; y de Respon-
sabilidades Administrativas, en materia de responsabi-
lidad administrativa de maestras y maestros del servi-
cio público educativo

Primero. Se adiciona la fracción IV del artículo 1, y se re-
forma y adiciona un párrafo al artículo 99 de la Ley Ge-
neral del Sistema para la Carrera de las Maestras y los
Maestros, para quedar como sigue:

Artículo 1. …

Tiene por objeto

I. a III. …

IV. Los docentes, maestras y los maestros del servicio
público educativo estarán sujetos, en lo aplicable, a
las disposiciones de esta Ley, así como a la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas, sin per-
juicio de los derechos laborales que les otorgan esta
ley y la Constitución.

Artículo 99. El personal sujeto a la observancia de esta ley
que incumpla lo previsto en sus disposiciones, estará suje-
to a responsabilidad administrativa en los términos de
la Ley General de Responsabilidades Administrativas,
así como a las responsabilidades establecidas en la norma-
tividad aplicable.

Para efectos de responsabilidades administrativas del
personal docente, los Órganos Internos de Control de la
Secretaría y de las autoridades educativas estatales, co-
nocerán y resolverán conforme a las disposiciones de la
Ley General de Responsabilidades Administrativas.

En todos los procedimientos de responsabilidad ad-
ministrativa del personal docente deberán obser-

varse los principios de legalidad, debido proceso,
presunción de inocencia, proporcionalidad de la
sanción y respeto al principio pro persona previsto
en el artículo 1o. de la Constitución.

...

Segundo. Se adicionan la fracción IV a los artículos 4 y
10; y los artículos 57 Bis y 57 Ter de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas, para quedar como si-
gue:

Artículo 4. Son sujetos de esta ley

I. a III. …

IV. Las maestras y los maestros que presten sus ser-
vicios en instituciones públicas de educación, respec-
to de los actos u omisiones que constituyan faltas ad-
ministrativas graves o no graves en el ejercicio de
funciones públicas, sin perjuicio de los derechos la-
borales que les reconoce la Ley General del Sistema
para la Carrera de las Maestras y los Maestros.

Artículo 10. …

…

…

Además de las atribuciones señaladas con anterioridad, los
órganos internos de control serán competentes para:

I. a III. …

IV. Conocer respecto de los actos u omisiones que
constituyan faltas administrativas graves o no gra-
ves en el ejercicio de funciones públicas, de las
maestras y maestros que presten sus servicios en
instituciones públicas de educación, sin perjuicio
de los derechos laborales que les reconoce la Ley
General del Sistema para la Carrera de las Maes-
tras y los Maestros.

Artículo 57 Bis. Se considera falta grave el cometer ac-
tos de hostigamiento, acoso o abuso de autoridad en el
ejercicio de funciones docentes o directivas, o cualquier
forma de violencia en contra de estudiantes, docentes o
personal de la institución educativa.
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Artículo 57 Ter. También será considerada falta grave
la falsificación, alteración o manipulación indebida de
evaluaciones, certificaciones o documentos académicos
para beneficio propio o de terceros.

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Consultado en 

https://www.constitucionpolitica.mx/versiones-anteriores/1917 Fe-
cha de consulta: 1 de febrero de 2026.

2 Consultado en 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lfrsp.htm Fecha de
consulta: 1 de febrero de 2026.

3 Consultado en 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/2/907/5.pdf
Fecha de consulta: 1 de febrero de 2026.

4 Consultado en 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lfrsp.htm Fecha de
consulta: 1 de febrero de 2026.

5 Consultado en 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGRA.pdf, 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fe-
cha=27/05/2015#gsc.tab=0 Fecha de consulta: 1 de febrero de
2026.

6 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm Fecha de
consulta: 1 de febrero de 2026.

7 Consultado en: 

https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf Fecha
de consulta: 1 de febrero de 2026.

8 Consultado en: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/356555/conven-
cion_belem_do_para.pdf Fecha de consulta: 1 de febrero de 2026.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Bertha Osorio Ferral (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Educación, y de
Transparencia y Anticorrupción, para dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de paridad e igualdad sus-
tantiva en los órganos de gobierno y decisión legislativa, a
cargo de la diputada María Teresa Ealy Díaz, del Grupo
Parlamentario de Morena

La suscrita, María Teresa Ealy Díaz, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 6o., numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta asamblea la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto, por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de paridad e igualdad sustantiva en los órganos de
gobierno y decisión legislativa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La igualdad entre mujeres y hombres constituye un princi-
pio estructural del orden constitucional mexicano y un eje
transversal del sistema democrático. El artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es-
tablece la prohibición de toda forma de discriminación y la
obligación de todas las autoridades de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos, conforme a
los principios de universalidad, interdependencia, indivisi-
bilidad y progresividad.

En materia de participación política, el Estado mexicano ha
transitado de una concepción formal de igualdad hacia un
modelo de igualdad sustantiva, que reconoce la existencia
de desigualdades estructurales históricas que han limitado



el acceso efectivo de las mujeres a los espacios de poder y
toma de decisiones. Este avance se consolidó con la refor-
ma constitucional de 2019, conocida como “Paridad en To-
do”, mediante la cual se incorporó el principio de paridad
de género en los cargos públicos de los tres poderes del Es-
tado y de los órdenes de gobierno.

En este contexto, el artículo 41 constitucional establece
que la participación política debe garantizarse en condi-
ciones de igualdad real, mientras que el artículo 35, frac-
ción II, reconoce el derecho de las mujeres a ser votadas
y a acceder a cargos públicos sin discriminación alguna.
Dichos preceptos imponen no solo una obligación de ac-
ceso, sino también una garantía de ejercicio efectivo del
poder público.

Sin embargo, a pesar de los avances normativos y del in-
cremento sustantivo en la representación femenina en el
Congreso de la Unión, persisten prácticas institucionales
que reproducen una distribución desigual del poder políti-
co al interior del Poder Legislativo. En particular, los órga-
nos de mayor influencia como las Juntas de Coordinación
Política, las coordinaciones de los grupos parlamentarios,
así como otros órganos de gobierno y decisión legislativa
continúan siendo ocupados de manera desproporcionada
por hombres.

Esta situación genera una contradicción estructural: la pa-
ridad se cumple en la integración numérica de las Cámaras,
pero no se materializa en los espacios donde se define la
agenda legislativa, se distribuyen recursos, se negocian
consensos y se toman decisiones estratégicas. Lo anterior
vulnera el principio de igualdad sustantiva y perpetúa te-
chos de cristal dentro del propio Poder Legislativo.

La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en sus artículos 31, 34 y 40, regula la inte-
gración de los órganos de gobierno, comisiones y la Junta
de Coordinación Política; sin embargo, carece de disposi-
ciones expresas y vinculantes que obliguen a garantizar la
paridad de género en los cargos de presidencia y dirección,
lo que ha permitido interpretaciones discrecionales y prác-
ticas excluyentes.

Diversos criterios del Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación han sostenido que la paridad debe enten-
derse como un principio de optimización, que exige su má-
xima realización posible, especialmente en los espacios de
toma de decisiones. Asimismo, la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación ha reconocido que la igualdad sustantiva

requiere medidas normativas concretas que corrijan des-
igualdades históricas y estructurales.

En consecuencia, resulta impostergable armonizar la Ley
Orgánica del Congreso General con el mandato constitu-
cional de paridad, estableciendo reglas claras, obligatorias
y verificables que aseguren la participación paritaria de
mujeres y hombres en los órganos de gobierno y decisión
legislativa, incluyendo expresamente las presidencias de la
Junta de Coordinación Política y de las coordinaciones de
los grupos parlamentarios.

La presente iniciativa no busca privilegios ni cuotas sim-
bólicas, sino garantizar condiciones reales de igualdad en
el ejercicio del Poder Legislativo, fortaleciendo la legitimi-
dad democrática del Congreso de la Unión y consolidando
una representación política en verdad incluyente.

Decreto

Único. Se reforman y adicionan los artículos 31, 33 y 43
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 31.

Se adiciona un último párrafo:

Artículo 31.

1. a 4. […]

5. La integración de los órganos de gobierno del
Congreso General deberá observar de manera obli-
gatoria los principios de paridad de género e igual-
dad sustantiva, garantizando la participación equili-
brada de mujeres y hombres en los cargos de
presidencia, coordinación, secretarías y demás posi-
ciones de dirección y toma de decisiones.

Artículo 33.

Se adiciona un segundo inciso:

Artículo 33.

I. […]

2. La integración y funcionamiento de la Junta de
Coordinación Política deberá observar el principio
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de paridad de género, garantizando que ninguno de
los géneros concentre de manera desproporcionada
los cargos de coordinación, presidencia o funciones
equivalentes.

Artículo 43.

Se reforma el tercer inciso:

Artículo 43.

I. […]

[…]

2. […]

3. Las comisiones ordinarias y especiales se integra-
rán conforme a los principios de pluralidad, repre-
sentación proporcional y paridad de género, asegu-
rando que la designación de sus integrantes y, de
manera específica, de sus presidencias y cargos di-
rectivos, se realice bajo criterios de igualdad sustan-
tiva entre mujeres y hombres.

4. […]

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Los grupos parlamentarios deberán adecuar la
integración de los órganos de gobierno, de la Junta de Co-
ordinación Política y de las comisiones legislativas confor-
me a lo dispuesto en el presente decreto, en un plazo no
mayor de sesenta días naturales, garantizando la paridad
efectiva en los cargos de dirección.

Referencias

I. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

1. Artículo 1o.

2. Artículo 35, fracción II.

3. Artículo 41.

4. Artículo 71, fracción II.

5. Artículo 72.

II. Legislación secundaria:

1. Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos

• Artículo 31.

• Artículo 34.

• Artículo 40.

2. Reglamento de la Cámara de Diputados

• Artículo 6, numeral 1, fracción I.

• Artículo 77.

III. Instrumentos internacionales de derechos humanos:

1. Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer.

• Artículos 7 y 8.

3. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer (Belém do Pará).

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tada María Teresa Ealy Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

«Iniciativa que adiciona un tercer párrafo al artículo 137 de
la Ley General de Educación, en materia de reconocimien-
to oficial del servicio social y prácticas profesionales como
experiencia laboral, a cargo de la diputada Celeste Mora
Eguiluz, del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Celeste Mora Eguiluz, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura del



Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto, por el que se adiciona un tercer
párrafo al artículo 137 de la Ley General de Educación,
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

En México, la transición juvenil del ámbito educativo al
mercado laboral comúnmente se encuentra limitada por la
estricta exigencia de poseer “experiencia previa” al mo-
mento de postularse a alguna vacante para acceder a su pri-
mer empleo formal.

Esta transición crea un círculo vicioso: No se contrata a las
juventudes por falta de experiencia, pero no pueden adqui-
rir experiencia porque no se les contrata.

El servicio social es una actividad temporal y obligatoria
previa a la titulación, que deben realizar todos los alumnos
universitarios (y algunas carreras técnicas en escuelas de
media superior) donde su finalidad es la aplicación de co-
nocimientos adquiridos en su formación académica para el
beneficio de la sociedad.1

Paradójicamente, miles de estudiantes de media superior y
superior realizan servicio social y prácticas profesionales
obligatorias, establecidas en el artículo 137 de la Ley Ge-
neral de Educación y artículo 15 de la Ley General de Edu-
cación Superior, con el objetivo de vincular su formación
académica al ejercicio profesional, a pesar de que implican
actividades equivalentes a las de un empleo formal: cum-
plimiento de horarios, reportes, identificación personal,
proyectos técnicos y responsabilidades institucionales.

En esencia, el servicio social es un trabajo de carácter for-
mativo y socialmente útil, donde las juventudes desarrollan
competencias laborales y profesionales, disciplina laboral,
compromiso social y sentido ético.

Desde principios del siglo XXI, se han observado tenden-
cias globales que indican que el mercado laboral al que ac-
ceden las juventudes se caracteriza por ser inseguro y pre-
cario. En este sentido, las formas atípicas de empleo
(empleo temporal, a tiempo parcial, a través de empresas
de trabajo formal y sin contrato) son muy frecuentes entre
las personas jóvenes.

Esto a su vez, tiene un impacto en su calidad laboral, con
menores niveles de autonomía laboral, mayor tiempo de
trabajo, horarios más irregulares y peores niveles salariales
en comparación con otros grupos de edad de la población
trabajadora.2

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y Em-
pleo3 de agosto en 2025 señala que existen cerca de 61.3
millones de personas económicamente activas quienes son
las que participan en el mercado laboral, ya sea como ocu-
padas o en búsqueda de empleo. De ellas, 74.3 por ciento
corresponde a hombres; y 45.2, a mujeres de 15 años y más
años. Sin embargo, 2.9 por ciento es la tasa de desocupa-
ción abierta donde la población se encuentra sin trabajar,
buscando empleo y se encuentra disponible para laborar.

Sobre la informalidad laboral, durante agosto de 2025, la
población con empleo informal representa 32.6 millones
de personas y la tasa de informalidad laboral se estableció
en 54.8 por ciento de la población ocupada. En grupos de
edades de 15 a 24 años son 631 mil 899 personas desocu-
padas; mientras tanto, en el rango de edad de 25 años 44
años oscilan 828 mil 513 personas.

Sin embargo, ni el servicio social ni las prácticas profesio-
nales cuentan con reconocimiento jurídico como experien-
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cia laboral formal ante el gobierno mexicano, pese a que en
ambos casos la comunidad estudiantil desarrolla activida-
des productivas, técnicas o sociales con un impacto real en
la ciudadanía y en las instituciones públicas y privadas.

Esta reforma tiene como objetivo reducir la tasa de desem-
pleo juvenil facilitando la inserción laboral posterior a la
obtención de un grado académico en escuelas de educación
media superior y superior; fomentar la cultura de trabajo
digno, reconocer el valor del esfuerzo juvenil en el desa-
rrollo institucional y, articular la educación con el empleo,
promoviendo una transición laboral más justa y efectiva.

El reconocimiento propio de estas actividades como expe-
riencia formal tendría diversos beneficios:

• Eliminar la barrera del primer empleo proporcionando
a las juventudes de historial laboral acreditado ante el
Instituto Mexicano del Seguro Social u otras instancias
oficiales.

• Generar mayor competitividad laboral, al permitir que
los egresados compitan en igualdad de condiciones.

• Fortalecer el vínculo entre educación y mercado labo-
ral al reconocer oficialmente la función social y produc-
tiva del servicio social y prácticas profesionales.

Reconocer como experiencia laboral acreditable no signifi-
ca transformar su naturaleza educativa, sino dotarlo de
efectos jurídicos laborales a los fines del acceso al empleo.

Con esta propuesta de reforma, se avanza al cumplimiento
de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas en su numeral 8 y 10 donde
expresan el “Trabajo Decente y Crecimiento Económico”,
así como la “Reducción de las Desigualdades”.4

El octavo Objetivo de Desarrollo Sostenible pretende pro-
mover el crecimiento económico inclusivo y sostenible, el
empleo y el trabajo decente para todos. El trabajo decente
significa crear oportunidades para todas las personas de
conseguir un trabajo productivo y que proporcione ingre-
sos dignos, estabilidad laboral y protección social para las
familias.

Mientras que el décimo Objetivo de Desarrollo Sostenible
expresa entre sus metas a cumplirse a 2030 son adoptar po-
líticas, especialmente fiscales, salariales y de protección
social, y lograr progresivamente una mayor igualdad. Asi-

mismo, potenciar y promover la inclusión social, económi-
ca y política de todas las personas, independientemente de
su edad, sexo, discapacidad, raza, etnia, origen, religión o
situación económica u otra condición.

En consecuencia, el desempleo juvenil perjudica y estanca
gravemente a la sociedad mexicana; las juventudes que se
encuentran en búsqueda de su primer empleo no lo consi-
guen, y quienes tienen la suerte de conseguirlo, se enfren-
tan a empleos con horarios extenuantes y cargas de trabajo
excesivas que no se reflejan en la remuneración por su
tiempo y esfuerzo empleado.

Para lograr una mejor comprensión de la propuesta, se
muestra el siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto anteriormente, someto a consideración de
esta soberanía el siguiente:

Decreto por el que se adiciona un tercer párrafo al ar-
tículo 137 de la Ley General de Educación

Único. Se adiciona un tercer párrafo al artículo 137 de la
Ley General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 137. Las personas beneficiadas directamente por
los servicios educativos de instituciones de los tipos de
educación superior y, en su caso, de media superior que así
lo establezcan, deberán prestar servicio social o sus equi-
valentes, en los casos y términos que señalen las disposi-
ciones legales. En éstas se preverá la prestación del servi-
cio social o sus equivalentes como requisito previo para
obtener título o grado académico correspondiente.



Las autoridades educativas, en coordinación con las ins-
tituciones de educación respectivas, promoverán lo nece-
sario a efecto de establecer diversos mecanismos de acre-
ditación del servicio social o sus equivalentes y que éste
sea reconocido como parte de su experiencia en el de-
sempeño de sus labores profesionales.

El servicio social y las prácticas profesionales podrán
ser reconocidas como experiencia laboral formativa pa-
ra efectos de contratación, concursos de ingreso y pro-
gramas de empleo del sector público o privado.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Servicio Social, Facultad de Estudios Superiores Acatlán, UNAM.
FES Acatlán.

2 Okay-Somerville, Scholarios y Sosu, 2019 citados en el informe Ju-

ventud en cambio: desafíos y oportunidades en el mercado laboral de

América Latina y el Caribe, de la Organización Internacional del Tra-
bajo, 2025. Informe juventud en cambio 2025.pdf

3 Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, septiembre de 2025, 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enoe/15ymas/doc
/enoe_presentacion_ejecutiva_0825.pdf

4 Objetivos y Metas de Desarrollo Sostenible, ONU (Objetivos y me-
tas de desarrollo sostenible, Desarrollo Sostenible).

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 10 de febrero de
2026.— Diputada Celeste Mora Eguiluz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

LEY GENERAL DE TURISMO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Turismo, en materia del padrón pú-
blico de prestadores de servicios turísticos accesibles, a
cargo del diputado Fernando Jorge Castro Trenti, del Gru-
po Parlamentario de Morena

El que suscribe, Fernando Jorge Castro Trenti, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 77 y 78 del reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto, por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General de Turismo, en materia del Padrón Público de
Prestadores de Servicios Turísticos Accesibles, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de Turismo (OMT) define que el
turismo es un fenómeno social, cultural y económico que
supone el desplazamiento de personas a países o lugares
fuera de su entorno habitual por motivos personales, profe-
sionales o de negocios. Esas personas se denominan viaje-
ros (que pueden ser o bien turistas o excursionistas; resi-
dentes o no residentes) y el turismo abarca sus actividades,
algunas de las cuales suponen un gasto.1

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi)
conceptúa el turismo como un fenómeno social, cultural y
económico relacionado con el movimiento de las personas
a lugares que se encuentran fuera de su lugar de residencia
habitual, normalmente por motivos de ocio.2

El turismo es uno de los pilares fundamentales de la eco-
nomía mexicana, actuando como un motor de crecimiento
que genera empleo, atrae inversión y contribuye significa-
tivamente al bienestar social.

De acuerdo con datos de la Secretaría de Turismo y el In-
egi, en 2023 el sector turístico aportó alrededor de 8.6
por ciento del producto interno bruto nacional, lo que lo
posiciona como una de las principales actividades eco-
nómicas del país. En términos de empleo, el turismo ge-
nera más de 4.5 millones de puestos de trabajo directos y
millones más de manera indirecta, beneficiando a secto-
res como la hotelería, la gastronomía, el transporte y los
servicios turísticos.3

Además, México se ubica entre los 10 países más visitados
del mundo, recibiendo en la primera mitad del 2025 más de
39 millones de visitantes internacionales, cuya derrama
económica alcanzó 15 mil 929.5 millones de dólares, con-
solidando al turismo como la segunda fuente de ingresos
por divisas, solo después de las remesas.4
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El turismo, además de ser una actividad económica de gran
relevancia, es reconocido como un derecho humano de ca-
rácter universal, ligado al disfrute del tiempo libre, la cultu-
ra y el desarrollo personal, fundamentado en el Código
Mundial de Ética para el Turismo, adoptado en 1999 por la
Asamblea General de la Organización Mundial del Turismo
(OMT) en su artículo 7. En México, este principio se sus-
tenta en diversos instrumentos legales y políticos que ga-
rantizan la inclusión y equidad en el acceso a los servicios
turísticos.5

La Ley General de Turismo (LGT) establece en su artículo
1 que el turismo comprende los procesos que se derivan de
las actividades que realizan las personas durante sus viajes
y estancias temporales en lugares distintos al de su entorno
habitual, con fines de ocio y otros motivos. Los procesos
que se generan por la materia turística son una actividad
prioritaria nacional que, según el enfoque social y econó-
mico, genera desarrollo regional.6

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
no consagra explícitamente el derecho humano al turismo,
sólo señala en el artículo 1o., el cual prohíbe toda forma de
discriminación y garantiza la protección de los derechos
humanos conforme a los tratados internacionales de los que
el estado mexicano forma parte; en su artículo 11, la liber-
tad de tránsito, y en el 123, el derecho de los trabajadores
a vacaciones que nunca serán menores de veinte días al
año. En cuanto a los derechos de las personas con discapa-
cidad, el artículo 4 constitucional señala la garantía de
igualdad; mientras que la accesibilidad como derecho hu-
mano, se encuentra parcialmente consagrada por nuestra
Carta Magna, en el penúltimo párrafo del artículo 4, al se-
ñalar que toda persona tiene derecho a la movilidad en con-
diciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, soste-
nibilidad, calidad, inclusión e igualdad.7

Entre los tratados internacionales de los que el estado me-
xicano forma parte se encuentra la Convención sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad, que establece
en el artículo 30 el derecho de las personas con discapaci-
dad a participar en igualdad de condiciones en la vida cul-
tural, el esparcimiento, el deporte y el turismo.8

Desde esta perspectiva, el turismo no debe concebirse como
un privilegio reservado a ciertos sectores, sino como un de-
recho que debe ejercerse en condiciones de igualdad, accesi-
bilidad y dignidad humana. El acceso equitativo al turismo
permite no solo la integración social, sino también el fortale-
cimiento del tejido comunitario, la sensibilización cultural y

el desarrollo económico inclusivo; sin embargo, no todos tie-
nen esa posibilidad derivada de la ausencia de accesibilidad
en cada uno de los productos turísticos ofertados en el país.

Por ello el Departamento de Asuntos Económicos y Socia-
les de las Naciones Unidas enfatiza que la accesibilidad es
el poder brindar igualdad de acceso a todas las personas. Es
así como, sin poder acceder a las instalaciones y servicios
de la comunidad, las personas con discapacidad nunca po-
drán integrarse plenamente. Sin embargo, en la mayoría de
las sociedades existen innumerables obstáculos y barreras
que dificultan la participación de las personas con discapa-
cidad; entre ellos se incluyen las escaleras, falta de infor-
mación en formatos accesibles como el braille y la lengua
de señas, y los servicios comunitarios que se prestan en un
lenguaje que las personas con discapacidad no pueden
comprender.9

Según datos del Censo de Población y Vivienda 2020 del
Inegi, cerca de 21 millones de personas en México se en-
cuentran en condición de discapacidad, cifra que equivale
al 16.5 por ciento de la población nacional. Esta cifra se di-
vide de la suma de los 6 millones 179 mil 890 (4.9 por
ciento) que fueron identificadas como personas con disca-
pacidad, más los 13 millones 934 mil 448 (11.1 por ciento)
que dijeron tener alguna limitación para realizar activida-
des de la vida diaria (caminar, ver, oír, autocuidado, hablar
o comunicarse, recordar o concentrarse), y a los 723
mil770 (0.6 por ciento) con algún “problema o condición
mental”; destacando que 52 por ciento que presentan algu-
na discapacidad corresponde a mujeres y 48 por ciento a
hombres.10

De igual forma, de acuerdo con la Encuesta Nacional de la
Dinámica Demográfica en 2023, en México había 121.6
millones de personas de 5 años y más. De ellas, 8.8 millo-
nes (7.2 por ciento) declararon tener discapacidad; 4.7 mi-
llones (53.5 por ciento) eran mujeres y 4.1 millones (46.5
por ciento), hombres. Por grupos de edad, el mayor por-
centaje se concentró en las personas adultas mayores (60
años y más) con 50.0 por ciento.11

De acuerdo con la Oficina de Coordinación del Desarrollo
(OCD) que es la Secretaría del Grupo de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo Sostenible, en el mundo se calcula
que las personas con discapacidad representan 15 por cien-
to de la población mundial, es decir, aproximadamente mil
millones de personas; dando así una población diversa y
heterogénea, donde las personas con discapacidad se en-
frentan a la discriminación, la estigmatización y otras ba-



rreras que les impiden participar en la sociedad en igualdad
de condiciones con los demás.12

Al unir los conceptos de turismo y accesibilidad se da pau-
ta a la definición de lo que se conoce como el turismo ac-
cesible, de acuerdo con el Consejo Nacional para el Desa-
rrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad, éste
se concibe como un turismo para todos, que establece las
pautas necesarias para la inclusión plena en las actividades
recreativas, turísticas y culturales. Este enfoque reconoce
que el disfrute del ocio y del tiempo libre no debe estar
condicionado por la capacidad física, sensorial o cognitiva
de las personas.13

Así, el turismo accesible busca garantizar que cualquier
persona ya sea con o sin discapacidad pueda participar de
manera autónoma y segura en las experiencias turísticas,
junto a su grupo familiar, amistades o acompañantes, en
igualdad de condiciones.14

El objetivo principal del turismo accesible es lograr la ver-
dadera inclusión social de toda la población, eliminando
las barreras que impiden el acceso a los espacios y servi-
cios turísticos. Para ello, los prestadores de servicios turís-
ticos deben asumir un compromiso activo en la adopción
de medidas que aseguren la accesibilidad universal en to-
dos los componentes de su oferta. Esto implica no sólo
adecuaciones físicas, sino también la transformación de ac-
titudes, procesos y políticas internas.15

El Programa Sectorial de Turismo del periodo 2025-2030
aborda la accesibilidad dentro del marco del desarrollo in-
clusivo y del bienestar social. Una de sus líneas estratégi-
cas más relevantes es el impulso al turismo comunitario,
sostenible e inclusivo, con el objetivo de generar bienestar
en los territorios turísticos y promover una distribución
más equitativa de los beneficios económicos. El programa
apuesta por un modelo de turismo más inclusivo y social,
entendido como una herramienta de integración y desarro-
llo que contribuya a que “nadie se quede atrás”. Según es-
ta visión, el turismo se concibe como un motor para la co-
hesión social, la justicia territorial y la prosperidad
compartida, vinculando el crecimiento del sector con el
bienestar de las comunidades receptoras.16

A su vez el Plan Nacional de Desarrollo (PND) del perio-
do 2025-2030 refuerza esta orientación mediante un con-
junto de objetivos y programas orientados a fortalecer la
inclusión social. Entre ellos destaca el compromiso de
consolidar una red de protección social que garantice la

inclusión económica y social de toda la población, con én-
fasis en los grupos que enfrentan mayores condiciones de
vulnerabilidad. El Plan también incorpora el Programa
Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas
con Discapacidad, como una herramienta integral para
avanzar en el reconocimiento pleno de derechos y en la eli-
minación de barreras estructurales. Asimismo, el PND seña-
la que actualmente 1.4 millones de niñas, niños y jóvenes
con discapacidad reciben apoyos directos, los cuales ya tie-
nen carácter universal en 23 entidades federativas.17

Dentro de las estrategias transversales, el PND subraya la
importancia de garantizar un transporte eficiente, moderno,
seguro y verdaderamente incluyente, mediante procesos de
regulación, verificación y modernización de la flota vehi-
cular. Esta visión coloca la accesibilidad como un compo-
nente indispensable para asegurar la movilidad y la partici-
pación plena de todas las personas en la vida económica,
social y cultural del país.18

Ambos documentos coinciden en colocar la inclusión so-
cial y la atención prioritaria a la población en situación de
vulnerabilidad como ejes centrales para construir un país
más equitativo. Ante este panorama, resulta necesario ade-
cuar la legislación turística a fin de fortalecer los instru-
mentos que permitan identificar, transparentar y difundir la
oferta de servicios turísticos que cuenten con condiciones
de accesibilidad para personas con discapacidad, sin impo-
ner cargas desproporcionadas ni alterar la estructura del
marco normativo vigente.

La presente iniciativa con proyecto de decreto propone re-
formar y adicionar diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Turismo, con el objeto de incorporar al Registro Na-
cional de Turismo una sección específica denominada
“Padrón Público de Prestadores de Servicios Turísticos Ac-
cesibles”, como un mecanismo que permita reconocer, or-
denar y hacer pública la información relativa a las condi-
ciones de accesibilidad con que cuenten los prestadores de
servicios turísticos que así lo acrediten.

La iniciativa incorpora un marco normativo para la identifi-
cación de los prestadores de servicios turísticos que cuenten
con condiciones de accesibilidad, así como obligaciones de
veracidad, actualización y difusión de la información relacio-
nada con accesibilidad, tanto en medios físicos como digita-
les, incluyendo plataformas de intermediación, reserva y co-
mercialización de servicios turísticos. Con ello se busca
otorgar certeza a las personas usuarias de los servicios turís-
ticos y prevenir prácticas de promoción o publicidad que pre-
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senten como accesibles servicios que no cuenten con condi-
ciones efectivamente acreditadas.

Asimismo, se prevé que la inscripción en el padrón tenga
efectos jurídicos dentro del propio Registro Nacional de
Turismo, reflejándose, en su caso, en el certificado corres-
pondiente, y vinculándose con el régimen de derechos,
obligaciones y sanciones ya previsto en la ley.

Con estas reformas, se fortalece la función del Registro
Nacional de Turismo como instrumento de información
pública, se promueve un turismo más incluyente desde una
perspectiva gradual y verificable, y se contribuye a la pro-
tección de los derechos de las personas con discapacidad
como personas usuarias de servicios turísticos, mediante
información clara, accesible y confiable.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Turismo, en materia
del padrón público de prestadores de servicios turísti-
cos accesibles

Único. Se adicionan los artículos 46 Bis, 48 Bis y 49 Bis, un
segundo párrafo al artículo 52 y la fracción V Bis al artículo
58; y se reforman la fracción VI del artículo 57 y el artículo
70 de la Ley General de Turismo, para quedar como sigue:

Artículo 46 Bis. El Registro Nacional de Turismo con-
tará con una sección denominada Padrón Público de
Prestadores de Servicios Turísticos Accesibles, en la que
se inscribirán los prestadores de servicios turísticos que
acrediten contar con condiciones de accesibilidad para
personas con discapacidad, en los términos que esta-
blezcan esta ley y su reglamento.

Artículo 48 Bis. Los prestadores de servicios turísticos
inscritos en el Padrón Público de Prestadores de Servicios
Turísticos Accesibles deberán proporcionar al Registro
Nacional de Turismo, además de la información prevista
en el reglamento, la relativa a las condiciones específicas
de accesibilidad con que cuenten sus servicios.

La información relativa a accesibilidad deberá:

I. Diferenciarse por tipo de discapacidad, al menos
en los ámbitos físico-motriz, visual, auditivo, intelec-
tual o psicosocial;

II. Indicar de manera clara y verificable las condi-
ciones específicas de accesibilidad con que cuenta ca-
da prestador;

III. Sujetarse a mecanismos de verificación, actuali-
zación y supervisión conforme a lo que establezca el
reglamento.

Los prestadores inscritos en el padrón estarán obliga-
dos a proporcionar información veraz y accesible sobre
las condiciones de accesibilidad de sus servicios, tanto
en medios físicos como digitales.

Artículo 49 Bis. La información relativa a las condicio-
nes de accesibilidad de los prestadores de servicios tu-
rísticos inscritos en el Registro Nacional de Turismo de-
berá ponerse a disposición del público en formatos
accesibles, en los términos que establezca la Secretaría.

Las plataformas de intermediación, reserva o comer-
cialización de servicios turísticos, así como los sitios
web y aplicaciones móviles de los prestadores de ser-
vicios turísticos, deberán poner a disposición del pú-
blico la información relativa a accesibilidad de ma-
nera clara y veraz, conforme a los lineamientos que
al efecto emita la secretaría.

Artículo 52. La Secretaría expedirá a los prestadores ins-
critos en el Registro el certificado correspondiente, con el
cual se acredite su calidad de prestadores de servicios tu-
rísticos.

Tratándose de los prestadores inscritos en el Padrón Pú-
blico de Prestadores de Servicios Turísticos Accesibles, el
certificado deberá señalar, en su caso, dicha circunstan-
cia, conforme a lo que establezca el Reglamento.

Artículo 57. Los prestadores de servicios turísticos tendrán
los siguientes derechos:

I. a V. …

VI. Recibir los beneficios que se les otorguen por ins-
cribirse en el Registro Nacional de Turismo, incluidos
aquellos derivados de su inscripción, en su caso, en el
Padrón Público de Prestadores de Servicios Turísti-
cos Accesibles; y

VII. …



Artículo 58. Son obligaciones de los prestadores de servi-
cios turísticos:

I. a V. …

V Bis. Abstenerse de ofrecer, promocionar o publici-
tar como accesibles aquellos servicios turísticos que
no cuenten con las condiciones de accesibilidad efec-
tivamente acreditadas, conforme a lo previsto en es-
ta ley y su reglamento;

VI. a XII. …

Artículo 70. Las infracciones a lo establecido en las frac-
ciones I, III, V Bis y X del artículo 58 de esta ley se san-
cionarán con multa de hasta quinientas veces el valor dia-
rio de la unidad de medida y actualización, vigente al
momento en que se cometa la infracción.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La secretaría deberá emitir las disposiciones re-
glamentarias y administrativas necesarias para la aplica-
ción del presente decreto en un plazo no mayor de ciento
ochenta días naturales a partir de su entrada en vigor.

Notas

1 Glosario de términos turísticos. Organización Mundial del Turismo
(sin fecha). Recuperado de 

https://www.untourism.int/es/glosario-terminos-turisticos?
utm_source=chatgpt.com#:~:text=El%20turismo%20es%20un%2
0fen%C3%B3meno,personales%2C%20profesionales%20o%20de
%20negocios

2 Turismo. Instituto Nacional de Estadística y Geografía (sin fecha).
Recuperado de 

https://www.inegi.org.mx/temas/turismo/

3 Cuenta Satélite del Turismo de México 2023. Instituto Nacional de
Estadística y Geografía, 2024. Recuperado de 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2024/CSTM/CSTM2023.pdf

4 Ingresan en México 39.4 millones de visitantes internacionales de
enero a mayo de 2025: 14.2 por ciento más que en 2024. Secretaría de
Turismo (sin fecha). Recuperado de 

https://www.gob.mx/sectur/articulos/ingresan-a-mexico-39-4-mi-
llones-de-visitantes-internacionales-de-enero-a-mayo-de-2025-14-
2-mas-que-en-2024

5 Código Ético Mundial para el Turismo. Organización Mundial del
Turismo (sin fecha). Recuperado de 

https://www.unwto.org/es/codigo-etico-mundial-para-el-turismo

6 Ley General de Turismo. Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, 2023. Recuperado de 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGT.pdf

7 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión (sin fecha). Recuperado de 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

8 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
Naciones Unidas, 2006. Recuperado de 

https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf

9 Accesibilidad: un principio rector de los derechos humanos. Nacio-
nes Unidas, Departamento de Asuntos Económicos y Sociales (sin fe-
cha). Recuperado de 

https://www.un.org/esa/socdev/enable/disacc.htm#:~:text=Accesi-
bilidad%3A%20un%20principio%20rector%20de,nunca%20es-
tar%C3%83%C2%A1n%20plenamente%20incluidas

10 Censo de 2020: 16.5 por ciento de la población en México son per-
sonas con discapacidad. Dis-Capacidad.com (2021, 30 de enero). Re-
cuperado de 

https://dis-capacidad.com/2021/01/30/censo-2020-16-5-de-la-po-
blacion-en-mexico-son-personas-con-discapacidad/#:~:text=Cen-
so%202020%3A%2016.5%25%

11 Estadísticas a propósito del Día Internacional de las Personas con
Discapacidad 2024. Instituto Nacional de Estadística y Geografía,
2024. Recuperado de 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2024/EAP_PCD24.pdf
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12 Estrategia de inclusión de la discapacidad 2022-2025. Oficina de
Coordinación del Desarrollo Sostenible (sin fecha). Recuperado de 

https://unsdg.un.org/es/resources/estrategia-de-inclusion-de-la-dis-
capacidad-2022-2025-por- la-of ic ina-de-coordinacion-
del#:~:text=Se%20calcula%20que%20las%20personas,mate-
ria%20de%20g%C3%A9nero%20y%20juventud

13 Turismo accesible. Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad (sin fecha). Recuperado de 

h t t p s : / / w w w. g o b . m x / c o n a d i s / a r t i c u l o s / t u r i s m o -
accesible#:~:text=Hablar%20de%20turismo%20accesible%20sig-
nifica,familiar%2C%20de%20amigos%2C%20etc

14 Ídem 13.

15 Ídem 13.

16 Programa Sectorial de Turismo 2025-2030. Secretaría de Turismo,
2025. Recuperado de 

https://sistemas.sectur.gob.mx/SECTUR/2025/DGTIC/09_25_znbl9
w/PROSECTUR__2025_2030.pdf

17 Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030. Gobierno de México,
2025. Recuperado de 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/981072/PND_20
25-2030_v250226_14.pdf

18 Ídem 17.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Fernando Jorge Castro Trenti (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Turismo, para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 

DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

«Iniciativa que reforma los artículos 140 Bis de la Ley del
Seguro Social y 37 Bis de la Ley del Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a car-
go de la diputada Margarita Corro Mendoza, del Grupo
Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Margarita Corro Mendoza, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura de
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 140 Bis de la Ley del Seguro So-
cial y 37 Bis de la Ley del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

Las Licencias por cuidados oncológicos en México nacen
con la finalidad de apoyar a las madres y a los padres tra-
bajadores con seguridad social, que tienen hijos menores
de 16 años diagnosticados con algún tipo de Cáncer, con el
objetivo de garantizar su estabilidad laboral y dar acompa-
ñamiento a las niñas, a los niños y a los adolescentes con
cáncer, en períodos críticos de esta enfermedad. Este dere-
cho se otorga a madres y padres trabajadores al servicio del
Estado con fundamento en el artículo 37 Bis de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado y el artículo140 Bis de la Ley del Seguro
Social, regula el derecho otorgado a personas trabajadoras
que prestan su servicio como personal subordinado a una
persona, mediante el pago de un salario.

Las licencias por cuidados oncológicos son otorgadas has-
ta por 28 días consecutivos, número de días, que dura un
ciclo de tratamiento para pacientes con cáncer, con posibi-
lidad de renovar la licencia por cuidados médicos oncoló-
gicos, esta podría ser solicitada, por la madre o el padre tra-
bajador, además de otorgar estas licencias, se les apoya con
un subsidio económico correspondiente al 60% de su suel-
do mensual, que se homologa a una licencia por enferme-
dad de la trabajadora o el trabajador.

Asimismo se otorgan licencias para cuidados paliativos de
los menores, sin embargo, ambas leyes omiten otorgar li-
cencias a madres y a padres trabajadores con hijos que pa-
decen enfermedades graves, se omite la posibilidad de
acompañar a los menores de edad, en caso de requerir re-
habilitación y se considera menor de edad, a las niñas, a los
niños y adolescentes hasta los 16 años, esto hace necesario
plantear la modificación a nuestras leyes y otorgar licen-
cias por cuidados a las madres y padres trabajadores con
hijos menores de dieciocho años.



Cuidar de una persona enferma podría generar incertidum-
bre e inestabilidad laboral para la persona cuidadora, pro-
blemática que se agrava cuando el enfermo es menor de
edad, este supuesto crea en la necesidad de garantizar el ac-
ceso de licencias médicas, a madres y padres trabajadores,
como parte de un derecho para ausentarse y/o reducir sus
jornadas laborales con el fin de acompañar a los menores.

Derivado de este planteamiento, existe un precedente legal,
una familia, solicitó el Amparo y Protección de sus dere-
chos en el caso particular al tener un hijo con una enfer-
medad grave, caso que fue resuelto por la Suprema Corte
de Justicia de la Nación (SCJN), en septiembre de 2024, se
analizó el caso de un menor de edad, que fue diagnostica-
do con atrofia muscular espinal tipo 1, enfermedad genéti-
ca y neuromuscular que causa debilidad y pérdida progre-
siva de la masa muscular, afectando el control de
movimientos, la falta de atención de esta enfermedad que
podría derivar en el fallecimiento de los menores, por lo
que los padres solicitaron a la SCJN analizar el caso del
menor diagnosticado, ante la consideración de los padres
de que se “viola el principio de igualdad y no discrimina-
ción, al limitar la licencia a uno de los padres y excluir a
los que tengan hijos o hijas con otras enfermedades de
gravedad similar al cáncer”.1 Es necesario garantizar los
derechos de igualdad y no discriminación, de las madres y
padres trabajadoras para el cuidado de hijas o hijos con en-
fermades graves, cuidados de rehabilitación, así como la
atención de las niñas, niños y adolescentes, menores de
dieciocho años.

Lo anterior cobra fundamento legal en el artículo 1o. de
nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, al establecer, en su primer párrafo, que “todas las
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en
esta Constitución y en los Tratados Internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garan-
tías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringir-
se ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condicio-
nes que esta Constitución establece”,2 así mismo y en el
sentido más amplio de la Constitución esta reforma garan-
tiza los derechos humanos de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad, en su sentido más
amplio toda vez que se reconocen los derechos humanos de
los menores de edad que requieren cuidado y acompaña-
miento, así como a las madres y padres trabajadores con
seguridad social.

Es necesario retomar el segundo párrafo, artículo 1o. de
nuestra Constitución, que a la letra dice: “Las normas rela-

tivas a los derechos humanos se interpretarán de confor-
midad con esta Constitución y con los tratados internacio-
nales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las per-
sonas la protección más amplia”,3 en el caso que se
expone es necesario garantizar los derechos que establecen
en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales, del que México es parte en relación con el
Artículo 9, que establece: “Los Estados parte en el presen-
te Pacto reconocen el derecho de toda persona a la segu-
ridad social, incluso al seguro social”,4 que es el caso de
las madres y padres trabajadores con seguridad social, que
requieren licencias por cuidados de sus hijos menores de
edad, en el de presentarse alguna enfermedad grave o la ne-
cesidad de rehabilitación.

El Artículo 10 del mismo Pacto, señala: “1. Se debe conce-
der a la familia, que es el elemento natural y fundamental
de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posi-
bles, especialmente para su constitución y mientras sea
responsable del cuidado y la educación de los hijos a su
cargo…, 3. Se deben adoptar medidas especiales de pro-
tección y asistencia en favor de todos los niños y adoles-
centes, sin discriminación alguna por razón de filiación o
cualquier otra condición…”,5 en el caso particular de la
propuesta es necesario modificar la edad que establece pa-
ra las hijos y los hijos de las madres y padres trabajadores
con seguridad social, al señalar el límite de edad de dieci-
séis años e incrementarlo a los diecisiete años de edad, ar-
ticulo, que además tiene correlación con la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en su Ar-
tículo 5, que establece los rangos de edad que México ha
establecido para el reconocimiento de las niñas, niños y
adolescentes como titulares de derechos, mismo que enun-
cia: “Son niñas y niños los menores de doce años, y ado-
lescentes las personas de entre doce años cumplidos y me-
nos de dieciocho años de edad. Para efectos de los
tratados internacionales y la mayoría de edad, son niños
los menores de dieciocho años”, fundamento que hace ne-
cesaria la reforma, bajo el principio de progresividad y rei-
tero pasar de los dieciséis años a los diecisiete.

No obstante, es importante reconocer que el gobierno de la
doctora Claudia Sheinbaum Pardo se ha preocupado e inte-
resado por consolidar un sistema de cuidados de manera
progresiva, y esta reforma fortalece los 100 compromisos
que la presidenta realizó, para el segundo piso de la trans-
formación.

Esta propuesta de reforma de ley, se fundamenta además en
el Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030, como parte de
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la Construcción de un Sistema Nacional de Cuidados, que
propone garantizar que ninguna niña, niño, joven o mujer
vea limitada su autonomía por la falta de apoyos, así como
fortalecer las políticas públicas que reconozcan sus dere-
chos y garantizar que las madres y padres trabajadores con
seguridad social, cuiden de lo más importante, el acompa-
ñamiento de sus hijas e hijos en momentos de enfermedad
o rehabilitación, así como la certeza de que conservarán su
trabajo.

Lo expuesto deriva en el objeto de proponer reformar los
artículos el 140 Bis de la Ley del Seguro Social y 37 Bis de
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, con la finalidad de garantizar
licencias por cuidados para madres y padres trabajadores,
con hijos menores de 18 años, que requieren acompaña-
miento en el tratamiento de enfermedades graves o acom-
pañamiento en el proceso de rehabilitación, para mayor
ilustración de lo anteriormente expuesto, se muestra el si-
guiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de



Decreto por el que se reforman los artículos 140 Bis de
la Ley del Seguro Social y 37 Bis de la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado

Primero. Se reforma el artículo 140 Bis de la Ley Del Se-
guro Social, para quedar como sigue:

Artículo 140 Bis. Para los casos de madres o padres traba-
jadores asegurados, cuyos hijos de hasta diecisiete años
hayan sido diagnosticados por el Instituto con cáncer de
cualquier tipo, con enfermedad grave o que requieran
cuidados de rehabilitación , podrán gozar de una licencia
por cuidados médicos de los hijos para ausentarse de sus
labores en caso de que el niño, niña o adolescente diagnos-
ticado requiera de descanso médico en los periodos críticos
de tratamiento o de hospitalización durante el tratamiento
médico, de acuerdo a la prescripción del médico tratante,
incluyendo, en su caso, el tratamiento destinado al alivio
del dolor y los cuidados paliativos por cáncer avanzado,
enfermedad grave o de rehabilitación.

El Instituto podrá expedir a las madres y a los padres tra-
bajadores asegurados, que se sitúe en el supuesto previsto
en el párrafo que antecede, una constancia que acredite el
padecimiento oncológico, enfermedad grave, o cuidado
de rehabilitación que requiera la presencia de la ma-
dres o padres trabajadores asegurados a fin de propor-
cionar los cuidados necesarios que requiera el menor o
la menor, y la duración del tratamiento respectivo, a fin de
que el patrón o patrones de éstos tengan conocimiento de
tal licencia.

La licencia expedida por el Instituto al padre o madre tra-
bajador asegurado tendrá una vigencia de uno y hasta vein-
tiocho días en el caso de las licencias oncológicas, aque-
llas que requieren por cuidados de enfermedad grave,
rehabilitación o cuidados paliativos, podrá extenderse,
derivado del diagnóstico médico. Podrán expedirse tantas
licencias como sean necesarias durante un periodo máximo
de tres años sin que se excedan trescientos sesenta y cuatro
días de licencia, mismos que no necesariamente deberán
ser continuos. 

La licencia a que se refiere el presente artículo únicamente
podrá otorgarse a petición de parte, ya sea al padre y/o ma-
dre que tenga a su cargo el ejercicio de la patria potestad,
la guarda y custodia del menor. 

…

I. …

II. …

III. Cuando el menor cumpla dieciocho años;

IV. …

Segundo. Se reforma el artículo 37 Bis de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, para quedar como sigue:

Artículo 37 Bis. Para los casos de madres o padres trabaja-
dores asegurados, cuyos hijos de hasta diecisiete años ha-
yan sido diagnosticados por el Instituto con cáncer de cual-
quier tipo, con enfermedad grave o que requieran
cuidados de rehabilitación, podrán gozar de una licencia
por cuidados médicos de los hijos para ausentarse de sus
labores en caso de que el niño, niña o adolescente diagnos-
ticado requiera de descanso médico en los periodos críticos
de tratamiento o de hospitalización durante el tratamiento
médico, de acuerdo a la prescripción del médico tratante,
incluyendo, en su caso, el tratamiento destinado al alivio
del dolor y los cuidados paliativos por cáncer avanzado,
enfermedad grave o de rehabilitación.

El Instituto podrá expedir a alguno de los padres trabajadores
asegurados, que se situé en el supuesto previsto en el párrafo
que antecede, una constancia que acredité el padecimiento
oncológico, enfermedad grave, o cuidado de rehabilita-
ción que requiera la presencia de la madres o padres tra-
bajadores asegurados a fin de proporcionar los cuidados
necesarios que requiera el menor o la menor, y la duración
del tratamiento respectivo, a fin de que el patrón o patrones
de éstos tengan conocimiento de tal licencia.

La licencia expedida por el Instituto al padre o madre tra-
bajador asegurado tendrá una vigencia de uno y hasta vein-
tiocho días, en el caso de las licencias oncológicas, aque-
llas que se requieren por cuidados de enfermedad
grave, rehabilitación o cuidados paliativos, podrá ex-
tenderse, derivado del diagnóstico médico. Podrán expe-
dirse tantas licencias como sean necesarias durante un pe-
riodo máximo de tres años sin que excedan trescientos
sesenta y cuatro días de licencia, mismos que no necesa-
riamente deberán ser continuos.

…
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La licencia a que se refiere el presente artículo únicamente
podrá otorgarse a petición de parte, ya sea al padre y/o ma-
dre que tenga a su cargo el ejercicio de la patria potestad,
la guarda y custodia del menor. 

…

I. …

II. …

III. Cuando el menor cumpla dieciocho años;

IV. …

Transitorios

Primero. Publíquese el presente decreto en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 2029399,
Instancia: Segunda Sala, Undécima Época, Materias(s): Constitucio-
nal, Tesis: 2a./J. 47/2024 (11a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación. Libro 41, septiembre de 2024, Tomo III, Volumen 2,
página 1350, Tipo: Jurisprudencia.

2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consultada en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf el 5
de enero de 2026.

3 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consultada en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf el 5
de enero de 2026.

4 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea
General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966,
consultado en: 

https://www.ohchr.org/sites/default/files/cescr_SP.pdf 

5 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea
General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966,
consultado en: 

https://www.ohchr.org/sites/default/files/cescr_SP.pdf

Dado en la Ciudad de México, a 10 de febrero de 2026.— Diputada
Margarita Corro Mendoza (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

«Iniciativa que reforma el artículo 87 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Margarita Corro Mendoza,
del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Margarita Corro Mendoza, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura de
la Cámara de Diputados, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma el párrafo primero del ar-
tículo 87 de la Ley Federal del Trabajo, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

México tiene una gran historia en la defensa de los derechos
laborales. A nivel mundial ha marcado grandes precedentes
para las trabajadoras y los trabajadores, que a lo largo de los
años han defendido y conquistado mejores condiciones labo-
rales, cabe destacar como base fundamental del Derecho Me-
xicano el artículo 123 de nuestra Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos que garantiza“el derecho al tra-
bajo digno y socialmente útil”,1 el mismo fue dividido en dos
Apartados: “A”, que rige relaciones laborales, a través de la
Ley Federal del Trabajo y el “B” que es reglamentado por la
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, cre-
ando así una regulación para los privados por el artículo A y
el apartado B, rige las relaciones laborales de los trabajado-
res al servicio del Estado.



La Ley Federal del Trabajo y la Ley Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado, contienen derechos huma-
nos mínimos en materia laboral que rigen las relaciones la-
borales y dignifican el trabajo de miles de mujeres y
hombres. Asimismo se reconocen las grandes aportaciones
que realizan, para el desarrollo de la vida económica y so-
cial en nuestro país; por décadas la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado reglamento mejores pres-
taciones laborales, como el pago del aguinaldo y un mayor
número de vacaciones, lo que reconoce el compromiso del
Estado por garantizar condiciones dignas para los servido-
res público, sin embargo, por años, fueron olvidados los
empleados que laboran para los privados, omitiendo refor-
mas justas a la Ley Federal del Trabajo.

Si bien con el cambio de régimen (a partir de 2018, con la lle-
gada de Cuarta Transformación) los empleados que rigen su
vida laboral, por el aAartado “A”, han mejorado sus condi-
ciones laborales de forma gradual, pasando de un salario mí-
nimo en enero de 2000 de $78.16 a un salario mínimo de
$315.04 en enero de 2026, fueron duplicados los días des-
canso y se reconoció un mayor número de derechos laborales
como acto de justicia social, aún tenemos grandes retos,
ejemplo de ello es el incremento al pago de aguinaldo.

Actualmente el aguinaldo es una prestación que se encuen-
tra regulada de forma no equitativa, entre los trabajadores
del Apartado “A” y el Apartado “B”, para mayor ilustra-
ción se presenta el siguiente cuadro comparativo:

Lo anterior muestra que los privados otorgan únicamente
15 días de salario por concepto de aguinaldo al fin de año
y los trabajadores al servicio del Estado reciben el pago
equivalente a 40 días de salario, lo que requiere ser refor-
mado por motivos de justicia social.

Sirva el derecho comparado como referente de la propues-
ta que se presenta:

Argentina: el pago de aguinaldo se otorga bajo el concep-
to de “Sueldo Anual Complementario”, se regula por la
Ley de Contrato de Trabajo Artículos 121, 122 y 123, y se
señala que: “El importe a abonar en cada semestre será li-
quidado sobre el cálculo del cincuenta por ciento (50 por
ciento) de la mayor remuneración mensual devengada por
todo concepto dentro de los dos (2) semestres que culmi-
nan en los meses de junio y diciembre de cada año”,2 lo
equivalente a 30 días, pagado de forma semestral. 

Colombia: Regula el pago de aguinaldo bajo la denomina-
ción de prima de servicios, prestación que se regula en el
Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 306: “…la
prestación social denominada prima de servicios que co-
rresponderá a 30 días de salario por año...”3

Ecuador: El Código del Trabajo, establece el pago del
aguinaldo en su Artículo 111, que a la letra dice: “Derecho
a la décima tercera remuneración o bono navideño. - Los
trabajadores tienen derecho a que sus empleadores les pa-
guen mensualmente, la parte proporcional a la doceava
parte de las remuneraciones que perciban durante el año
calendario. A pedido escrito de la trabajadora o el traba-
jador, este valor podrá recibirse de forma acumulada, has-
ta el veinte y cuatro de diciembre de cada año…”4

Asimismo, la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, tiene como principios fundamentales la protec-
ción de los derechos laborales bajo el principio de progre-
sividad, es decir, reformar de manera progresiva las leyes,
en beneficio de las trabajadoras y los trabajadores del país,
tal y como se ha hecho desde 2018.

En ese contexto, la Ley Federal del Trabajo establece en el
artículo tercero, el principio de no discriminación entre los
trabajadores, este artículo fundamenta el objeto de esta re-
forma, al reconocer que los empleados del Apartado “A”,
tienen el mismo derecho de recibir un incremento al pago
de la prestación con motivo de aguinaldo, y reducir la bre-
cha de desigualdad entre los empleados del Apartado “A”
y el Apartado “B”, con el objetivo de afrontar gastos ex-
traordinarios en las festividades de diciembre.

Lo expuesto fundamenta el objeto de la presente iniciativa,
reformar el párrafo primero del Artículo 87 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, para quedar como se ilustra en el si-
guiente cuadro comparativo:
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Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el párrafo primero del
Artículo 87 de la Ley Federal del Trabajo

Único. Se reforma el párrafo primero del artículo 87 de la
Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 87.- Los trabajadores tendrán derecho a un aguinal-
do anual que deberá pagarse antes del día veinte de diciem-
bre, equivalente a treinta días de salario, por lo menos.

…

Transitorios

Primero. Publíquese el presente decreto en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 123,
consultado el 29 de enero de 2026, en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

2 Ley de Contrato de Trabajo, Argentina.gob.ar. (s/f). Argentina.gob.ar,
consultado el 29 de enero de 2026, de 

https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-20744-
25552/actualizacion

3 Código Sustantivo del Trabajo, Leyes desde 1992 - Vigencia expre-
sa y control de constitucionalidad. Senado de la República de Colom-
bia. Consultado el 30 de enero de 2026, consultado en: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sus-
tantivo_trabajo_pr010.html

4 Código del Trabajo, Ecuador, Consultado el 30 de enero de 2026, en: 

https://www.ces.gob.ec/lotaip/2020/Junio/Literal_a2/C%C3%B3di
go%20del%20Trabajo.pdf

Dado en la Ciudad de México, a 10 de febrero de 2026.— Diputada
Margarita Corro Mendoza (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Educación, para fortalecer la ense-
ñanza y el aprendizaje educativo a través de la felicidad, a
cargo del diputado Juan Antonio González Hernández, del
Grupo Parlamentario de Morena

El que suscribe, diputado federal Juan Antonio González
Hernández, integrante del Grupo Parlamentario Morena en
la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 6 numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley General de Educación para
fortalecer la enseñanza y el aprendizaje educativo a través
de la felicidad, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos
del Niño1 vigente desde el dos de septiembre de mil nove-
cientos noventa, y aprobada por el Senado y ratificada por
nuestro País en el mismo año, reconoce que “el niño para
el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad debe
crecer en el seno de la familia en un ambiente de felicidad,
amor y compresión”. 

Dicha convención determina que en todas las medidas con-
cernientes a las niñas y los niños que tomen las institucio-



nes públicas o privadas de bienestar social, los tribunales,
las autoridades administrativas o los órganos legislativos,
una consideración primordial a que se atenderá será el “in-
terés superior del niño”, concepto que interpretó la Corte
Interamericana de Derechos Humanos (cuya competencia
contenciosa aceptó el Estado Mexicano el 16 de diciembre
de 1998) de la siguiente manera: “la expresión ‘interés su-
perior del niño’ ... implica que el desarrollo de éste y el
ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados co-
mo criterios rectores para la elaboración de normas y la
aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida
del niño”.

En este sentido al ser nuestro país parte de dicha Conven-
ción está obligado a asegurar a las niñas y los niños la pro-
tección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar,
teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres,
tutores u otras personas responsables de aquellos ante la
ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas
y administrativas adecuadas.

No obstante, la obligación legal que tenemos como nación,
existe un compromiso moral por llevar a cabo todas aque-
llas acciones que beneficien a las niñas y los niños y en el
presente caso a los educandos, en este contexto hago la
presente iniciativa. 

Existe un consenso internacional plasmado en el citado do-
cumento, en el sentido de que la educación del niño debe-
rá estar encaminada a desarrollar la personalidad, las apti-
tudes y la capacidad mental y física del niño (termino que
ocupa la Convención sobre derechos del Niño) hasta el má-
ximo de sus posibilidades.

En esta tesitura la educación, al ser una actividad humana,
preponderante, que obliga a buscar permanentemente su
excelencia; implica una evolución constante ante los retos
que se le presentan, generados principalmente por la tec-
nología y el acceso a la información. 

Hoy contamos con mayor cantidad de información, sin em-
bargo, observamos una evidente crisis civilizatoria en lo
social y comunitario, en lo ecológico, en las relaciones hu-
manas, en lo cultural en el desarrollo integral y el bienestar
como derechos fundamentales.2

Los problemas emocionales afectan el estado de ánimo y
pueden ocasionar déficit de atención, depresión o hiperac-
tividad, estos factores se ven exponenciados en la preado-
lescencia y en la adolescencia.

Existen estudios, informes e investigaciones nacionales e
internaciones que dan cuenta de la relación que existe en-
tre las emociones y los resultados académicos. PISA es el
programa de evaluación internacional de estudiantes, de la
Organización para la Cooperación y Desarrollo Económi-
co, OCDE, este programa monitorea el rendimiento de las
y los estudiantes de 15 años para utilizar sus conocimien-
tos y habilidades en lectura, matemáticas y ciencias, para
afrontar desafíos de la vida real.

Las actitudes de las y los estudiantes hacia la educación
pueden estar condicionadas por sus profesoras o profeso-
res, compañeras o compañeros o el contexto escolar. PISA
2009 intentó descubrir si las y los jóvenes de 15 años sien-
ten que lo aprendido en la escuela es útil para ellos, tanto
en lo inmediato como en el futuro.3

Dicho programa de evaluación sostiene que, en los países
de la OCDE, alrededor de 9 sobre 10 estudiantes afirmaron
que no piensan que la escuela ha sido una pérdida de tiem-
po (91 por ciento) y piensan que la escuela les ha enseña-
do cosas que han sido útiles en un empleo (88 por ciento).
Un 76 por ciento de las y los estudiantes piensa que la es-
cuela los ha preparado para su vida adulta, y un 74 por
ciento cree que la escuela ha ayudado a darles la confianza
para tomar decisiones.

Señala también que, en la mayoría de los países, las y los
estudiantes que piensan que la escuela es útil tienen mejo-
res resultados en las pruebas de lectura de PISA, y las y los
estudiantes que tienen resultados altos en lectura suelen
afirmar que la escuela es útil. En 48 países y economías,
aquellas o aquellos estudiantes que se desempeñaron bien
en lectura tienden a demostrar mayores actitudes positivas
hacia la escuela que aquellas o aquellos que tuvieron me-
nores resultados en dichas pruebas.

PISA afirma que, en los países y economías participantes,
las actitudes positivas de las y los estudiantes hacia la edu-
cación están relacionadas con actitudes positivas hacia las
y los profesores. Estas asociaciones se refuerzan mutua-
mente: las y los estudiantes que tienen buenas relaciones
con sus profesores o profesoras y que estudian en clases
que son estimulantes para el aprendizaje pensarán que la
escuela es útil – y sus actitudes positivas hacia la escuela
generan un ambiente escolar aún más propicio.

PISA concluye que las actitudes de las y los estudiantes ha-
cia la educación y su desempeño en lectura se refuerzan
mutuamente del mismo modo que sus actitudes hacia la es-
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cuela y el ambiente en el aula. Esto significa que, en cierta
medida, las propias actitudes de las y los estudiantes pue-
den modelar sus experiencias individuales de aprendizaje.

La Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura UNESCO por sus siglas en inglés, a
través del Instituto de Estadística en el informe “Habilidades
para el progreso social: El poder de las habilidades sociales y
emocionales”,4 señala que: las habilidades cognitivas, inclu-
yendo las medidas a través de pruebas de aptitud y califica-
ciones académicas, influyen en la posibilidad del éxito edu-
cativo y laboral de las personas. También predicen resultados
más amplios como la salud percibida y la participación social
y política, así como la confianza. A su vez, las habilidades so-
ciales y emocionales, como la perseverancia, la sociabilidad
y la autoestima, han demostrado tener influencia sobre nu-
merosas mediciones de logros sociales, incluyendo una me-
jor salud, un mejor bienestar y menores posibilidades de te-
ner problemas de conducta. Las habilidades cognitivas y
socioemocionales interactúan, se estimulan unas a otras y dan
a las niñas y los niños la capacidad de tener éxito dentro y
fuera de la escuela.

Dicho informe señala que: “la educación puede contribuir
a aumentar el número de ciudadanos motivados, compro-
metidos y responsables mediante el fortalecimiento de las
habilidades que importan. Aptitudes cognitivas como la
lectoescritura y la resolución de problemas son cruciales.
Sin embargo, los jóvenes que tienen una base social y emo-
cional sólida pueden prosperar mejor en un mercado labo-
ral sumamente dinámico y determinado por las habilidades
si perseveran y trabajan mucho. Es más probable que pue-
dan evitar enfermedades físicas y mentales si controlan sus
impulsos, tienen estilos de vida saludables y mantienen re-
laciones interpersonales sólidas. El cultivo de la empatía y
el altruismo en la sociedad los preparan mejor para brindar
apoyo social y acciones que protegen el ambiente. Al con-
trolar las emociones y adaptarse al cambio, también pue-
den estar más preparados para capear las tormentas de la
vida, como la pérdida del empleo, la desintegración fami-
liar, la internación o la victimización”.5

Continúa señalando el informe referido, que: “El análisis
de los datos de las pruebas PISA muestra que los niños cu-
yos padres leen, escriben palabras, cuentan historias y can-
tan canciones con ellas y ellos no solo tienden a tener me-
jores puntajes en comprensión lectora, sino que también
tienen mayores motivaciones para aprender (OECD,
2012). De igual modo, las actitudes y prácticas disciplina-
rias de los padres cumplen un papel importante por la in-

fluencia que ejercen sobre las condiciones sociales y emo-
cionales de los niños (Kiernan y Huerta, 2008). Las rela-
ciones solidarias que generan apegos saludables afectan de
manera positiva la comprensión y regulación de las emo-
ciones en las niñas y los niños, así como sus sentimientos
de seguridad y el gusto por la exploración y el aprendizaje
(Noelke, de próxima aparición).

Las habilidades sociales y emocionales se desarrollan de ma-
nera gradual, sobre la base de las habilidades constituidas du-
rante la primera infancia y la movilización de nuevas inver-
siones a través de entornos e intervenciones innovadoras en
materia de aprendizaje. Según sugieren las pruebas, las in-
versiones en habilidades sociales y emocionales deben co-
menzar en una etapa temprana para todos. En el caso de los
niños desfavorecidos, la inversión en esas habilidades con la
anticipación suficiente constituye un aporte importante a la
reducción de las desigualdades socioeconómicas”.6

El citado informe establece que, el desarrollo de las habili-
dades debe ser holístico y coherente, lo cual significa que
las familias, las escuelas y las comunidades tienen un im-
portante papel en él; ese papel, además, tiene que ser con-
secuente para garantizar la eficiencia de los esfuerzos he-
chos en cada contexto. Los programas escolares existentes
pueden mejorarse mediante la promoción de relaciones po-
sitivas entre padres e hijos, así como entre tutores y niños.
Las pruebas surgidas de los programas de intervención fo-
calizados en los grupos desfavorecidos aportan conclusio-
nes similares.7

Si bien es cierto, que en el caso de nuestro país la Ley Gene-
ral de Educación, misma que es objeto de la presente inicia-
tiva; prevé ya, la educación socioemocional, abordando lo
expuesto, también lo es que la tendencia actual con respecto
a la educación, al decir de diversos especialistas entre ellos la
Psicóloga Lea Waters directora del Centro de Psicología Po-
sitiva en la Universidad de Melbourne, consiste en cuestio-
narse ¿por qué cambiar la forma en que educamos a los ni-
ños? Lo que involucra la definición del objetivo de una
escuela que hoy se asume como una institución académica, y
según su dicho la psicología positiva sugiere que las escuelas
pueden ser instituciones de bienestar.8

Lo anterior atendiendo principalmente al tiempo que las ni-
ñas y los niños pasan en la escuela y a la importancia y
trascendencia que tiene en su vida su estancia en la escue-
la. Tal y como se ha expuesto en los estudios realizados por
organismos internacionales como PISA las actitudes de las
y los estudiantes hacia la educación pueden estar condicio-



nadas por sus profesores o profesoras, compañeros o com-
pañeras o el contexto escolar demostrando que las actitudes
positivas hacia la educación propician una actitud positiva
hacia sus profesoras y profesores y un mejor ambiente en
el aula, lo que se traduce en mayor aprovechamiento aca-
démico, lo que a su vez reitera el informe expuesto por la
UNESCO en el sentido de que los programas escolares
existentes pueden mejorarse mediante la promoción de re-
laciones positivas entre padres e hijos, así como entre tuto-
res, profesores, profesoras y niñas y niños, en conclusión,
la escuela y el proceso de aprendizaje en el que se involu-
cran padres, profesorado y educandos debe erigirse en un
contexto positivo, siendo el propio proceso de aprendizaje
positivo en sí mismo, para mejorar y fortalecer las habili-
dades socioemocionales lo que se traducirá en mejor apro-
vechamiento académico y principalmente en educandos sa-
nos y felices y finalmente en personas sanas y felices.

En este sentido uno de los principales exponentes de la Psi-
cología Positiva Martin E.P. Seligman, señala que, una ac-
titud positiva no solo ayuda a ser feliz, sino que hay estu-
dios que han demostrado que ayuda a tener éxito personal
y laboral. De ahí la importancia de incluir la felicidad co-
mo un medio efectivo para lograr el aprendizaje. Seligman
afirma que la felicidad puede aprenderse y ponerse en prác-
tica, que, para experimentar bienestar, las personas necesi-
tan sentir emociones positivas como la paz, la gratitud, la
satisfacción, el disfrute, la esperanza, la curiosidad y el
amor.

Seligman define la psicología positiva como el estudio
científico de las fortalezas y virtudes humanas, las cuales
permiten adoptar una perspectiva más abierta respecto al
potencial humano, sus motivaciones y capacidades. 

Al decir de la Psicóloga Lea Waters enseñar psicología po-
sitiva en las escuelas es un antídoto para la depresión, me-
jora estados positivos para la satisfacción en la vida e im-
pulsa la creatividad y el aprendizaje. 

En el distrito que represento, se han realizado diversas en-
cuestas a las y los jóvenes de educación media superior con
respecto a ¿qué les hace feliz? Las respuestas consideran
entre otros aspectos: tener una familia, convivir con sus
compañeras o compañeros, practicar algún deporte, aten-
der una mascota, hacer ejercicio, aprender cosas nuevas, ir
a la escuela y tener expectativas de desarrollo personal a
futuro, destaco que, varias de estas respuestas están ínti-
mamente vinculadas con su actividad escolar.

Un escenario posible en lo educativo es lograr que alumnas
y alumnos al igual que las maestras y maestros sean felices
en las aulas, porque de esta manera aprenderían mejor unos
y otros enseñarían, orientarían o conducirían mejor dicho
proceso.

En este sentido, es vital considerar a la familia, que debe
ser el principal motor para alcanzar la felicidad plena y au-
tentica, así como la convivencia con los amigos les hace
estar contentos partiendo de que la convivencia escolar de-
be ser: democrática, sana, pacífica; entendida como una re-
lación social tal como lo menciona la Nueva Escuela Me-
xicana (NEM) y el Marco Curricular Común (MCCEMS).
Así mismo como seres humanos requieren y necesitan so-
cializar sus emociones. (SEP. DOF; Acuerdo 17/08/22).

Las familias son durante el aprendizaje de las niñas, niños,
adolescentes y jóvenes, un factor determinante en la bús-
queda de la felicidad y esto se puede lograr con acciones
sencillas que implican de entrada, la conciencia de la im-
portancia de la familia en la consecución de la felicidad, una
comunicación efectiva, demostrar amor incondicional,
comprensión, educar con valores y límites. Generar esta
conciencia de la importancia de la familia puede ser resul-
tado de la aplicación de la psicología positiva en las escue-
las, de implementar la felicidad como medio para el bienes-
tar y en consecuencia para lograr aprendizaje y crecimiento
personal. 

En esta tesitura se precisa definir que es la felicidad, tarea
no menor, Hans Kelsen en su obra ¿Qué es la justicia? al
tratar de definir la justicia y la complejidad de definirla re-
aliza un silogismo con la felicidad para dejar claro que la
justicia al igual que la felicidad son totalmente subjetivas,
porque, lo que puede hacer feliz a una persona puede no
hacer feliz a otra. 

La UNESCO reconoce esta subjetividad en la felicidad al
tiempo de reconocer que su definición varía según las
culturas. 

Así, podemos para efectos de la presente iniciativa recono-
cer la subjetividad de la felicidad y definirla como una
emoción o conjunto de emociones que se asocian a cues-
tiones positivas que son útiles para combatir las emociones
negativas y que permite generar bienestar, podemos afir-
mar válidamente que existe una relación simbiótica entre
felicidad y bienestar, el bienestar produce felicidad y la fe-
licidad produce bienestar. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 10 de febrero de 2026 / Apéndice I51



Año II, Segundo Periodo, 10 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados52

Tal y como se ha expresado con anterioridad esta iniciati-
va no es ajena ni desconoce el trabajo que actualmente se
realiza para desarrollar habilidades socioemocionales, sin
embargo, la propuesta que se realiza tiende efectivamente
a implementar en la educación la felicidad como un medio
para el aprendizaje y en suma para el bienestar. 

Esta idea ya es aplicada por la UNESCO en su programa
“Escuelas Felices”.9 La UNESCO entiende por escuela fe-
liz un lugar que favorece el aprendizaje, la salud y el bien-
estar de las personas, las familias y las comunidades.

La iniciativa de escuelas felices de la UNESCO ayuda a las
partes implicadas en educación a situar la felicidad del alum-
nado y el cuerpo docente, no como una contrapartida de los
logros académicos, sino más bien como una plataforma inte-
gral desde la que se mejoren y amplíen las experiencias y los
resultados del aprendizaje. Éste puede ser un ingrediente cla-
ve de las experiencias escolares felices, creando así un círcu-
lo virtuoso que vincule felicidad y aprendizaje.

La UNESCO plantea que, al dar prioridad a experiencias
atractivas y colaborativas en la escuela probablemente se
podrán mejorar los resultados del aprendizaje. La felicidad
en la escuela es un factor importante para garantizar que to-
dos los alumnos completen una educación primaria y se-
cundaria gratuitas, equitativas y de calidad con resultados
de aprendizaje pertinentes y eficaces para 2030 cumplien-
do así uno de los Objetivos de Desarrollo Sostenible reco-
nocido como meta 4.1. por la propia UNESCO.

Dentro de este contexto la Secretaría de Educación Pública
desarrolla la Nueva Escuela Mexicana en un Plan de 23 años
que da base sustantiva para reforzar la educación en todos los
grupos de edad para los que la educación es obligatoria. Así,
la NEM es la institución del Estado mexicano responsable de
la realización del derecho a la educación en todo el trayecto
de vida de las y los mexicanos. Esta institución tiene como
centro la formación integral de niñas, niños, adolescentes y
jóvenes, y su objetivo es promover el aprendizaje de exce-
lencia, inclusivo, pluricultural, colaborativo y equitativo a lo
largo del trayecto de su formación hasta concluir sus estu-
dios, adaptado a todas las regiones de la república.

La NEM se caracteriza por una estructura abierta que inte-
gra a la comunidad. Prioriza la atención de poblaciones en
desventaja (por condiciones económicas y sociales), con la
finalidad de brindar los mismos estándares, para garantizar
las mismas oportunidades de aprendizaje a todas y todos
los mexicanos. Garantiza condiciones de excelencia en el

servicio educativo que proporciona en cada nivel, modali-
dad y subsistema; así como en cada localidad, municipio y
entidad con el fin de lograr el bienestar y la prosperidad in-
cluyente.

La reforma a los artículos 3o., 31 y 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el de-
recho a la educación con un enfoque de derechos humanos
y de igualdad sustantiva, desde el nivel inicial hasta el su-
perior, que impulsará la Nueva Escuela Mexicana. Se re-
conoce a las niñas, niños, adolescentes y jóvenes como per-
sonas con identidad propia que tienen garantizado el
ejercicio de sus derechos sociales, económicos, culturales
y educativos, igual que las maestras y los maestros, las au-
toridades educativas y el resto de la sociedad. 

Las niñas, niños, adolescentes y jóvenes son sujetos activos
de la educación; con sus acciones cotidianas ejercen su de-
recho a transformar la realidad a través de una educación
integral que se despliega en todos los espacios de la escue-
la, no sólo en el aula. 

El Estado está obligado a garantizar este derecho desde el
nivel inicial hasta la educación superior vigilando, espe-
cialmente, que las y los estudiantes de los pueblos indíge-
nas, afrodescendientes, migrantes, mujeres, personas con
alguna discapacidad y los sectores marginados del país,
tengan condiciones para ejercer su derecho a la educación
en todos sus niveles, tipos y modalidades.

La Nueva Escuela Mexicana menciona como aprendizaje
activo que la innovación y creatividad, deben ser un requi-
sito fundamental primordial e imperativo para impartir el
conocimiento y que el aprendizaje sea significativo, en el
día a día, se continúa empleando estrategias de enseñanza
rigurosa, mecánicas y tradicionales; si un alumno no apren-
de cosas que le signifiquen algo, se van a ir del plantel; por
ello, los aprendizajes deben ser significativos y situados,
para que cuando los pongan en práctica, fuera del salón,
fuera de la escuela, en su contexto, en la calle, en la tienda,
en la cancha de futbol, en cualquier lugar en el que se en-
cuentren, al aplicar ese conocimiento, el aprendizaje ad-
quiere un verdadero sentido y significado; y aprender, se
convierte en una verdadera experiencia de vida, también
eso le hará feliz y estará a gusto en la escuela.

Planteamiento que la iniciativa pretende

Los sistemas educativos actuales están sometidos en su ma-
yoría, a problemas en el aprendizaje, al analfabetismo y al



retraso educativo; al abandono escolar de niñas, niños y jó-
venes, la desigualdad en las sociedades que afecta al apren-
dizaje, el flagelo de la salud y la afectación al bienestar, las
tecnologías digitales y el desajuste entre la educación y el
empleo. Los responsables de la toma de decisiones en edu-
cación enfrentan el reto de definir la prioridad entre la di-
versidad de necesidades que plantea el proceso de aprendi-
zaje y los fenómenos del mismo aprendizaje, que compiten
entre sí. Estas competencias, requieren planteamientos po-
líticos, económicos y sociales, y, sobre todo, la promoción
integral del concepto “Escuelas Felices”, para enriquecer y
fortalecer los preceptos y acciones del aprendizaje.

Esto, es un elemento fundamental y objetivo, es la parte
medular de las experiencias escolares felices, creando con
ello, un espacio con virtudes socioemocionales, que enlaza
la felicidad y al aprendizaje.

En síntesis, la UNESCO expresa por escuela feliz a un es-
pacio que favorece al aprendizaje, a la salud y al bienestar
de las personas, de las familias y de las comunidades; por
tanto, eso es lo que pretendo con la presente, apoyar los
cuatro pilares de las escuelas felices, (personas, procesos,
lugares y principios), para ayudar a los que deciden en la
educación, a desglosar y entender el concepto de felicidad
en las escuelas con criterios que puedan traducirse en me-
didas para aceptar en el sistema global del aprendizaje.

Esta propuesta, pretende insertar nuestro sistema educativo
en esta corriente para sumarlo efectivamente a las estrate-
gias implementadas por organismos como la UNESCO, es-
ta iniciativa se presenta como un punto de partida, como la
base a considerar para que se genere debate y conclusiones
que se conviertan en la aplicación de estrategias que propi-
cien que acudir a la escuela, sea una experiencia feliz y
productiva, que permita mejorar el desempeño académico
de las y los docentes, de las niñas, niños, adolescentes y jó-
venes de nuestro país.

Las escuelas felices contribuyen a alcanzar los objetivos
del desarrollo unido del aprendizaje, dando prioridad a las
experiencias atractivas y colaborativas en las instituciones
educativas, mejorando los resultados de la enseñanza y el
aprendizaje. La felicidad es un factor importante para ga-
rantizar que todas las alumnas y alumnos completen la edu-
cación primaria, secundaria, media superior y superior gra-
tuitas, equitativas, de calidad, con resultados de un
aprendizaje óptimo, eficaz y con amor, tal como lo esta-
blece el humanismo mexicano.

Asimismo, que se amplíe a las y los docentes, las alumnas
y alumnos de cualquier escuela, manteniendo espacios y
prácticas felices que tengan enfoques que abarquen todo el
sistema como integrar en la currícula un tiempo para brin-
dar actividad a las y los alumnos, a las y los docentes tales
como la yoga y les permita unos minutos de relajación par
que ejerzan un mejor desempeño toda vez que este ejerci-
cio activa los neurotransmisores u hormonas que generan
la felicidad como son la serotonina, endorfinas, oxitocina
y la dopamina, esto con el fin de replantear la educación
desde la óptica de escuela feliz e inculcando un valor im-
portante que es el amor, tomando como punto de definición
a las personas, los procedimientos, los lugares y los princi-
pios que propicien, que ir a la escuela, sea una experiencia
feliz y productiva. 

La esencia primordial del presente proyecto, el cual, argu-
mento a través del siguiente esquema:
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Por tanto, se somete a la consideración de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley General de Educación para fortalecer la ense-
ñanza y el aprendizaje educativo a través de la felicidad

Único. Se reforma el artículo 11, se reforma la fracción I
del artículo 12, se reforma la fracción IX del artículo 15, se
reforma la fracción IX del artículo 16, se reforma la frac-
ción VI del artículo 18, se reforma el primer párrafo al ar-
tículo 24 y se reforma el primer párrafo al artículo 59 todos
de la Ley General de Educación, para quedar como se in-
dica a continuación:

Artículo 11. El Estado, a través de la nueva escuela mexi-
cana, buscará la equidad, la excelencia y la mejora conti-
nua en la educación, para lo cual colocará al centro de la
acción pública el máximo logro de aprendizaje de las ni-
ñas, niños, adolescentes y jóvenes. Tendrá como objetivos
el desarrollo humano integral del educando, reorientar el
Sistema Educativo Nacional, incidir en la cultura educati-
va mediante la corresponsabilidad e impulsar transforma-
ciones sociales dentro de la escuela y en la comunidad im-
plementando la felicidad como un medio para
fortalecer la enseñanza.

Artículo 12. En la prestación de los servicios educativos se
impulsará el desarrollo humano integral para:

I. Contribuir a la formación del pensamiento crítico, a la
transformación y al crecimiento solidario de la socie-
dad, enfatizando el trabajo en equipo a través de accio-
nes que impulsen la felicidad como complemento pa-
ra fortalecer el aprendizaje colaborativo; 

II. a V. …

Artículo 15. La educación que imparta el Estado, sus or-
ganismos descentralizados y los particulares con autoriza-
ción o con reconocimiento de validez oficial de estudios,
persigue los siguientes fines:

I. a VIII. … 

IX. Fomentar la honestidad, el civismo y los valores ne-
cesarios para transformar la vida pública del país, Im-
plementar la felicidad como un medio para fortale-



cer la enseñanza y lograr un mejor aprendizaje para
el bienestar de los educandos, y

X. Todos aquellos que contribuyan al bienestar y desa-
rrollo del país.

Artículo 16. La educación que imparta el Estado, sus or-
ganismos descentralizados y los particulares con autoriza-
ción o con reconocimiento de validez oficial de estudios, se
basará en los resultados del progreso científico; luchará
contra la ignorancia, sus causas y efectos, las servidum-
bres, los fanatismos, los prejuicios, la formación de estere-
otipos, la discriminación y la violencia, especialmente la
que se ejerce contra la niñez y las mujeres, así como per-
sonas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad
social, debiendo implementar políticas públicas orientadas
a garantizar la transversalidad de estos criterios en los tres
órdenes de gobierno. 

Además, responderá a los siguientes criterios:

I. a VIII. …

IX. Será integral porque educará para la vida y estará en-
focada al desarrollo de las capacidades y habilidades
cognitivas, socioemocionales y físicas de las personas
que les permitan alcanzar su bienestar y contribuir al de-
sarrollo social a través de la implementación de accio-
nes que fortalezcan la felicidad en la enseñanza y el
aprendizaje educativo, y

X. …

Artículo 18. La orientación integral, en la formación de la
mexicana y el mexicano dentro del Sistema Educativo Na-
cional, considerará lo siguiente:

I. a V. …

VI. Las habilidades socioemocionales, como el desarro-
llo de la imaginación y la creatividad de contenidos y
formas, implementando la felicidad como un medio
para fortalecer la enseñanza y lograr un mejor
aprendizaje para su bienestar, el respeto por los otros;
la colaboración y el trabajo en equipo; la comunicación;
el aprendizaje informal; la productividad; capacidad de
iniciativa, resiliencia, responsabilidad; trabajo en red y
empatía; gestión y organización;

VII. a XI. …

Artículo 24. Los planes y programas de estudio en edu-
cación media superior promoverán el desarrollo integral
de los educandos, sus conocimientos, habilidades, aptitu-
des, actitudes y competencias profesionales, a través de
aprendizajes significativos e Implementando la felici-
dad como un medio para fortalecer la enseñanza y lograr
un mejor aprendizaje en áreas disciplinares de las ciencias
naturales y experimentales, las ciencias sociales y las humani-
dades; así como en áreas de conocimientos transversales inte-
gradas por el pensamiento matemático, la historia, la comuni-
cación, la cultura, las artes, la educación física y el aprendizaje
digital.

…

…

Artículo 59. En la educación que imparta el Estado se pro-
moverá un enfoque humanista, el cual favorecerá en el
educando sus habilidades socioemocionales que le permi-
tan adquirir y generar conocimientos, fortalecer la capaci-
dad para aprender a pensar, sentir, actuar y desarrollarse
como persona integrante de una comunidad y en armonía
con la naturaleza a través de la implementación de ac-
ciones que fortalezcan la felicidad como un medio para
el aprendizaje. 

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño. 

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/
convention-rights-child

2 González Hernández Juan Antonio. La felicidad como un medio pa-
ra lograr el aprendizaje. Diálogos desde la experiencia: una docencia
en movimiento. Editorial Tranding Edition. México 2023, página 165

3 PISA In focus 24 
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bdc8238f-es.pdf

4 Instituto de la Estadística de la UNESCO (UIS) (2016). Habilidades
para el progreso social: El poder de las habilidades sociales y emocio-
nales. Traducción española del original OECD (2015). Skills for Social
Progress: The Power of Social and Emotional Skills. Montreal: UIS.

5 Íbid.

6 Íbid.

7 Íbid.

8 Waters Lea Conferencia Educación Positiva; Ciencia y Práctica. Ins-
tituto de Ciencias del Bienestar Integral Universidad TecMilenio. 

https://cienciasdelafelicidad.mx/videos.html

9 UNESCO “Escuelas Felices” para un mejor aprendizaje. 

https://www.unesco.org/es/node/71558

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Juan Antonio González Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD, CÓDIGO 
PENAL FEDERAL, Y LEY DE DESARROLLO 

RURAL SUSTENTABLE 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a cargo del dipu-
tado Juan Antonio González Hernández, del Grupo Parla-
mentario de Morena

Quien suscribe, diputado Juan Antonio González Hernán-
dez, legislador de la LXVI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que re-

forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, Código Penal Federal y la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable.

Exposición de Motivos

En los últimos años, el Cáñamo (Cannabis spp.) ha surgi-
do como un protagonista destacado en los sectores de in-
vestigación y desarrollo agroindustrial, despertando interés
por su amplio potencial de uso en diversas áreas industria-
les. La distinción clave entre el cáñamo y la marihuana ra-
dica en su contenido de tetrahidrocannabinol (THC), sien-
do el primero notablemente bajo (menor al 1.0 por ciento).
Este hecho ha permitido que el Cáñamo (Cannabis spp.) se
consolide como un recurso versátil destinado principal-
mente a su explotación de carácter industrial como lo es la
producción de papel moneda y de seguridad (documentos
de seguridad, certificados, pasaportes, papel para cheques,
papel para bonos y acciones); la elaboración de productos
de la rama farmacéutica (aceite de CBD “cannabidiol”, cu-
bierta de cápsula, suplementos alimenticios, cremas y un-
güentos terapéuticos, productos para el cuidado de la piel
“lociones, bálsamos, medicamentos para el alivio del do-
lor y la inflamación” , aceite de uso comestible “de coci-
na, aderezos para ensaladas, suplementos nutricionales,
margarina de cáñamo” y textil en la fabricación de telas
“camisetas, pantalones, chaquetas, ropa de cama como lo
son sábanas, fundas de almohada, así también toallas, pa-
ños, bolsas y mochilas, calzado” así como fibras para la in-
dustria automotriz “paneles interiores de automóviles, re-
vestimientos de puertas, tableros de instrumentos,
aislantes acústicos, componentes de biocompuestos para
carrocerías”, entre otros).

Recientemente los congresos de representación de países
extranjeros han implementado acciones legislativas, espe-
cialmente en Estados Unidos y Canadá, los cuales han revi-
talizado la presencia global del Cáñamo (Cannabis spp.),
siendo más de 47 naciones que lo cultivan con propósitos
comerciales o de investigación.

En México se tiene un enorme potencial para desarrollar la
industria del cáñamo (Cannabis spp.), para lo cual es nece-
sario que, en el marco legal, haya una distinción clara en-
tre el uso de la marihuana para fines medicinales o recrea-
tivos, y el cáñamo (Cannabis spp.), para su uso industrial. 

Las propiedades del cáñamo (Cannabis spp.) están amplia-
mente reconocidas en diversos países por sus usos con fi-
nes alimenticios, textiles, farmacéuticos y automotrices,



por tanto, resulta crucial la desvinculación del cáñamo
(Cannabis spp.), con la marihuana, ya que su despenaliza-
ción y regularización beneficiaría principalmente a los pe-
queños productores, así como al sector industrial en Méxi-
co, impulsando con ello la economía mexicana, y el
fomento de prácticas agrícolas respetuosas con el medio
ambiente, ya que, el cultivo de cáñamo (Cannabis spp.) de
acuerdo con algunos estudios de especialistas, como el re-
alizado por la Universidad de York en el Reino Unido que
encontró que el cáñamo puede absorber entre 8 a 15 tone-
ladas de dióxido de carbono (CO2) por hectárea durante su
ciclo de crecimiento, lo que convierte al cáñamo en una
planta altamente eficiente para la captura de carbono,1 tam-
bién, Investigaciones de la Universidad de Cracovia en Po-
lonia han demostrado que el cáñamo puede ser utilizado
para la fitorremediación, un proceso en el cual las plantas
eliminan contaminantes del suelo. El cáñamo ha mostrado
ser efectivo en la absorción de metales pesados como el
cadmio y el plomo2 y un informe de la Agencia Europea de
Medio Ambiente destaca que el cáñamo mejora la estruc-
tura del suelo y reduce la erosión, además de requerir me-
nos pesticidas y herbicidas en comparación con otros culti-
vos;3 de igual forma, el cultivo de cáñamo (Cannabis spp.)
de acuerdo con un informe de la Conferencia de la Nacio-
nes Unidad para el Comercio y el Desarrollo (UACTAD,
2022), tiene amplios beneficios ambientales, destacando su
alta absorción de dióxido de carbono (CO2) la biorreme-
diación de suelos contaminados y genera menos cantidad
de residuos ya que pueden ser utilizadas todas las partes de
la planta -raíces, flores, frutos, tallos y hojas.4

En consecuencia, ante la evidente ausencia de un marco le-
gal que regule el cultivo de cáñamo (Cannabis spp.) esto
imposibilita que en México al menos 470 mil productores
potenciales se dediquen a su producción, donde se estima
que pudiesen obtener ganancias por más de 131 mil millo-
nes de pesos a las que se podrían acceder si se participara
en este proceso productivo.

Ahora bien, es importante resaltar que tan solo en el esta-
do de Puebla se han identificado características climatoló-
gicas y edáficas que estiman una producción en más de
38,000 hectáreas, esto de acuerdo a un estudio de factibili-
dad técnica elaborado por la Universidad Autónoma Cha-
pingo, lo que permitiría ser el primer desarrollo de la in-
dustria del Cáñamo (Cannabis spp.) en México como
fuente productora en la economía nacional.

En México, el 28 de junio del año 2021, tras cinco senten-
cias en el mismo sentido entre los años 2015 y 2019, la Su-

prema Corte de Justicia de la Nación declaró inconstitucio-
nal la prohibición absoluta del consumo lúdico o recreati-
vo de cannabis y tetrahidrocannabinol (THC) establecida
en la Ley General de Salud. De acuerdo con la Corte, la ac-
tual regulación afecta el derecho al libre desarrollo de la
personalidad de manera desproporcionada. A partir de esta
resolución quedaron anuladas varias normas de esa ley.
Además, la Corte resolvió que la Secretaría de Salud, a tra-
vés de la Comisión Federal para la Protección contra Ries-
gos Sanitarios (Cofepris), podrá “autorizar el cultivo, cose-
cha, preparación, posesión y el transporte de la marihuana
con fines recreativos a las personas adultas que lo soliciten,
en el entendido de que dicha autorización no podrá incluir
en ningún caso la permisión de importar, comerciar, sumi-
nistrar o cualquier otro acto de enajenación y/o distribución
de tales sustancias.” Derivado de este fallo, la Suprema
Corte exhorto al Congreso de la Unión a legislar en mate-
ria de consumo recreativo de marihuana con el fin de ge-
nerar seguridad jurídica a usuarios y terceros.

El cáñamo (Cannabis spp.) en el territorio mexicano, tuvo
un gran auge en el año 2023, ya que, por primera vez, se
autorizó su producción, lo anterior, pues la Comisión Fe-
deral para la Protección contra Riesgos Sanitarios (Cofe-
pris), en cumplimiento a lo mandatado por la Autoridad Ju-
dicial, dio tal concesión a la empresa denominada Desart
MX, filial mexicana de Xebra Brands, misma que da opor-
tunidad a dicha empresa de importar, sembrar, cultivar y
cosechar esta variedad de la planta que no podrá tener un
porcentaje mayor del 1 por ciento del compuesto tetrahi-
drocannabinol (THC).

Lo anterior, surge por el razonamiento realizado por la Pri-
mera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
dentro del Amparo en Revisión número 355/2020, ya que,
entre otras circunstancias, advirtió que uno de los derechos
fundamentales que se ven acotados por la falta de regula-
ción, es la libertad del trabajo, refiriendo que los presu-
puestos fundamentales que identifican a dicho derecho hu-
mano son los siguientes: 

a) No se trate de una actividad ilícita; 

b) No se afecten derechos de terceros; y 

c) No se afecten derechos de la sociedad en general.

Por lo anterior es menester precisar que la libertad de
trabajo está contemplada en nuestro sistema jurídico, re-
conocida en los artículos 5 y 123, primer párrafo de la
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en diversas normas de fuente internacional,
tanto del sistema interamericano, como del sistema uni-
versal, como es el caso del artículo 14 de la Declaración
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; ar-
tículo 6 del Protocolo adicional a la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, identificado como
“Protocolo de San Salvador” y artículo 6 del Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales.

Sin embargo, para que esta visión se materialice, es
imperativo abordar las lagunas jurídicas relativas a la
experimentación, producción y comercialización del
cáñamo (Cannabis spp.), ya que ante la ausencia de la
legislación en nuestro país, se advierte que el sistema
normativo, incide en el contenido prima facie del dere-
cho fundamental, constituyendo la necesidad inminen-
te de una revisión sistemática de la cadena de suminis-
tro del cáñamo (Cannabis spp.), el cual es empleado
para actividades industriales.

Por consiguiente, la industria nacional se encuentra limita-
da por la falta de un marco regulatorio adecuado, ya que no
puede desarrollar productos derivados del cáñamo (Canna-
bis spp.), generando una situación de desigualdad frente a
la industria internacional impidiéndonos la competitividad
y su posibilidad de desarrollar dichos productos, por lo tan-
to en México no existe una justificación fehaciente para li-
mitar la producción y el procesamiento del cáñamo (Can-
nabis spp.), pues al contener en menos del 1% del
compuesto tetrahidrocannabinol (THC), este carece de
efectos psicotrópicos y, por ende, no debería de estar supe-
ditado a un vacío regulatorio que evite su experimentación,
producción y comercialización. 

En consecuencia, es menester realizar adecuaciones al
sistema jurídico mexicano a fin de garantizar que las ac-
tividades encaminadas a la experimentación, producción
y comercialización del cáñamo (Cannabis spp.), cuyo
contenido de tetrahidrocannabinol (THC) será menos del
1% para el uso exclusivo y limitado a nivel industrial, en
tales consideraciones, es imperante reformar y adicionar
diversas disposiciones de la Ley General de Salud; del
Código Penal Federal y de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable que implican una barrera jurídica para el de-
sarrollo económico nacional y en particular el de los pe-
queños productores. 

Para mayor entendimiento, se presenta el cuadro compara-
tivo con las propuestas planteadas:



Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, Código Penal Federal y Ley
de Desarrollo Rural Sustentable

Primero. Que reforma al estupefaciente Cannabis del ar-
tículo 234, que adiciona un segundo párrafo al artículo 235
Bis, que adiciona al segundo párrafo del artículo 237, que
reforma el segundo párrafo de la fracción V al artículo 245
y que adiciona un segundo y cuarto párrafo a la fracción II
al artículo 290 de la Ley General de Salud.

Artículo 234.- Para los efectos de esta ley, se consideran
estupefacientes:

acetildihidrocodeina al butirato de dioxafetilo (etil 4-
morfolín-2,2-difenilbutirato).

Cannabis sativa, índica y americana o mariguana, su re-
sina, preparados y semillas, excepto el cáñamo Canna-
bis spp, el cual deberá de contener menos del 1 por
ciento del compuesto denominado tetrahidrocanna-
binol THC.

Cetobemidona (4-meta-hidroxifenil-1-metil-4-propio-
nilpiperidina) o 1-metil-4-metahidroxifenil-4- propio-
nilpiperidina), al trimeperidina (1,2,5-trimetil-4-fenil-4-
propionoxipiperidina); y

…
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…

Artículo 235. …

I. al VI. …

…

Artículo 235 Bis.- La Secretaría de Salud deberá diseñar y
ejecutar políticas públicas que regulen el uso medicinal de
los derivados farmacológicos de la cannabis sativa, índica
y americana o marihuana, entre los que se encuentra el te-
trahidrocannabinol, sus isómeros y variantes estereoquími-
cas, así como normar la investigación y producción nacio-
nal de los mismos.

Asimismo, generará y ejecutará políticas públicas a tra-
vés de la Comisión Federal de Protección contra Ries-
gos Sanitarios (Cofepris) en coadyuvancia con la Secre-
taría de Agricultura y Desarrollo Rural (Sader) para la
regulación de la fase experimental y comercial en la
producción del cáñamo Cannabis spp, el cual, no debe-
rá de exceder el 1 por ciento del compuesto denomina-
do tetrahidrocannabinol THC.

Artículo 237.- Queda prohibido en el territorio nacional,
todo acto de los mencionados en el Artículo 235 de esta
Ley, respecto de las siguientes substancias y vegetales:
opio preparado, para fumar, diacetilmorfina o heroína, sus
sales o preparados, papaver somniferum o adormidera, pa-
paver bactreatum y erythroxilon novogratense o coca, en
cualquiera de sus formas, derivados o preparaciones.

Igual prohibición podrá ser establecida por la Secretaría de
Salud para otras substancias señaladas en el artículo 234 de
esta Ley, cuando se considere que puedan ser sustituidas en
sus usos terapéuticos por otros elementos que, a su juicio,
no originen dependencia, y con excepción del cáñamo
Cannabis spp el cual, no deberá de exceder el 1 por
ciento del compuesto denominado tetrahidrocannabi-
nol THC, mismo que está destinado para uso industrial.

Artículo 245. En relación con las medidas de control y vi-
gilancia que deberán adoptar las autoridades sanitarias, las
substancias psicotrópicas se clasifican en cinco grupos:

I. a IV. …

…

V.- Las que carecen de valor terapéutico y se utilizan co-
rrientemente en la industria, mismas que se determina-
rán en las disposiciones reglamentarias correspondien-
tes.

Los productos que contengan derivados del cáñamo Can-
nabis spp en concentraciones menores del 1 por ciento
del compuesto denominado tetrahidrocannabinol THC
y que tengan amplios usos industriales, podrán experi-
mentar, sembrarse, cultivarse, cosecharse, elaborarse,
producirse, comercializarse, transportarse, exportarse e
importarse cumpliendo los requisitos establecidos en la re-
gulación sanitaria.

Artículo 290.- La Secretaría de Salud otorgará autoriza-
ción para importar estupefacientes, substancias psicotrópi-
cas, productos o preparados que los contengan, incluyendo
los derivados farmacológicos de la cannabis sativa, índica
y americana o marihuana, entre los que se encuentra el te-
trahidrocannabinol, sus isómeros y variantes estereoquími-
cas, exclusivamente a:

I. Las droguerías, para venderlos a farmacias o para las
preparaciones oficinales que el propio establecimiento
elabore.

II. Los establecimientos destinados a producción de me-
dicamentos autorizados por la propia Secretaría. 

Y a las personas físicas o morales que tengan la autori-
zación emitida por la autoridad competente para el em-
pleo y uso industrial del cáñamo Cannabis spp, el cual,
deberá contener concentraciones menores del 1 por
ciento del compuesto denominado tetrahidrocannabi-
nol THC.

Su proceso quedará sujeto a lo establecido en los capítulos
V y VI de este Título, quedando facultada la propia Secre-
taría para otorgar autorización en los casos especiales en
que los interesados justifiquen ante la misma la importa-
ción directa.

Por lo que respecta a la fracción II del presente artícu-
lo se estará a lo dispuesto en el numeral 235 Bis, segun-
do párrafo del presente ordenamiento.

Segundo. Que adiciona un sexto párrafo al artículo 198 del
Código Penal Federal.



Artículo 198.- Al que, dedicándose como actividad princi-
pal a las labores propias del campo, siembre, cultivo o co-
seche plantas de marihuana, amapola, hongos alucinóge-
nos, peyote o cualquier otro vegetal que produzca efectos
similares, por cuenta propia, o con financiamiento de ter-
ceros, cuando en él concurran escasa instrucción y extrema
necesidad económica, se le impondrá prisión de uno a seis
años.

…

…

…

…

Para el uso industrial del cáñamo Cannabis spp el cual
no deberá exceder el 1% de tetrahidrocannabinol THC,
no será punible la experimentación, siembra, cultivo,
cosecha, elaboración, producción, comercialización,
transportación, exportación o importación en los térmi-
nos y condiciones de la autorización que para tal efecto
emita la Autoridad Administrativa competente.

Tercero. Que adiciona una fracción XXXIV al artículo 3o,
que reforma la Fracción II al artículo 5o, que reforma la
fracción XV y XVIII al artículo 37 y que reforma el primer
párrafo al artículo 53 de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable.

Articulo 3o.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I. a XXXIII. …

XXXIV. Cáñamo Cannabis spp: Es una planta fibro-
sa y versátil perteneciente a la familia de las canna-
báceas y se caracteriza por tener bajo contenido del
compuesto de tetrahidrocannabinol THC y su uso es
exclusivo con fines industriales en conformidad por
la legislación nacional.

Artículo 5o.- En el marco previsto en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, el Estado, a través
del Gobierno Federal y en coordinación con los gobiernos
de las entidades federativas y municipales, impulsará polí-
ticas, acciones y programas en el medio rural que serán
considerados prioritarios para el desarrollo del país y que
estarán orientados a los siguientes objetivos:

I. …

II. Corregir disparidades de desarrollo regional a través
de la atención diferenciada a las regiones de mayor re-
zago, mediante una acción integral del Estado que im-
pulse su transformación y la reconversión productiva y
económica, con un enfoque productivo de desarrollo ru-
ral sustentable para garantizar las necesidades de los
sectores productivos.

III. a V. …

Artículo 37.- El Sistema Nacional de Investigación y
Transferencia Tecnológica para el Desarrollo Rural Susten-
table deberá atender las demandas de los sectores social y
privado en la materia, siendo sus propósitos fundamentales
los siguientes:

I. a XIV. …

XV. Facilitar la reconversión productiva del sector hacia
cultivos, variedades forestales y especies animales que
eleven los ingresos de las familias rurales, proporcionen
ventajas competitivas y favorezcan la producción de al-
to valor agregado, así como las necesarias para ga-
rantizar la necesidad de los diversos sectores indus-
triales;

XVI. a XVII. …

XVIII. Vincular de manera prioritaria la investigación
científica y desarrollo tecnológico con los programas de
reconversión productiva de las unidades económicas y
las regiones para aumentar sus ventajas competitivas y
mejorar los ingresos de las familias rurales y garantizar
la satisfacción de las necesidades de los sectores in-
dustriales.

Artículo 53.- Los gobiernos federal y estatales estimularán
la reconversión, en términos de estructura productiva sus-
tentable, incorporación de cambios tecnológicos, y de pro-
cesos que contribuyan a la productividad y competitividad
del sector agropecuario, a la seguridad y soberanía alimen-
tarias y al óptimo uso de las tierras mediante apoyos e in-
versiones complementarias, a fin de garantizar las nece-
sidades de los sectores productivos e industriales.

…
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Transitorios

Único- El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación.

Notas

1 Universidad de York, “Carbon Sequestration Potential of Industrial
Hemp,” 2021

2 Universidad de Cracovia, “Phytoremediation Potential of Hemp
(Cannabis sativa L.) in Contaminated Soils,” 2020

3 Agencia Europea de Medio Ambiente, “Environmental Benefits of
Hemp Cultivation,” 2019.

4 https://unctad.org/system/files/official-document/ditccom2022d1_
en.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputado Juan Antonio González Hernández (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de Justi-
cia, para dictamen, y a la Comisión de Desarrollo y
Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Ali-
mentaria, para opinión.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que adiciona el párrafo tercero al artículo 91 de
la Ley del Seguro Social, a cargo de la diputada Bertha
Osorio Ferral, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada Bertha Osorio Ferral, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados, en el ejercicio y facultad que
otorgan los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona el párrafo tercero al
artículo 91 de la Ley del Seguro Social.

Exposición de Motivos

El Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en la ac-
tualidad, es la Institución con mayor presencia en la aten-
ción a la salud y en la protección social de los mexicanos

desde su fundación, para ello, combina la investigación y
la práctica médica, con la administración de los recursos
para el retiro de sus asegurados, para brindar tranquilidad y
estabilidad a los trabajadores y sus familias, ante cualquie-
ra de los riesgos especificados en la Ley del Seguro Social.
Hoy en día, más de la mitad de la población mexicana, tie-
ne algo que ver con el Instituto, hasta ahora, la más grande
en su género en América Latina.

“El porcentaje exacto de atención del IMSS a la población
en 2024 varía según la métrica. Si se considera la afilia-
ción, el IMSS tiene aproximadamente 53 millones de dere-
chohabientes (no se especifica el porcentaje sobre la po-
blación total), mientras que el 87.9% de la población
tendría acceso teórico al sistema público de salud ajustado
por acceso y no solo por afiliación”. Con estos datos se de-
duce que el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS)
atiende a más de la mitad de la población del país, por lo
tanto, uno de los problemas más persistentes y repetitivos
señalados por la ciudadanía y derechohabientes es el tiem-
po de espera excesivo para obtener una cita médica, tanto
de medicina familiar como en el área de especialidades.5

“Los principales objetivos del IMSS son ampliar el acceso
efectivo a servicios de salud dignos, mejorar la calidad de
la atención, fortalecer la salud mental, y modernizar la in-
fraestructura y tecnología. Específicamente, busca incre-
mentar el número de consultas y cirugías a través de estra-
tegias como la Estrategia 2-30-100, integrar a la población
sin seguridad social y consolidar el sistema bajo una sola
plataforma para una atención más unificada”. Por ello, de-
be ser indispensable incorporar a la ley disposiciones que
garanticen atención médica oportuna a través de tiempos
máximos obligatorios en el sistema de asignación de citas,
para así mejorar la eficiencia administrativa.6

El derecho a la salud a nivel internacional está consagrado
en documentos como la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales. Este derecho implica el ac-
ceso al más alto nivel posible de bienestar físico y mental,
que incluye el acceso a servicios de salud de calidad, agua
potable, medicamentos y la protección contra la discrimi-
nación y el maltrato. “Las organizaciones como la Organi-
zación Mundial de la Salud OMS y la Organización de las
Naciones Unidas ONU promueven la cobertura sanitaria
universal para hacerlo efectivo”.7

“La OMS creada en 1948, donde México es miembro fun-
dador y fue sede de la octava Asamblea Mundial de la Sa-
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lud en 1955”; por lo tanto, nuestro país ha estado obligado
de manera social y legal, de formular y aplicar leyes que
garanticen el acceso universal a los servicios de salud inte-
gral y de calidad, principalmente de niños, niñas y perso-
nas de la tercera edad, sin importar credo, religión, status
social u origen étnico.8

“De acuerdo con la OMS el derecho a la salud incluye cua-
tro elementos esenciales y que están interrelacionados: la
disponibilidad, la accesibilidad, la aceptabilidad y la cali-
dad; del cual, el de calidad que es un componente clave de
la cobertura sanitaria universal, nos da a conocer que los
servicios de salud deben de ser oportunos, es decir, se de-
ben de reducir los tiempos de espera y las demoras perju-
diciales”. No puede haber derecho a la salud de calidad si
se presentan tiempos de espera excesivos para obtener con-
sultas médicas, estudios o atención especializada.3

En nuestro país, el 19 de enero de 1943, el presidente Ma-
nuel Ávila Camacho creó el Instituto Mexicano del Seguro
Social (IMSS) para garantizar el acceso integral de los tra-
bajadores al desarrollo; junto a ello se publicó en el Diario
Oficial de la Federación la Ley del Seguro Social. Según su
exposición de motivos, el objetivo principal es: “garantizar
el derecho humano a la salud, la asistencia médica, la pro-
tección de los medios de subsistencia y los servicios socia-
les necesarios para el bienestar individual y colectivo”. El
IMSS fue creado, además, como un organismo público
descentralizado, con personalidad y patrimonio propio pa-
ra administrarlo y organizarlo. Inició actividades el 1 de
enero de 1944.4

El derecho a la salud y por ende a una atención médica de
calidad reconocida en nuestra Constitución y plasmada en
la Ley del Seguro Social no se puede considerar efectiva si
los derechohabientes enfrentan tiempos de espera excesi-
vos para obtener sus consultas médicas, estudios o atención
especializada, pues hoy en día La Ley del Seguro Social no
considera ni establece un término de máximo o mínimo pa-
ra otorgar citas médicas, lo cual permite existan retrasos
significativos en este servicio, sin que exista una obliga-
ción jurídica específica para que el instituto cumpla con el
precepto universal de la atención de calidad y oportuna.

Varios países han incorporado normativas de tiempo máxi-
mo garantizado para la asignación de citas médicas, aun-
que la implementación y los plazos específicos varían.
Ejemplos notables incluyen España, Italia, y Colombia.

Por ejemplo, “en Italia el 24 de julio del 2024 se aprobó en
Italia una ley que busca reducir las largas listas de espera
para las citas médicas en la sanidad …”, ¡Colombia: a ni-
vel normativo, la asignación de citas de medicina general y
odontología general no puede exceder los tres (3) días há-
biles desde la solicitud, a menos que el paciente pida una
fecha posterior. Para citas con especialistas que requieran
autorización previa de la Entidad Promotora de Salud
(EPS), esta debe dar respuesta en un plazo máximo de cin-
co (5) días hábiles”.7, 8

El Instituto Mexicano del Seguro Social, es la institución
de seguridad social y sistema de salud más grande del país
y como se ha mencionado proporciona atención médica a
más de setenta millones de derechohabientes, no obstante,
uno de los problemas persistentes y constantes, señalados
por los propios usuarios y organismos de evaluación es la
tardanza para asignar una cita médica, en la consulta fami-
liar, análisis clínicos y en atención médica de especialidad,
tardanza que afecta de manera directa el acceso efectivo,
pronta y de calidad a la atención médica.

Los derechohabientes del IMSS sostienen que “para tener
suerte deben esperar a la madrugada para entrar al sistema
de citas del IMSS y que en caso de que haya algún turno,
casi siempre es con mucho tiempo de espera”. Además,
“abundan, si acuden sin cita lo hacen con la esperanza de
que no sufran rechazo, pues generalmente solo hay uno o
dos espacios para los no citados; “a veces nos pasan a otro
consultorio para que nos atiendan”, estas demoras pueden
causar en los derechohabientes frustración y desconfianza,
una cita tardía podría afectar la salud del paciente al no re-
cibir la atención oportuna, donde al final muchas personas
recurren a la alternativa de servicios privados, lo que les
implica un costo económico extra y desigualdad al acceso
a la salud, es decir solo podrán tener derecho a la salud
aquellos que puedan pagarla.9

También el IMSS promueve el uso de la aplicación IMSS
Digital, para agendar citas, lo cual reduce la carga admi-
nistrativa y en gran parte acelera el proceso de agendar una
cita médica, pero el tener la aplicación en línea no signifi-
ca que el instituto tenga la capacidad de atender a los dere-
chohabientes de forma pronta.

Al tardar la asignación de citas médicas, diagnóstico, aná-
lisis y especialidades, genera, por ejemplo: diagnósticos
tardíos, saturaciones en las áreas de urgencias, evolución
de enfermedades complicadas por falta de seguimiento
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oportuno, impacto económico para los usuarios y un des-
prestigio respecto a la calidad del servicio público de salud
de nuestro país.

Los largos periodos de espera para la asignación de una ci-
ta médica en el Instituto Mexicano del Seguro Social, tam-
bién genera que el derechohabiente acuda a clínicas priva-
das, impactando en su economía familiar y cuestiona el
sistema de salud de nuestro país. Esto lo podemos argu-
mentar con los siguientes datos estadísticos.

“Derechohabientes del sistema de salud público, entrevis-
tados por El Economista, coincidieron en que la reducción
del tiempo de espera para ser tratados es uno de los princi-
pales motivos para tratar sus problemas de salud en esta-
blecimientos particulares”.

“El INEGI informó que, durante los 12 meses del 2022,
también se realizaron un total de 22 millones 682 587 exá-
menes de análisis clínicos en centros privados. A demás de
3 millones 97,236 procedimientos de radiología; aunado a
1 millón 764,557 ultrasonidos y 1 millón 417,213 de pro-
cesos de imagenología. Para el ámbito de medicina de tra-
tamiento se realizaron 2 millones 783,863 procedimientos
en hospitales privados”.

Por medio de esta iniciativa se propone que el Instituto Me-
xicano del Seguro Social garantice a los derechohabientes,
reciba atención médica familiar, análisis, diagnósticos y
atención especializada dentro de plazos razonables y pre-
viamente establecidos, asegurando la atención oportuna y
eficaz cumpliendo así con el derecho universal del derecho
humano a la atención medicad y cumplir con el precepto de
la OMS de “alcanzar para todos los pueblos el grado más
alto posible de salud”, definida esta última como “un esta-
do de completo bienestar físico, mental y social, y no sola-
mente la ausencia de afecciones o enfermedades”.10

Si el paciente espera semanas o meses para que se le asig-
ne una cita médica, el padecimiento se puede volver más
grave, más costoso y difícil de tratar, una cita pronta signi-
fica la detección temprana y tratamiento completo de un
padecimiento medico por parte de un derechohabiente. 

Por esta razón, establecer en la Ley del Seguro Social tiem-
pos máximos con carácter de obligatorios para la asigna-
ción de citas médicas, constituye una medida necesaria y
urgente garantizando el derecho constitucional a la salud
digna y de calidad, la propuesta no solo responde a una de-
manda social legítima, si no que se armoniza con los prin-

cipios constitucionales de progresividad, igualdad y no
discriminación a los servicios de salud.

Fundamento y marco legal

En el ejercicio y facultad que me otorga los artículos los ar-
tículos 71, fracción II y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 77, numeral 1 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados.

Por lo anterior expuesto, someto a consideración a este
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicio-
na el párrafo tercero al artículo 91 de la Ley del Segu-
ro Social.

La adecuación normativa propuesta se presenta a continua-
ción en el siguiente cuadro comparativo:

Denominación del proyecto de decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se que se adi-
ciona el párrafo tercero al artículo 91 de la Ley del Se-
guro Social.

Único. – Se adiciona el párrafo tercero al artículo 91 de
la Ley del Seguro Social para quedar como sigue:

Sección Segunda 
De las prestaciones en especie

Artículo 91. En caso de enfermedad no profesional, el Ins-
tituto otorgará al asegurado la asistencia médico-quirúrgi-
ca, farmacéutica y hospitalaria que sea necesaria, desde el
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comienzo de la enfermedad y durante el plazo de cincuen-
ta y dos semanas para el mismo padecimiento. 

No se computará en el mencionado plazo, el tiempo que
dure el tratamiento curativo que le permita continuar en el
trabajo y seguir cubriendo las cuotas correspondientes.

Las citas de medicina familiar, estas se tendrán que
atender dentro del plazo de setenta y dos horas; las ci-
tas para la atención de especialidades médicas deberán
de asignarse en un plazo no mayor a treinta días natu-
rales, salvo criterios de prioridad médica; y los estudios
de diagnóstico se deberán de atender en un plazo no
mayor de quince días naturales, salvo casos de criterio
de urgencia.

Artículo Transitorio

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas

1 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/human-rights-
and-health#:~:text=El%20derecho%20a%20la%20salud,a%20los%
20servicios%20de%20salud.

2 https://mision.sre.gob.mx/oi/index.php/areastematicas/salud#:~:
text=Organizaci%C3%B3n%20Mundial%20de%20la%20Sa-
lud%20(OMS),La%20OMS%20es&text=Creada%20en%201948%2C
%20M%C3%A9xico%20es,de%20la%20Salud%20en%201955.

3 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/human-rights-
and- health#:~:text=El%20derecho%20a%20la%20salud,a%20los%
20servicios%20de%20salud.

4 https://www.cndh.org.mx/noticia/se-promulga-la-ley-de-seguridad-
social-base-del-instituto-mexicano-del-seguro-social#:~:text=
El%2019%20de%20enero%20de,la%20Ley%20del%20Seguro%20S
ocial.

5 https://www.imss.gob.mx/prensa/archivo/202501/009#:~:text=Al%
2031%20de%20diciembre%20de,cero%20por%20ciento)%20son%20
eventuales.

6 https://www.imss.gob.mx/prensa/archivo/202007/479

7 https://www.swissinfo.ch/spa/aprobada-una-ley-para-reducir-listas-
de-espera-en-italiaconcr%C3%ADticasdelaoposici%C3%B3n/
84847366#:~:text=m%C3%A9dicas%20con%20una%20platafor-
ma%20nacional%20para%20controlar,de%20Sanidad%20podr%C3%
A1%20intervenir%20en%20caso%20de

8 https://www.minsalud.gov.co/sites/rid/Lists/BibliotecaDigital/RIDE/
DE/DIJ/resolucion1552de2013.pdf#:~:text=La%20asignaci%
C3%B3n%20de%20las%20citas%20de%20odontolog%C3%ADa,de
%20manera%20expresa%20para%20un%20plazo%20diferente.

9 https://oem.com.mx/diariodexalapa/local/derechohabientes-del-
imss-advierten-sobre-el-proceso-para-obtener-citas-como-es-el-servi-
cio-en-clinicas-de-veracruz-13443461 

10 https://mision.sre.gob.mx/oi/index.php/areastematicas/salud#:~:
text=Organizaci%C3%B3n%20Mundial%20de%20la%20Sa-
l u d % 2 0 ( O M S ) , - L a % 2 0 O M S % 2 0 e s & t e x t = C r e a d a % 2 0 e n
%201948%2C%20M%C3%A9xico%20es,de%20la%20Salud%20en
%201955

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Bertha Osorio Ferral (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES 

«Iniciativa que reforma la fracción XII del artículo 113 del
Código Nacional de Procedimientos Penales, a cargo de la
diputada Alejandra del Valle Ramírez, del Grupo Parla-
mentario de Morena

La suscrita, diputada federal Alejandra del Valle Ramírez,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, somete a consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma la fracción XII del artículo 113 del
Código Nacional del Procedimientos Penales, conforme a
la siguiente
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Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
hace mención en su artículo primero lo siguiente: “Todas las
autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos de conformidad con los principios de uni-
versalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresivi-
dad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar,
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos,
en los términos que establezca la ley”.1 Partiendo de este
punto, entendemos que todas las autoridades esta obligadas
a respetar los derechos humanos de las personas, como mu-
chos sabemos, nuestro país tiene una población indígena
muy amplia, y en ese estricto sentido, sabemos que gran par-
te de este sector vulnerable, hablan con dificultad el caste-
llano por la falta de oportunidades educativas, y la lejanía de
sus comunidades de las ciudades. 

Sabemos, que gran parte de las comunidades indígenas, in-
cluso en el año 2026, siguen sufriendo discriminación,
principalmente cuando acuden a instituciones de gobierno,
o espacios de impartición de justicia, la razón de la discri-
minación se da por no entender el castellano. 

Esta reforma, tiene como origen, la intensión de facilitar la
comunicación efectiva del lenguaje entre personas que ha-
blan castellano, y personas de las comunidades indígenas. 

Es importante mencionar que la Ley General de Derechos
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas es muy clara en
cuanto a la obligación que tienen las autoridades, y cito el
artículo 9o.: “El Estado garantizará el derecho de los pue-
blos y comunidades indígenas el acceso a la jurisdicción
del Estado en la lengua indígena nacional de que sean ha-
blantes. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y
procedimientos en que sean parte, individual o colectiva-
mente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y espe-
cificidades culturales respetando los preceptos de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Las autoridades federales responsables de la procuración y
administración de justicia, incluyendo las agrarias y labo-
rales, proveerán lo necesario a efecto de que en los juicios
que realicen, los indígenas sean asistidos gratuitamente, en
todo tiempo, por intérpretes y defensores que tengan cono-
cimiento de su lengua indígena y cultura.

En los términos del artículo 5o., en las entidades federati-
vas y en los municipios con comunidades que hablen len-

guas indígenas, se adoptarán e instrumentarán las medidas
a que se refiere el párrafo anterior, en las instancias que se
requieran”.2

En México, tenemos una población indígena diversa en los
distintos estados del país.

Como antecedente histórico, quiero mencionar que existe
un convenio, este convenio tiene como nombre “Convenio
Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independien-
tes”, dentro de su normativa destaca el artículo 12, y cito:
“Los pueblos interesados deberán tener protección contra
la violación de sus derechos, y poder iniciar procedimien-
tos legales, sea personal- mente o bien por conducto de sus
organismos representativos, para asegurar el respeto efec-
tivo de tales derechos. Deberán tomarse medidas para ga-
rantizar que los miembros de dichos pueblos puedan com-
prender y hacerse comprender en procedimientos legales,
facilitándoles si fuere necesario, intérpretes u otros medios
eficaces”.

Debido a todos los antecedentes demográficos, constitu-
cionales, y jurídicos, veo viable la presente reforma al Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales, una ley regla-
mentaria que dentro de sus principales principios se
encuentran el desarrollo de juicios, pruebas y desahogo de
audiencias.

Por todo lo previamente expuesto, la pretensión es dotar de
herramientas jurídicas para todas las personas de los pue-
blos indígenas que no pueden comunicarse cuando en un
proceso penal, se les tiene como indiciados o imputados.
Es cierto que, en México, aún existen casos de personas
que son juzgadas e imputadas, sin saber leer o entender de
viva voz lo que se les sentenció.

En conclusión, se hará modificación al artículo 113 para
obligar al ministerio público, y autoridades judiciales a tra-
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ducir en tiempo real lo que se está hablando, la razón es
principalmente porque hay falsa apreciación de la ley, y se
permite que en caso de que no haya traductor, se continue
el desahogo de la audiencia o proceso. Debido a lo anterior,
se obliga que se use incluso los medios de tecnología al al-
cance, para subsanar.
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma la fracción XII del ar-
tículo 113 del Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales 

Único.- Se reforma la fracción XII del artículo 113 del Có-
digo Nacional del Procedimientos Penales para quedar co-
mo sigue:

Artículo 113. Derechos del Imputado

El imputado tendrá los siguientes derechos:

I. A ser considerado y tratado como inocente hasta que
se demuestre su responsabilidad;

II. A comunicarse con un familiar y con su defensor
cuando sea detenido, debiendo brindarle el Ministerio
Público todas las facilidades para lograrlo;

III. A declarar o a guardar silencio, en el entendido que
su silencio no podrá ser utilizado en su perjuicio;

IV. A estar asistido de su defensor al momento de rendir
su declaración, así como en cualquier otra actuación y a
entrevistarse en privado previamente con él;

V. A que se le informe, tanto en el momento de su de-
tención como en su comparecencia ante el Ministerio
Público o el juez de control, los hechos que se le impu-
tan y los derechos que le asisten, así como, en su caso,
el motivo de la privación de su libertad y el servidor pú-
blico que la ordenó, exhibiéndosele, según corresponda,
la orden emitida en su contra;

VI. A no ser sometido en ningún momento del procedi-
miento a técnicas ni métodos que atenten contra su dig-
nidad, induzcan o alteren su libre voluntad;

VII. A solicitar ante la autoridad judicial la modificación
de la medida cautelar que se le haya impuesto, en los ca-
sos en que se encuentre en prisión preventiva, en los su-
puestos señalados por este Código;

VIII. A tener acceso él y su defensa, salvo las excep-
ciones previstas en la ley, a los registros de la investiga-
ción, así como a obtener copia gratuita, registro foto-

gráfico o electrónico de los mismos, en términos de los
artículos 218 y 219 de este Código.

IX. A que se le reciban los medios pertinentes de prue-
ba que ofrezca concediéndosele el tiempo necesario pa-
ra tal efecto y auxiliándosele para obtener la compare-
cencia de las personas cuyo testimonio solicite y que no
pueda presentar directamente, en términos de lo estable-
cido por este Código;

X. A ser juzgado en audiencia por un Tribunal de enjui-
ciamiento, antes de cuatro meses si se tratare de delitos
cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y
antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, sal-
vo que solicite mayor plazo para su defensa;

XI. A tener una defensa adecuada por parte de un licen-
ciado en derecho o abogado titulado, con cédula profe-
sional, al cual elegirá libremente incluso desde el mo-
mento de su detención y, a falta de éste, por el defensor
público que le corresponda, así como a reunirse o entre-
vistarse con él en estricta confidencialidad;

XII. A ser asistido gratuitamente por un traductor o
intérprete en el caso de que no comprenda o hable el
idioma español. Cuando el imputado o indiciado, se
auto adscriba como indígena o perteneciente a un
pueblo o comunidad indígena, tendrá el derecho
irrenunciable a contar, desde la primera etapa pro-
cesal, y durante todo el procedimiento, con un intér-
prete y traductor en su lengua.

Para garantizar este derecho, las autoridades harán uso
de todos los medios tecnológicos a su alcance que per-
mitan al imputado o indiciado, comprender los actos
procesales, sin que ello sustituya la obligación de facili-
tar un intérprete presencial a la mayor brevedad. En to-
do caso, las autoridades jurisdiccionales deberán solici-
tar con la anticipación necesaria los servicios de
intérpretes registrados en los padrones del Instituto Na-
cional de los Pueblos Indígenas o de las instancias esta-
tales correspondientes.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 
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Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 1o.
Fuente: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 

2 Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, ar-
tículo 9o. Fuente: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDLPI.pdf

3 Población indígena por entidad federativa, Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía. Fuente: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2025/EAP_PuebIndig_25.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro del
honorable Congreso de la Unión, a 10 de febrero de 2026.— Diputada
Alejandra del Valle Ramírez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES 

«Iniciativa que adiciona el artículo 220 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, a cargo del diputado Er-
nesto Núñez Aguilar, del Grupo Parlamentario del PVEM

El que suscribe, diputado Ernesto Núñez Aguilar, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos: 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicio-
na un último párrafo al artículo 220 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa con proyecto de decreto busca modi-
ficar el Código Nacional de Procedimientos Penales, con la

finalidad de regular expresamente que la reserva de identi-
dad de las personas protegidas o testigos pueda mantener-
se hasta el momento del desahogo de su prueba testimo-
nial, asegurando la seguridad del declarante y garantizando
al mismo tiempo los derechos del imputado a un juicio jus-
to y las medidas procesales necesarias para equilibrar la
protección y el derecho de defensa.

La criminalidad organizada en las últimas décadas ha veni-
do creciendo y desarrollándose con métodos más tecnoló-
gicos que le permiten consolidar sus estructuras y exten-
derlas a mayor velocidad. El poder económico que cada
una de las organizaciones ostenta alcanzar, implica la pro-
ducción de conflictos internos y externos para lo cual utili-
zan métodos violentos para demostrar con terror su autori-
dad, como el ajusticiamiento, o bien, el acabar con la vida
de quienes los han traicionado o se convirtieron en obstá-
culos para la continuidad exitosa de la actividad criminal.1

El sistema de justicia penal en México, de corte acusatorio
y oral, se rige por principios fundamentales como la publi-
cidad, la contradicción y la inmediación. Sin embargo, en
el contexto de la criminalidad organizada y de alto impac-
to, la participación de víctimas, testigos y otros intervi-
nientes se ve gravemente amenazada, lo que puede condu-
cir a la impunidad y la revictimización.2

Según la Envipe 2025 (Encuesta Nacional de Victimiza-
ción y Percepción sobre Seguridad Pública), el 93.2 por
ciento de los delitos en México no se denuncian o no deri-
van en una carpeta de investigación.3 Al analizar por qué la
gente no denuncia, las razones relacionadas con el miedo
son alarmantes.

-Miedo a represalias: Es una de las causas principales
para no denunciar delitos graves como extorsión, se-
cuestro y delincuencia organizada.

-Desconfianza en la autoridad: Cerca del 14.8 por cien-
to de las personas no denuncian por desconfianza, lo
cual incluye el temor a que la autoridad esté coludida
con quienes los amenazan.4

Aunque no se registre el motivo “amenaza” de forma ex-
plícita en el cierre de un expediente, los datos de resolución
muestran que se llega a una sentencia en un porcentaje me-
nor al 50 por ciento. Las organizaciones de derechos hu-
manos han documentado que el abandono de las investiga-
ciones suele ocurrir cuando los testigos dejan de
comparecer o las víctimas se mudan (desplazamiento for-
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zado) tras recibir amenazas, lo que deja al Ministerio Pú-
blico “sin elementos” para continuar.5

En materia penal, la protección de la identidad de testigos
o personas colaboradoras es una medida necesaria para
prevenir represalias y garantizar la integración de proce-
sos que involucren delincuencia organizada u otros deli-
tos de alto riesgo. No obstante, la práctica procesal y la
jurisprudencia muestran tensiones entre la necesidad de
protección y el derecho de defensa del imputado. La fina-
lidad de la reforma es concretar legalmente la posibilidad
de mantener la identidad reservada hasta el desahogo de
la prueba (es decir, el acto de rendir testimonio ante la au-
toridad y la parte), con regulación clara de requisitos,
control judicial y medidas para evitar que el anonimato
vulnere indebidamente el derecho al contradictorio y a la
defensa.

La legislación actual reconoce la figura del testigo protegi-
do y la reserva de su identidad como una medida de pro-
tección necesaria,6 específicamente en la Ley Federal para
la Protección a Personas que Intervienen en el Procedi-
miento Penal, artículo 20, fracción II. No obstante, el desa-
fío procesal radica en conciliar la indispensable protección
de la vida e integridad del testigo con el derecho de defen-
sa adecuada del imputado. El derecho a la defensa exige
que el imputado y su defensa conozcan la identidad del tes-
tigo para poder contrainterrogar eficazmente, cuestionar su
credibilidad y preparar una estrategia de litigio adecuada,
conforme al artículo 20, Apartado B, fracción V de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.7

La Ley Federal para la Protección a Personas que Intervie-
nen en el Proceso Penal contiene mecanismos de protec-
ción y reserva de identidad para testigos protegidos; la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación y la doctrina han
reconocido la posibilidad de reserva en ciertas condiciones,
aunque la regulación práctica presenta vacíos interpretati-
vos sobre hasta cuándo debe mantenerse la reserva y cómo
garantizar el equilibrio entre protección y debido proceso.8

La necesidad de equilibrar la seguridad del testigo con la
defensa del imputado es un tema que diversas jurisdiccio-
nes han abordado:

-Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos (CIDH): La CIDH ha reconocido que la re-
serva de identidad del testigo limita el derecho de de-
fensa; sin embargo, ha sostenido que esta limitación es
admisible cuando está sujeta a control judicial, se basa

en los principios de necesidad y proporcionalidad, y se
acompaña de garantías que compensen la restric-
ción.9 Esto respalda la idea de que la reserva no puede
ser absoluta y debe terminar en el juicio, pero bajo mo-
dalidades controladas.

-Reino Unido: el marco legal (Criminal Evidence (Wit-
ness Anonymity Act 2008)10 y sus desarrollos posterio-
res en la legislación y jurisprudencia prevé órdenes de
anonimato para testigos en casos excepcionales, sujetas
a estrictos requisitos y revisión judicial, con énfasis en
la proporcionalidad y en preservar las garantías del acu-
sado. Esto muestra la posibilidad de regular el anonima-
to con salvaguardas procesales.

-Colombia: su normativa de protección de víctimas y
testigos dispone medidas que permiten mantener datos
reservados y mecanismos para notificaciones y citacio-
nes “reservadas” cuando exista riesgo; incorpora crite-
rios y medidas integrales de protección. Esto aporta
ejemplos de reglas procesales y administrativas para
mantener reserva de identidad en etapas previas al jui-
cio o hasta medidas específicas.11

-Perú: En la legislación procesal penal peruana se facul-
ta al Ministerio Público u órgano jurisdiccional, según
la gravedad del riesgo, a ordenar la reserva de identidad
y ocultamiento de datos personales para el testigo, asig-
nándole una clave. Se ha discutido que la declaración
con reserva de identidad en el juicio vulnera el derecho
de defensa, por lo que se exige que el órgano jurisdic-
cional conozca la identidad del testigo y observe su
comportamiento para formar su propia impresión sobre
la confiabilidad de éste.12

-Costa Rica: En este país, la regulación es más explíci-
ta en cuanto a la temporalidad. Algunas propuestas de
reforma en el pasado han apuntado a que la reserva de
identidad del testigo protegido “rige para las fases pre-
paratoria, intermedia y de juicio, hasta que la sentencia
condenatoria adquiera firmeza y el riesgo por el cual se
dictaron haya desaparecido”.13 Aunque es un enfoque
más amplio, subraya la viabilidad de mantener la reser-
va hasta una fase avanzada del proceso.

-Organismos internacionales y recomendaciones: la OEA
y diversos análisis académicos recomiendan la existencia
de mecanismos de confidencialidad con criterios claros y
con supervisión judicial para proteger la seguridad del tes-
tigo sin eliminar garantías procesales.14
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De la revisión comparada, se desprende la necesidad de un
control judicial estricto y la adopción de medidas com-
pensatorias para la defensa (como sistemas de voz y/o
imagen distorsionada en el juicio, o la posibilidad de con-
trainterrogar sobre antecedentes sin que se revele la iden-
tidad) cuando la reserva de identidad se extiende a la fase
de desahogo de prueba La propuesta busca precisamente
este equilibrio: la defensa conocerá la identidad y el testi-
go declarará, pero la publicidad de su identidad quedará
bajo la reserva estricta del tribunal durante el acto de des-
ahogo de pruebas.15

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido
que, si bien la reserva de identidad limita el derecho de de-
fensa, esta limitación puede estar justificada por el deber
del Estado de garantizar la vida e integridad de los decla-
rantes, siempre y cuando se adopten medidas de contrape-
so.16 La problemática se centra en el momento procesal en
que debe cesar dicha reserva para permitir la contradicción.

Por ello, se propone modificar la legislación para que la re-
serva de identidad se mantenga durante la etapa de investi-
gación y la etapa intermedia, y únicamente se levante en el
momento del desahogo de la prueba testimonial en la au-
diencia de juicio, y solo ante el juez o tribunal (sin que el
público o la defensa conozcan la identidad en ese acto, sal-
vo el juez o tribunal). Esto permitirá que el órgano juris-
diccional conozca y valore el testimonio con la debida in-
mediación y que la defensa tenga un conocimiento mínimo
de la persona para ejercer la contradicción mediante méto-
dos que no revelen públicamente la identidad del testigo
(como la utilización de tecnología o procedimientos espe-
cíficos en el juicio).17

La reforma se orienta por los siguientes principios: (I) pro-
porcionalidad, (II) control judicial previo y motivado, (III)
mínima intromisión a derechos del imputado y (IV) medidas
alternativas para asegurar el ejercicio del derecho de defensa
(por ejemplo, desahogo en audiencia cerrada, uso de medios
tecnológicos que preserven identidad, interrogatorio por es-
crito a través del juez, y explicación detallada en la motiva-
ción de la orden). En materia probatoria, la reserva se sus-
penderá o se permitirá la identificación cuando el tribunal,
mediante motivación fundada, estime que la revelación es in-
dispensable para el ejercicio de defensa y que pueden adop-
tarse medidas para mitigar el riesgo del testigo:

1. Mecanismos de garantía y control

2. Solicitud motivada del Ministerio Público para acti-
var reserva.

3. Control judicial inmediato y preferente sobre la orden
de reserva.

4. Revisión periódica de la necesidad de mantener la re-
serva.

5. Medidas procesales alternativas para garantizar el de-
recho de defensa (audiencias cerradas, videoconferen-
cias, interrogatorios por escrito).

6. Prohibición expresa de basar una condena únicamen-
te en la declaración anónima sin otros elementos proba-
torios que permitan la convicción conforme a la ley.

7. Sanciones por revelación indebida de identidad o por
utilización irregular de información.

La reforma busca armonizar la protección de la vida e in-
tegridad de participantes procesales con los derechos hu-
manos del imputado. La Constitución exige el respeto al
debido proceso, sin embargo, la protección de testigos está
también respaldada por normas internacionales y por la ne-
cesidad práctica para perseguir delitos complejos (delin-
cuencia organizada). La regulación propuesta reconoce que
la reserva es una medida excepcional y limitada en el tiem-
po, sujeta a control judicial y a medidas que permitan el
ejercicio efectivo de la defensa, en concordancia con la ju-
risprudencia constitucional que reconoce la necesidad de
protección en casos de riesgo fundado.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito pre-
sentar a consideración de esta Soberanía el siguiente pro-
yecto de decreto:

Por el que se adiciona un último párrafo al artículo 220
del Código Nacional de Procedimientos Penales

Artículo Único. Se adiciona un último párrafo al artículo
220 del Código Nacional de Procedimientos Penales, para
quedar como sigue: 

Artículo 220. Excepciones para el acceso a la infor-
mación 

El Ministerio Público podrá solicitar excepcionalmente al
Juez de control que determinada información se mantenga
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bajo reserva aún después de la vinculación a proceso,
cuando sea necesario para evitar la destrucción, alteración
u ocultamiento de pruebas, la intimidación, amenaza o in-
fluencia a los testigos del hecho, para asegurar el éxito de
la investigación, o para garantizar la protección de perso-
nas o bienes jurídicos.

Si el Juez de control considera procedente la solicitud, así
lo resolverá y determinará el plazo de la reserva, siempre
que la información que se solicita sea reservada, sea opor-
tunamente revelada para no afectar el derecho de defensa.
La reserva podrá ser prorrogada cuando sea estrictamente
necesario, pero no podrá prolongarse hasta después de la
formulación de la acusación.

El juez podrá, a solicitud del Ministerio Publico, de-
clarar como testigo de identidad reservada a quien
cuando justificadamente se demuestre posible afecta-
ción a la vida, la integridad, la libertad y la seguridad
personal o de su entorno; siempre y cuando se garan-
tice que el juez conozca la identidad del testigo y tener
la posibilidad de observar su comportamiento; a la de-
fensa debe garantizarse la posibilidad de interrogar al
testigo sobre cuestiones que no estén relacionadas con
su identidad o paradero actual. La sentencia no puede
estar fundada únicamente o en grado decisivo en las
declaraciones vertidas por el testigo con identidad re-
servada.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Ernesto Núñez Aguilar (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
en materia de matrimonio infantil, a cargo de la diputada
Margarita García García, del Grupo Parlamentario del PT

La que suscribe, Margarita García García, diputada federal
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, integran-
te de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados y demás disposiciones aplicables someto a con-
sideración de esta asamblea, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman diversos artículos
de la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes en materia de matrimonio infantil, al tenor de
los siguientes

Antecedentes

El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNI-
CEF; por sus siglas en inglés) define el matrimonio infan-
til, o de un menor de 18 años con un adulto u otro menor
es una práctica generalizada en el mundo, por lo que den-
tro de los Objetivos de Desarrollo Sustentable (ODS) abo-
ga para que los piases miembro establezcan leyes para ter-
minar con esta violación a los derechos humanos de los
menores como parte de la agenda 2030.

Esta práctica mantiene la desigualdad de género que afecta
principalmente a niñas, las cuales tienen un mayor riesgo de
sufrir violencia doméstica, y menor acceso a la educación.

Para el año 2016 la UNICEF por medio del Programa
Mundial para Acelerar las Medidas Encaminadas a Poner
fin al Matrimonio Infantil el cual promueve el derecho de
las niñas y adolescentes a evitar el matrimonio y los emba-
razos, promueve la educación, además de que ayuda a las
familias a lograr actitudes positivas para empoderar a las
niñas, y se buscan leyes y políticas que protejan los dere-
chos de las niñas.

Exposición de Motivos

En el caso de México en 2019 se reforma el Código Civil
en donde se establece que para contraer matrimonio se ne-
cesita haber cumplido los 18 años, el cual fue un trabajo en
conjunto con organizaciones sociales, instituciones como
derechos humanos y la UNICEF.

A pesar de los esfuerzos que conllevó la creación de esta
reforma, prevalecen prácticas de este tipo por usos y cos-
tumbres de algunos pueblos y comunidades del país; De los
matrimonios en los que una de las personas contrayentes
era menor de edad, dos se llevaron a cabo en Michoacán, y
uno en Chiapas, Durango, Nuevo León, Quintana Roo y
Sonora.

Tal es el caso que en las cifras que presenta el INEGI en
2024, muestra la siguiente gráfica:

Como bien se puede observar la reforma el Código Civil
fue un gran avance en esta materia; sin embargo, aún exis-
te el matrimonio infantil que se contrapone con el interés
superior de la niñez, por lo que esta propuesta de reforma
a la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes tipifica las sanciones y prohibición del inter-
cambio de niñas y adolescentes con fines de matrimonio,
además de actualizar las multas por sanciones, en el artícu-
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lo 149 de la Ley General de los Derechos de las Niñas, Ni-
ños y Adolescentes establecen las multas por que se apli-
carán en caso de sanciones.

Por otra parte, atendiendo el interés supremo del menor, se
establece en la presente reforma, la prohibición de la ac-
ción de cohabitar con fines de concubinato, ya que de no
hacer esta mención, se podría realizar acciones de concu-
binato con menores de edad que estarán sujetos a la deci-
sión de sus padres o tutores para la toma de decisión de co-
habitar y formar familia, es importante preservar el
derecho de menor mientras no tenga la capacidad de ejer-
cicio jurídico. 

En 2016 fue publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción (DOF) una reforma constitucional al artículo 26, inci-
so B, sobre la desindexación del salario mínimo y se esta-
blece la Unidad de Medida y Actualización (UMA) como
la referencia económica en pesos para determinar la cuan-
tía del pago de obligaciones y supuestos previstos en las le-
yes federales, entidades federativas y disposiciones jurídi-
cas que emanen de lo anterior, a saber:

“Artículo 26. …

A …

B …

…

…

…

…

El organismo calculará en los términos que señale la ley,
el valor de la Unidad de Medida y Actualización que se-
rá utilizada como unidad de cuenta, índice, base, medi-
da o referencia para determinar la cuantía del pago de
las obligaciones y supuestos previstos en las leyes fede-
rales, de las entidades federativas y del Distrito Federal,
así como en las disposiciones jurídicas que emanen de
todas las anteriores.

Las obligaciones y supuestos denominados en Unidades
de Medida y Actualización se considerarán de monto
determinado y se solventarán entregando su equivalente
en moneda nacional. Al efecto, deberá multiplicarse el

monto de la obligación o supuesto, expresado en las ci-
tadas unidades, por el valor de dicha unidad a la fecha
correspondiente.”

Lo anterior establece que conforme la UMA cuya actuali-
zación es de forma anual por el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (INEGI) se establecerá el pago de las
obligaciones, las cuales necesitan ser actualizadas.

Por los motivos anteriormente expuestos someto a considera-
ción de este pleno, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto 

Único. Se reforman el artículo 45, cuarto párrafo, 47 frac-
ciones VII y VIII y 149; y se adiciona al 47 una fracción IX
de la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes para quedar como sigue:

Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Ado-
lescentes

Artículo 45. …

…

…

Así como el establecer sanciones a quienes no respeten
la edad en términos del Artículo 148 del Código Civil
Federal, para contraer matrimonio y a quienes ejerzan
la venta de niñas y adolescentes para este fin.

Artículo 47. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, están obligadas a tomar las medidas necesa-
rias para prevenir, atender y sancionar los casos en que ni-
ñas, niños o adolescentes se vean afectados por:

I. a VI. …

VII. La incitación o coacción para que participen en la
comisión de delitos o en asociaciones delictuosas, en
conflictos armados o en cualquier otra actividad que im-
pida su desarrollo integral,

VIII. …

…
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…

Castigo humillante es cualquier trato ofensivo, deni-
grante, desvalorizador, estigmatizante, ridiculizador y
de menosprecio, y cualquier acto que tenga como obje-
tivo provocar dolor, amenaza, molestia o humillación
cometido en contra de niñas, niños y adolescentes; y

IX. La venta o intercambio de niñas y adolescentes
con finalidad matrimonial o de concubinato, lo ante-
rior sin menoscabo de la ejecución de nulidad de ma-
trimonio con base a lo establecido en el Artículo 450
fracción I del Código Civil Federal.

…

…

Artículo 149. A quienes incurran en las infracciones pre-
vistas en las fracciones I, II y VIII del artículo anterior, se
les impondrá multa de hasta mil quinientas Unidades de
Medida y Actualización al momento de realizarse la con-
ducta sancionada.

Las infracciones previstas en las fracciones III, IV, V, VI,
VII y VII Bis del artículo anterior, serán sancionadas con
multa de tres mil y hasta treinta mil Unidades de Medida
y Actualización.

En los casos de las infracciones previstas en las fracciones
III, V, VI y VII del artículo anterior, se impondrá una mul-
ta adicional de mil quinientos y hasta siete mil Unidades
de Medida y Actualización, por cada día que se difunda o
se encuentren disponibles en medios electrónicos de los
que tenga control el concesionario o medio impreso que se
trate, la información, datos, imágenes o audios.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputada Margarita García García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

PARA INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL
MURO DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES, 

LA LEYENDA A LOS HÉROES DEL 47,
EJEMPLO DE DEFENSA DE LA SOBERANÍA

«Iniciativa de decreto para inscribir con letras de oro en el
Muro de Honor del salón de sesiones de la Cámara de
Diputados la leyenda: “A los héroes del 47, ejemplo de de-
fensa de la Soberanía”, a cargo del diputado Rubén Ignacio
Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez,
coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional en la LXVI Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea iniciativa con proyecto de decreto al
tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

El Muro de Honor de la Cámara de Diputados de los Estados
Unidos Mexicanos constituye uno de los espacios simbólicos
más relevantes del Poder Legislativo, al albergar en letras de
oro los nombres, hechos y conceptos que representan los va-
lores fundamentales de la nación. Su finalidad es preservar la
memoria histórica y rendir homenaje permanente a quienes,
mediante actos de valor, sacrificio y compromiso con el país,
contribuyeron a la defensa de la soberanía, la libertad y la
dignidad del pueblo mexicano. En este sentido, la inscripción
de nuevas leyendas no sólo implica un reconocimiento hono-
rífico, sino una afirmación del Estado mexicano respecto de
los episodios que deben ser recordados como parte esencial
de nuestra identidad nacional.

La guerra de intervención estadounidense en México, ocu-
rrida entre 1846 y 1848, representa uno de los momentos
más críticos y dolorosos de la historia nacional. Como re-
sultado de este conflicto, México sufrió la ocupación mili-
tar de su capital y la pérdida de una parte considerable de
su territorio, lo que marcó profundamente su desarrollo po-
lítico, social y territorial. Frente a esta agresión extranjera,
surgieron múltiples expresiones de resistencia y heroísmo
protagonizadas por militares, jóvenes estudiantes, civiles y
también por extranjeros que, movidos por convicciones
morales, decidieron defender a México. Estos hechos, ocu-
rridos de manera simultánea en distintos frentes durante el
año de 1847, constituyen un legado histórico que merece
ser reconocido de forma integral.

Entre los episodios más emblemáticos de resistencia que
tuvieron lugar en distintas regiones del país, figura la Ba-
talla de la Angostura, librada los días 22 y 23 de febrero de
1847, en las inmediaciones de Saltillo, Coahuila. En esta
confrontación, las fuerzas mexicanas enfrentaron al ejérci-
to estadounidense en un combate que, aunque no definió el
resultado final de la guerra, evidenció la determinación y el
valor de quienes defendieron el territorio nacional frente a
un enemigo superior en recursos y armamento. La Batalla
de la Angostura representa un ejemplo significativo de re-
sistencia militar y compromiso con la soberanía nacional
durante uno de los momentos más adversos de la historia
del país.

Asimismo, dentro del contexto de la intervención estadou-
nidense destaca la participación del Batallón de San Patri-
cio, integrado principalmente por soldados de origen irlan-
dés y europeo que desertaron del ejército estadounidense
para incorporarse a las filas mexicanas. Estos hombres,

motivados por la discriminación religiosa, el trato injusto y
profundas convicciones morales, decidieron luchar del la-
do de México, participando en diversas acciones militares,
entre ellas la Batalla de la Angostura. Su actuación consti-
tuye un ejemplo excepcional de solidaridad internacional,
fraternidad y compromiso con la justicia, y demuestra que
la defensa de la soberanía mexicana trascendió fronteras y
nacionalidades.

De manera paralela, entre otros episodios relevantes de es-
ta guerra se encuentran la gesta heroica del 13 de septiem-
bre de 1847, durante la defensa del Castillo de Chapulte-
pec, entonces sede del Colegio Militar. En dicho
acontecimiento, un grupo de jóvenes cadetes decidió per-
manecer en el recinto y enfrentar al ejército invasor, aun en
condiciones de clara desventaja. La historia nacional re-
cuerda a los Niños Héroes –Juan de la Barrera, Juan Escu-
tia, Agustín Melgar, Vicente Suárez, Fernando Montes de
Oca y Francisco Márquez– como símbolo del sacrificio ex-
tremo en defensa de la patria. Su ejemplo ha sido transmi-
tido a lo largo de generaciones como una muestra de va-
lentía, lealtad y amor a México, convirtiéndose en uno de
los pilares de la memoria cívica nacional.

La leyenda “A los Héroes del 47: ejemplo de defensa de
la soberanía” permite integrar, bajo una sola denomina-
ción, a los distintos protagonistas de la defensa nacional
durante el año más crítico de la intervención estadouniden-
se; en él convergen la resistencia mostrada en la Batalla de
la Angostura, el sacrificio del Batallón de San Patricio y la
gesta de los Niños Héroes, quienes, desde contextos y cir-
cunstancias distintas, compartieron un mismo ideal: la de-
fensa de México frente a la invasión extranjera. Esta deno-
minación ofrece una visión integral de la memoria histórica
y evita una conmemoración fragmentada de hechos que, en
conjunto, representan uno de los momentos más significa-
tivos de la resistencia nacional.

La inscripción con letras de oro de “A los Héroes del 47:
ejemplo de defensa de la soberanía” en el Muro de Ho-
nor de la Cámara de Diputados, contribuirá a fortalecer la
identidad nacional, promover el conocimiento histórico y
consolidar valores cívicos como el patriotismo, la solidari-
dad y el sacrificio por el bien común. Asimismo, permitirá
que las generaciones presentes y futuras comprendan la re-
levancia de estos acontecimientos y su impacto en la cons-
trucción del Estado mexicano.

Por todo lo expuesto, en el PRI consideramos pertinente y
necesario que la Cámara de Diputados rinda un reconoci-
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miento permanente a quienes protagonizaron las gestas he-
roicas de 1847 a través de su muro de honor mediante la
inscripción de la leyenda siguiente: “A los Héroes del 47:
ejemplo de defensa de la soberanía”, como un acto de
justicia histórica y un compromiso del Poder Legislativo
con la preservación de la memoria nacional.

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta honorable
asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se inscribe con letras de oro en el
Muro de Honor del salón de sesiones de la Cámara de
Diputados la leyenda: “A los Héroes del 47: ejemplo de
defensa de la soberanía”

Artículo Único. Inscríbase con letras de oro en el Muro de
Honor del salón de sesiones de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, la leyenda: “A los Héro-
es del 47: ejemplo de defensa de la soberanía”.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Publíquese en la Gaceta Parlamentaria de la Cá-
mara de Diputados y en el Diario Oficial de la Federación.

Tercero. Los órganos de gobierno de la Cámara de Dipu-
tados definirán la fecha y el protocolo que se llevará a ca-
bo, para cumplir con lo señalado en el artículo único de es-
te decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY DE LA FISCALÍA GENERAL
DE LA REPÚBLICA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de la Fiscalía General de la República, en mate-
ria de requisitos que han de tener las personas titulares de
las fiscalías especializadas adscritas a la FGR, a cargo del

diputado Juan Ignacio Zavala Gutiérrez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, Juan Ignacio Zavala Gutiérrez, integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración del pleno iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley de la Fiscalía General de la República, en
materia de requisitos que han de tener las personas titula-
res de las fiscalías especializadas adscritas a la Fiscalía Ge-
neral de la República, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley de la Fiscalía General de la República (LFGR) re-
conoce a las fiscalías especializadas como órganos con au-
tonomía técnica y de gestión, responsables de investigar y
perseguir fenómenos delictivos de alta complejidad que in-
ciden de manera directa en la vigencia del estado de dere-
cho, la protección de los derechos humanos y la confianza
ciudadana en las instituciones de procuración de justicia.1

Actualmente, la LFGR reconoce la existencia de 8 fiscalí-
as especializadas, que ejercen funciones sustantivas del
Ministerio Público de la Federación y adoptan decisiones
estratégicas en materias particularmente sensibles, como
en delincuencia organizada, la corrupción, los delitos elec-
torales, las violaciones graves a derechos humanos y la
violencia contra las mujeres, entre otras.2

Las fiscalías especializadas surgen como parte de una polí-
tica criminal que deja de investigar el fenómeno delictivo
caso por caso y, por el contrario, enfoca recursos y esfuer-
zos institucionales para atender un determinado tipo de cri-
minalidad. Lo anterior, en el entendimiento de que detrás
de cada caso existe un fenómeno común que lo regula.3

Así, las fiscalías especializadas pueden surgir como apues-
tas para investigar un tipo de delitos que se consideran de
especial relevancia combatir. Su creación, también, se pue-
de deber al reclamo ciudadano para atender una crisis de
violencia concreta, como fue el caso de la Fiscalía Espe-
cializada en Delitos de Violencia contra las Mujeres y Tra-
ta de Personas, que inició como una fiscalía dedicada a in-
vestigar los homicidios en Ciudad Juárez en 2004.4
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Por lo anterior es posible afirmar que las Fiscalías Espe-
cializadas son áreas técnicas, que requieren de sus inte-
grantes un alto grado de especialización y profesionaliza-
ción para cumplir los fines de cada una de ellas.

En cuanto a las titularidades de las fiscalías especializadas,
la LFGR señala que el titular de la Fiscalía General de la
República (FGR) tiene facultad de designar unilateralmen-
te a quienes ocupen dichos puestos.5 A su vez, establece los
siguientes requisitos que deberán cumplir estas personas:
a) Contar con ciudadanía mexicana; b) Tener cuando me-
nos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación;
c) Contar, con una antigüedad mínima de diez años, con tí-
tulo profesional de abogada o abogado o licenciada o li-
cenciado en derecho expedido y registrado legalmente, y
con la correspondiente cédula profesional; d) No haber si-
do condenada o condenado por sentencia ejecutoriada co-
mo responsable de un delito doloso o culposo por el que
proceda la prisión preventiva oficiosa; y e) Gozar de bue-
na reputación, a la que se refiere el artículo 102 constitu-
cional compuesta por dos elementos: 1. El objetivo, que se
refiere a la calidad profesional relevante, trayectoria en el
servicio público o en ejercicio de la actividad jurídica, y 2.
El subjetivo, que se refiere a la honorabilidad, alta calidad
técnica, compromiso con valores democráticos, indepen-
dencia y reconocimiento social.6

Entonces, el sistema normativo sí establece requisitos rela-
cionados con la profesionalización y especialización para
quienes aspiren a ser titular de las Fiscalías Especializadas.
Sin embargo, omite establecer parámetros claros para eva-
luar la idoneidad de una persona candidata para ocupar las
mencionadas titularidades. Además, el hecho de que la per-
sona titular de la FGR pueda designar unilateralmente a
quienes ocupen dichos cargos genera que no exista control
alguno que certifique que quienes terminen designados
cumplan con los requisitos legales.

Así, los requisitos para los cargos mencionados, como es-
tán redactados actualmente, abren espacios de discreciona-
lidad que pueden afectar la eficacia, la legitimidad y la in-
dependencia técnica de las fiscalías especializadas.

El artículo 102, Apartado A, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos dispone que la procuración
de justicia debe regirse por los principios de legalidad, ob-
jetividad, profesionalismo y respeto a los derechos huma-
nos.7 Estos principios no se satisfacen únicamente median-
te la definición de estructuras orgánicas o la asignación de
competencias, sino que exigen que las personas que ocu-

pan los cargos de conducción técnica cuenten con perfiles
idóneos, acordes con la complejidad de las funciones que
desempeñan. En este sentido, la profesionalización de los
puestos directivos constituye una condición necesaria para
el adecuado ejercicio de la autonomía constitucional de la
FGR.

Ahora bien, la facultad del Congreso de la Unión para es-
tablecer requisitos para ocupar cargos públicos está funda-
mentada en el artículo 35, fracción VI, de la Constitución
Política, que establece que las personas tienen derecho a
ocupar cargos públicos, siempre que cuenten con las cali-
dades que exige la ley.8

Este criterio lo ha reconocido la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, a la vez que ha sostenido que el Legislativo
cuenta con un margen para establecer requisitos objetivos
de acceso a cargos públicos. Sin embargo, no es una potes-
tad irrestricta, pues su regulación está limitada siempre que
no vulnere algún derecho humano u otro principio consti-
tucional, y que cualquier requisito deba atender a asegurar
que la persona a ocupar un cargo tenga un perfil adecuado,
conforme a los principios de mérito y capacidad.9

Conforme a estos criterios, resulta jurídicamente válido
que la ley establezca estándares más específicos de elegi-
bilidad para las personas titulares de las Fiscalías Especia-
lizadas, sin que ello implique una intromisión en la facul-
tad de nombramiento que corresponde a la persona titular
de la FGR. La presente iniciativa tiene como propósito
subsanar esta deficiencia normativa existente mediante el
establecimiento de requisitos mínimos, objetivos y verifi-
cables para ocupar la titularidad de las Fiscalías Especiali-
zadas, de conformidad con los requisitos establecidos por
la SCJN. Dichos requisitos buscan asegurar que quienes
encabecen estas instancias cuenten con la formación aca-
démica, la experiencia profesional y la especialización ne-
cesarias para ejercer con solvencia técnica sus funciones,
así como con condiciones mínimas de independencia e
idoneidad ética. Con ello, se fortalece la autonomía técnica
de las Fiscalías Especializadas, se reduce la discrecionali-
dad en los nombramientos y se contribuye a una procura-
ción de justicia más profesional, eficaz y acorde con los
principios constitucionales que rigen la función ministerial.

La iniciativa no altera el diseño constitucional ni legal de
la FGR, ni limita la facultad de nombramiento de su titular.
Por el contrario, la reforma propuesta ordena y fortalece di-
cho diseño, dotándolo de reglas claras que elevan el están-
dar institucional y refuerzan la legitimidad democrática de
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las decisiones de persecución penal en materias de alta sen-
sibilidad pública.

La presente reforma se plantea conforme a la siguiente pro-
puesta:

Ley de la Fiscalía General de la República
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Por lo expuesto sometemos a consideración de esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de la Fiscalía General de la Re-
pública

Único. Se reforman la fracción VIII del artículo 19; y los
incisos d) y e) de la fracción II del artículo 50; y se adicio-
nan los incisos f) a y h), así como un último párrafo a la
fracción II del artículo 50 de la Ley de la Fiscalía General
de la República, para quedar como sigue:

Artículo 19 […]

I. a VII. […]

VIII. Nombrar y remover a las personas titulares de las
fiscalías especializadas, quienes deberán cumplir con
los requisitos establecidos en esta ley, fiscalías o uni-
dades administrativas de la Institución, salvo aquellas
para las que la Constitución establece un procedimiento
de nombramiento o remoción.

…

IX. a LI. […]

[…]

Artículo 50. […]

I. […]

II. […]

Para ser persona titular de alguna de las fiscalías espe-
cializadas se requiere

a) Contar con ciudadanía mexicana;

b) Tener cuando menos treinta y cinco años cumpli-
dos el día de la designación;

c) Contar, con una antigüedad mínima de diez años,
con título profesional de abogada o abogado o licen-
ciada o licenciado en derecho expedido y registrado
legalmente, y con la correspondiente cédula profe-
sional;

d) No haber sido condenada o condenado por sen-
tencia ejecutoriada como responsable de un delito
doloso o culposo por el que proceda la prisión pre-
ventiva oficiosa;

e) Gozar de buena reputación, a la que se refiere el
artículo 102 Constitucional compuesta por dos ele-
mentos:

1. El objetivo, que se refiere a la calidad profe-
sional relevante, trayectoria en el servicio públi-
co o en ejercicio de la actividad jurídica; y

2. El subjetivo que se refiere a la honorabilidad, al-
ta calidad técnica, compromiso con valores demo-
cráticos, independencia y reconocimiento social;

f) Contar con estudios de posgrado, especializa-
ción o formación acreditada directamente vincu-
lados con la materia de competencia de la fiscalía
especializada correspondiente;

g) Contar con experiencia profesional comproba-
ble de al menos ocho años, en funciones sustanti-
vas o equivalentes, directamente vinculadas con
la materia específica de la fiscalía especializada a
la que se aspire; y

h) Acreditar conocimientos y formación en

1. Procuración e impartición de justicia; 

2. Litigio estratégico;

3. Técnicas de investigación penal;

4. Derechos humanos y debida diligencia;

5. Perspectiva de género, enfoque diferencial y
no discriminación, cuando la naturaleza de la
fiscalía especializada así lo requiera.

A más tardar dentro de los tres días hábiles pos-
teriores al nombramiento de una persona como
titular de una fiscalía especializada, la persona
titular de la Fiscalía General deberá informar al
Senado de la República sobre dicho nombra-
miento, remitiendo la documentación que acre-
dite que aquélla cumple los requisitos que esta-
blece la presente ley para ocupar el cargo.
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III. […]

[…]

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Dentro de los 90 días naturales posteriores a la
entrada en vigor del presente decreto, la Fiscalía General
de la República deberá emitir los lineamientos y demás
normativa necesaria para garantizar la transparencia y má-
xima publicidad de toda información que certifique el cum-
plimiento de los requisitos legales por parte de las personas
designadas a ocupar las titularidades de las fiscalías espe-
cializadas.

Notas

1 Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 2025, Ley de la
Fiscalía General de la República, artículo 13. Consultado el 22 de ene-
ro de 2025 en 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFGR.pdf

2 Ibídem.

3 Leones González, 2017, “Reflexiones sobre un modelo a partir de
fiscalías o áreas especializadas”, en seminario internacional La fiscalía

que México necesita. Memoria escrita, México, Fundación para la Jus-
ticia y el Estado Democrático de Derecho. Consultado el 22 de enero
de 2026 en 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/14/6726/1.pdf

4 Doria del Mar Vélez Salas, 2015, “Sobre la creación de fiscalías es-
pecializadas y otros relatos fantásticos”, en El Universal. Consultado
el 22 de enero de 2026 en 

https://www.eluniversal.com.mx/blogs/observatorio-nacional-ciu-
dadano/2015/10/14/sobre-la-creacion-de-fiscalias-especializadas-
y/ 

5 Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 2025, Ley de la
Fiscalía General de la República, obra citada, artículo 19.

6 Ibídem, artículo 50.

7 Congreso Constituyente, 2025, Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, obra citada, artículo 102.

8 Ibídem, artículo 35.

9 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad número
98/2022, pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aproba-
da por unanimidad de votos, 17 de enero de párrafos 50-58. Consulta-
do el 23 de enero de 2025 en 

https://bj.scjn.gob.mx/documento/sentencias_pub/220634

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 10 de febrero de
2026.— Diputado Juan Ignacio Zavala Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

SE DECLARA EL 11 DE DICIEMBRE DE CADA AÑO,
COMO DÍA NACIONAL DE LAS MONTAÑAS

«Iniciativa de decreto por el que se declara el 11 de di-
ciembre de cada año Día Nacional de las Montañas, a car-
go de la diputada Irais Virginia Reyes de la Torre, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Irais Virginia Reyes de la Torre, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en
el artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se declara el 11 de diciembre Día Nacional de
las Montañas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

México es un país cuya identidad ha sido profundamente
moldeada por sus montañas. A lo largo del territorio nacio-
nal, la configuración orográfica del país constituye uno de
los pilares de su riqueza ambiental, geográfica y cultural.

Las montañas no son únicamente accidentes geográficos: son
espacios que han marcado la vida de millones de personas y
que representan un patrimonio natural de enorme valor.
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La relación entre las comunidades mexicanas y sus monta-
ñas se expresa también en el arte, la literatura y la música;
escritores como Alfonso Reyes, considerado un referente
cultural nacional, plasmo en su obra la profunda conexión
entre los pueblos y su entorno natural. En Romance de
Monterrey, Alfonso Reyes1 retrata cómo las montañas pue-
den convertirse en símbolos afectivos y espirituales que de-
finen la identidad colectiva. Este sentimiento no es exclu-
sivo de una región del país: desde el norte hasta el sur las
montañas están presentes en mitologías, poemas, corridos
y tradiciones orales que han pasado de generación en ge-
neración.2

La diversidad montañosa de México es vasta. En el centro del
país se alzan el Iztaccíhuatl y el Popocatépetl, dos volcanes
cuya presencia ha sido fundamental para las culturas del alti-
plano; en el norte, la Sierra Tarahumara es hogar de comuni-
dades rarámuri cuyo modo de vida está íntimamente ligado al
relieve accidentado y a la biodiversidad que alberga.

La Sierra Madre Oriental, la Sierra Madre del Sur, la Sie-
rra Gorda, el Cofre de Perote, el Pico de Orizaba y la Sie-
rra de Chiapas, entre muchas otras, que conforman un mo-
saico geográfico que brinda identidad y sustento a amplias
regiones del país.

Desde el punto de vista ecológico, las montañas mexicanas
desempeñan funciones esenciales para la vida. Los ecosis-
temas montañosos regulan el clima, captan y filtran agua,
albergan especies endémicas y actúan como barreras natu-
rales que permiten la estabilidad de las cuencas.3 En mu-
chos estados, estos sistemas proveen buena parte del agua
que abastece a zonas urbanas, rurales e industriales, ade-
más de contribuir decisivamente a la recarga de acuíferos.4

En términos de biodiversidad, México es considerado un
país megadiverso, y las montañas son responsables de una
elevada proporción de esa riqueza.

Sin duda, la existencia de estas formaciones geológicas es
el resultado de procesos que ocurrieron a lo largo de millo-
nes de años, como señala Martínez,5 las montañas de Mé-
xico son producto del movimiento de placas tectónicas, del
plegamiento de la corteza terrestre y de fenómenos natura-
les que han transformado el territorio desde sus orígenes.
Cada sierra es un registro viviente de la historia geológica
del país y del planeta, un archivo natural que permite com-
prender los cambios ambientales a lo largo del tiempo.

En suma, las montañas de México no solo han sido esce-
nario de nuestra historia, sino agentes activos en la cons-

trucción de nuestras sociedades, culturas y riqueza natural;
en síntesis, representan legado, identidad y sustento para
millones de personas y constituyen uno de los pilares más
valiosos del patrimonio ecológico nacional.

Reconocer su importancia implica también asumir la res-
ponsabilidad de protegerlas y promover una relación más
respetuosa y consciente con los ecosistemas que sostienen
la vida en el país, por tanto, resulta pertinente y necesario
que el Estado mexicano otorgue a estas formaciones geo-
lógicas el lugar que merecen en la memoria y en la agenda
pública.

II. Diagnóstico del problema

Ahora bien, en un contexto como el que recientemente vi-
vimos en 2022, cuando la crisis de agua evidenció que la
salud de nuestras montañas no es un asunto paisajístico
sino un tema de seguridad hídrica y de supervivencia re-
sulta indispensable resaltar la importancia que representa
el sistema montañoso en particular para Nuevo León, en-
tidad de la que provengo, y, en general, para todo el país,
pues, sin las montañas la vida en zonas urbanas simple-
mente no sería posible.

Entre otros servicios que proveen las montañas, es imposi-
ble dejar de mencionar el turismo y en consecuencia la de-
rrama económica que significa esta actividad, ya que los
ecosistemas montañosos a escala global atraen hasta 20 por
ciento del turismo.6

Como ejemplo podemos mencionar que, en Nuevo León los
espacios naturales asentados en nuestras montañas confor-
man una gran parte de la oferta turística de la entidad. Pode-
mos mencionar las Grutas de García y de Bustamente, los
Cañones de Matacanes, Hidrofobia y el Chipitín, así como la
cascada Cola de Caballo en Santiago, el Puente de Dios y el
Cerro del Potosí en Galeana, el Parque Ecológico de la Huas-
teca en Santa Catarina, el Cerro de la Silla, el Obispado, Chi-
pinque y el Cerro de las Mitras, entre otros, por lo que, no
queda la menor duda que el turismo, en el caso de Nuevo Le-
ón depende en mayor medida de las montañas.

En cuanto a las áreas naturales protegidas de carácter federal,
en Nuevo León tenemos el parque nacional Cumbres de
Monterrey, el Cerro de la Silla y el parque El Sabinal. El par-
que nacional Cumbres de Monterrey cuenta con una superfi-
cie de 177 mil 395.95 hectáreas; es un área natural protegida
desde 1939 misma que fue redelimitada en 2000 por medio
de un decreto presidencial; abarca García, Santa Catarina,
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San Pedro Garza García, Monterrey, Santiago, Rayones,
Montemorelos, Allende, Arteaga, Ramos Arizpe; su tamaño
es equivalente a 5.5 veces el Municipio de Monterrey.7

Asimismo, el Cerro de la Silla, emblema de Monterrey,
cuenta con un grado de protección federal al ser considera-
do monumento natural. De la misma manera, en Nuevo Le-
ón, contamos con el parque nacional terrestre más grande
del país y esto debería de ser motivo de orgullo.8

Pese a contar con 232 áreas naturales protegidas en el país y
a que éstas se subdividen en seis tipos principales, a saber: re-
servas de la biósfera (48), parques nacionales (79), áreas de
protección de flora y fauna (57), áreas de protección de re-
cursos naturales (15), santuarios (28) y monumentos Natura-
les (5) con una extensión total de 98 millones 719 hectáreas
de superficie terrestre y marina, éstas han sido insuficientes
para detener la expansión urbana irregular, la explotación de
recursos y las presiones turísticas.9

De igual manera las amenazas que enfrentan las montañas
no se limitan a ninguna entidad federativa, son desafíos
que atraviesan todo el país, desde la deforestación acelera-
da en la Sierra Madre Occidental por la tala ilegal y los in-
cendios forestales, la crisis hídrica que afecta las cuencas
de la Sierra Madre del Sur, hasta la degradación de suelos
en las sierras áridas del norte las montañas mexicanas ge-
neran presiones crecientes que comprometen su capacidad
de proveer servicios ambientales esenciales.10

A ello se suma el turismo descontrolado en zonas icónicas
como el Nevado de Toluca, el Popocatépetl o la Sierra de
Juárez en Oaxaca, así como la expansión de actividades ex-
tractivas que alteran ecosistemas frágiles.

La evidencia es clara: la falta de una política nacional inte-
grada de protección y manejo sostenible ha permitido que
estas amenazas se profundicen, con lo cual se pone en ries-
go la seguridad hídrica, la biodiversidad y el equilibrio cli-
mático de amplias regiones del país.

En suma, el deterioro acumulado de las zonas montañosas
del país evidencia una realidad ineludible: estos ecosiste-
mas estratégicos han dejado de ser entornos naturalmente
resilientes y hoy se encuentran en un punto crítico que
compromete su capacidad de sostener la vida humana, la
biodiversidad y la estabilidad climática.

La evidencia científica advierte que, sin intervenciones
oportunas las montañas continuarán perdiendo cobertura

vegetal, almacenamientos naturales de agua y conectividad
ecológica, lo que profundizará fenómenos como la deserti-
ficación, la escasez hídrica y la degradación de cuencas.11

De igual manera, la ausencia de un enfoque nacional arti-
culado capaz de coordinar esfuerzos federales, estatales y
municipales ha permitido que la fragmentación institucio-
nal limite la eficacia de las políticas existentes.

Por lo que en este contexto exige, con urgencia, fortalecer
con acciones que permitan salvaguardar las montañas co-
mo sistemas vivos indispensables para el desarrollo soste-
nible y la seguridad ambiental del país, con lo cual se esti-
ma que su protección ya no es opcional, sino una condición
fundamental para garantizar el bienestar de las generacio-
nes presentes y futuras.

III. Justificación de la propuesta

Como hemos señalado, las montañas mexicanas cumplen
un papel fundamental como fábricas naturales de agua.
Los bosques templados y de niebla que habitan en altitudes
elevadas capturan humedad, recargan acuíferos y alimentan
ríos que abastecen zonas urbanas e industriales.12

La disminución de la cobertura forestal y el incremento de
incendios han alterado esta capacidad de regulación hídri-
ca, generando periodos prolongados de sequía y pérdida de
suelos fértiles.13 Estas alteraciones ya se reflejan en crisis
de abastecimiento en diversas regiones del país, como la
vivida en el norte en 2022.

Además de su relevancia hidrológica, las montañas funcio-
nan como barreras naturales ante los impactos del cam-
bio climático; sus ecosistemas regulan la temperatura, al-
macenan carbono y frenan la desertificación; no obstante,
el aumento de las temperaturas globales ha desplazado pi-
sos altitudinales, provocado la migración o desaparición de
especies y alterado las dinámicas de los bosques.14

En algunos casos, estos cambios se manifiestan en la pér-
dida de especies endémicas exclusivas de cumbres especí-
ficas, lo que representa una erosión irreversible del patri-
monio biológico nacional.

Las montañas sostienen a numerosas comunidades rurales
que dependen de la agricultura de subsistencia, el aprove-
chamiento forestal y el turismo de naturaleza; desafortuna-
damente estas comunidades se encuentran entre las más
vulnerables del país que enfrentan pobreza, marginación y
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baja conectividad. La degradación de los recursos natura-
les de los que dependen agua, bosques y suelos, profundi-
za estas condiciones.15

Por otra parte, el avance urbano hacia zonas de montaña ha
derivado en asentamientos irregulares en laderas y caña-
das, acompañado de procesos de deforestación y pérdida
de infiltración de agua, este fenómeno incrementa el riesgo
de deslizamientos y limita la recarga hídrica.16

De igual forma, la fragmentación de hábitats derivada de
desarrollos inmobiliarios, carreteras y minería debilita co-
rredores biológicos esenciales para la supervivencia de nu-
merosas especies.

A estas presiones se añade la explotación no sostenible de
los recursos forestales, el turismo sin regulación y la eje-
cución de obras de infraestructura que no consideran la fra-
gilidad de los ecosistemas montañosos. Con frecuencia, di-
chas actividades se realizan sin evaluaciones de impacto
ambiental suficientes, lo que agrava afectaciones que po-
drían evitarse mediante mecanismos de planeación, regula-
ción y supervisión más estrictos.

A pesar de esta realidad, en el imaginario colectivo las
montañas siguen siendo vistas principalmente como esce-
narios paisajísticos o recreativos, lo que invisibiliza su fun-
ción estratégica para la seguridad hídrica, climática y ali-
mentaria del país.

Esta percepción limitada ha dificultado la creación de polí-
ticas públicas integrales de protección y manejo sostenible,
de ahí la urgencia de impulsar acciones que permitan reva-
lorar estos ecosistemas como sistemas vitales para el desa-
rrollo y la sustentabilidad nacional.

En este contexto, destacan diversas resoluciones adoptadas
en el seno de la Organización de las Naciones Unidas, ór-
gano que ha promovido esfuerzos globales para proteger y
desarrollar de manera sostenible las regiones montañosas
mediante la participación conjunta de gobiernos, sociedad
civil y el sector académico, dichos instrumentos han con-
tribuido a revalorizar su importancia y promover una vi-
sión de conservación que trasciende fronteras.

En primer lugar, la resolución número 53/24 de la Asamblea
General de las Naciones, adoptada el 19 de noviembre de
1998, proclamó 2002 Año Internacional de las Montañas.17

Como resultado de los eventos y procesos desarrollados
durante ese año, se adoptó la Plataforma de Bishkek, docu-
mento orientado a ofrecer un marco para que instituciones
públicas y privadas impulsaran el desarrollo sostenible de
las regiones montañosas, promoviendo la mejora de los
medios de vida de sus habitantes, la protección de los eco-
sistemas y el uso responsable de sus recursos.18

Posteriormente, mediante la resolución número 57/245, la
Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de diciembre
de 2002, declaró el 11 de diciembre como el “Día Interna-
cional de las Montañas”.19

La Cumbre de Johanesburgo, realizada en 2002, abordó
desafíos ambientales, enfatizó la importancia de las monta-
ñas como una fuente de agua, energía y diversidad biológi-
ca y adoptó acuerdos para promover el desarrollo sosteni-
ble en dichas regiones; así como, compromisos específicos
para la erradicación de la pobreza y la protección al medio
ambiente y, finalmente, se plantearon metas concretas para
promover la cooperación internacional para enfrentar pro-
blemas de carácter global.20

A ello se suma la resolución número 58/216, aprobada el 23
de diciembre de 2003, en la que se reconocieron los obstácu-
los existentes en materia de cooperación internacional, parti-
cipación nacional y movilización de recursos para el manejo
sostenible de las montañas.21 En ésta se exhortó a los Esta-
dos a incorporar políticas y programas que contribuyeran al
cumplimiento de los objetivos internacionales para la protec-
ción y desarrollo sostenible de estos ecosistemas.

La resolución decretó el apoyo de todos los esfuerzos a ni-
vel infra nacional, dentro de los propios marcos normativos
domésticos, para la adaptación de una política pública y
programas que abonen al cumplimiento de las metas y ob-
jetivos internacionales referentes a las protección, conser-
vación y desarrollo sostenible de ecosistemas de montaña,
aprovechando el momentum de cambio provocado con la
declaración del Año Internacional de las Montañas.22

En general, esta resolución tuvo gran importancia como
mecanismo de seguimiento a las políticas públicas y acuer-
dos previamente aceptados en el plano internacional. El 7
de marzo de 2013, la LXII Legislatura del Senado de la Re-
pública aprobó un dictamen con Punto de Acuerdo en el
que solicita a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales realizará un informe sobre las acciones y progra-
mas de la política pública tendiente a lograr un desarrollo
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sostenible de las regiones montañosas, así como los bene-
ficios a los pobladores.23

A partir de la resolución número 57/245 de Naciones Uni-
das, año tras año se celebra el 11 de diciembre como el
“Día Internacional de las Montañas”, en el marco de la
conmemoración de 2020, el secretario General de las Na-
ciones Unidas Antonio Guterres, enfatizó:

Las montañas deben pasar al centro de nuestra atención,
y es hora de mover montañas para garantizar los cambios
que necesitamos para asegurar la salud del planeta y cons-
truir un futuro sostenible para todos.24

Estos ecosistemas cuentan con un marco de protección es-
tatal y federal que se articula con los esfuerzos impulsados
en el plano internacional para garantizar su conservación y
uso sostenible, sin embargo, dichos esfuerzos han demos-
trado ser insuficientes frente al ritmo creciente del cambio
climático, la urbanización desordenada y la sobreexplota-
ción de recursos.

Finalmente, es indispensable reconocer que la protección
de las montañas no puede circunscribirse únicamente al
ámbito regional; la realidad nacional exige una respuesta
articulada y de alcance federal.

Las montañas mexicanas sostienen las principales cuencas
hidrológicas del país, resguardan algunos de los niveles
más altos de biodiversidad del continente y representan te-
rritorios de identidad, historia y patrimonio para numero-
sos pueblos originarios.

IV. Contenido y objeto de la propuesta

De acuerdo con la Comisión Nacional del Agua, el dete-
rioro de los ecosistemas de montaña fue uno de los facto-
res que agravó la disminución en la disponibilidad de agua,
al reducirse la infiltración, aumentar la erosión y compro-
meterse la recarga de los acuíferos.25 Esta evidencia de-
muestra que proteger las montañas, en términos prácticos,
significa proteger la seguridad hídrica de millones de me-
xicanos.

En un contexto global de crisis climática, el Panel Intergu-
bernamental de Expertos sobre el Cambio Climático ha do-
cumentado que los ecosistemas de alta montaña son de los
más sensibles al incremento de temperatura, con pérdidas
aceleradas de cobertura forestal, desplazamiento altitudinal
de especies y mayor incidencia de incendios.26

Tales transformaciones no solo afectan la biodiversidad, si-
no también la estabilidad de las cuencas de las que depen-
den ciudades, industrias, sistemas agrícolas y comunidades
rurales.

En materia jurídica e institucional, México ha asumido
compromisos internacionales que obligan a reforzar la con-
servación y el manejo sostenible de estos ecosistemas;
nuestro país forma parte de la Alianza Internacional para el
Desarrollo Sostenible de las Zonas de Montaña, estableci-
da en 2002 durante la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo
Sostenible.27

Esta plataforma promueve acciones coordinadas para la
protección de las montañas, el fortalecimiento de las co-
munidades que las habitan y la gestión sostenible de sus re-
cursos, por lo anterior, resulta coherente que el Estado me-
xicano avance en la adopción de medidas legislativas que
contribuyan al cumplimiento de estos compromisos.

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible resalta la
obligación de los Estados para conservar los ecosistemas
terrestres y garantizar su uso responsable; el Objetivo de
Desarrollo Sostenible 6, señala expresamente el impulso de
la gestión sostenible, la protección de ecosistemas y servi-
cios seguros para las comunidades,28 lo cual está estrecha-
mente relacionado con la importancia de detener la degra-
dación de las tierras, conservar los bosques y proteger la
biodiversidad, allí está circunscrita la protección de los
ecosistemas montañosos.

Las montañas se pueden interpretar como infraestructuras
naturales esenciales para la captación de agua, la regula-
ción climática y la preservación de la biodiversidad.29

Además, constituyen un elemento inseparable de las cultu-
ras regionales que históricamente han encontrado en ellas
símbolos, recursos y formas de vida.30

Es prioritario declarar el 11 de diciembre Día Nacional de
las Montañas, con objeto de reconocer su valor estratégico
para la vida, el desarrollo y la identidad del país.

La urgencia de esta declaratoria se justifica aún más si re-
cordamos la profunda crisis hídrica vivida particularmente
en Nuevo León, pero experimentada recientemente, y con
visos de agudización extrema, en el país en general.

Por todo lo expuesto, pensamos que declarar un día nacio-
nal de las montañas permitiría visibilizar estas obligacio-
nes y fortalecer el marco institucional para atenderlas.
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En síntesis, las montañas representan un valor incalculable:
regulan el clima, recargan acuíferos, sostienen corredores
biológicos, impulsan el turismo, resguardan prácticas cul-
turales ancestrales y brindan servicios ambientales sin los
cuales no sería posible la vida como la conocemos.

Su deterioro genera efectos acumulativos que repercuten
en la seguridad alimentaria, la disponibilidad de agua y la
resiliencia de comunidades y ciudades frente al cambio cli-
mático.

Por ello, el Congreso de la Unión tiene la responsabilidad
y simultáneamente la oportunidad de fortalecer el marco
jurídico nacional, asegurando que la conservación de las
regiones montañosas se convierta en una política de Esta-
do, articulada y de alcance federal.

México es un país eminentemente montañoso, cuyos siste-
mas orográficos como la Sierra Madre Oriental, la Sierra
Madre Occidental, el Eje Neovolcánico, la Sierra Madre
del Sur y la Sierra de Chiapas, sostienen cuencas comple-
tas, sustentan millones de vidas y dan forma al patrimonio
natural y cultural del país.

Cuidar nuestras montañas no es únicamente un deber am-
biental: es una responsabilidad ética, cultural y social hacia
quienes habitan estos territorios y hacia quienes heredarán
México en el futuro.

Declarar el 11 de diciembre Día Nacional de las Montañas
constituye un paso necesario para colocar esta agenda en el
centro de la discusión pública, sensibilizar a la ciudadanía
y consolidar acciones efectivas a fin de garantizar su pre-
servación.

Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se declara el 11 de diciembre Día Na-
cional de las Montañas

Único. El Congreso de la Unión declara el 11 de diciembre
Día Nacional de las Montañas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Irais Virginia Reyes de la Torre (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PER-
SONALES EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES 

«Iniciativa que adiciona el artículo 2o. de la Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particu-
lares, en materia de datos personales sensibles de geoloca-

lización e inferencias algorítmicas, a cargo de la diputada
Mariana Guadalupe Jiménez Zamora, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Mariana Guadalupe Jiménez Zamora, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración del pleno de la Cámara de Diputados ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan tres
párrafos a la fracción VI del artículo 2 de la Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particu-
lares, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
regula y protege el derecho humano a la privacidad y a la pro-
tección de datos personales en los artículos 6o. y 16, los cua-
les establecen que el Estado mexicano tiene la obligación de
formular y garantizar un marco jurídico idóneo para proteger
los datos personales en posesión de los particulares.

Por ello, en 2010 se promulgó la Ley Federal de la Protección
de Datos Personales en Posesión de los Particulares para sal-
vaguardar estos derechos. Sin embargo, en el momento en el
que se creó había un contexto tecnológico diferente al que en-
frentamos actualmente, por lo mismo las cifras del uso de
aparatos tecnológicos y sobre todo del acceso a internet eran
considerablemente menores. Ese mismo año y según con el
Censo de Población y Vivienda, menos de un tercio de las
personas por cada hogar particular tenía acceso a internet, así
como el uso de teléfonos inteligentes.1

Sin embargo, conforme el paso de los años, México ha en-
frentado cambios drásticos con el uso de la tecnología, ya
que durante los últimos años la tecnología se volvió parte
de nuestra vida cotidiana al hacer actividades de la escue-
la, el trabajo, redes sociales, compras, viajes y la toma de
decisiones mediante los dispositivos que recolectan datos
sobre cada persona. En términos simples, cada movimien-
to que se haga en Internet queda registrado dejando un ras-
treo digital, a lo que se le conoce como estela de datos.

La Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tec-
nologías de la Información en los Hogares,2 levantada en
2024 y publicada en enero 2025 por el Instituto Nacional
de Estadística y Geografía, demuestra en cifras el precepto
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anterior, pues el boletín de prensa número 57/25 indica que
83.1 por ciento de los mexicanos con un rango de edad de
6 años o más utilizó internet durante ese año.

Lo anterior deja observar que el incremento del uso de la
tecnología, internet y celulares inteligentes es bastante ex-
ponencial, simplemente que personas a partir de los 6 años
estén usando estas tecnologías demuestra que la tecnología
ya no solo es un medio de entretenimiento ni mucho menos
un privilegio, sino que una necesidad para realizar nuestras
actividades diarias.

Todas las actividades en que usamos la tecnología se reali-
zan a través de internet, lo cual significa que cada vez que
ingresamos a él, se captura la ubicación en tiempo real,
huellas dactilares, hábitos de uso, preferencias y rutinas
diarias.

En este sentido, entendemos como datos biométricos a las
huellas, voz o rasgos faciales; a los datos de geolocaliza-
ción como aquellos que permiten reconstruir trayectos y las
inferencias algorítmicas como la capacidad de un modelo
de inteligencia artificial (IA) para realizar predicciones ne-
cesarias basadas en nuevos datos y si bien estos datos en
2010 no tenían un impacto tecnológico, en nuestra actuali-
dad se utilizan en sistemas bancarios, aplicaciones para el
transporte, plataformas de comercio electrónico, servicios
de salud, seguridad privada y entretenimiento. Si bien, es-
tos datos se utilizan en sectores como el banco, comercio,
transporte, salud, seguridad privada, educación y entrena-
miento, no hay una mención expresa en la Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particu-
lares” que los reconozca como datos sensibles.

Asimismo, es importante destacar que la presente reforma no
implica cargas regulatorias adicionales ni genera impactos
económicos desproporcionados para los sujetos obligados,
toda vez que se limita a precisar categorías de datos cuya pro-
tección reforzada ya es exigible según los principios de pro-
porcionalidad, minimización, licitud y responsabilidad pro-
activa previstos en la propia Ley Federal de Protección de
Datos Personales en Posesión de los Particulares.3 La actua-
lización propuesta armoniza el marco jurídico mexicano con
estándares internacionales como el Reglamento General de
Protección de Datos de la Unión Europea,4 la Ley General de
Protección de Datos de Brasil,5 así como los marcos regula-
torios emergentes en materia de decisiones automatizadas y
datos sensibles en Norteamérica, particularmente la Califor-
nia Consumer Privacy Act y la California Privacy Rights
Act.6 En consecuencia, la reforma otorga certeza jurídica a

los responsables y encargados, evita vacíos normativos que
actualmente dificultan el cumplimiento y previene costos fu-
turos asociados a prácticas de tratamiento inadecuado de da-
tos de alta sensibilidad.

La Recomendación sobre la Ética de la Inteligencia Artifi-
cial,7 formulada por la UNESCO en 2021, previene que
los datos biométricos y los demás utilizados para entrenar
algoritmos de IA se deben manejar con reglas más estric-
tas, debido al impacto que genera su uso provocando ries-
gos en la privacidad e incluso si se la da un mal manejo a
la recopilación de datos como el rostro, voz o patrones de
movimiento, puede generar vigilancia permanente consis-
tente en el rastreo de la ubicación de una persona de ma-
nera continua y sin que la persona sea consciente del tra-
tamiento; el perfilamiento invasivo al permitir la
inferencia de características íntimas sin el consentimiento
del individuo, como hábitos cotidianos, estado de salud o
vulnerabilidades y la manipulación digital cuando se utili-
cen los datos de las personas para enviar mensajes o anun-
cios especialmente dirigidos, con la intención de incluir en
sus decisiones, sin su consentimiento.

De acuerdo con análisis especializados se ha señalado que
la fracción VI el artículo 2 de la ley correspondiente ya no
regula a lo que sucede con la tecnología actualmente. La
R3D: Red en Defesan de los Derechos Digitales8 sostiene
que la ley en la materia contiene definiciones obsoletas, de-
bido a que no reconoce expresamente datos biométricos,
geolocalización ni información derivada de inferencias al-
gorítmicas como datos sensibles. Lo anterior genera que
los responsables en el tratamiento de datos se queden con
la idea que los datos mencionados son no sensibles, lo que
ocasiona prácticas de tratamiento sin el nivel de protección
reforzada que exige el contexto tecnológico actual.

En consecuencia, se propone reformar y adicionar párrafos
a la fracción VI del artículo 2 de la Ley Federal de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de los Particulares, a
fin de:

1. Reconocer expresamente los datos biométricos como
datos personales sensibles.

2. Incluir los datos de geolocalización que permitan se-
guimiento continuo como datos sensibles.

3. Incorporar datos derivados de inferencias y perfila-
miento algorítmico como una categoría que merece pro-
tección reforzada.
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La reforma no tiene el objetivo de la innovación tecnológi-
ca, sino que alinear el marco jurídico mexicano con los tra-
tados internacionales para que se garantice el desarrollo di-
gital con el debido respeto a la privacidad, autonomía y
dignidad humana.

Por tanto, su objetivo es brindar mayor seguridad jurídica
a las personas sobre el tratamiento de sus datos que estén
más relacionadas con su vida privada, para que al mismo
tiempo se definan límites y obligaciones para los responsa-
bles del manejo de la información sensible mediante tec-
nologías emergentes.

Por lo expuesto, para mayor claridad presento en el si-
guiente cuadro comparativo la reforma propuesta:

Ley Federal de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de los Particulares

Decreto

Único. Se adicionan tres párrafos a la fracción VI del artícu-
lo 2 de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en
Posesión de los Particulares, para quedar como sigue:

Artículo 2. Para los efectos de esta ley se entenderá por

I. a V. …

VI. Datos personales sensibles: Aquellos datos per-
sonales que afecten a la esfera más íntima de la per-
sona titular, o cuya utilización indebida pueda dar ori-
gen a discriminación o conlleve un riesgo grave para
esta. De manera enunciativa más no limitativa se con-
sideran sensibles los datos personales que puedan re-
velar aspectos como origen racial o étnico, estado de
salud presente o futuro, información genética, creen-
cias religiosas, filosóficas y morales, opiniones políti-
cas y preferencia sexual;

Asimismo, se considerarán datos personales sensi-
bles aquellos datos biométricos destinados a identifi-
car de manera única a la persona titular, incluyendo
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huellas digitales, rasgos faciales, patrones de voz, iris
y demás características físicas o de comportamiento
análogas. 

También se reconocen como datos personales sensi-
bles a los datos de geolocalización, ya sea continua o
precisa, que permitan rastrear los desplazamientos,
caminos, recorridos, trayectos o ubicación en tiempo
habitual o real de la persona titular.

De igual forma, las inferencias, perfiles y conclusio-
nes generadas a través de un tratamiento automati-
zado, ya sea inteligencia artificial o modelos algorít-
micos, serán considerados como datos sensibles
siempre y cuando puedan afectar de manera signifi-
cativa los derechos, intereses o condiciones de la per-
sona titular;

VII. a XX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Los particulares, sean personas físicas o mora-
les, deberán actualizar sus avisos de privacidad, políticas
internas, sistemas de tratamiento y mecanismos de obten-
ción del consentimiento de acuerdo con lo dispuesto en el
presente decreto, dentro de los 180 días posteriores a su en-
trada en vigor.

Tercero. El Reglamento de la Ley Federal de Protección de
Datos Personales en Posesión de los Particulares, así como
los lineamientos y demás disposiciones administrativas de
carácter general emitidos para la aplicación de dicha ley,
deberán ser armonizados por la Secretaría de Anticorrup-
ción y Buen Gobierno, en el ámbito de sus atribuciones,
dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la
entrada en vigor del presente decreto.

Cuarto. Los tratamientos de datos personales que involu-
cren datos biométricos, de geolocalización o inferencias
automatizadas que fueron realizados antes de la entrada en
vigor del presente decreto, también deberán verificarse y
adecuarse para garantizar el cumplimiento de la nueva de-
finición legal de datos personales sensibles, conforme a lo
dispuesto a la fracción VI reformada del artículo 2 de la
presente ley.

Notas

1 Foro Consultivo Científico y Tecnológico, AC (2010). Indicadores de
Tecnologías de la Información y Comunicaciones en los hogares: Mé-
xico 2001-2010, 

https://foroconsultivo.org.mx/documentos/acertadistico/indicado-
res_sociales/tics_indicadores_sociales.pdf

2 Inegi (2025). Estadísticas sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologí-
as de la Información en los Hogares de 2024 (boletín de prensa núme-
ro 57/25). Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2025/endutih/ENDUTIH_24.pdf

3 Diario Oficial de la Federación (2010, 5 de julio). Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5150631&fe-
cha=05/07/2010

4 Parlamento Europeo y Consejo de la Unión Europea (2016). Regla-
mento (UE) 2016/679 (Reglamento General de Protección de Datos), 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%
3A32016R0679

5 Gobierno de Brasil (2018). Lei Nº 13.709, Lei Geral de Proteção de
Dados Pessoais, 

h t t p s : / / w w w. p l a n a l t o . g o v. b r / c c i v i l _ 0 3 / _ a t o 2 0 1 5 -
2018/2018/lei/l13709.htm

6 State of California (2020). California Consumer Privacy Act y Cali-
fornia Privacy Rights Act. California Civil Code, title 1.81.5. 

https://leginfo.legislature.ca.gov/faces/codes.xhtm

7 UNESCO (2021). Recomendación sobre la Ética de la Inteligencia
Artificial. Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura, 

https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000381137_spa

8 Red en Defensa de los Derechos Digitales (2025). Las nuevas leyes
de transparencia y protección de datos personales: retrocesos y oportu-
nidades perdidas, 
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https://r3d.mx/2025/03/21/las-nuevas-leyes-de-transparencia-y-pro-
teccion-de-datos-personales-retrocesos-y-oportunidades-perdidas/

Sede de la Cámara de Diputados, a 10 de febrero de 2026.— Diputada
Mariana Guadalupe Jiménez Zamora (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

SE GARANTICE LA CORRECTA APLICACIÓN 
DE LA TASA 0% DEL IVA A LOS PRODUCTOS 
DE GESTIÓN MENSTRUAL Y SE FAVOREZCA

LA EXTENSIÓN DE DICHA TASA A
TODOS LOS PRODUCTOS DESTINADOS

A LA GESTIÓN MENSTRUAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a la Profeco, al SAT y a la SCJN, a fin de
garantizar la correcta aplicación de la tasa 0 por ciento del
IVA a los productos de gestión menstrual y a favorecer la
extensión de dicha tasa a todos los productos destinados a
la gestión menstrual, a cargo de la diputada Julieta Kristal
Vences Valencia, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, Julieta Kristal Vences Valencia, dipu-
tada de la LXVI Legislatura de la Honorable Cámara de
Diputados, integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, frac-
ción I y 79, numeral 2, fracción III, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración de esta ho-
norable asamblea proposición con punto de acuerdo, de ur-
gente u obvia resolución, por el que la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión solicita respetuosamente a
la PROFECO, SAT y SCJN a fin de garantizar la correc-
ta aplicación de la tasa 0% del IVA a los productos de
gestión menstrual y a favorecer la extensión de dicha tasa
a todos los productos destinados a la gestión menstrual,
con base en las siguientes:

Consideraciones

La gestión menstrual constituye una condición biológica
que impacta directamente en el ejercicio de derechos huma-
nos como la salud, la dignidad, la igualdad sustantiva y la

no discriminación. En este sentido, el acceso a productos
adecuados para la gestión menstrual no puede ser conside-
rado un lujo ni estar sujeto a cargas fiscales que profundi-
cen desigualdades estructurales.

Con el objetivo de avanzar hacia una política fiscal con
perspectiva de género y combatir la denominada pobreza
menstrual, se reformó la Ley del Impuesto al Valor Agre-
gado, estableciendo un tratamiento fiscal preferencial para
determinados productos de gestión menstrual.

El propio legislador dejó claramente establecido este bene-
ficio fiscal en el artículo 2-A, fracción I, inciso j), de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, el cual dispone de mane-
ra expresa que:

“Artículo 2o.-A.- El impuesto se calculará aplicando la
tasa del 0% a los valores a que se refiere esta Ley, cuan-
do se realicen los actos o actividades siguientes: 

I.- La enajenación de:

j) Toallas sanitarias, tampones y copas, para la gestión
menstrual.”1

Este precepto constituye un mandato legal vigente, de ob-
servancia obligatoria para proveedores y autoridades, y re-
presenta un avance normativo en materia, no obstante, la
claridad del texto legal, diversas organizaciones de la so-
ciedad civil y personas consumidoras han hecho públicos
reportes y quejas en los que se señala que algunos estable-
cimientos comerciales no estarían aplicando correctamente
la tasa del 0% del IVA, manteniendo el cobro del 16% en
productos de gestión menstrual, lo que contraviene directa-
mente lo dispuesto por la Ley del IVA.

Ante esta situación, la Procuraduría Federal del Consumi-
dor (Profeco) ha instado a la ciudadanía a denunciar cobros
indebidos, lo cual confirma la necesidad de reforzar las ac-
ciones de verificación, vigilancia e información, a fin de
garantizar el cumplimiento efectivo de la norma fiscal y la
protección de los derechos de las personas consumidoras.

El incumplimiento o aplicación incorrecta de la tasa cero
no solo implica una irregularidad administrativa o fiscal,
sino que puede traducirse en una afectación indirecta a los
principios constitucionales de igualdad, no discriminación
y equidad tributaria, previstos en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.
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Adicionalmente, resulta relevante destacar que la Suprema
Corte de Justicia de la Nación se encuentra actualmente
analizando un asunto en el que se discute la posibilidad de
extender la aplicación de la tasa del 0% del IVA a todos los
productos de gestión menstrual, tales como pantiprotecto-
res, ropa interior menstrual y otros insumos que cumplen
una función equivalente a los ya contemplados en la Ley.

Este análisis constitucional plantea si la exclusión de ciertos
productos del tratamiento fiscal preferencial puede resultar
contraria a los principios de igualdad, no discriminación y
justicia tributaria, al establecer distinciones que no necesaria-
mente responden a criterios objetivos o razonables.

En este contexto, la Cámara de Diputados puede expresar
una postura institucional respetuosa, solicitando respetuo-
samente a la Suprema Corte a considerar una interpretación
progresiva y conforme a derechos humanos que favorezca
la ampliación de la tasa cero a todos los productos destina-
dos a la gestión menstrual.

Es por lo anterior, que la suscrita legisladora pretendo soli-
citar respetuosamente a los titulares de la PROFECO,
SAT y a la SCJN a fin de garantizar la correcta aplica-
ción de la tasa 0% del IVA a los productos de gestión
menstrual y a favorecer la extensión de dicha tasa a to-
dos los productos destinados a la gestión menstrual.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración del pleno de esta honorable asamblea la siguiente
proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión, en estricto respeto al principio federalista
de división de poderes, solicita respetuosamente a los titu-
lares de la Procuraduría Federal del Consumidor y del
Servicio de Administración Tributaria, para que, en el
ámbito de sus respectivas competencias y con fundamento
en lo dispuesto en el Artículo 2-A, fracción I, inciso j), de
la Ley del Impuesto al Valor Agregado, refuercen las ac-
ciones de verificación y vigilancia para constatar el co-
rrecto cumplimiento de la aplicación de la tasa del 0%
del IVA a los productos de gestión menstrual; y fortalez-
can las acciones de información y orientación dirigidas a
proveedores y personas consumidoras, con el objetivo de
prevenir cobros indebidos y garantizar el cumplimiento de
la legislación vigente.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión, en estricto respeto al principio federalista
de división de poderes, solicita respetuosamente a la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación para que, en el
marco del análisis del asunto que actualmente conoce
en relación con la aplicación de la tasa del 0% del IVA
a los productos de gestión menstrual, considere una in-
terpretación conforme a los principios constitucionales de
igualdad, no discriminación y equidad tributaria, a fin de
que dicho beneficio fiscal se extienda a todos los produc-
tos destinados a la gestión menstrual, y no se limite única-
mente a toallas sanitarias, tampones y copas menstruales.

Nota

1. Recuperado de: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LIVA.pdf. Consul-
tado el 12 enero del 2026.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
10 de febrero de 2026.— Diputada Julieta Kristal Vences Valencia 
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

SE CUMPLA EL ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE
ESTABLECEN LOS LINEAMIENTOS GENERALES A

LOS QUE DEBERÁN SUJETARSE LA PREPARA-
CIÓN, DISTRIBUCIÓN Y EL EXPENDIO DE LOS

ALIMENTOS Y BEBIDAS PREPARADOS, PROCESA-
DOS Y A GRANEL, Y SE FOMENTEN LOS ESTILOS
DE VIDA SALUDABLES EN ALIMENTACIÓN, DEN-

TRO LAS ESCUELAS Y SUS INMEDIACIONES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a las personas titulares de las presidencias
municipales del interior de la República Mexicana y de las
alcaldías de la Ciudad de México a cumplir en el ámbito de
su competencia el acuerdo mediante el cual se establecen
los lineamientos generales a los que deberán sujetarse la
preparación, distribución y el expendio de los alimentos y
bebidas preparados, procesados y a granel, así como el fo-
mento de los estilos de vida saludables en alimentación,
dentro de toda escuela y en las inmediaciones del sistema
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educativo nacional, suscrita por el diputado Arturo Rober-
to Hernández Tapia y diputadas y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario de Morena

Diputado Arturo Hernández Tapia y legisladoras federa-
les de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I y 79, nu-
meral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, sometemos a la consideración de este honorable ple-
no, la presente proposición con punto de acuerdo, con base
a la siguiente

Exposición con Motivos

De conformidad con los artículos 1o., 3o. y 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Esta-
do priorizará promover, garantizar y respetar los derechos
humanos, dentro de los que se encuentra velar por el inte-
rés superior de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes,
además de que toda persona tiene derecho a la alimenta-
ción nutritiva y de calidad. También está obligado a garan-
tizar el derecho a la protección de la salud, por lo que debe
diseñar políticas y acciones en torno a ello, para lograr que
la nación alcance mejores niveles de prosperidad.

Dando cumplimiento a lo anterior, en el Diario Oficial de
la Federación, el 30 de septiembre del 2024, se publicó el
ACUERDO mediante el cual se establecen los Linea-
mientos generales a los que deberán sujetarse la prepara-
ción, distribución y el expendio de los alimentos y bebi-
das preparados, procesados y a granel, así como el
fomento de los estilos de vida saludables en alimentación
dentro de toda escuela del Sistema Educativo Nacional,
mismo que tiene por objeto establecer las disposiciones
correspondientes, previstas en su Anexo Único, así como
las bases para el fomento de los estilos de vida saludables
en alimentación, dentro de toda escuela del Sistema Edu-
cativo Nacional. Esto también se aplica para las inmedia-
ciones de escuelas de acuerdo con el artículo décimo
cuarto fracción IV de los lineamientos ya referidos que a
la letra señala.

“Décimo Cuarto.- …

IV. Establecer, en el marco de lo dispuesto en el segun-
do párrafo del artículo 75 de la LGE respecto a la pro-
hibición de la venta y publicidad de alimentos y bebidas
con bajo valor nutricional en las inmediaciones de los

planteles escolares, mecanismos de coordinación y vin-
culación con las autoridades municipales y de las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, y de-
más instancias competentes, para generar acciones
encaminadas a exhortar, fomentar y promover el expen-
dio de alimentos y bebidas saludables en las inmedia-
ciones de las escuelas, en el diámetro que determine la
autoridad competente.”1

Actualmente, en la mayor parte del territorio nacional se
observa la presencia de venta de alimentos y bebidas pro-
cesadas, envasadas y a granel, con bajo nivel nutricional en
las inmediaciones de las instituciones educativas de nivel
básico, media superior y superior, siendo fundamental im-
plementar acciones que puedan prevenir el consumo de es-
tos alimentos y bebidas que ponen en riesgo la salud de los
estudiantes, y obstaculizaron los propósitos del acuerdo re-
ferido.

El acuerdo con los Lineamientos de referencia, también se
precisa que la aplicación de dichos lineamientos aplica
a las INMEDIACIONES de los planteles educativos,
por lo que se convierte también en competencia de los
municipios y de las alcaldías de la Ciudad de México,
tales lineamientos en su artículo quinto fracción XXVI
define que se refiere a inmediaciones: 

“…

Quinto.- Para los efectos de los presentes Lineamientos
se entenderá por:

…

XXVI. Inmediaciones: Territorio en la periferia de las
escuelas en el diámetro que determine la autoridad com-
petente conforme a las disposiciones jurídicas aplica-
bles;

…”2

De igual forma en su artículo décimo tercero en su título
cuarto de la corresponsabilidad institucional precisa la atri-
bución de los municipios y alcaldías de difundir, aplicar y
vigilar el cumplimiento de los presentes Lineamientos:
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“Título IV
De la Corresponsabilidad Institucional

Capítulo Primero
De las autoridades escolares

Décimo Tercero.- Corresponde a las autoridades esco-
lares, en su respectivo ámbito de competencia, y en tér-
minos de las disposiciones jurídicas aplicables, difun-
dir, aplicar y vigilar el cumplimiento de los
presentes Lineamientos y su Anexo Único, para lo cual,
deberán:

…

V.- Dar aviso a sus respectivas autoridades educativas a
efecto de que fortalezcan los mecanismos a que refiere
la fracción IV del numeral siguiente, en caso de que ad-
viertan que en las inmediaciones de las escuelas se
vendan y se dé publicidad a alimentos y bebidas con
bajo valor nutricional en contravención a los presen-
tes Lineamientos, su Anexo Único y demás normativa
aplicable. El diámetro de las inmediaciones lo determi-
nará la autoridad competente.”3

En los artículos de los lineamientos anteriormente referi-
dos se precisó quienes pueden y deben de trabajar en coor-
dinación con la autoridad educativa, a fin de que se cum-
plan los lineamientos de referencia y se proteja el interés
superior de los niños, adolescentes y jóvenes a fin de acce-
der a una alimentación nutritiva y una vida saludable. 

Para mayor abundamiento, señalamos que el 16 de marzo
del 2022, el diputado Armando Contreras Castillo presen-
tó una iniciativa de reforma a diversos artículos de la Ley
General de Educación en materia de entornos escolares sa-
ludables que se aprobó por el Congreso de la Unión, en la
que sentó una base política de alimentación escolar para
transformar las escuelas en espacios saludables y al mismo
tiempo hacer cumplir los Lineamientos Generales para el
Expendio y Distribución de Alimentos y Bebidas Prepara-
dos y Procesados en las Escuelas del Sistema Educativo
Nacional, en garantía a los derechos a la educación, salud
y alimentación de niñas, niños y adolescentes.

La iniciativa articuló los acuerdos y marco internacio-
nal de derechos de los que México es parte y responde
de manera integral al grave problema de malnutrición,
incluyendo la obesidad infantil, resultado de malos há-
bitos de alimentación influenciados por un ambiente

obesogénico, al cual niñas y niños están expuestos todos
los días, incluyendo los entornos escolares.

Por otro lado, la Ley General de la Alimentación Adecua-
da y Sostenible, en su artículo 17, prevé que los gobiernos
de la federación, entidades federativas, municipios y de-
marcaciones territoriales, en sus respectivos ámbitos de
competencia, impulsarán esquemas suficientes para el su-
ministro, distribución y adquisición de alimentos, adecua-
dos preferentemente frescos, y agua potable para el
consumo humano de las personas estudiantes, y promo-
verán ante las autoridades correspondientes; razón por la
cual, los municipios como integrantes de las entidades fe-
derativas tienen la facultad de participar en programas y
promover acciones con el fin de garantizar el interés supe-
rior de la niñez para prevenir y reducir el consumo de ali-
mentos y bebidas procesadas, con el fin de garantizar el de-
recho a una alimentación saludable y digna.

Dicho artículo 17 señala en su párrafo primero a la letra: 

“Artículo 17. Los gobiernos de la Federación, las enti-
dades federativas, los municipios y demarcaciones terri-
toriales, en sus respectivos ámbitos de competencia, im-
pulsarán esquemas eficientes para el suministro,
distribución y adquisición de alimentos adecuados pre-
ferentemente frescos, y agua potable para consumo hu-
mano de las personas estudiantes, mecanismos de coor-
dinación con los demás sectores de la población
enfocados a la producción de alimentos de manera sus-
tentable, como la agroecología, organizaciones del sec-
tor social, cooperativas, asociaciones de padres de fami-
lia, la combinación de cualquiera de estos o cualquier
otro medio que asegure el consumo suficiente para la ni-
ñez y la adolescencia. …”.4

Además, también refiere que promoverán ante las autori-
dades correspondientes, “la prohibición de la venta, distri-
bución, donación, publicidad y patrocinio de alimentos y
bebidas preenvasados cuando éstos excedan los límites
máximos de contenido energético, azúcares añadidos, gra-
sas saturadas, sodio y los demás nutrimentos críticos e in-
gredientes que establezcan las disposiciones normativas de
salud competentes, tanto al interior como en las inmedia-
ciones de los planteles escolares de educación básica”5.

Por todo ello, es urgente y necesario “una coordinación en-
tre los diversos órganos de gobierno para que las institu-
ciones educativas en todos los municipios en sus respecti-
vas competencias garanticen el acceso a una alimentación
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digna y saludable para todos los educandos, no sólo en
cuestión de salud, sino promover su actividad física en su
ámbito escolar como en la sociedad, reducir el riesgo de
obesidad y sobrepeso, el fomento de la actividad física y el
deporte.”6

También la Ley General de Educación, en su artículo 75
en sus párrafos primero segundo y tercero establecen li-
neamientos de la SEP y las instituciones educativas para
la regulación, prevención y promoción de políticas pú-
blicas para garantizar el acceso a una alimentación salu-
dable y desarrollo integral de los niños, niñas, adoles-
centes y jóvenes. 

“Artículo 75. La Secretaría, mediante disposiciones de
carácter general que se publiquen en el Diario Oficial de
la Federación y sin perjuicio del cumplimiento de otras
disposiciones que resulten aplicables, establecerá los li-
neamientos a que deberán sujetarse la preparación, dis-
tribución y expendio de los alimentos y bebidas prepa-
rados, procesados y a granel, dentro de toda escuela, en
cuya elaboración se cumplirán los criterios nutrimenta-
les que para tal efecto determine la Secretaría de Salud,
mismos que se deberán evaluar y actualizar al menos ca-
da cinco años”.7

“Las autoridades educativas promoverán ante las autori-
dades correspondientes, la prohibición de la venta y pu-
blicidad de alimentos y bebidas con bajo valor nutricio-
nal de acuerdo con los criterios nutrimentales incluidos
en el artículo 212 de la Ley General de Salud y las de-
más disposiciones en la materia de los planteles escola-
res y sus inmediaciones”.8

“La Secretaría establecerá las bases para fomentar estilos
de vida saludables que prevengan, atiendan y contrarres-
ten, en su caso, el sobrepeso y la obesidad entre los edu-
candos, como la activación física, el deporte escolar, la
educación física, los buenos hábitos nutricionales, entre
otros. En materia de la promoción de la salud escolar”.9

Dichos ordenamientos jurídicos establecen los lineamien-
tos primordiales para la promoción, cumplimiento, prohi-
bición, y mejoramiento de la salud, para prevenir el sobre-
peso y obesidad, a fin de garantizar una alimentación
adecuada para todos los niños, niñas, adolescentes y jóve-
nes de todas las instituciones de educación en el país.”10

Con todo lo anterior se justifica la coordinación institucio-
nal que debe existir ya que corresponde a las autoridades,

en su respectivo ámbito de competencia, y en términos de
las disposiciones jurídicas aplicables, difundir, aplicar y vi-
gilar el cumplimiento de los multicitados lineamientos.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
a esta honorable asamblea, la aprobación del siguiente 

Punto de Acuerdo

Único.- La Cámara de Diputados solicita respetuosamente
a las personas Titulares de las Presidencias Municipales del
interior de la República Mexicana y de las Alcaldías de la
Ciudad de México, a cumplir en el ámbito de su compe-
tencia, el acuerdo mediante el cual se establecen los Line-
amientos Generales a los que deberán sujetarse la prepara-
ción, distribución y el expendio de los alimentos y bebidas
preparados, procesados y a granel, así como el fomento de
los estilos de vida saludables en alimentación, dentro de
toda escuela y en las inmediaciones del Sistema Educa-
tivo Nacional.

Notas

1. Lineamientos generales a los que deberán sujetarse la preparación,
distribución y el expendio de los alimentos y bebidas preparados, pro-
cesados y a granel, así como el fomento de los estilos de vida saluda-
bles en alimentación dentro de toda escuela del Sistema Educativo Na-
cional, artículo décimo cuarto.

2. Lineamientos generales a los que deberán sujetarse la preparación,
distribución y el expendio de los alimentos y bebidas preparados, pro-
cesados y a granel, así como el fomento de los estilos de vida saluda-
bles en alimentación dentro de toda escuela del Sistema Educativo Na-
cional, artículo quinto.

3. Lineamientos generales a los que deberán sujetarse la preparación,
distribución y el expendio de los alimentos y bebidas preparados, pro-
cesados y a granel, así como el fomento de los estilos de vida saluda-
bles en alimentación dentro de toda escuela del Sistema Educativo Na-
cional, artículo décimo tercero, fracción V

4. Ley General de la Alimentación Adecuada y Saludable, artículo 17

5. Ley General de la Alimentación Adecuada y Saludable, artículo 17

6. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5740005&fe-
cha=30/09/2024#gsc.tab=0
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https://elpoderdelconsumidor.org/2022/03/celebramos-la-iniciati-
va-de-reforma-a-la-ley-general-de-educacion-para-promover-en-
tornos-escolares-saludables-en-camara-de-diputados/

7. Ley General de Educación Art. 75

8. Ley General de Educación Art. 75

9. Ley General de Educación Art. 75

10. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAAS.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
10 de febrero de 2026.— Diputados y diputadas: Arturo Hernández Ta-
pia, Mónica Álvarez Nemer, Pedro Mario Zenteno Santaella, Leide
Avilés Domínguez, Dionicia Vázquez García, Maiella Martha Gabrie-
la Gómez Maldonado, María del Rosario Orozco Caballero, María
Magdalena Rosales Cruz, Eduardo Castillo López, Anay Beltrán Re-
yes, Leonel Godoy Rangel, Emilio Ramón Ramírez Guzmán, Azucena
Arreola Trinidad, María Damaris Silva Santiago, Rosalinda Savala 
Díaz, Enrique Vázquez Navarro (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

EXHORTO AL GOBIERNO DE COAHUILA
Y A LOS GOBIERNOS MUNICIPALES DE LA

ENTIDAD, A IMPLEMENTAR PROGRAMAS PER-
MANENTES DE ACTIVACIÓN FÍSICA Y CONVIVEN-

CIA COMUNITARIA EN ESPACIOS PÚBLICOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que la Cámara
de Diputados exhorta al gobierno del estado de Coahuila y
a los gobiernos municipales de la entidad a implementar
programas permanentes de activación física y convivencia
comunitaria en espacios públicos, inspirados en la iniciati-
va “Ponte Pilas”, como estrategia de promoción de la salud
preventiva, cohesión social y prevención de la violencia, a
cargo del diputado Antonio Lorenzo Castro Villarreal, del
Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, el diputado Antonio Lorenzo Castro Villa-
rreal, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 6,
numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y demás
disposiciones aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a la consideración de esta honorable

asamblea la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

El deporte y la activación física no sólo contribuyen al
bienestar individual, sino que son también instrumentos
poderosos de cohesión social y de reconstrucción del teji-
do comunitario. En los últimos años, diversas entidades fe-
derativas y municipios del país han desarrollado programas
exitosos de activación física en espacios públicos —como
el programa “Ponte Pilas” de la Ciudad de México—, que
han demostrado su eficacia para mejorar la convivencia ve-
cinal, reducir conductas de riesgo entre jóvenes y reactivar
zonas urbanas que habían caído en el abandono o la inse-
guridad.

En el caso de Coahuila, los retos en materia de salud pú-
blica, seguridad y urbanismo social hacen necesaria la
adopción de políticas de este tipo. De acuerdo con el 
INEGI (Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 2022), só-
lo 38.4 % de la población adulta en Coahuila realiza acti-
vidad física de manera regular, por debajo del promedio
nacional (42.1 %). Esta inactividad se traduce en un au-
mento sostenido de enfermedades crónicas: la Secretaría
de Salud federal reporta que el 74 % de la población adul-
ta coahuilense presenta sobrepeso u obesidad, y que la dia-
betes mellitus es una de las tres principales causas de muer-
te en el estado.

A ello se suma un desafío en materia de uso y seguridad de
los espacios públicos. De acuerdo con la Encuesta Nacio-
nal de Victimización y Percepción sobre Seguridad Públi-
ca (Envipe 2024), el 67 % de la población en Saltillo y el
71 % en Torreón considera inseguros los parques y espa-
cios recreativos de su colonia. Esta percepción desincenti-
va la convivencia comunitaria y reduce las oportunidades
para el desarrollo de actividades deportivas, recreativas y
culturales que fortalezcan el sentido de pertenencia local.

Experiencias como “Ponte Pilas”, implementada por el
Instituto del Deporte de la Ciudad de México, muestran
que programas de activación física gratuitos y permanentes
en parques y plazas públicas tienen efectos medibles: in-
crementan la asistencia a espacios públicos, fomentan la
convivencia intergeneracional, reducen la incidencia de
conductas antisociales y fortalecen el tejido social median-
te la organización vecinal. Actualmente, ese programa
atiende a más de 400 mil personas cada semana en más de
800 puntos de activación, y ha sido reconocido por la Or-
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ganización Panamericana de la Salud (OPS) como una bue-
na práctica de promoción de la salud y la seguridad ciuda-
dana.

Coahuila cuenta con infraestructura que podría aprove-
charse para iniciativas similares: según el Censo Nacional
de Infraestructura Deportiva (CONADE, 2023), existen en
la entidad más de 1,500 espacios deportivos públicos, de
los cuales cerca del 40 % se encuentran subutilizados o en
desuso parcial. Reactivarlos mediante programas de acti-
vación física, clases grupales y torneos comunitarios per-
mitiría devolver la vida a las colonias, prevenir la violencia
y reducir la deserción escolar, especialmente en zonas de
alta marginación.

Por todo ello, resulta pertinente que el Congreso de la
Unión exhorte respetuosamente al Gobierno del estado de
Coahuila, a través de su Secretaría de Educación, el Insti-
tuto Estatal del Deporte y la Secretaría de Inclusión y De-
sarrollo Social, para que diseñen e implementen un progra-
ma estatal de activación física y convivencia ciudadana
inspirado en “Ponte Pilas”, con enfoque territorial, inclusi-
vo y de prevención social del delito.

Dicha estrategia podría basarse en cuatro ejes:

1. Recuperación de espacios públicos mediante jornadas
de limpieza, rehabilitación y señalización.

2. Activación física gratuita con instructores certificados
en parques, canchas y plazas.

3. Promoción de la convivencia comunitaria a través de
actividades culturales, deportivas y recreativas.

4. Enfoque preventivo dirigido a niñas, niños y jóvenes
en riesgo de exclusión o violencia.

Con esta medida, el estado de Coahuila avanzaría en los
compromisos establecidos en el Programa Estatal de Desa-
rrollo 2023–2029, particularmente en su Eje de Desarrollo
Humano Integral, además de contribuir al cumplimiento de
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS 3 y 11) de la
Agenda 2030, relativos a la salud y bienestar, y a la crea-
ción de comunidades sostenibles e inclusivas.

Promover la actividad física y la convivencia en los espa-
cios públicos no es un lujo ni una acción secundaria: es una
política de seguridad, de salud y de comunidad. Recuperar
el espacio público es también recuperar la confianza entre

los ciudadanos y su gobierno, fundamento indispensable de
la paz y el desarrollo local.

Por lo anterior expuesto, se presenta ante esta honorable
asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Gobierno del Esta-
do de Coahuila de Zaragoza, a través de su Secretaría de
Educación, del Instituto Estatal del Deporte de Coahuila y
de la Secretaría de Inclusión y Desarrollo Social, así como
a los gobiernos municipales de la entidad, para que dise-
ñen, implementen y asignen recursos suficientes a progra-
mas permanentes de activación física y convivencia comu-
nitaria en espacios públicos, inspirados en la iniciativa
“Ponte Pilas”, con el propósito de fortalecer el tejido so-
cial, fomentar hábitos saludables, prevenir la violencia y
recuperar espacios públicos para el uso ciudadano.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputado Antonio Castro Villarreal (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

EXHORTO AL CONGRESO DE COAHUILA DE 
ZARAGOZA, A INICIAR EL PROCESO 

DE REFORMA CONSTITUCIONAL PARA
RECONOCER EL DERECHO A LA CIUDAD 

COMO DERECHO COLECTIVO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al hono-
rable Congreso del estado de Coahuila de Zaragoza a ini-
ciar el proceso de reforma constitucional para reconocer el
derecho a la ciudad como derecho colectivo, eje rector de
la planeación urbana, la gestión democrática del territorio
y la justicia territorial en la entidad, a cargo del diputado
Antonio Lorenzo Castro Villarreal, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

Quien suscribe, el diputado Antonio Lorenzo Castro Villa-
rreal, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos
6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y de-
más disposiciones aplicables del Reglamento de la Cáma-
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ra de Diputados, somete a la consideración de esta honora-
ble asamblea la siguiente proposición con punto de acuer-
do, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las ciudades son hoy el espacio donde se definen, de mane-
ra concreta, las condiciones materiales para el ejercicio efec-
tivo de los derechos humanos. En ellas se concentran la acti-
vidad económica, los servicios públicos, la vida cultural y la
identidad colectiva; pero también se expresan con particular
intensidad la desigualdad social, la segregación territorial, la
mercantilización del suelo y la exclusión de amplios sectores
de la población de los procesos de toma de decisiones que
afectan directamente su vida cotidiana. Por ello, la forma en
que se planean, gobiernan y transforman las ciudades no
constituye una cuestión meramente técnica o administrativa,
sino un asunto profundamente político y democrático.

Frente a este escenario, la comunidad internacional ha des-
arrollado el Derecho a la Ciudad como un marco normati-
vo, político y ético que redefine la relación entre las perso-
nas, el territorio y el poder público. De acuerdo con los
desarrollos impulsados por ONU-Habitat, la Carta Mundial
por el Derecho a la Ciudad y el enfoque cultural y demo-
crático promovido por la UNESCO, el Derecho a la Ciu-
dad se concibe como un derecho colectivo que garantiza a
todas las personas el uso, disfrute, producción, transforma-
ción y gobierno democrático de la ciudad, bajo principios
de justicia social, inclusión, participación sustantiva, soste-
nibilidad ambiental y respeto a la diversidad cultural.

Este derecho parte de una premisa fundamental: la ciudad
no es una mercancía, ni un simple activo financiero sujeto
a dinámicas especulativas, sino un bien común, construido
históricamente por quienes la habitan, la trabajan y la cui-
dan. En consecuencia, la planeación urbana, la gestión del
territorio y los procesos de intervención en el espacio pú-
blico deben subordinarse al interés general, al bienestar co-
lectivo y a la dignidad humana, y no responder exclusiva-
mente a criterios de rentabilidad económica o de atracción
de capital.

El Derecho a la Ciudad no constituye un derecho aislado,
sino un derecho integrador, que articula y materializa otros
derechos humanos ya reconocidos —como la vivienda
adecuada, la movilidad, el acceso a la cultura, el derecho al
medio ambiente sano, la participación política, la identi-
dad, el derecho al tiempo y el derecho a permanecer en el

territorio— y los traduce en condiciones concretas de vida
urbana. La ciudad se convierte, así, en una condición de
posibilidad para la dignidad humana, y no en un factor de
exclusión.

En el contexto nacional, la Constitución Política de la Ciu-
dad de México constituye un caso paradigmático del im-
pacto positivo que puede tener el reconocimiento constitu-
cional del Derecho a la Ciudad. El mayor logro inicial de
este proceso fue elevar dicho concepto a rango constitucio-
nal, obligando a todas las autoridades capitalinas a orientar
sus políticas públicas no sólo bajo criterios de eficiencia
administrativa, sino bajo principios de equidad, justicia te-
rritorial y función social del espacio urbano. Con ello, la
Ciudad de México se colocó entre las primeras ciudades
del mundo en codificar este derecho, inspirado directa-
mente en la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad,
transformando la planeación urbana en un asunto de dere-
chos y no únicamente de gestión técnica.

Este marco jurídico de vanguardia permitió reordenar prio-
ridades históricamente distorsionadas. Uno de los ámbitos
donde sus efectos han sido más visibles es el de la movili-
dad urbana, entendida como una condición básica para el
ejercicio de derechos. Bajo el enfoque del Derecho a la
Ciudad, la capital dejó de priorizar al automóvil privado
para colocar en el centro a las personas, particularmente a
quienes habitan en las periferias. Proyectos como el Ca-
blebús y el Trolebús Elevado redujeron de manera signifi-
cativa los tiempos de traslado en zonas históricamente mar-
ginadas, reconectando territorios aislados con
oportunidades de empleo, educación y servicios, y mate-
rializando el principio de justicia territorial. De forma com-
plementaria, la expansión de la infraestructura ciclista y del
sistema Ecobici democratizó el uso del espacio vial, afir-
mando que la calle es un bien común y no un privilegio.

El reconocimiento del Derecho a la Ciudad también ha si-
do clave en la recuperación y creación de espacio público,
entendido como núcleo de la vida democrática. Programas
como “Sembrando Parques” transformaron antiguos basu-
reros y zonas degradadas en espacios de recreación y con-
vivencia, mientras que los PILARES acercaron cultura,
educación y conocimiento a barrios con altos índices de
violencia o rezago social. Estas políticas materializan una
idea central del Derecho a la Ciudad: que la cultura y la
educación no deben concentrarse en los espacios privile-
giados, sino distribuirse territorialmente para fortalecer el
tejido social y la identidad comunitaria.
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En materia de vivienda y gestión social del hábitat, el De-
recho a la Ciudad ha funcionado como un contrapeso nor-
mativo frente a la gentrificación y el desplazamiento forza-
do. Programas de Mejoramiento Barrial han permitido que
las y los vecinos decidan directamente en qué invertir re-
cursos públicos para mejorar sus calles, plazas y espacios
comunes, reconociendo el valor del conocimiento comuni-
tario. Asimismo, un mayor escrutinio sobre grandes des-
arrollos inmobiliarios ha incorporado criterios de impacto
social, disponibilidad de agua y servicios, evitando que el
crecimiento urbano se realice a costa del deterioro de las
condiciones de vida de las comunidades colindantes.

De manera paralela, el Derecho a la Ciudad ha fortalecido
la democracia participativa, al reconocer que el derecho a
decidir sobre el entorno urbano es inseparable del derecho
a habitarlo. La consolidación del presupuesto participativo
y la mayor incidencia de los Comités de Participación Co-
munitaria han convertido la participación ciudadana en un
componente estructural de la gobernanza urbana, y no en
una práctica meramente consultiva o reactiva.

Esta experiencia resulta particularmente relevante para el
estado de Coahuila y, de manera específica, para la ciu-
dad de Saltillo, donde en los últimos meses se ha abierto
un debate público intenso en torno a los proyectos aso-
ciados al denominado “Distrito Centro”, especialmente
aquellos vinculados a intervenciones en el Centro Histó-
rico y en espacios emblemáticos como la Alameda Zara-
goza. Dicho debate ha derivado en una movilización ciu-
dadana legítima, encabezada por colectivos vecinales,
feministas, culturales y de defensa del patrimonio urba-
no, que han expresado su preocupación por la forma en
que estos procesos han sido diseñados, comunicados e
implementados.

De acuerdo con la información difundida en medios loca-
les y con los pronunciamientos de la propia ciudadanía, los
ejercicios de participación impulsados por el Instituto Mu-
nicipal de Planeación de Saltillo (Implan) se comunicaron
de manera limitada, mediante formularios digitales que cir-
cularon únicamente en ciertos canales y entre grupos cer-
canos a la autoridad, dejando fuera a un número significa-
tivo de personas que habitan, trabajan y cuidan el Centro
Histórico. Muchas personas nunca supieron que podían
participar, lo que generó una percepción extendida de ex-
clusión y de simulación participativa.

Como resultado de esta inconformidad social, se llevaron a
cabo movilizaciones y manifestaciones públicas frente a la

Presidencia Municipal de Saltillo, en las que se exigió
transparencia, información clara y procesos verdaderamen-
te participativos. Fue a partir de esta presión social organi-
zada que las autoridades municipales anunciaron la apertu-
ra de mesas y espacios para recibir propuestas ciudadanas
en torno al proyecto del “Distrito Centro” y, en particular,
sobre la intervención en la Alameda Zaragoza.

Si bien esta apertura constituye un avance discursivo y re-
conoce, de manera implícita, la legitimidad de las preocu-
paciones ciudadanas también pone en evidencia una debi-
lidad estructural: dichos mecanismos de participación no
se encuentran sustentados en una obligación jurídica clara,
permanente y exigible, sino que dependen de la coyuntura
política y de la intensidad de la presión social. La partici-
pación, en este caso, no emana de un derecho garantizado,
sino de una concesión administrativa, susceptible de modi-
ficarse, acotarse o incluso desaparecer una vez desactivada
la movilización ciudadana.

La ausencia de un reconocimiento constitucional del Dere-
cho a la Ciudad en el estado de Coahuila implica que estos
ejercicios carecen de certeza jurídica, de criterios mínimos
de inclusión, de reglas claras sobre su carácter vinculante y
de mecanismos de seguimiento que aseguren que las pro-
puestas ciudadanas se traduzcan efectivamente en decisio-
nes públicas. En consecuencia, la planeación urbana en
Saltillo continúa desarrollándose bajo un esquema en el
que la participación depende de la voluntad política del
momento y no de un derecho colectivo plenamente reco-
nocido.

Reconocer el Derecho a la Ciudad en la Constitución del
estado de Coahuila permitiría transformar de raíz esta di-
námica y empoderar a la ciudadanía al reconocer que la so-
beranía sobre la gestión del territorio urbano está en el
pueblo. Implicaría que la apertura de mesas ciudadanas y
procesos deliberativos no fuera una respuesta excepcional
ante la inconformidad social, sino una obligación jurídica
estructural, incorporada desde el diseño mismo de los pro-
yectos urbanos. Permitirá garantizar procesos abiertos, ac-
cesibles, informados y democráticos en todas las etapas de
la planeación, desde la formulación inicial hasta la evalua-
ción y seguimiento.

En el caso concreto de Saltillo, el Derecho a la Ciudad
ofrecería un marco para proteger el Centro Histórico como
un territorio vivo, habitado y construido colectivamente,
evitando su transformación en un espacio excluyente
orientado únicamente al consumo, al turismo o a la espe-
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culación inmobiliaria. Asimismo, permitiría encauzar los
procesos de mejora urbana desde el diálogo social, la co-
rresponsabilidad y el respeto al arraigo comunitario, reco-
nociendo que el desarrollo urbano no puede realizarse a
costa del desplazamiento directo o indirecto de quienes his-
tóricamente han dado vida a estos espacios.

Desde una perspectiva más amplia, el reconocimiento
constitucional del Derecho a la Ciudad fortalecería la jus-
ticia territorial en Coahuila, orientando la inversión públi-
ca hacia la reducción de desigualdades espaciales, consoli-
dando el espacio público como núcleo de la democracia
urbana e incorporando una visión de sostenibilidad am-
biental y responsabilidad intergeneracional. El estado de
Coahuila se encuentra, así, ante una oportunidad histórica
de colocarse a la vanguardia del constitucionalismo local
en México, reconociendo que las ciudades no son única-
mente plataformas económicas, sino espacios de vida,
identidad, memoria y ciudadanía.

Por todo lo anteriormente expuesto, resulta pertinente y ne-
cesario exhortar al Honorable Congreso del estado de Co-
ahuila de Zaragoza a iniciar el proceso de análisis, discu-
sión y reforma constitucional que permita reconocer el
Derecho a la Ciudad como derecho colectivo y eje rector
del desarrollo urbano en la entidad.

Por lo anterior expuesto, se presenta ante esta honorable
asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Honorable Con-
greso del Estado de Coahuila de Zaragoza a que, en el ám-
bito de sus atribuciones constitucionales y legales, analice,
discuta e inicie el proceso legislativo necesario para incor-
porar expresamente el Derecho a la Ciudad en la Constitu-
ción Política del Estado, como derecho colectivo y princi-
pio rector de la planeación urbana, la gestión democrática
del territorio, la justicia territorial y la protección de los de-
rechos humanos de las y los coahuilenses, tomando como
referencia la experiencia de la Ciudad de México y los es-
tándares internacionales desarrollados por ONU-Habitat, la
UNESCO y la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputado Antonio Castro Villarreal (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

EXHORTO A LA GN, A REVISAR Y, EN SU CASO,
IMPEDIR QUE LOS VEHÍCULOS DE TRANSPORTE

DE PASAJEROS QUE NO ESTÁN AUTORIZADOS
PRESTEN SERVICIOS EN LAS INSTALACIONES

DEL AEROPUERTO INTERNACIONAL DE LA
CIUDAD DE MÉXICO, BENITO JUÁREZ

«Proposición con punto de acuerdo, de urgente resolución,
para solicitar a la GN a revisar y, en su caso, impedir que
los vehículos de transporte de pasajeros que no están auto-
rizados presten servicios en las instalaciones del Aeropuer-
to Internacional de la Ciudad de México Benito Juárez, y a
verificar que quienes presten el servicio cumplan con la
normatividad aplicable, a cargo del diputado Francisco Ja-
vier Borrego Adame, del Grupo Parlamentario de Morena

El suscrito diputado Francisco Javier Borrego Adame, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 2, fracción III, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración del pleno, la presente proposición de urgente reso-
lución con punto de acuerdo, por el que respetuosamente se
solicita a la Guardia Nacional para que, en el ámbito de sus
atribuciones, revise y, en su caso, impida que los vehículos
de transporte de pasajeros que no estén autorizados presten
el servicio de transporte de pasajeros en las instalaciones
del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, Be-
nito Juárez, y que revise que quien preste el servicio tenga
todos los permisos y cumpla con la normatividad aplicable;
conforme a las siguientes

Consideraciones

La conectividad aérea facilita el turismo y el comercio,
apoya la competitividad económica, el aumento de la pro-
ductividad, la mejora de la eficiencia y el fomento de la in-
novación. De acuerdo con datos de la Comisión Económi-
ca para América Latina y el Caribe, el transporte aéreo ha
sido un motor fundamental del desarrollo sostenible en la
región1. De conformidad con el Boletín Mensual de Esta-
dística Operacional de la Agencia Federal de Aviación Ci-
vil en 2024 se trasportaron por avión 78.73 millones de pa-
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sajeros2. Una proporción significativa de estos viajeros se
traslada desde y hacia los aeropuertos utilizando el servicio
de taxi, lo que convierte a este servicio en un eslabón críti-
co de la cadena de valor turística y comercial del país.

Los aeropuertos, como parte integrante de las vías genera-
les de comunicación, son zonas de jurisdicción federal, tal
como lo establece el artículo 3 de la Ley de Aeropuertos,
que señala textualmente: “Es de jurisdicción federal todo lo
relacionado con la construcción, administración, operación
y explotación de aeródromos civiles”, en su artículo 48, de-
fine los servicios aeroportuarios, complementarios y co-
merciales, incluyendo de manera explícita el “servicio de
transporte terrestre de pasajeros, sujeto a los permisos co-
rrespondientes”. Esto significa que la prestación de cual-
quier servicio de transporte dentro de la poligonal de un ae-
ropuerto federal no es una actividad libre, sino un servicio
regulado que exige el cumplimiento de una serie de requi-
sitos y la obtención de permisos específicos otorgados por
la autoridad competente, en este caso, la Secretaría de In-
fraestructura, Comunicaciones y Transportes (SICT).

El marco normativo que rige el autotransporte en zonas fe-
derales la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fe-
deral, junto con el Reglamento de Autotransporte Federal y
Servicios Auxiliares, establece las condiciones para la
prestación del servicio. Específicamente, para la transpor-
tación terrestre desde o hacia aeropuertos, los permisiona-
rios deben cumplir con una serie de requisitos rigurosos
que incluyen: la presentación de una solicitud en el forma-
to oficial expedido por la Secretaría; la presentación del
documento que ampara la inscripción en el Registro Fede-
ral de Contribuyentes; la acreditación de la propiedad o le-
gal posesión del vehículo mediante factura, carta factura,
contrato de arrendamiento o documento del Registro Na-
cional de Vehículos; la presentación de una póliza de segu-
ro de responsabilidad civil por daños a terceros o fondo de
garantía vigente; una póliza de seguro del viajero; la decla-
ración de características del vehículo; y la presentación del
certificado de baja emisión de contaminantes. Su propósi-
to es garantizar la seguridad de los usuarios, la calidad del
servicio y la protección del medio ambiente, elementos que
constituyen el núcleo del interés público.

Adicionalmente, la normatividad establece que la expedi-
ción de permisos para esta modalidad procederá únicamen-
te para autobús integral, vagoneta y automóvil sedán, del
último modelo fabricado en el año en que ingrese a la ope-
ración del servicio, con un límite de operación de cinco

años contados a partir de la obtención del permiso, y que
los vehículos deben estar dotados de aire acondicionado y
sonido ambiental. Esta especificación técnica busca asegu-
rar que los usuarios reciban un servicio de calidad, con ve-
hículos modernos y en óptimas condiciones. Resulta fun-
damental destacar que, en la expedición del permiso para la
prestación del servicio de transportación terrestre de o ha-
cia aeropuertos, la Secretaría debe recabar previamente la
opinión de quien tenga a su cargo la administración del ae-
ropuerto de que se trate, en los términos que señala la Ley
de Aeropuertos.

Esta autorización está condicionada a la firma de un con-
trato de acceso y, frecuentemente, a la pertenencia a una de
las agrupaciones de taxis autorizadas que operan en el re-
cinto, únicamente los vehículos que cuenten con un permi-
so de autotransporte federal de pasajeros pueden trasladar
personas desde los aeropuertos y que están impedidos para
recoger pasaje a menos que se acuerde previamente una di-
rección con el usuario con destino al propio aeropuerto3.

Las agrupaciones de taxistas son quienes ofrecen el servi-
cio a los consumidores; es decir, cuando un usuario solici-
ta un taxi, no contrata a un permisionario en lo particular,
sino a alguno de los sitios, identificándolos por su nombre
y logotipo anunciados en los módulos de compra de bole-
tos. Este esquema establece un ordenamiento claro: solo
aquellos que cumplen con esta doble validación, que com-
prende el permiso federal y la autorización del aeropuerto,
están legalmente facultados para prestar el servicio.

No obstante, este andamiaje jurídico, en los últimos años
hemos sido testigos de la irrupción de empresas de trans-
porte que operan a través de plataformas digitales, las cua-
les han desafiado sistemáticamente la normatividad vigen-
te. Estas empresas y sus conductores operan de facto en las
zonas federales de los aeropuertos sin contar con los per-
misos requeridos por la SICT ni con la autorización de los
administradores aeroportuarios. Esta situación ha generado
un clima de conflicto permanente, marcado por la compe-
tencia desleal que denuncian los taxistas concesionados.
Estos últimos, para poder operar, deben cubrir costos sig-
nificativos asociados al cumplimiento de la regulación: pa-
go de derechos por el permiso federal, cuotas de acceso al
aeropuerto que en el AICM rondan los 3 mil pesos men-
suales, mantenimiento de vehículos con características es-
pecíficas y contratación de seguros con coberturas am-
plias4. En contraste, los conductores de plataformas
digitales eluden estas obligaciones, lo que les permite ofre-
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cer tarifas artificialmente más bajas, creando una distorsión
grave en el mercado que perjudica a quienes sí operan den-
tro del marco de la ley.

Las quejas de los taxistas autorizados en el Aeropuerto
Internacional de la Ciudad de México (AICM) han sido
constantes. El 26 de noviembre de 2025, representantes
de seis empresas de taxis concesionados se manifestaron
de manera pacífica en las instalaciones del AICM para
exigir a las autoridades un trato igualitario frente a las
plataformas de transporte. Los taxistas señalaron que la
colocación de tapiales de madera frente a sus taquillas ha
impedido la venta de boletos, lo que afecta directamente
su economía. Argumentan que mientras ellos operan bajo
concesiones y regulaciones estrictas, las aplicaciones fun-
cionan sin restricciones, generando una competencia des-
leal que amenaza la subsistencia de miles de familias5.

El 29 de octubre de 2025, la SICT emitió un comunica-
do oficial en el que aclaró de manera inequívoca que “los
servicios que se brindan a través de las empresas de apli-
cación no cuentan con autorización expedida por la Se-
cretaría para prestar estos servicios de transportación” en
los aeropuerto, en el mismo comunicado, la SICT infor-
mó sobre un amparo promovido por la empresa Uber,
precisando que la suspensión judicial otorgada no impli-
caba una autorización para prestar el servicio, sino úni-
camente una instrucción para que los operativos de la
Guardia Nacional se realizaran conforme a la normativi-
dad, evitando actos arbitrarios o discriminatorios. El co-
municado textualmente señala: “lo que no implica una
autorización para la prestación de estos servicios”. La
propia SICT reiteró a los usuarios que los únicos servi-
cios autorizados son los taxis concesionados, los servi-
cios turísticos y los autobuses hacia puntos específicos6.

La problemática se ha agudizado a tal grado que el pro-
pio AICM, en septiembre de 2024, implementó una polí-
tica de “cero tolerancia”, estableciendo como únicos
puntos de abordaje para estas aplicaciones áreas fuera
del perímetro del aeródromo, lejos de las zonas de as-
censo y descenso de pasajeros. Desde junio de 2022, el
Gobierno federal estableció una multa para los taxistas
de aplicación de hasta 43,000 pesos por recoger usuarios
al interior de los aeropuertos. Esta medida, si bien reco-
noce la ilegalidad de la operación, resulta insuficiente y
traslada parte del costo y la incomodidad al pasajero, sin
resolver el problema de fondo: la operación ilegal dentro
de una zona federal estratégica7.

La Guardia Nacional, como institución responsable de la
seguridad pública en el ámbito federal, tiene un papel fun-
damental en esta materia. La Ley de la Guardia Nacional le
confiere la facultad de salvaguardar los bienes y recursos
de la Nación, así como de realizar la vigilancia y protec-
ción de las vías generales de comunicación. Diversos
acuerdos, como el que rige su operación en los aeropuertos
administrados por el Grupo Aeroportuario, Ferroviario, de
Servicios Auxiliares y Conexos, Olmeca-Maya-Mexica
(Gafsacomm), establecen que su papel primordial es pre-
servar la seguridad de las aeronaves, pasajeros, carga, co-
rreo, instalaciones y equipo. 

La presencia de vehículos no autorizados, que no han pa-
sado por los filtros de seguridad y cuyos operadores no es-
tán debidamente registrados y regulados por la autoridad
de autotransporte, representa una vulnerabilidad para la se-
guridad integral del aeropuerto. La vigilancia interna en los
aeródromos civiles es responsabilidad de la concesionaria,
asignataria, operadora aeroportuaria o permisionaria, y se
prestará conforme a las disposiciones legales aplicables en
la materia y a los lineamientos que al efecto establezca la
Agencia Federal de Aviación Civil, tal como lo establece el
artículo 71 de la Ley de Aeropuertos.

El contexto del próximo Mundial de Fútbol 2026 añade ur-
gencia a esta problemática. De acuerdo con cálculos de la
Federación Mexicana de Futbol, México recibirá aproxi-
madamente 5.5 millones de turistas adicionales durante el
torneo, que tendrá lugar del 11 de julio al 19 de julio de
2026 y del que se disputarán 13 encuentros en tres ciuda-
des del país: Guadalajara, Monterrey y Ciudad de México.
La imagen que proyectemos ante el mundo durante este
evento de talla internacional dependerá en gran medida de
la capacidad para garantizar servicios de transporte segu-
ros, ordenados y apegados a la legalidad en nuestros prin-
cipales aeropuertos.

Permitir que esta situación continúe perpetúa una injusticia
económica contra los permisionarios que cumplen la ley y
sienta un precedente peligroso de que la normatividad fe-
deral puede ser ignorada impunemente. Debilita la autori-
dad del Estado y genera incertidumbre jurídica. Es impera-
tivo que la Guardia Nacional, en estricto cumplimiento de
sus facultades y en coordinación con la SICT y la adminis-
tración del AICM, realice las acciones necesarias para ha-
cer valer la ley. Esto implica realizar operativos de revisión
e impedir de manera efectiva que los vehículos que operan
para plataformas digitales sin autorización presten el servi-
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cio de transporte de pasajeros dentro de la zona federal del
aeropuerto.

La solución no consiste en prohibir la tecnología, sino en ase-
gurar que la tecnología opere dentro del marco legal existen-
te, garantizando una competencia justa y equitativa para to-
dos los participantes del mercado. La defensa de la legalidad
y el orden en nuestros aeropuertos constituye una tarea prio-
ritaria para la seguridad nacional y el bienestar de los millo-
nes de usuarios que transitan por ellos anualmente.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único.- La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión solicita respetuosamente a la Guardia Nacional
para que, en el ámbito de sus atribuciones y en coordina-
ción con la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones
y Transportes y el Aeropuerto Internacional de la Ciudad
de México, fortalezca los operativos de inspección y vigi-
lancia en las zonas federales de dicha terminal aérea, con el
fin de revisar y, en su caso, impedir la prestación del servi-
cio de transporte de pasajeros por parte de vehículos que no
cuenten con el permiso federal y la autorización aeropor-
tuaria correspondientes, garantizando así el cumplimiento
de la Ley de Aeropuertos, la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal y demás normatividad aplicable.

Notas

1 https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/3b1e7acc-2c
7a-4968-9f5d-4c548cbf455f/content 

2 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/981350/boletin-
es-dic-2024-04032025.pdf 

3 https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2022/10/OP-B_taxis.pdf 

4 https://www.eleconomista.com.mx/opinion/reglamentos-taxis-aero-
puertos-20240930-728126.html 

5 https://www.milenio.com/comunidad/taxistas-aicm-reclaman-igual-
dad-de-condiciones-frente-a-apps 

6 https://www.gob.mx/sict/prensa/servicios-de-pasajeros-de-y-hacia-
los-aeropuertos 

7 https://elpais.com/mexico/2025-10-30/las-claves-de-la-batalla-legal-
de-uber-por-recoger-pasajeros-en-los-aeropuertos-de-mexico.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Francisco Javier Borrego Adame (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

EXHORTO AL GOBIERNO DE BAJA CALIFORNIA
SUR, A NO INVADIR LA COMPETENCIA

FEDERAL Y NO COARTAR EL DERECHO 
DEL TRANSPORTE TURÍSTICO EN LA ENTIDAD

CON PERMISOS FEDERALES

«Proposición con punto de acuerdo, para solicitar al go-
bierno del estado de Baja California Sur a respetar lo dis-
puesto en la Ley de Aeropuertos y de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, a no invadir la compe-
tencia federal y no coartar el derecho del transporte turísti-
co en la entidad con permisos federales, a cargo del dipu-
tado Francisco Javier Borrego Adame, del Grupo
Parlamentario de Morena

El suscrito diputado Francisco Javier Borrego Adame, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 1, fracción II, y
numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración del pleno, la presente proposición
con punto de acuerdo, por el que respetuosamente se soli-
citar al Gobierno del estado de Baja California Sur, para
que respete lo dispuesto en la legislación federal, en parti-
cular la Ley de Aeropuertos y la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, no invada la competencia federal
y no coarte el derecho del transporte turístico en la entidad
con permisos federales; conforme a las siguientes

Consideraciones

En los últimos tiempos, se han observado acciones por par-
te de autoridades estatales, específicamente en Baja Cali-
fornia Sur, que parecen erosionar el equilibrio federal, al
pretender imponer restricciones y requisitos adicionales al
transporte turístico que opera con permisos y autorizacio-
nes de carácter federal, emanados de la Secretaría de In-
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fraestructura, Comunicaciones y Transportes. Esta situa-
ción no solo genera incertidumbre y conflictos entre los
operadores, sino que contraviene el marco normativo vi-
gente, afecta una actividad económica vital y vulnera la
rectoría del Estado mexicano en materias estratégicas. En
un gobierno democrático es necesario que las autoridades
en todos los órdenes de gobierno actúen con estricto apego
a la ley, privilegiando el interés colectivo y la coordinación
institucional sobre la discrecionalidad y la creación de ba-
rreras internas que fragmenten el mercado nacional y per-
judiquen a los trabajadores y consumidores.

La Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal es
clara al establecer las competencias exclusivas de la Fede-
ración. Su artículo 5o, fracción IV, atribuye a la SICT la fa-
cultad de expedir, negar, suspender, revocar y, en general,
autorizar los permisos para la prestación del servicio públi-
co de autotransporte federal en sus distintas modalidades,
incluido el transporte de pasajeros en sus diversas catego-
rías. Asimismo, el artículo 7o define al autotransporte fe-
deral como el servicio de transporte que se presta en cami-
nos y puentes de jurisdicción federal, o que teniendo su
origen y destino dentro de una misma entidad federativa,
cruce por otro estado o por un punto fronterizo, o bien, que
se realice entre dos o más entidades federativas. El trans-
porte turístico en Baja California Sur, especialmente el que
realiza circuitos desde y hacia el Aeropuerto Internacional
de Los Cabos, uno de los más transitados del país, o que
conecta los destinos de Cabo San Lucas y San José del Ca-
bo con otros estados, cae inequívocamente dentro de esta
definición y, por tanto, bajo la esfera de regulación federal.
Por su parte, la Ley de Aeropuertos, en su artículo 3o, frac-
ción XVI, define a los “servicios de transporte terrestre”
dentro del ámbito de los aeropuertos, sujetándose a la re-
gulación que para el efecto emita la SICT, con el fin de ga-
rantizar la eficiencia, seguridad y adecuada prestación de
los servicios complementarios al transporte aéreo. Intentar
regular de manera adicional o contradictoria este servicio
desde el ámbito estatal o municipal constituye una invasión
a una competencia federal expresa, generando un régimen
de doble regulación que es oneroso, ineficiente y contrario
al principio de seguridad jurídica.

De conformidad con la información estratégica 2025 ge-
nerada por el gobierno de Baja California Sur, la derra-
ma económica por la visita de nacional extranjeros as-
ciende a 25,967 millones de pesos anuales1. Este
dinamismo es liderado por el destino de Los Cabos. El
Aeropuerto Internacional de Los Cabos movilizó un ré-
cord de aproximadamente 7.5 millones de pasajeros en

20242. El sector transportista que atiende esta demanda
masiva cuenta con una flota especializada de vehículos
con permisos federales, sujetos a rigurosos controles de
seguridad. La imposición de requisitos adicionales por
parte del Estado, como se ha denunciado, duplica trámi-
tes y costos para los permisionarios, creando barreras de
entrada artificiales que distorsionan el mercado y afectan
especialmente a los pequeños y medianos empresarios
del transporte, quienes son la columna vertebral de este
servicio y cuyos negocios se han visto amenazados por
medidas unilaterales3. Estos actos generan incertidum-
bre, parálisis operativa y conflictos sociales, como los re-
gistrados recientemente donde transportistas han mani-
festado su inconformidad ante lo que perciben como un
acoso regulatorio injustificado4.

Es por ello que se debe de avanzar a un federalismo coo-
perativo y respetuoso de la ley, en el cual prevalezcan nor-
mas generales que aseguren igualdad de condiciones, libre
circulación y protección de los derechos de los usuarios y
trabajadores. El Plan Nacional de Desarrollo 2024-2030
enfatiza la importancia de una “infraestructura para el de-
sarrollo” que integre al territorio nacional, lo cual es in-
compatible con la existencia de barreras regulatorias inter-
nas. El derecho al trabajo de los permisionarios federales
no puede estar supeditado a la discrecionalidad de autori-
dades estatales que, actuando al margen de sus facultades,
pretendan subordinar el interés nacional. La justicia social
exige proteger a los pequeños y medianos transportistas de
cargas administrativas injustas que merman su viabilidad.

El impacto social de estas interferencias es profundo en un
estado como Baja California Sur. Cientos de familias de-
penden directamente de los ingresos generados por el
transporte turístico. La paralización o el encarecimiento de
estos servicios afecta primero a los operadores y emplea-
dos, y luego a toda la cadena de valor turística: hoteles, res-
taurantes, guías y comercios locales ven mermada su clien-
tela cuando el acceso a los destinos se complica. Además,
se vulnera el derecho de los turistas, a recibir un servicio
seguro, eficiente y predecible. Un visitante que llega al Ae-
ropuerto de Los Cabos y encuentra un panorama confuso
de permisos en disputa experimenta una primera impresión
negativa que daña la imagen de México como destino tu-
rístico de clase mundial y pone en riesgo las inversiones.

El marco normativo es contundente. La Constitución Polí-
tica, en su artículo 73, otorga al Congreso de la Unión la fa-
cultad de legislar en materia de vías generales de comuni-
cación. La de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
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sido constante al señalar que cuando existe una ley federal
que regula una materia, las leyes locales no pueden contra-
venirla ni invadir su ámbito de aplicación, en virtud del
principio de supremacía constitucional. Por tanto, cual-
quier acto de autoridad estatal o municipal en Baja Cali-
fornia Sur que pretenda condicionar, restringir o impedir la
operación de un vehículo con permiso federal válido es de
pleno derecho inconstitucional e ilegal.

La situación actual, documentada en reportajes, evidencia un
clima de tensión que requiere una solución urgente. Se han
presentado casos donde autoridades estatales han intentado
imponer cobros o requisitos adicionales a vehículos con per-
misos federales. Estas acciones generan un ambiente de hos-
tilidad hacia la inversión y el emprendimiento. El Gobierno
del estado de Baja California Sur tiene amplias facultades en
materia de transporte local, planeación urbana, seguridad vial
y promoción turística. En estos ámbitos, la colaboración con
la Federación es deseable, pero debe darse en el respeto mu-
tuo de competencias, no en la superposición.

En tal sentido coartar el derecho de los permisionarios fe-
derales de transporte turístico no solo es ilegal, sino que
atenta contra la economía estatal, que depende críticamen-
te del turismo, contra los derechos de trabajadores y em-
presarios, y contra la experiencia de los visitantes generan-
do distorsiones artificiales del mercado.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Único.- La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión solicita respetuosamente al Gobierno del Esta-
do de Baja California Sur, para que, en el ámbito de sus
atribuciones y con estricto respeto al marco constitucional
y legal, se abstenga de emitir actos, normas o disposiciones
administrativas que invadan la competencia exclusiva de la
Federación en materia de autotransporte federal; respete
íntegramente la vigencia y efectos de los permisos federa-
les expedidos por la Secretaría de Infraestructura, Comuni-
caciones y Transportes para el servicio de transporte turís-
tico; y, en consecuencia, elimine cualquier obstáculo,
requisito adicional o medida que coarte o limite el derecho
de los permisionarios federales a prestar sus servicios en el
territorio de la entidad, particularmente en lo referente al
acceso, operación y traslado de pasajeros desde y hacia el
Aeropuerto Internacional de Los Cabos y demás terminales
de jurisdicción federal, garantizando así la libre circula-

ción, la seguridad jurídica y el desarrollo económico de la
actividad turística en la región.

Notas

1 https://biblioteca.setuesbcs.gob.mx/ficha/?id_pub=516 

2 https://www.aeropuertosgap.com.mx/images/files/06_01_2026_
PR_TRAFICO_DICIEMBRE_2025_ESP_VF.pdf 

3 https://metropolimx.com/guerra-del-transporte-turistico-estalla-en-bcs/ 

4 https://zetatijuana.com/2025/07/transportistas-inconformes-exigen-
destitucion-de-director/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Francisco Javier Borrego Adame (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

SE FORTALEZCAN ACCIONES DE FOMENTO 
A LA PRODUCTIVIDAD, COMPETITIVIDAD Y

PERMANENCIA DE LAS MICRO, PEQUEÑAS Y
MEDIANAS EMPRESAS EN BAJA CALIFORNIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita res-
petuosamente a la SE para que, en coordinación con la Se-
cretaría de Economía e Innovación del estado de Baja Cali-
fornia, fortalezcan acciones de fomento a la productividad,
competitividad y permanencia de las micro, pequeñas y me-
dianas empresas en la entidad, a cargo del diputado Fernan-
do Jorge Castro Trenti, del Grupo Parlamentario de Morena

El que suscribe, Fernando Jorge Castro Trenti, diputado in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto por el artículo 6 numeral I, frac-
ción I; y 79 numeral 1, fracción II del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta
asamblea la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

La entidad federativa de Baja California se caracteriza por
una estructura productiva sustentada de manera preponde-
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rante en las micro, pequeñas y medianas empresas, las cua-
les representan más del 97% del total de unidades econó-
micas registradas en el Estado y generan aproximadamen-
te el 65% de los empleos formales en la región, de acuerdo
con los resultados más recientes del Directorio Estadístico
Nacional de Unidades Económicas del Instituto Nacional
de Estadística y Geografía correspondientes al cierre del
ejercicio fiscal 2023.1

Este segmento empresarial constituye el principal motor de
dinamización del consumo interno, contribuye de manera
significativa a la recaudación tributaria local mediante el
pago de impuestos estatales y federales, y desempeña un
papel fundamental en la estabilidad social al proveer opor-
tunidades de empleo digno que permiten la movilidad eco-
nómica de las familias bajacalifornianas, especialmente en
municipios con vocación comercial y de servicios como Ti-
juana, Mexicali, Ensenada y Tecate.2

La relevancia estructural de las MIPYMES trasciende el
ámbito económico, toda vez que su operación continua ga-
rantiza la cohesión del tejido productivo regional, reduce la
vulnerabilidad ante choques externos derivados de la de-
pendencia de sectores exportadores y fortalece la capaci-
dad de respuesta del aparato productivo estatal frente a cri-
sis económicas de alcance nacional o global.

Sin embargo, durante el período comprendido entre 2023 y
2025, el entorno operativo para las micro, pequeñas y me-
dianas empresas en Baja California ha enfrentado condi-
ciones crecientemente complejas, que han supuesto retos
relevantes para su sostenibilidad financiera y para el man-
tenimiento de los niveles de empleo formal alcanzados en
años previos.

La actividad económica del Estado ha mostrado un desem-
peño contenido, caracterizado por avances de corto plazo
de baja magnitud. De acuerdo con el Indicador Trimestral
de la Actividad Económica Estatal del Instituto Nacional
de Estadística y Geografía, en el segundo trimestre de 2025
Baja California registró una variación positiva de 0.4% res-
pecto al trimestre inmediato anterior; no obstante, presentó
una contracción anual de 1.0% en comparación con el mis-
mo periodo del año previo. Este comportamiento es con-
sistente con un entorno de crecimiento moderado y aún frá-
gil, que ha incidido en la dinámica de la demanda interna y
ha acotado las oportunidades de expansión para los nego-
cios de menor escala.3

Paralelamente, los costos operativos han registrado incre-
mentos sostenidos en rubros esenciales como el suministro
eléctrico comercial e industrial, cuyas tarifas ajustadas por
la Comisión Federal de Electricidad presentaron alzas acu-
muladas superiores al 15% en términos reales entre enero
de 2023 y septiembre de 2024, así como en los precios de
arrendamiento de locales comerciales en zonas urbanas de
alta densidad poblacional, que registraron incrementos pro-
medio del 12% en el mismo lapso según reportes de cáma-
ras empresariales locales.4 Adicionalmente, el contexto
fronterizo de Baja California genera presiones competiti-
vas específicas derivadas de la proximidad con el mercado
estadounidense, donde las empresas enfrentan no solamen-
te la competencia de productos y servicios importados con
costos menores, sino también la migración de capital hu-
mano calificado hacia empleos mejor remunerados en Ca-
lifornia, lo cual incrementa la presión salarial y reduce la
capacidad de retención de talento por parte de las empresas
locales.

En este marco, se ha observado un incremento en el cierre
de establecimientos mercantiles formales en la Entidad,
tendencia que refleja las dificultades que enfrentan diver-
sas micro, pequeñas y medianas empresas para sostener sus
operaciones frente a un entorno económico y competitivo
particularmente exigente, y que pone de relieve la necesi-
dad de revisar y fortalecer los mecanismos de apoyo y
acompañamiento productivo existentes. 

El análisis del padrón de patrones registrados ante el Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social muestra que, entre enero
de 20245 y diciembre de 20256, el estado de Baja Califor-
nia perdió 4,554 registros patronales, al pasar de 44,355 a
39,801 patrones formales, lo que representa una contrac-
ción acumulada superior al diez por ciento del total inicial.
Esta reducción se presenta de manera sostenida durante dos
años consecutivos, sin que se observe un proceso de recu-
peración del padrón, lo que permite descartar que se trate
de una fluctuación coyuntural y apunta a un debilitamiento
persistente del tejido productivo formal en la Entidad.

La contracción del padrón patronal se concentra de mane-
ra predominante en los micro y pequeños empleadores,
particularmente en aquellos con hasta cinco trabajadores,
segmento que explica la mayor parte de la pérdida obser-
vada. Dado que este estrato corresponde mayoritariamente
a unidades económicas de carácter familiar, comercial y de
servicios, la disminución registrada resulta consistente con
un proceso de cierre de negocios o salida de estableci-
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mientos del ámbito formal, más que con simples reconfi-
guraciones administrativas o ajustes estadísticos.

Desde una perspectiva sectorial, los datos desagregados del
Directorio Estadístico Nacional de Unidades Económicas
(DENUE)7 indican que los sectores económicos más afec-
tados corresponden principalmente al comercio al por me-
nor de productos no alimenticios, los servicios de aloja-
miento temporal y preparación de alimentos, los servicios
personales y de reparación, así como el comercio al por
menor de abarrotes y alimentos, los cuales concentran más
del 60 % de los cierres registrados. Se trata de actividades
intensivas en mano de obra y altamente dependientes del
consumo local, lo que incrementa su vulnerabilidad frente
a entornos económicos adversos.

En términos de distribución territorial, los municipios de
Tijuana y Mexicali concentran aproximadamente el 70 %
del total de cierres8, lo que resulta congruente con su ma-
yor densidad empresarial y su peso relativo en la economía
estatal. Sin embargo, al analizar el impacto en términos
proporcionales, el fenómeno resulta más severo en munici-
pios con menor dinamismo económico, como Tecate y Pla-
yas de Rosarito, donde el cierre de un número menor de es-
tablecimientos implica una pérdida porcentual más
significativa de la base empresarial local, con efectos po-
tencialmente más profundos sobre la estructura productiva
y el mercado laboral regional.

Uno de los efectos más visibles asociados a este proceso de
cierre de negocios es la reducción de fuentes de empleo
formal, así como las presiones que ello genera sobre las
condiciones laborales y los niveles de ingreso de las fami-
lias bajacalifornianas. Considerando que cada estableci-
miento formal que cesa operaciones genera, en promedio,
la pérdida de entre tres y ocho puestos de trabajo, depen-
diendo de su tamaño y giro, la reducción del padrón patro-
nal observada en el periodo analizado implica la desapari-
ción de miles de plazas laborales formales en la Entidad9,
con efectos acumulativos sobre el empleo y la estabilidad
económica de los hogares.

Esta dinámica incide de manera directa en la configuración
del mercado laboral, al reducir las oportunidades de inser-
ción en empleos formales y acentuar un entorno de mayor
competencia por las vacantes disponibles, particularmente
para trabajadores con menor nivel de especialización o in-
serción sectorial limitada.

Más allá de los indicadores de empleo formal, el cierre de
negocios registrados genera un riesgo latente de expansión
de la informalidad laboral, en la medida en que una pro-
porción relevante de los trabajadores desplazados recurre a
actividades económicas no registradas ante las autoridades
fiscales o de seguridad social como mecanismo inmediato
de subsistencia. Este proceso conlleva una menor cobertu-
ra de protección social, limita el acceso efectivo a servicios
de salud institucionalizados y reduce la base contributiva,
profundizando los desafíos estructurales tanto del mercado
laboral como de las finanzas públicas. 

La afectación directa a los ingresos familiares derivada de
la pérdida de empleos formales se traduce en una reducción
del poder adquisitivo de los hogares bajacalifornianos, con
efectos multiplicadores negativos sobre el consumo local
que retroalimentan el ciclo de contracción económica y li-
mitan las perspectivas de recuperación del tejido empresa-
rial en el corto plazo, configurando así un escenario de vul-
nerabilidad estructural que requiere atención prioritaria por
parte de las autoridades estatales competentes en materia
de política económica y desarrollo productivo.

Por otra parte, el empleo formal representa uno de los prin-
cipales mecanismos de inclusión económica y de genera-
ción de bienestar social. Desde el punto de vista de la polí-
tica económica, los costos asociados a la contratación
laboral constituyen un factor determinante en la toma de
decisiones de las empresas, especialmente en sectores in-
tensivos en mano de obra. Los impuestos vinculados a la
nómina forman parte de estos costos estructurales y, por su
naturaleza, inciden directamente en el mantenimiento y ex-
pansión del empleo formal.10

La información más reciente del Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía confirma que las micro y pequeñas em-
presas concentran la mayoría de las unidades económicas del
país y generan una proporción significativa del empleo for-
mal. Este segmento empresarial se caracteriza por operar con
márgenes financieros limitados y por una alta sensibilidad a
variaciones en sus costos operativos, lo que vuelve especial-
mente relevante la construcción de entornos económicos que
favorezcan su continuidad y fortalecimiento. 

Desde una perspectiva comparada, la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos ha señalado que
los costos asociados al trabajo deben evaluarse consideran-
do su impacto en la formalización laboral y en la competi-
tividad de las empresas11. Los países con mercados labora-
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les más dinámicos suelen acompañar este tipo de graváme-
nes con políticas complementarias que fortalecen la pro-
ductividad y reducen la informalidad, contribuyendo así a
un crecimiento económico más equilibrado.12

El análisis del empleo formal y de su contribución al desa-
rrollo económico no se limita a una dimensión recaudato-
ria, sino que se inserta en una visión más amplia de estabi-
lidad laboral, fortalecimiento del mercado interno y
sostenibilidad de las finanzas públicas. La evidencia empí-
rica muestra que un mercado laboral formal sólido tiende a
generar mayor certidumbre económica, impulsar el consu-
mo y favorecer la inversión productiva. 

La Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE)
publicada en 2024, confirma que los incrementos en el em-
pleo formal tienden a reflejarse en una mayor estabilidad
del mercado interno, fortaleciendo sectores como comer-
cio, servicios y manufacturas. Esta interacción genera un
círculo virtuoso que impulsa la producción, la inversión y
el empleo indirecto.

Asimismo, la permanencia de las unidades productivas, es-
pecialmente de menor tamaño, tiene efectos favorables so-
bre la cohesión económica local. La continuidad de estas
empresas preserva empleos directos e indirectos, fortalece
las cadenas de valor regionales y reduce los costos sociales
asociados al cierre de negocios. 

Por otra parte, la competitividad regional se sustenta en la
capacidad de los territorios para ofrecer condiciones propi-
cias para la inversión productiva, la generación de empleo
y la innovación. En entidades con alta integración econó-
mica y vocación exportadora, como Baja California, la es-
tabilidad y previsibilidad del entorno económico, fiscal e
institucional constituyen factores clave para mantener su
atractivo como destino de inversión y para consolidar un
crecimiento sostenible de largo plazo. 

En regiones con alta integración económica y vocación ex-
portadora, la estabilidad y previsibilidad del marco fiscal
como lo es en Baja California y sus municipios adquieren
especial relevancia. La información de la Secretaría de
Economía y del Gobierno del estado de Baja California in-
dica que la Entidad se mantiene entre las principales re-
ceptoras de inversión en la región norte del país, particu-
larmente en actividades manufactureras y de exportación,
impulsadas por su ubicación fronteriza y su integración a
cadenas productivas internacionales.13

La competitividad de Baja California se sustenta en una
combinación de infraestructura industrial y logística, una
elevada participación del sector manufacturero en la eco-
nomía estatal y una fuerza laboral especializada, especial-
mente en industrias como dispositivos médicos, electróni-
ca y equipo de transporte. Estos factores han permitido
sostener un desempeño económico estable y una participa-
ción relevante en el comercio exterior nacional.14

La coordinación entre el gobierno estatal, los municipios y
la federación ha contribuido a generar certidumbre para el
sector productivo, fortaleciendo la permanencia de las em-
presas y la continuidad del empleo formal en la Entidad.

De igual forma, las experiencias internacionales recientes
aportan elementos útiles para el diseño de políticas públi-
cas orientadas a la protección del empleo y la continuidad
de las actividades productivas. Organismos internacionales
han documentado que, durante periodos de desaceleración
económica, diversos países implementaron medidas tem-
porales de apoyo a las empresas condicionadas a la conser-
vación del empleo, lo que permitió contener despidos y fa-
cilitar la recuperación de los mercados laborales,
particularmente en sectores intensivos en mano de obra.15

En este sentido, la política económica contemporánea re-
conoce la importancia de contar con instrumentos que per-
mitan anticipar riesgos económicos, fortalecer la base pro-
ductiva y preservar el empleo formal. La intervención
pública, cuando se sustenta en evidencia empírica y en una
visión de mediano y largo plazo, contribuye a reducir los
costos económicos y sociales asociados a ciclos adversos.

La situación económica que enfrenta Baja California pre-
senta características estructurales que requieren atención
prioritaria desde la política pública. El cierre sostenido de
negocios en la Entidad, particularmente de pequeños co-
mercios y emprendimientos emergentes, no solo refleja un
entorno económico adverso, sino que pone de manifiesto la
fragilidad de amplios segmentos del aparato productivo lo-
cal. El cierre de establecimientos constituye una señal de
alerta para la economía estatal, debido a su impacto direc-
to en la generación de empleo, el ingreso de los hogares y
el dinamismo productivo. 

Este fenómeno se ve agravado por un contexto de alta pre-
sión operativa para las empresas, derivada de factores re-
gulatorios, administrativos y de costos que limitan su ca-
pacidad de adaptación. Tales condiciones reducen la
competitividad de la Entidad frente a otras regiones y res-
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tringen la posibilidad de sostener y crear empleos formales.
De mantenerse esta tendencia sin una intervención integral,
las consecuencias económicas y sociales podrían profundi-
zarse, incrementando la informalidad laboral, deteriorando
el bienestar social y contrayendo de manera persistente el
mercado interno.

Las proyecciones de pérdida acumulada de empleos formales
dimensionan el impacto humano y social del problema. Esta
reducción de ingresos laborales afecta de manera directa el
poder adquisitivo de las familias, presiona el costo de vida y
tiende a profundizar desigualdades en la región. 

Ante este escenario, resulta indispensable impulsar una re-
visión integral de las políticas públicas orientadas al forta-
lecimiento del tejido empresarial y la preservación del em-
pleo formal, con especial énfasis en las micro, pequeñas y
medianas empresas. La implementación de esquemas de
apoyo focalizados, acompañados de mecanismos de eva-
luación permanente, permitirá asegurar que las medidas
adoptadas sean efectivas, temporales y ajustables a la evo-
lución de la situación económica.

La complejidad del problema demanda una coordinación
estrecha entre el Poder Legislativo, el Ejecutivo estatal,
los gobiernos municipales y el sector productivo. Solo
mediante una acción conjunta, basada en evidencia téc-
nica y en la experiencia operativa de los actores econó-
micos, será posible diseñar e implementar soluciones que
protejan el empleo, fortalezcan la competitividad del Es-
tado y contribuyan a la estabilidad económica y social de
Baja California.

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración de
esta soberanía, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero.- La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión solicita respetuosamente a la Secretaría de Econo-
mía para que, en coordinación con la Secretaría de Econo-
mía e Innovación del estado de Baja California, fortalezca
y profundice acciones conjuntas de fomento económico
orientadas a impulsar la productividad, la competitividad y
la consolidación de las micro, pequeñas y medianas em-
presas en la Entidad, a fin de contribuir a su viabilidad, per-
manencia en los mercados y a la generación y conservación
del empleo formal.

Segundo.- La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión solicita respetuosamente a la Secretaría de Econo-
mía y a la Secretaría de Economía e Innovación del estado
de Baja California a instalar mesas de trabajo permanentes
con cámaras empresariales, organismos representativos del
sector productivo y organizaciones empresariales locales,
con el objeto de identificar problemáticas específicas, pro-
poner medidas de mejora regulatoria, diseñar acciones de
apoyo sectorial y dar seguimiento a las políticas de fomen-
to económico dirigidas a las micro, pequeñas y medianas
empresas.

Notas

1. Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2024). Directorio Es-
tadístico Nacional de Unidades Económicas (DENUE) 01/2024. 
INEGI. 

https://www.inegi.org.mx/app/mapa/denue/default.aspx

2. Secretaría de Economía. (2023). Diagnóstico del ecosistema em-
prendedor en Baja California 2023. Subsecretaría de Competitividad y
Normatividad. 

https://www.gob.mx/se/documentos/diagnostico-estatal-baja-cali-
fornia

3. Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2024). Indicador Tri-
mestral de la Actividad Económica Estatal (ITAEE) por entidad fede-
rativa, series desestacionalizadas. INEGI. 

https://www.inegi.org.mx/temas/itaee/

4. Comisión Federal de Electricidad. (2024). Tarifas autorizadas para
el suministro y venta de energía eléctrica 2023-2024. CFE. 

https://app.cfe.mx/Aplicaciones/CCFE/Tarifas/TarifasCRECasa/Ta
rifas/

5. Instituto Mexicano del Seguro Social. (2026). Puestos de trabajo afi-
liados al IMSS: Información mensual por entidad federativa 2024.
IMSS. 

http://www.imss.gob.mx/conoce-al-imss/cubos

6. Instituto Mexicano del Seguro Social. (2026). Puestos de trabajo afi-
liados al IMSS: Información mensual por entidad federativa enero-ju-
nio 2025. IMSS. 

http://www.imss.gob.mx/conoce-al-imss/cubos
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7. Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2025). Directorio Es-
tadístico Nacional de Unidades Económicas (DENUE). 

https://www.inegi.org.mx/app/descarga/default.html

8. Cálculo propio a partir de la participación municipal en registros del
IMSS y unidades del DENUE.

9. Secretaría del Trabajo y Previsión Social. (2023). Estadísticas del
sector laboral: Promedio de trabajadores por tamaño de establecimien-
to en sectores comercio y servicios. STPS. 

https://www.gob.mx/stps/documentos/estadisticas-del-sector-laboral

10. INEGI (2025), Demografía de los Negocios 2019-2023. 

https://www.inegi.org.mx/programas/dn/ 

11. OCDE (2025). Elaborar una estrategia integral para fomentar la
formalización. 

https://www.oecd.org/en/publications/oecd-economic-surveys-ar-
gentina-2025_27dd6e27-en/full-report/devising-a-comprehensive-
strategy-to-foster-formalisation_a2bd1fe7.html

12. OCDE (2025). Taxing Wages 2024. 

https://www.oecd.org/tax/tax-policy/taxing-wages/ 

13. Secretaría de Economía e Innovación de Baja California. (2024).
Estrategia estatal de atracción y retención de inversiones. 

https://www.bajacalifornia.gob.mx/sei/

14. Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). (2023). Pro-
grama de la Industria: 

https://www.inegi.org.mx/programas/immex/

15. Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
(OCDE) (2021). Job Retention Schemes during the COVID-19 Pande-
mic: Lessons from OECD Countries..

https://www.oecd.org/employment/job-retention-schemes-during-
the-covid-19-pandemic.htm

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputado Fernando Jorge Castro Trenti (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

EXHORTO A LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS 
DEL SNS, A QUE IMPLEMENTEN ACCIONES PARA

GARANTIZAR EL ACCESO EQUITATIVO Y
OPORTUNO AL DIAGNÓSTICO, LA ATENCIÓN

INTEGRAL Y LOS TRATAMIENTOS INNOVADORES
PARA LAS PERSONAS QUE VIVEN CON 

EPILEPSIAS DE DIFÍCIL CONTROL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a las instituciones públicas del SNS que
implementen acciones para garantizar el acceso equitativo
y oportuno al diagnóstico, la atención integral y los trata-
mientos innovadores para las personas que viven con epi-
lepsias de difícil control, en particular aquellas de baja pre-
valencia, como el síndrome de Lennox-Gastaut y el
síndrome de Dravet, así como para sus familias y personas
cuidadoras, a cargo de la diputada Mónica Herrera Villavi-
cencio, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada Mónica Herrera Villavicencio in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en
el artículo 6, numeral 1, fracción I, y en el artículo 79, nu-
meral 1, fracción II, y numeral 2, fracciones I y II del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea, la siguiente proposición con punto
de acuerdo basado en lo siguiente

Planteamiento del problema

La epilepsia es un trastorno neurológico crónico que afec-
ta a millones de personas en el mundo y a cientos de miles
en México, impactando de manera directa la salud, la auto-
nomía, la educación, el empleo y la calidad de vida de
quienes la padecen. 

A pesar de los avances científicos y médicos registrados en
las últimas décadas, el acceso efectivo a diagnósticos opor-
tunos, tratamientos innovadores, tecnologías médicas espe-
cializadas y medicamentos de última generación continúa
siendo limitado, desigual y, en muchos casos, inexistente
dentro del Sistema Nacional de Salud.
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En México, la atención a la epilepsia se encuentra mayor-
mente centrada en esquemas terapéuticos tradicionales,
que no siempre resultan eficaces para todos los pacientes,
particularmente para quienes presentan epilepsia farmaco-
rresistente.

La falta de incorporación sistemática de nuevas técnicas —
como la neuroestimulación, cirugía especializada, monito-
reo avanzado, terapias personalizadas y medicamentos in-
novadores— genera que miles de personas permanezcan
con crisis no controladas, con consecuencias que van des-
de la deserción escolar y laboral hasta la exclusión social,
el estigma y el deterioro progresivo de la salud.

A ello se suma la ausencia de un marco normativo claro
que invite al Estado mexicano a promover, actualizar y ga-
rantizar el acceso equitativo a estas nuevas alternativas te-
rapéuticas dentro de las instituciones públicas de salud. Es-
ta omisión provoca brechas entre regiones, entre
instituciones y entre quienes pueden pagar atención priva-
da y quienes dependen exclusivamente del sistema público.
En consecuencia, se vulneran derechos fundamentales co-
mo el derecho a la protección de la salud, a la igualdad, a
la no discriminación y al desarrollo integral de las personas
con epilepsia.

Por lo anterior, resulta indispensable impulsar una iniciati-
va de ley que fortalezca la política pública en materia de
epilepsia, incorporando la innovación médica, la actualiza-
ción tecnológica, la capacitación especializada del personal
de salud y la cobertura de nuevos tratamientos dentro del
Sistema Nacional de Salud, con el objetivo de garantizar
una atención integral, digna, oportuna y eficaz para todas
las personas que viven con esta condición en México.

Consideraciones

El Día Internacional de la Epilepsia es una iniciativa de
concienciación que busca aumentar la comprensión sobre
la epilepsia y combatir el estigma, visibilizar la experiencia
vivida y abogar por un mejor apoyo, tratamiento e inclu-
sión.1 Aproximadamente 50 millones de personas en el
mundo viven con epilepsia;2 por ello, es urgente poner el
foco en esta condición, particularmente en las Epilepsias
de Difícil Control (EDC), que inician en la infancia, como
el Síndrome de Dravet y el Síndrome de Lennox-Gastaut,
son condiciones neurológicas graves, raras y de alto im-
pacto. Estas epilepsias afectan el desarrollo cognitivo, mo-
tor y conductual de las y los pacientes desde etapas muy
tempranas.3

Diversas EDC forman parte del grupo de enfermedades de
baja prevalencia, lo que implica retos adicionales como
retrasos diagnósticos, falta de especialistas, acceso limita-
do a estudios especializados y barreras para recibir trata-
mientos innovadores. Acciones fundamentales fundamen-
tal para mejorar la calidad de vida de quienes viven con
ellas y de sus familias.

El Síndrome de Dravet es una forma rara de epilepsia de
difícil control que afecta aproximadamente a uno de cada
20 mil recién nacidos. Suele comenzar entre los 4 y 12 me-
ses de vida en bebés que, hasta entonces, se desarrollaban
con normalidad. En el 80% de los casos, está asociado a
mutaciones en el gen SCN1A, aunque en el resto la causa
aún no ha sido identificada. Esta condición se manifiesta
con crisis convulsivas frecuentes y resistentes al tratamien-
to, que con el tiempo impactan el desarrollo cognitivo de
quienes la padecen.4

Por otro parte, el Síndrome de Lennox-Gastaut es una for-
ma de epilepsia rara y de difícil control que suele manifes-
tarse en la primera infancia, generalmente antes de los 4
años de edad;5 afecta entre 1 y 3 personas por cada millón
de habitantes al año.6 Se caracteriza por tres señales prin-
cipales que incluyen múltiples tipos de convulsiones, dete-
rioro cognitivo/retraso en el desarrollo y un patrón especí-
fico de ondas cerebrales que se observa en los
electroencefalogramas.7

En este sentido, el diagnóstico oportuno es clave para me-
jorar la calidad de vida de las niñas y los niños con Epilep-
sias de Difícil Control, quienes experimentan espasmos,
caídas súbitas, rigidez corporal o sacudidas involuntarias
múltiples veces al día.8 Por ello, requieren de una atención
con abordaje integral y multidisciplinario con atención
neurológica especializada, que combine medicamentos, te-
rapias físicas y ocupacionales, intervenciones conductuales
y apoyo psicosocial, adaptado a cada paciente.9

Aunque las EPC no tiene cura, existen tratamientos inno-
vadores que han demostrado reducir de manera significa-
tiva la frecuencia e intensidad de las crisis, mejorar la esta-
bilidad clínica y contribuir a una mejor calidad de vida; sin
embargo, su acceso oportuno es limitado para muchas per-
sonas.

Las Epilepsias de Difícil Control no se limitan al ámbito
clínico, sino que genera una sobrecarga emocional, física y
económica para las familias y personas cuidadoras, quienes
frecuentemente deben modificar o abandonar sus activida-

Año II, Segundo Periodo, 10 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados112



des laborales y enfrentar altos costos asociados a la aten-
ción médica.10

Por todo lo anterior y con base en el trabajo conjunto que
las organizaciones civiles han realizado en beneficio de los
pacientes y familias que viven con Epilepsias de Difícil
Control, resulta imperativo transitar de la visibilización a la
acción, de modo que es necesario que el Sistema Nacional
de Salud garantice un abordaje integral que elimine las ba-
rreras para el diagnóstico temprano y asegure el acceso
oportuno a terapias innovadoras, reconociendo que la in-
tervención oportuna en la infancia es una vía fundamental
para mejorar el pronóstico de vida, a fin de proteger el de-
recho a la salud y mejorar la calidad de vida de los pacien-
tes, sus familias y quienes les brindan cuidados, por ello
someto a la consideración de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados solicita respetuosamente a
las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud
que implementen acciones para garantizar el acceso equita-
tivo y oportuno al diagnóstico, la atención integral y los tra-
tamientos innovadores para las personas que viven con Epi-
lepsias de Difícil Control, en particular aquellas de baja
prevalencia, como el Síndrome de Lennox-Gastaut y el Sín-
drome de Dravet, así como para sus familias y personas cui-
dadoras.

Notas

1. International Epilepsy Day. About International Epilepsy Day. Dis-
ponible en:

https://internationalepilepsyday-org.translate.goog/?_x_
tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc 

2. Ibid. 

3. Epilepsy Foundation (2024). Developmental and Epileptic Ence-
phalopathy. Dispnible en: 

https://www.epilepsy.com/what-is-epilepsy/syndromes/develop-
mental-and-epileptic-encephalopathy

4. Fundación Síndrome de Dravet (2025). ¿Qué es el síndrome de Dra-
vet?. Disponible en: 

https://dravetfoundation.eu/sobre-dravet/ 

5. National Institute of Neurological Disorders and Stroke. What is
Lennox-Gastaut syndrome?. Disponible en: 

https://www.ninds.nih.gov/health-information/disorders/lennox-
gastaut-syndrome

6. Orphanet. Síndrome de Lennox-Gastaut. Definición de la enferme-
dad (2023). Dipsonible en: 

http://orpha.net/es/disease/detail/2382 

7. Vivir con Epilepsia (Noviembre, 2025). ¿Qué es el Síndrome de
Lennox-Gastaut?. Disponible en: 

https://vivirconepilepsia.es/recursos/guia-sindrome-lennox-gas-
taut#:~:text=Las%20personas%20con%20SLG%20experimen-
tan%20cambios%20en,impactando%20significativamente%20en
%20la%20calidad%20de%20vida. 

8. Epilepsy Foundation. Ibid. 

9. Ibid. 

10. UCB Cares (2026). Impacto sobre los padres y cuidadores. Dispo-
nible en: 

https://ucbcares.es/pacientes/epilepsia/es/content/178020654/im-
pacto-padres-cuidadores-lennox-gastaut

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados, a 10 de febrero de 2026.— Diputada Mónica Herrera Vi-
llavicencio (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD, 
A REFORZAR LAS ACCIONES DE PREVENCIÓN,

VIGILANCIA EPIDEMIOLÓGICA Y VACUNACIÓN
ANTE EL BROTE ACTIVO DE SARAMPIÓN

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Ssa
a reforzar de manera inmediata y coordinada las acciones
de prevención, vigilancia epidemiológica y vacunación an-
te el brote activo de sarampión en el país, a cargo del dipu-
tado Armando Tejeda Cid, del Grupo Parlamentario del
PAN
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El suscrito, diputado Armando Tejeda Cid, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 79, numeral 2, fracción I, y demás relativos y
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de esta soberanía la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta, res-
petuosamente, a la Secretaría de Salud del gobierno federal
y a las Secretarías de Salud de las entidades federativas, a
reforzar de manera inmediata y coordinada las acciones de
prevención, vigilancia epidemiológica y vacunación ante el
brote activo de sarampión en el país, al tenor de las si-
guientes: 

Consideraciones

El sarampión es una enfermedad viral de alta transmisibili-
dad, cuya propagación ocurre principalmente a través de
gotículas respiratorias expulsadas al hablar, toser o estor-
nudar, lo que facilita su rápida diseminación en contextos
comunitarios, especialmente entre la población infantil no
inmunizada.1

La relevancia del sarampión como problema de salud pú-
blica radica en que puede generar complicaciones graves,
entre ellas neumonía, encefalitis, diarrea severa, infeccio-
nes auditivas e incluso ceguera, con mayor impacto en ni-
ñas y niños con desnutrición, personas inmunodeprimidas
y poblaciones con acceso limitado a servicios de salud.2 A
nivel regional, la reaparición sostenida del sarampión en
las Américas constituye una señal de alerta epidemiológi-
ca. Durante 2024 se confirmaron 465 casos, mientras que
tan solo hasta octubre de 2025 se registraron 12,318 casos
acumulados en la región, lo que evidencia una tendencia
preocupante y un debilitamiento en las coberturas de in-
munización.3

A la gravedad del brote nacional se suma el hecho de que Mé-
xico enfrenta actualmente una evaluación internacional por
parte de la Organización Panamericana de la Salud (OPS),
derivada de la persistencia de la transmisión activa del sa-
rampión y de la insuficiente cobertura de vacunación.4

Nuestro país llega a 2026 con coberturas lejos del 95 por
ciento requerido para interrumpir la transmisión, luego de
un repunte significativo de casos en 2025 que derivó en 25
defunciones, así como la confirmación de una muerte adi-
cional en las primeras semanas de 2026.5

Esta revisión coloca a México ante el riesgo real de resta-
blecimiento de la transmisión endémica del sarampión, lo
que implicaría la pérdida del estatus de país libre de esta
enfermedad, condición alcanzada tras décadas de esfuerzos
de vacunación y vigilancia epidemiológica. La advertencia
de la OPS no solo constituye un llamado de atención técni-
co, sino un señalamiento directo sobre las debilidades es-
tructurales en la política de inmunización y control de en-
fermedades prevenibles, lo que refuerza la urgencia de
adoptar medidas correctivas inmediatas y coordinadas a ni-
vel nacional y estatal.

De acuerdo con el informe diario del brote de sarampión en
México, elaborado por la Secretaría de Salud, el primer ca-
so confirmado en el país fue notificado en la Semana Epi-
demiológica 5 del año 2025, marcando el inicio de un bro-
te que no ha sido contenido y que se ha mantenido activo
durante los años 2025 y 2026. Con corte al 30 de enero de
2026, se reporta un total acumulado de 7,909 casos confir-
mados de sarampión, así como 107 nuevos casos notifica-
dos en las últimas 24 horas, lo que evidencia una transmi-
sión activa y persistente del virus en el territorio nacional.

La magnitud del brote se agrava al considerar su extensión te-
rritorial, ya que los casos confirmados se han registrado en
las 32 entidades federativas y en al menos 286 municipios, lo
que descarta que se trate de un fenómeno localizado y con-
firma que el sarampión se ha convertido en un problema de
alcance nacional, con implicaciones directas para la coordi-
nación entre autoridades federales, estatales y municipales.

La atención del brote de sarampión no es una decisión dis-
crecional, sino una obligación jurídica expresa del Estado
mexicano prevista en la Ley General de Salud, la cual re-
conoce la prevención y el control de enfermedades trans-
misibles como materias de salubridad general que deben
atenderse mediante acciones coordinadas entre la Federa-
ción y las entidades federativas.

En este marco, la Ley General de Salud establece que le co-
rresponde a la Secretaría de Salud establecer y operar el Sis-
tema Nacional de Vigilancia Epidemiológica, así como dise-
ñar e implementar programas de prevención y control de
enfermedades transmisibles, en coordinación con las autori-
dades estatales y municipales. De manera específica, el sa-
rampión se encuentra reconocido como una enfermedad su-
jeta a vigilancia, prevención y control obligatorios, cuya
atención compete tanto a la autoridad federal como a los go-
biernos estatales en el ámbito de sus respectivas atribuciones. 
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Asimismo, la legislación sanitaria en sus artículos 135, 136 y
138, dispone que, cuando una enfermedad transmisible re-
presente un problema real o potencial para la salubridad ge-
neral, deben implementarse campañas temporales o perma-
nentes para su control o erradicación, garantizarse la
detección y notificación oportuna de los casos y adoptarse las
medidas epidemiológicas necesarias para evitar su propaga-
ción.

En materia de vacunación, la ley reconoce el derecho univer-
sal y gratuito de la población a recibir las vacunas del Pro-
grama de Vacunación Universal y atribuye a la Secretaría de
Salud la rectoría del mismo, incluyendo la coordinación de
campañas ordinarias y extraordinarias, la supervisión de co-
berturas y la adopción de medidas necesarias para asegurar su
correcta operación. De igual forma, impone al Estado la obli-
gación de procurar el abasto suficiente y la distribución opor-
tuna de biológicos, así como a las entidades federativas la
responsabilidad de su operación local.

Finalmente, la propia Ley prevé que, ante la presencia de
una epidemia grave o el riesgo de propagación de enfer-
medades transmisibles, la autoridad sanitaria debe dictar de
manera inmediata las medidas indispensables para proteger
a la población, incluyendo acciones extraordinarias de vi-
gilancia, control e inmunización, pudiendo ordenar la va-
cunación como medida de seguridad sanitaria cuando el
riesgo epidemiológico así lo amerite.

En consecuencia, el marco jurídico vigente obliga a las au-
toridades sanitarias federales y estatales a reforzar de ma-
nera inmediata, coordinada y efectiva las acciones de pre-
vención, vigilancia epidemiológica y vacunación frente al
brote activo de sarampión, particularmente cuando existen
consecuencias graves y evitables para la salud y la vida de
la población.

En este contexto, la detección de casos de sarampión en
cualquier entidad federativa no puede considerarse un he-
cho aislado, sino un indicador de riesgo sanitario que exi-
ge acciones inmediatas, coordinadas y basadas en eviden-
cia científica para proteger la salud de la población.

El comportamiento epidemiológico reciente refuerza la
gravedad de la situación. Durante las primeras semanas de
2026 continúa la notificación de un número elevado de ca-
sos probables y confirmados, lo que demuestra que las ac-
ciones implementadas hasta el momento no han logrado in-
terrumpir la cadena de transmisión. En periodo 2025-2026
se han registrado 19,901 casos de enfermedad febril exan-

temática, de los cuales 7,909 han sido confirmados como
sarampión.

El análisis por grupos de edad evidencia que el impacto del
brote es particularmente grave en la población infantil, al
concentrarse el mayor número de casos en niñas y niños de
1 a 4 años y de 5 a 9 años, y al presentar los menores de un
año la tasa de incidencia más elevada a nivel nacional. Es-
ta situación incrementa el riesgo de complicaciones seve-
ras y pone en peligro la salud y la vida de un grupo pobla-
cional que depende directamente de las acciones
preventivas del Estado.

La gravedad del brote se confirma además por la ocurren-
cia de 26 defunciones asociadas al sarampión, dictamina-
das por un grupo de expertos, lo que demuestra que el pro-
blema no se limita a cuadros clínicos leves, sino que ha
tenido consecuencias fatales y evitables en un contexto
donde existe una vacuna segura y eficaz.

Si bien el brote de sarampión en México presenta una con-
centración significativa de casos en entidades como Chi-
huahua, que acumula 4,500 casos confirmados, y Jalisco,
con 1,492 casos, el análisis epidemiológico nacional3 de-
muestra que la gravedad del brote no puede evaluarse úni-
camente a partir del número absoluto de contagios, sino
que debe considerar la persistencia de la transmisión, la
distribución territorial, la ocurrencia de defunciones y los
indicadores de letalidad registrados en diversas entidades
federativas.

De acuerdo con el boletín epidemiológico oficial, además
de los estados con mayor volumen de casos, múltiples en-
tidades presentan transmisión activa, con decenas o cente-
nas de contagios confirmados en los años 2025 y 2026, en-
tre ellas Chiapas, Michoacán, Guerrero, Sinaloa, Ciudad de
México, Sonora y Colima, lo que confirma que el saram-
pión se ha extendido de manera generalizada en el país,
afectando tanto a entidades con alta densidad poblacional
como a aquellas con mayores condiciones de marginación
y barreras de acceso a los servicios de salud.

En este escenario nacional, se identifican entidades que, aun
sin encabezar el número total de casos, registran defunciones
asociadas al sarampión y tasas de letalidad relevantes, lo que
evidencia fallas en la prevención, diagnóstico oportuno y
atención médica, así como brechas en la cobertura de vacu-
nación. Dentro de este grupo se ubica el estado de Michoa-
cán, que presenta transmisión sostenida desde 2025, casos
confirmados en 2026 y desenlaces fatales, lo que lo coloca
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como una entidad de especial preocupación sanitaria y justi-
fica plenamente un análisis y una intervención específica.

De acuerdo con información oficial de la Secretaría de Sa-
lud de Michoacán, los primeros casos confirmados de sa-
rampión en la entidad se registraron el 19 de mayo de 2025,
cuando se notificaron tres casos en menores de edad de 3,
5 y 14 años en el municipio de Maravatío. En ese momen-
to, la autoridad estatal reconoció la presencia del virus e in-
formó la implementación de un cerco sanitario, así como
acciones de búsqueda intencionada de casos y bloqueo va-
cunal en el entorno inmediato de los contagios.

Si bien dichas acciones fueron anunciadas como medidas
inmediatas de contención, los datos epidemiológicos pos-
teriores muestran que el brote no fue controlado, y que la
transmisión del virus continuó en la entidad. Conforme al
Informe diario del brote de sarampión en México de la Se-
cretaría de Salud federal, con corte al 30 de enero de 2026,
Michoacán registra un total acumulado de 274 casos con-
firmados de sarampión, de los cuales 246 corresponden a
2025 y 28 a lo que va de 2026, lo que confirma la persis-
tencia del brote en el estado.

La situación en Michoacán se agrava con la confirmación de
una defunción por sarampión en 2026, correspondiente a un
hombre de 64 años de edad, residente del municipio de Coal-
comán, quien, de acuerdo con la autoridad sanitaria, no con-
taba con esquema de vacunación. Este fallecimiento se suma
al registro nacional de muertes asociadas al brote y coloca a
la entidad entre aquellas con letalidad documentada, con una
tasa de letalidad estatal de 3.57 por ciento para el año 2026,
según el boletín epidemiológico oficial.

El perfil de los casos confirmados en Michoacán resulta es-
pecialmente alarmante, ya que, como ocurre a nivel nacio-
nal, una proporción significativa de los contagios se con-
centra en personas que no contaban con esquemas
completos de vacunación, lo que revela brechas importan-
tes en la cobertura y seguimiento de la inmunización, par-
ticularmente en población infantil, adultos mayores y co-
munidades con acceso limitado a servicios de salud.

La evolución del brote en Michoacán, desde la detección
inicial de casos en menores de edad hasta la confirmación
de una defunción, demuestra que el sarampión no fue un
evento aislado ni contenido oportunamente, sino un pro-
blema de salud pública que se consolidó en el tiempo y cu-
yas consecuencias pudieron haberse evitado mediante una
estrategia preventiva más eficaz y sostenida.

En este sentido, la situación que enfrenta Michoacán no so-
lo refleja la gravedad del brote en la entidad, sino que cons-
tituye una señal clara de fallas en la planeación, prevención
y control de una enfermedad prevenible por vacunación, lo
que exige una revisión crítica de las acciones emprendidas
y una respuesta inmediata, coordinada y reforzada por par-
te de las autoridades responsables.

Por lo anterior, se somete a consideración de esta soberanía
el siguiente:

La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con pleno respeto al ámbito de competencias y en
ejercicio de su facultad para asumir una postura institucio-
nal frente a asuntos de interés nacional, exhorta respetuo-
samente:

Punto de Acuerdo

Primero. A la Secretaría de Salud del gobierno federal para
que, en el ámbito de sus atribuciones, refuerce de manera in-
mediata y coordinada las acciones de vigilancia epidemioló-
gica, prevención y control del sarampión, garantizando co-
berturas de vacunación efectivas, suficientes y homogéneas
en todo el territorio nacional, conforme a lo establecido en los
artículos 3, 133, 134 y 157 Bis de la Ley General de Salud.

Segundo. A las Secretarías de Salud de las entidades fede-
rativas para que intensifiquen las acciones de vacunación,
detección oportuna, atención médica y seguimiento epide-
miológico en los municipios con transmisión activa, así co-
mo en las poblaciones con mayor vulnerabilidad, a fin de
prevenir nuevos contagios y evitar desenlaces fatales, en
términos de los artículos 13, 134 y 157 Bis de la Ley Ge-
neral de Salud.

Tercero. A la Secretaría de Hacienda y Crédito Público pa-
ra que, en coordinación con la Secretaría de Salud, garan-
tice la disponibilidad y suficiencia de recursos presupues-
tales destinados a la vacunación, vigilancia epidemiológica
y atención del brote de sarampión, priorizando la preven-
ción como medida costo-efectiva para la protección de la
salud pública.

Notas

1 Organización Panamericana de la Salud. Sarampión [Internet]. Was-
hington, D.C.: OPS; 2025 [citado 27 ene 2026]. Disponible en: 

https://www.paho.org/es/temas/sarampion
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2 Animal Político. Con brote aún activo, México afronta revisión de la
OPS sobre control del sarampión [Internet]. Ciudad de México: Ani-
mal Político; 26 ene 2026 [citado 27 ene 2026]. Disponible en: 

https://animalpolitico.com/salud/sarampion-brote-activo-mexico-
revision-ops

3 Secretaría de Salud (México). Dirección General de Epidemiología.
Informe diario del brote de sarampión en México. Corte al 30 de ene-
ro de 2026 [Internet]. Ciudad de México: Secretaría de Salud; 2026 [ci-
tado 30 ene 2026]. Disponible en:

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/1054269/IN-
FORME_DIARIO_SARAMPION_20260130.pdf

4 Congreso de la Unión (México). Ley General de Salud [Internet].
Ciudad de México: Diario Oficial de la Federación; última reforma pu-
blicada el 7 jun 2024 [citado 27 ene 2026]. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGS.pdf

5 Secretaría de Salud de Michoacán. Confirma SSM primeros casos de
sarampión en Michoacán [Internet]. Morelia, Michoacán: Gobierno del
Estado de Michoacán; 19 may 2025 [citado 27 ene 2026]. Disponible en: 

https://salud.michoacan.gob.mx/confirma-ssm-primeros-casos-de-
sarampion-en-michoacan/

6 Organización Editorial Mexicana. El Sol de Morelia. Michoacán re-
gistra la primera defunción por sarampión del 2026 en México [Inter-
net]. Morelia, Michoacán: OEM; 2026 [citado 27 ene 2026]. Disponi-
ble en: 

https://oem.com.mx/elsoldemorelia/ciencia-y-salud/michoacan-re-
gistra-la-primera-defuncion-por-sarampion-del-2026-en-mexico-
27973735

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Armando Tejeda Cid (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD, A LA
COFEPRIS Y AL IMPI, A AGILIZAR EL REGISTRO

SANITARIO Y EL ACCESO A MEDICAMENTOS 
BIOTECNOLÓGICOS BIOCOMPARABLES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Ssa,
a la Cofepris y al IMPI a implementar acciones urgentes
para agilizar el registro sanitario y el acceso a medicamen-
tos biotecnológicos biocomparables en México, a cargo del
diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

El que suscribe, Éctor Jaime Ramírez Barba, diputado in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79,
numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta a la Secretaría de Salud, a la Comi-
sión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios
(Cofepris) y al Instituto Mexicano de la Propiedad Indus-
trial (IMPI) para que, en el marco de sus atribuciones, im-
plementen acciones urgentes para agilizar el registro sani-
tario y el acceso a medicamentos biotecnológicos
biocomparables en México, conforme a las siguientes:

Consideraciones 

Un medicamento biotecnológico biocomparable es un me-
dicamento biotecnológico que ha demostrado ser compara-
ble, en términos de seguridad, calidad y eficacia a un me-
dicamento biotecnológico de referencia previamente
autorizado, de conformidad con lo previsto en la Ley Ge-
neral de Salud, el Reglamento de Insumos para la Salud, la
Norma Oficial Mexicana NOM-257-SSA1-2014 en mate-
ria de medicamentos biotecnológicos y las demás disposi-
ciones normativas aplicables en la materia. 

En este orden de ideas, la NOM publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 11 de diciembre de 2014, establece
las directrices generales para la evaluación de la informa-
ción técnica y científica presentada durante el proceso de
solicitud de registro, los criterios para la regularización, las
especificaciones para el control de la fabricación, el proce-
dimiento para la autorización de protocolos de ensayos clí-
nicos y los requisitos para el reconocimiento de medica-
mentos biotecnológicos de referencia. A partir de este
marco, los medicamentos biotecnológicos biocomparables
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cuentan con garantías sanitarias análogas a las de los bio-
tecnológicos originales, lo que permite su autorización por
parte de las autoridades sanitarias (Noguera y Del Castillo,
2023).

A diferencia de los medicamentos de referencia, los bio-
comparables no están sujetos a protección por patente y
mejoran la accesibilidad y el uso equitativo de recursos te-
rapéuticos, constituyendo una alternativa efectiva frente a
los medicamentos biotecnológicos originales. Además, re-
sultan esenciales para el acceso amplio y sostenible a trata-
mientos en enfermedades crónicas, cáncer y otras condi-
ciones graves, lo cual es clave para la salud pública. 

No obstante, uno de los retos más significativos en el sis-
tema de salud mexicano es el retraso en su incorporación.
En promedio, los biocomparables llegan al mercado nacio-
nal entre tres y cuatro años después, en comparación con
otros países. Ello principalmente por el mecanismo de pa-
tent linkage, que coordinan el Instituto Mexicano de la Pro-
piedad Industrial (IMPI) y la Comisión Federal para la Pro-
tección contra Riesgos Sanitarios (Cofepris) (Ramírez,
2025). Este mecanismo administrativo obliga a Cofepris a
verificar si la solicitud de registro sanitario infringe alguna
patente vigente, lo que ha generado procesos largos y dila-
tados, retrasando la aprobación y el acceso de biocompara-
bles al público (Cofece, 2017; Cofece, 2019, Reglamento
de Insumos para la Salud, 2021).

Este atraso tiene implicaciones directas en el acceso, el
gasto público y la competencia. Por ejemplo, se estima un
impacto económico superior a 1,300 millones de pesos pa-
ra el sistema público de salud entre 2023 y 2026, además
de provocar gastos catastróficos y limitar el acceso a trata-
mientos de alta especialidad (Ramírez, 2025). Estos recur-
sos representan fondos que podrían destinarse a infraes-
tructura hospitalaria, contratación de personal de salud,
equipamiento médico o ampliación de la cobertura de ser-
vicios, particularmente en el contexto de austeridad en el
que operan los hospitales públicos.

En Estados Unidos y Canadá, el mecanismo se equilibra
con incentivos a la entrada de genéricos —como el sistema
Hatch–Waxman que otorga 180 días de exclusividad al pri-
mer solicitante—. En contraste, México se rige por el pa-
tent linkage, que opera predominantemente como un filtro
administrativo previo sin incentivos pro competitivos equi-
valentes. Ello favorece a los innovadores y propicia: prác-
ticas de evergreening mediante listados de formulaciones y
usos secundarios; litigios y oposiciones que dilatan autori-

zaciones; cuellos de botella procedimentales en Cofepris; y
un entorno de incertidumbre que desalienta la inversión lo-
cal en genéricos y biocomparables (FDA, 2019; Brown-
Marshall y Whitley, 2024; Luna y Elías, 2023).

En este sentido, el retraso en biocomparables por causa del
linkage vulnera múltiples derechos fundamentales:

1. Derecho a la salud: Miles de pacientes mexicanos ca-
recen de acceso a tratamientos que podrían salvar o me-
jorar significativamente su calidad de vida, quedando li-
mitados a medicamentos innovadores de alto costo que
el sistema público no puede adquirir en cantidades sufi-
cientes.

2. Inequidad en salud: El acceso diferenciado a trata-
mientos de alto costo profundiza brechas de desigual-
dad, de modo que solo quienes cuentan con los recursos
económicos pueden acceder a terapias que deberían ser
universales.

3. Impacto en población vulnerable: Personas adultas
mayores con degeneración macular, pacientes oncológi-
cos, personas con enfermedades autoinmunes e infan-
cias con padecimientos raros son los grupos más afecta-
dos por esta barrera de acceso.

Por todo lo expuesto, presento ante esta soberanía la si-
guiente proposición con:

Punto de Acuerdo 

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Salud, a la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios (Cofepris) y al Instituto Mexicano de la
Propiedad Industrial (IMPI) para que, en el ámbito de sus
atribuciones, adopten las siguientes medidas:

1. Implementar acciones inmediatas de simplificación
administrativa y mejora regulatoria que permitan agili-
zar la evaluación y el otorgamiento de registros sanita-
rios de medicamentos biotecnológicos biocomparables,
en observancia de los artículos 1, 2 y 3 de la Ley Gene-
ral de Salud sobre el derecho al acceso efectivo a servi-
cios de salud, así como, de las disposiciones relativas al
régimen de medicamentos biotecnológicos y biotecno-
lógicos biocomparables previstas en dicha ley, y en el
Reglamento de Insumos para la Salud.

Año II, Segundo Periodo, 10 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados118



2. Revisar el funcionamiento del mecanismo previsto en
la legislación y regulación aplicables, a efecto de equi-
librar la protección de la propiedad industrial con el de-
recho constitucional al acceso a medicamentos, y que,
en el ámbito de sus atribuciones, propongan, impulsen y
adopten, en su caso, las modificaciones normativas y
administrativas que favorezcan la entrada oportuna de
medicamentos biotecnológicos biocomparables al mer-
cado nacional.

Fuentes consultadas

1 Brown-Marshall, C. D., & Whitley, D. (2024, April 15). Hatch-Wax-
man 101. Fish & Richardson. 

https://www.fr.com/insights/thought-leadership/blogs/hatch-wax-
man-101-3/

2 Comisión Federal de Competencia Económica. (2017). Estudio en
materia de libre concurrencia y competencia económica sobre los mer-
cados de medicamentos con patentes vencidas en México. 

https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2017/11/estudio-de-
medicamentos_vf-baja-1.pdf

3 Comisión Federal de Competencia Económica. (2019, noviembre 7).
Estudio sobre medicamentos con patente vencida. 

https://www.cofece.mx/estudio-sobre-medicamentos-con-patente-
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4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Food and Drug Administration (FDA). (2019). Guidance for industry:
180-day exclusivity: Questions and answers. 

https://www.fda.gov/regulatory-information/search-fda-guidance-
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5 Ley General de Salud (2024).
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8 Secretaría de Salud. (2014, 11 de diciembre). NOM-257-SSA1-2014.
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https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/745139/NOM-
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9 World Health Organization. (2013). Guidelines on evaluation of
similar biotherapeutic products (SBPs), Annex 2, TRS No 977. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 10 días del mes de fe-
brero del año 2026.— Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

ESTRATEGIA INTEGRAL DE ATENCIÓN A LA
CRISIS HÍDRICA QUE AFECTA AL SECTOR 

AGRÍCOLA DE TAMAULIPAS, PARTICULARMENTE
AL DISTRITO DE RIEGO 025 BAJO RÍO BRAVO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas dependencias del gobierno federal y del estado de Ta-
maulipas a implementar de manera urgente, una estrategia
integral de atención a la crisis hídrica que afecta al sector
agrícola de dicha entidad, particularmente al distrito de rie-
go 025, Bajo Río Bravo, a cargo de la diputada Blanca Le-
ticia Gutiérrez Garza, del Grupo Parlamentario del PAN

Quien suscribe, Blanca Leticia Gutiérrez Garza, diputada
federal de la LXVI Legislatura y los integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional con fundamen-
to en el artículo 3, numeral 1, fracción XX, artículo 6, nu-
meral 1, fracción I; y artículo 79, numeral 1, fracción II y
numeral 2, fracción I del Reglamento de la Cámara de
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Diputados someto ante el pleno de esta honorable Cámara
de Diputados la siguiente proposición con puntos de acuer-
do al tenor de las siguientes:

Consideraciones

El agua constituye un recurso estratégico para la seguridad
alimentaria, el desarrollo rural y la estabilidad económica
del país. Su gestión no puede abordarse únicamente desde
una lógica administrativa o coyuntural, sino como una po-
lítica de Estado que articule planeación, infraestructura,
negociación y protección a los sectores productivos.

En este contexto, el estado de Tamaulipas enfrenta actual-
mente una crisis hídrica de alto impacto, cuyas consecuen-
cias recaen de manera directa en el sector agrícola, parti-
cularmente en la región norte de la entidad.

En días pasados. 

El Distrito de Riego 025 Bajo Río Bravo, ubicado en el
norte del estado de Tamaulipas, es uno de los distritos de
riego más importantes de México. De acuerdo con infor-
mación oficial del gobierno del estado de Tamaulipas, este
distrito cuenta con una superficie aproximada de 200 mil
hectáreas, destinadas principalmente al cultivo de sorgo y
maíz, productos básicos para el abasto nacional y la cade-
na agroalimentaria.

Textualmente, documentos oficiales del gobierno de Ta-
maulipas señalan que:

“El Distrito de Riego 025 Bajo Río Bravo es fundamental
para la agricultura del norte de Tamaulipas, al constituirse
como una de las principales zonas de riego del país”.

La operación de este distrito depende directamente del
agua proveniente de las presas Falcón y Marte R. Gómez,
así como de las aportaciones del Río Bravo, cuerpos de
agua cuya administración y control recaen, en buena medi-
da, en autoridades federales.

La crisis que hoy enfrenta el Distrito 025 no es un fenó-
meno aislado ni reciente. Sin embargo, en los ciclos agrí-
colas más recientes la situación se ha agravado de mane-
ra alarmante.

Información oficial del gobierno de Tamaulipas recono-
ce que:

“En temporadas recientes, más de 50 mil hectáreas
del Distrito de Riego 025 se han quedado sin sem-
brar debido a la falta de agua”.

Esta cifra representa una pérdida directa de superficie pro-
ductiva, con impactos económicos, sociales y alimentarios
de gran magnitud.

Desde una perspectiva técnica, el Instituto Mexicano de
Tecnología del Agua (IMTA) establece con claridad que la
operación de un distrito de riego depende de la disponibili-
dad efectiva del recurso hídrico, la infraestructura y la ges-
tión adecuada del sistema. En documentos técnicos del
propio IMTA se señala que:

“La operación del distrito de riego está condicionada
por la disponibilidad del agua; cuando ésta se ve limita-
da, se compromete el suministro a los lotes agrícolas y
se reduce significativamente la superficie efectivamente
regada”.

En consecuencia, la limitación del agua no solo reduce la
producción, sino que paraliza el funcionamiento integral
del sistema de riego, afectando empleos rurales, cadenas
productivas y economías locales.

Diversas notas periodísticas de alcance nacional, particu-
larmente del diario Reforma, han documentado que la cri-
sis del agua en el norte del país ha escalado a niveles que
incluso complican relaciones interestatales e internaciona-
les, evidenciando una falta de previsión y coordinación del
gobierno federal.

Señalando que “La crisis del agua en el norte de México se
ha convertido en un factor de tensión regional, derivado de
decisiones de distribución que afectan de manera directa a
estados productores”.

En el caso de Tamaulipas, estas decisiones han tenido co-
mo efecto la reducción de volúmenes disponibles para el
riego agrícola, sin que se hayan instrumentado mecanis-
mos de compensación suficientes para los productores
afectados.

Esta situación pone de manifiesto una clara ausencia de po-
líticas preventivas, así como la insuficiencia de apoyos
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emergentes para quienes han visto comprometida su capa-
cidad productiva por causas ajenas a su voluntad.

La problemática del agua en Tamaulipas trasciende el ám-
bito local y nacional. La cuenca del Río Bravo se encuen-
tra sujeta a compromisos internacionales asumidos por el
Estado mexicano, particularmente en el marco del Tratado
de Aguas de 1944.

La escasez de agua: “ha vuelto a colocar el tema hídrico
como un punto sensible en la relación bilateral entre Méxi-
co y Estados Unidos”.

De hecho, la reciente decisión política y operativa adopta-
da por el gobierno federal —en el marco del cumplimien-
to/abono extraordinario del Tratado de Aguas de 1944—
consistente en priorizar entregas de agua a Estados Unidos
(incluyendo liberaciones desde infraestructura vinculada al
norte del país) a tenido como resultado que los productores
del Distrito de Riego 025 en Tamaulipas denuncien que-
darse “sin una gota” para riego en plena temporada, con
impactos directos en siembras y en la producción agrícola. 

En ese contexto, y aunque el gobierno federal ha sostenido
públicamente que el cumplimiento “no afectará” el abasto
nacional, en campo se reportó lo contrario: que el abono a
EUA (249 millones de m³) se hizo mientras el DR-025 en-
frentaba restricciones severas, con hectáreas sin sembrar y
creciente tensión social. 

Por ello, resulta indispensable que el gobierno federal, a
través de sus áreas responsables de la política exterior,
económica y agrícola, implemente estrategias de negocia-
ción efectivas y soluciones técnicas viables, que permitan
disminuir el daño generado al campo mexicano, particular-
mente en entidades estratégicas como Tamaulipas.

Debe existir de manera urgente una respuesta integral del
Estado mexicano, con acciones reales de control e impacto
a la crisis hídrica, como:

1. Negociar un calendario distinto y gradual (prórro-
ga/reestructura del abono extraordinario) aprovechando
que el propio marco binacional contempla planes y reu-
niones técnicas para definir medidas antes de nuevas fe-
chas límite (sin “cargar” el costo inmediato a una sola
región agrícola).

2. Diversificar fuentes de cumplimiento para reducir
presión en Tamaulipas y otros estados colindantes,

usando esquemas inter-cuenca o múltiples fuentes como
se informó públicamente (incluida la idea de usar agua
de otras cuencas para “afectación mínima”).

3. Aplicar un “blindaje productivo” simultáneo: si por
razones diplomáticas el abono era inevitable, debió ac-
tivarse en el mismo acto un paquete de mitigación para
el campo (compensación por superficie no sembrada,
apoyos emergentes, reconversión temporal, tecnifica-
ción acelerada y calendarización de riegos), evitando
que la solución internacional se traduzca en pérdida
agrícola local. (La propia cancillería ha mencionado
proyectos de conservación/optimización y mejoras en
distritos, pero el punto crítico es que la mitigación ocu-
rra a la par, no después).

4. Transparencia y “reglas de priorización” explícitas:
publicar criterios técnicos y de protección al riego (qué
volumen se extrae, de dónde, por cuánto tiempo y cómo
se compensa a usuarios agrícolas) para evitar decisiones
percibidas como discrecionales u opacas; la prensa ha
señalado disputas precisamente por la forma y efecto de
los envíos.

En resumen, urgen:

- apoyos emergentes inmediatos,

- negociación efectiva de volúmenes de agua,

- coordinación interinstitucional, y

- una política hídrica de largo plazo.

Urgen acciones reales, no solo anuncios futuros.

Negar el agua al campo y de manera particular al tamauli-
peco es poner en riesgo la producción de alimentos, el in-
greso de miles de familias campesinas y la seguridad ali-
mentaria nacional. los estados del norte del país y
Tamaulipas no pueden seguir siendo quienes el estado pa-
gue el costo de la improvisación, por eso pongo a conside-
ración los siguientes:

Punto de Acuerdo 

Primero: La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comi-
sión Nacional del Agua y a la Secretaría de Agricultura y
Desarrollo Rural, para que implementen de manera ur-
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gente un programa integral de apoyo a los campesinos y
productores agrícolas del Distrito de Riego 025 Bajo Río
Bravo, que incluya apoyos económicos emergentes, es-
quemas de compensación por superficies no sembradas y
facilidades crediticias.

Segundo: Así mismo, la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a la
Comisión Nacional del Agua y a la Secretaría de Agricul-
tura y Desarrollo Rural, para que revisen y ajusten los cri-
terios de asignación y limitación del agua, priorizando la
protección de las regiones agrícolas estratégicas y evitando
afectaciones desproporcionadas al sector productivo.

Tercero: La Cámara de Diputados exhorta al gobierno del
estado de Tamaulipas para que, en coordinación con el go-
bierno federal, implementen programas estatales comple-
mentarios de apoyo al campo y refuerce el acompañamien-
to técnico a los usuarios del Distrito de Riego 025.

Cuarto: Esta Cámara de Diputados exhorta, respetuosa-
mente, a la Secretaría de Relaciones Exteriores, a la Secre-
taría de Economía y a la Secretaría de Agricultura y Desa-
rrollo Rural, para que desarrollen e implementen
estrategias efectivas de negociación internacional, orienta-
das a la gestión, control y manejo de la crisis hídrica en la
cuenca del Río Bravo, con el objetivo de disminuir el daño
generado al campo mexicano y garantizar la seguridad ali-
mentaria. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Blanca Leticia Gutiérrez Garza (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

EXHORTO A LOS CONGRESOS LOCALES, A LA
FGR, Y A LA SEGOB, A FORTALECER ACCIONES
PARA PREVENIR LA COHABITACIÓN FORZADA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a los
congresos locales, a la FGR, y a la Segob a fortalecer ac-
ciones para prevenir la cohabitación forzada, a cargo de la
diputada Mónica Becerra Moreno, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

La que suscribe, diputada Mónica Becerra Moreno , inte-
grante del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 2, fracción I, y
demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a la consideración de esta honorable asam-
blea, la presente proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a los congresos locales, a la Fiscalía Gene-
ral de la República y al gobierno federal a fortalecer accio-
nes para prevenir la cohabitación forzada, al tenor de la 
siguiente:

Consideraciones 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
reconoce y garantiza los derechos humanos de todas las
personas, sin distinción alguna, y establece una protección
reforzada cuando se trata de niñas, niños y adolescentes. 

En términos de los artículos 1 y 4 constitucionales, el Es-
tado mexicano tiene la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos, así como de
asegurar, en todo momento, el interés superior de la niñez,
adoptando las medidas necesarias para salvaguardar su in-
tegridad, dignidad y libre desarrollo de la personalidad. En
consecuencia, cualquier práctica que implique violencia,
explotación o sometimiento de personas menores de edad
constituye una violación grave a los principios constitucio-
nales y a las obligaciones jurídicas del Estado.

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
también ha determinado que, el reconocimiento de la auto-
nomía de los pueblos indígenas; de su derecho a determi-
nar sus propias formas de organización social, política,
económica y cultural; así como el respeto a sus usos y cos-
tumbres, no importa la autorización a estos pueblos, para
vulnerar los derechos humanos de las personas que forman
parte de estas comunidades, pues el ámbito de protección
de estos derechos se sobrepone constitucionalmente a los
usos y costumbres de los pueblos indígenas.1

En este sentido, si bien la Constitución reconoce el derecho
a la libre determinación y autonomía de los pueblos y co-
munidades indígenas, dichos principios no pueden inter-
pretarse ni aplicarse de manera aislada o absoluta, ni mu-
cho menos utilizarse como justificación para tolerar
prácticas que vulneren derechos humanos, particularmente
los de niñas, niños y mujeres.
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Los usos y costumbres que permiten o normalizan la unión
en concubinato de personas adultas con niñas constituyen
una grave violación al interés superior de la niñez, al poner
en riesgo su integridad física, emocional y psicológica, así
como su derecho al desarrollo integral y al libre desarrollo
de la personalidad.

En consecuencia, resulta jurídicamente incuestionable que la
protección de los derechos humanos y el interés superior de
la infancia deben prevalecer sobre cualquier práctica comu-
nitaria que implique violencia, explotación o sometimiento
de personas menores de edad, siendo obligación del Estado
mexicano intervenir de manera firme y oportuna para erradi-
car estas conductas, garantizar la protección integral de las
víctimas y asegurar que ningún contexto cultural sea utiliza-
do como pretexto para perpetuar la impunidad.

Si bien existen ordenamientos jurídicos federales que pro-
híben el matrimonio infantil, esta práctica continúa presen-
tándose en diversas regiones del país bajo modalidades en-
cubiertas, como las denominadas uniones tempranas o
forzadas. Actualmente, México se mantiene entre los diez
países con mayor prevalencia de este fenómeno a nivel
mundial, de acuerdo con datos de la Agencia de las Nacio-
nes Unidas para la Salud Sexual y Reproductiva (UNFPA
México), lo que evidencia una grave problemática estruc-
tural en materia de protección de la niñez.

Entidades federativas como Chiapas, Guerrero y Oaxaca
registran una incidencia particularmente elevada, con esti-
maciones que señalan que aproximadamente el 40 por
ciento de las niñas y adolescentes se encuentran en contex-
tos donde estas prácticas persisten, siendo ellas las princi-
pales afectadas. 

En muchos casos, estas uniones son resultado de acuerdos
familiares motivados por condiciones de vulnerabilidad
económica, la búsqueda de reconocimiento social, la re-
producción de patrones culturales profundamente arraiga-
dos o incluso por dinámicas vinculadas al crimen organi-
zado, lo que provoca que las niñas vean truncada su
infancia, interrumpida su educación y comprometido su
proyecto de vida, perpetuando así ciclos estructurales de
desigualdad y exclusión.

El matrimonio infantil y las uniones tempranas o forzadas
ponen en riesgo directo la vida, la salud y el desarrollo in-
tegral de las niñas y adolescentes, además de limitar gra-
vemente sus oportunidades futuras. 

Las niñas obligadas a contraer este tipo de uniones suelen
enfrentar embarazos a edades tempranas, lo que incremen-
ta de manera significativa el riesgo de complicaciones du-
rante la gestación y el parto, siendo estas una de las princi-
pales causas de muerte entre adolescentes. Asimismo,
presentan una mayor probabilidad de ser víctimas de vio-
lencia física, sexual y psicológica por parte de sus parejas,
lo que profundiza su situación de vulnerabilidad y consoli-
da un entorno de abuso que el Estado tiene la obligación de
prevenir, atender y erradicar.

Otro de los factores que inciden de manera significativa en
la persistencia de estas prácticas es que, en diversas comu-
nidades indígenas, el conocimiento y ejercicio de los dere-
chos humanos se ve limitado por la insuficiente difusión,
las barreras de comunicación y la lejanía geográfica de mu-
chas localidades. Esta situación provoca que el reconoci-
miento de los derechos humanos resulte, en muchos casos,
insuficiente si no va acompañado de acciones efectivas de
información, acompañamiento y presencia del Estado.

No obstante, dichas condiciones no pueden ni deben justifi-
car la vulneración de los derechos de niñas, niños y adoles-
centes. Por el contrario, imponen al Estado una obligación re-
forzada de garantizar que las personas menores de edad
crezcan en entornos de protección, con redes de apoyo efec-
tivas y con una visión de futuro que les permita desarrollarse
plenamente, libres de violencia, explotación o prácticas que
comprometan su dignidad y su proyecto de vida.

La persistencia de estas conductas evidencia no solo vací-
os legislativos, sino también la necesidad urgente de forta-
lecer las acciones de prevención, sensibilización comunita-
ria, protección institucional y persecución penal efectiva.

Por todo lo anterior, resulta importante que el Estado me-
xicano adopte medidas coordinadas, firmes y sostenidas
para erradicar las uniones infantiles y forzadas, armonizar
las legislaciones locales, fortalecer la actuación de las fis-
calías e implementar políticas públicas integrales, a fin de
cerrar los espacios de impunidad y garantizar que ninguna
niña o adolescente sea obligada a vivir en una unión que
comprometa su dignidad, su salud, su libertad y su proyec-
to de vida.

Por lo antes expuesto y fundado, someto a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con:
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Punto de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a los Congresos
de las entidades federativas que aún no lo han hecho, a ti-
pificar como delito la cohabitación forzada de personas
menores de 18 años, garantizando sanciones efectivas y
acordes con la gravedad de estas conductas.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a las Fiscalías
Generales de Justicia de las entidades federativas y a la Fis-
calía General de la República, a investigar, perseguir y san-
cionar de manera efectiva los casos de cohabitación forza-
da de personas menores de 18 años, con enfoque de
derechos humanos, perspectiva de género y protección in-
tegral de niñas y adolescentes.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Gobernación, a través del Sistema Nacional de Protección
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes (Sipinna), a dise-
ñar e implementar campañas nacionales de prevención, di-
rigidas a comunidades con mayor incidencia, que contribu-
yan a erradicar la cohabitación forzada de personas
menores de 18 años y a visibilizar sus consecuencias jurí-
dicas y sociales.

Nota

1 Amparo Directo en Revisión 5008/2016, Ministro Norma Lucía Piña
Hernández. Disponible en línea: 

https://www2.scjn.gob.mx/consultatematica/paginaspub/Detalle-
Pub.aspx?AsuntoID=203426

Palacio Legislativo de San Lázaro, febrero de 2026.— Diputada Mó-
nica Becerra Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

EXHORTO A LA FGR Y A LA SEGOB, A
FORTALECER LOS MECANISMOS DE 

PREVENCIÓN, BÚSQUEDA Y PROTECCIÓN
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

EN CONTEXTO DIGITAL

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la FGR
y a la Segob a fortalecer los mecanismos de prevención,
búsqueda y protección de niñas, niños y adolescentes en
contexto digital, a cargo de la diputada Mónica Becerra
Moreno, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada Mónica Becerra Moreno, inte-
grante del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXVI Legislatura, con fundamento en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 2, fracción
I, y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta honorable
asamblea la presente proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta a la Fiscalía General de la Repúbli-
ca y al gobierno federal a fortalecer los mecanismos de
prevención, búsqueda y protección de niñas, niños y ado-
lescentes en contexto digital, al tenor de la siguiente:

Consideraciones

La desaparición de niñas, niños y adolescentes constituye
una de las expresiones más graves de vulneración a sus de-
rechos humanos, en tanto los expone a riesgos extremos
como la trata de personas, la explotación sexual, la violen-
cia física, psicológica y sexual, así como a afectaciones
profundas y, en muchos casos, su estabilidad emocional y
su proyecto de vida, aun cuando su localización se realice
con vida. 

Estos hechos generan un daño continuado que impacta no
solo a las víctimas directas, sino también a sus familias y
comunidades, y revelan fallas estructurales en los mecanis-
mos de protección del Estado.

En este contexto, los entornos digitales, si bien representan
espacios legítimos de comunicación, aprendizaje y sociali-
zación, se han convertido también en escenarios de alto
riesgo para niñas, niños y adolescentes, al facilitar prácti-
cas de captación, manipulación, engaño y control por par-
te de personas adultas o redes delictivas. Esta realidad im-
pone al Estado la obligación reforzada de actualizar y
fortalecer sus políticas públicas, protocolos de actuación y
estrategias de prevención, incorporando una perspectiva de
derechos humanos, enfoque de niñez y uso responsable de
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las tecnologías, a fin de anticipar los riesgos, prevenir la
comisión de delitos y garantizar entornos digitales seguros
para el pleno desarrollo de las personas menores de edad.

En México, el número de niñas, niños y adolescentes des-
aparecidos o no localizados ha crecido de forma significa-
tiva. En 2024, más de 2,541 menores fueron reportados co-
mo desaparecidos, lo que representa un incremento del 65
por ciento respecto a 2023, siendo esta la cifra más alta
desde que hay registro estadístico.

De acuerdo al Registro Nacional de Personas Desapareci-
das y No Localizadas en el país hay al menos 12,755 me-
nores que desaparecieron entre 0 y 17 años de edad, sien-
do el rango 10–17 años el más afectado, y con un mayor
número de casos en entidades como Estado de México, Ta-
maulipas, Jalisco, Puebla y Nuevo León. Es importante
destacar que las mujeres son las que representan el mayor
porcentaje en desapariciones con el 55.13 por ciento, se-
guido de los niños con 44.55 por ciento y con el 0.32 por
ciento como “indeterminados”.

Es importante destacar que los delitos cibernéticos consti-
tuyen una problemática de carácter global que afecta de
manera particular a niñas, niños y adolescentes. En julio de
2025, la organización Save the Children publicó el estudio
titulado “Redes que atrapan”1, en el cual se analiza la evo-
lución de las dinámicas de interacción en los entornos di-
gitales y la forma en que estas han transformado los meca-
nismos de captación de personas menores de edad con
fines de explotación sexual. Dicho estudio documenta que
los métodos utilizados por los agresores van desde estrate-
gias directas y agresivas hasta formas sofisticadas de ma-
nipulación, engaño y embaucamiento, diseñadas para ge-
nerar confianza y dependencia emocional en las víctimas. 

Dentro de este contexto, el grooming ha sido identificado
como una modalidad específica de violencia digital en la
que personas adultas utilizan la manipulación, el engaño y
la coacción para contactar, controlar y explotar sexualmen-
te a niñas, niños y adolescentes, valiéndose de plataformas
digitales y redes sociales como principal medio de aproxi-
mación. Esta práctica constituye una grave vulneración a
los derechos humanos de la niñez, particularmente al dere-
cho a la integridad personal, a la dignidad y al libre desa-
rrollo de la personalidad.

Si bien es cierto que el avance tecnológico ha permitido
una comunicación más inmediata, masiva y constante,

también ha generado nuevos riesgos cuando no existen me-
canismos adecuados de prevención, supervisión y educa-
ción digital. 

El contacto a través de redes sociales, videojuegos en línea
o plataformas de streaming coloca a niñas, niños y adoles-
centes en una situación de especial vulnerabilidad, pues
muchas veces acceden a estos espacios con fines recreati-
vos o de socialización, sin dimensionar los riesgos existen-
tes. Esta circunstancia es aprovechada por agresores que,
mediante prácticas sistemáticas y deliberadas, atentan con-
tra su derecho al libre desarrollo, su seguridad y su integri-
dad, lo que obliga al Estado a adoptar medidas preventivas
y de protección reforzada frente a estos nuevos escenarios
de violencia.

El uso de los medios tecnológicos debe concebirse como
una herramienta de apoyo para el desarrollo integral y no
como un factor de riesgo para su seguridad. Los entornos
digitales deben constituirse como espacios seguros, cuyo
uso se oriente principalmente a fines recreativos, educati-
vos y formativos, así como a la obtención de información
confiable que contribuya a sus actividades cotidianas y a su
aprendizaje. 

En consecuencia, resulta indispensable que dichos espacios
sean diseñados, regulados y supervisados bajo un enfoque
de protección integral, a fin de evitar que se conviertan en
escenarios de exposición a la violencia, la explotación o
cualquier otra forma de vulneración a los derechos de las
personas menores de edad.

Los recientes hechos en los que dos menores de edad, re-
portadas como desaparecidas en el municipio de Nezahual-
cóyotl, Estado de México, fueron posteriormente localiza-
das en la Terminal de Autobuses de Pasajeros de Oriente,
evidencian fallas estructurales en los mecanismos de pre-
vención, detección temprana y acompañamiento institucio-
nal, particularmente frente a los riesgos derivados de la
interacción digital y el uso de redes sociales por parte de
niñas, niños y adolescentes.

Sin embargo, la localización de las menores no debe en-
tenderse como la conclusión satisfactoria del problema, si-
no como una alerta institucional que pone de manifiesto la
necesidad de fortalecer acciones preventivas, campañas de
concientización dirigidas a madres, padres y tutores, así co-
mo mecanismos de supervisión y educación digital con en-
foque de derechos humanos.
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Resulta indispensable fortalecer la coordinación interinsti-
tucional entre autoridades de seguridad, procuración de
justicia, educación y protección integral de la niñez, a fin
de construir respuestas oportunas, eficaces y preventivas,
que permitan reducir los riesgos, proteger a las personas
menores de edad y generar entornos seguros tanto físicos
como digitales.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente pro-
posición con:

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Fiscalía Ge-
neral de la República y a las fiscalías de las entidades fe-
derativas a fortalecer la coordinación institucional para la
atención inmediata, localización y protección de niñas, ni-
ños y adolescentes reportados como desaparecidos o no lo-
calizados, privilegiando el interés superior de la niñez, evi-
tando su revicitimización y garantizando, en el ámbito de
sus competencias, el acompañamiento psicológico, social y
jurídico a las familias y a las personas menores de edad in-
volucradas en este tipo de casos, a fin de asegurar su pro-
tección integral y evitar afectaciones posteriores.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Gobernación, a través del Sistema Nacional de Protección
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes (Sipinna), a im-
pulsar y fortalecer las campañas nacionales de prevención
y concientización, dirigidas a madres, padres, tutores y
centros educativos sobre los riesgos asociados al uso de
plataformas digitales, redes sociales y entornos virtuales
por parte de menores de edad.

Tercero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Seguridad y Protección Ciudadana a fortalecer y actualizar
los protocolos de búsqueda inmediata de niñas, niños y
adolescentes, incorporando criterios específicos y diferen-
ciados para los casos vinculados con interacción digital, re-
des sociales, videojuegos en línea y plataformas en línea,
con el objetivo de reducir los tiempos de localización.

Nota

1 Redes que atrapan, Save the Children, julio de 2025, Disponible en
línea: 

https://www.savethechildren.es/sites/default/files/2025-07/Re-
des_que_atrapan_STC.pdf 20/01/2026

Palacio Legislativo de San Lázaro, febrero del 2026.— Diputada Mó-
nica Becerra Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

EXHORTO A LA CNDH, A PROMOVER ACCIÓN DE
INCONSTITUCIONALIDAD EN CONTRA DE LA

LEY GENERAL DE AGUAS, POR LA FALTA DE
CONSULTA PREVIA, LIBRE E INFORMADA A PUE-
BLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS Y DIVERSAS

VIOLACIONES AL PROCESO LEGISLATIVO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la
CNDH a promover acción de inconstitucionalidad en con-
tra de la Ley General de Aguas, por la falta de consulta pre-
via, libre e informada a pueblos y comunidades indígenas
y por diversas violaciones al proceso legislativo, así como
por la afectación al derecho humano al agua y al patrimo-
nio de millones de familias mexicanas, a cargo del dipu-
tado Paulo Gonzalo Martínez López, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

El que suscribe, diputado Paulo Gonzalo Martínez López,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y conforme a los artículos 79 y 100 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción de este pleno la proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta, respetuosamente, a la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos (CNDH) a promover acción
de inconstitucionalidad en contra de la Ley General de
Aguas por la falta de consulta previa, libre e informada a
pueblos y comunidades indígenas y por diversas violacio-
nes al proceso legislativo, así como por la afectación al de-
recho humano al agua y al patrimonio de millones de fa-
milias mexicanas, en especial productores agropecuarios y
usuarios rurales del recurso hídrico. Suscrito por los inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, al tenor de las siguientes:

Año II, Segundo Periodo, 10 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados126



Consideraciones

Primera. La denominada Ley General de Aguas fue apro-
bada en la Cámara de Diputados el 3 de diciembre de 2025
y en el Senado de la República el 4 de diciembre de 2025,
en un proceso legislativo extraordinariamente acelerado,
sin el tiempo razonable para un análisis técnico, jurídico,
presupuestal, ambiental y social de las más de 500 páginas
del dictamen.

La discusión en Cámara de Diputados se realizó bajo un es-
quema de trámite expedito, con comparecencias limitadas
y aceleradas, sin dictámenes alternos, y con más de 90 mo-
dificaciones de último minuto, lo que compromete la inte-
gridad del proceso legislativo.

Asimismo, este Congreso recibió alertas técnicas, reservas
y advertencias de riesgos publicadas por productores agrí-
colas, ganaderos y acuícolas, también por organismos, mu-
nicipios, industrias, especialistas, colegios de ingenieros y
asociaciones de usuarios del agua. Ninguna fue integrada.

La velocidad extrema de aprobación impidió un debate de-
mocrático informado, y constituyó una vulneración al prin-
cipio de deliberación parlamentaria plena, reconocido por
la Suprema Corte en diversas jurisprudencias relacionadas
con el debido proceso legislativo.

Segunda. El artículo 2 constitucional, Apartado B, fracción
IX, señala que “Las comunidades indígenas deberán ser con-
sultadas antes de aprobar cualquier norma o medida adminis-
trativa susceptible de afectar sus derechos o territorios.”

La Ley General de Aguas, por su naturaleza, modifica el
régimen de acceso, uso y administración del agua, recurso
intrínsecamente ligado a los sistemas comunitarios, formas
de organización, vida cotidiana, territorios tradicionales y
sistemas normativos indígenas.

A pesar de ello, no se llevó a cabo consulta previa, libre, in-
formada, culturalmente adecuada y de buena fe, tampoco
se realizaron procesos deliberativos regionales, ni mesas
comunitarias.

De la misma manera no se publicó una convocatoria ofi-
cial, no existió protocolo de consulta y finalmente no se in-
corporaron resultados de consulta alguna.

Por su parte, la Subsecretaría de Desarrollo Democrático,
Participación Social y Asuntos Religiosos (encargada de

los procesos de consulta indígena en otras materias) tam-
poco fue llamada y no participó.

Incluso el propio coordinador del Grupo Parlamentario
mayoritario reconoció públicamente en tribuna y durante la
discusión de dicha Ley que la consulta a los pueblos indí-
genas no se llevó a cabo.

Con esto, y dicho lo anterior, la ley incurre en una incons-
titucionalidad de origen, plenamente identificada por los
criterios de la Suprema Corte (acciones 32/2012, 84/2016,
33/2015) sobre normas emitidas sin cumplir el estándar de
consulta indígena.

Tercera. Por otra parte, el artículo 4 constitucional recono-
ce el derecho humano al agua en toda su amplitud. Este de-
recho implica que el Estado debe garantizar la disponibili-
dad del recurso, su asequibilidad económica, la calidad
para consumo humano, la accesibilidad física y adminis-
trativa para todos los sectores de la población, y la no re-
gresividad, que prohíbe emitir normas que reduzcan, limi-
ten o dificulten el ejercicio de derechos ya adquiridos por
las personas y comunidades. Estos principios no son opta-
tivos: son obligaciones directas para el legislador y para to-
da autoridad del Estado mexicano.

La nueva Ley General de Aguas aprobada por el Congreso se
aparta de estos mandatos constitucionales. Lo hace porque
centraliza excesivamente la gestión y administración del agua
en la Comisión Nacional del Agua (Conagua), sin establecer
mecanismos de fortalecimiento institucional que aseguren la
capacidad técnica, operativa o presupuestal para cumplir las
nuevas facultades que la propia ley le asigna. La concentra-
ción de decisiones en un solo órgano, sin contrapesos ni par-
ticipación efectiva de los estados, municipios y usuarios,
constituye una afectación directa a la gobernanza hídrica del
país.

A pesar de que el campo utiliza el 76 por ciento del agua
nacional y sostiene directa o indirectamente a más de 5 mi-
llones de familias mexicanas, la Ley General de Aguas no
contempla un régimen claro, diferenciado ni adecuado pa-
ra el uso agrícola y agropecuario. Esto genera incertidum-
bre para el sector productivo más importante del país, pues
no se consideran sus características técnicas, productivas y
socioeconómicas, ni se plantea un plan nacional de tecnifi-
cación con financiamiento suficiente para mejorar la efi-
ciencia en el uso del agua.
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En su conjunto, la Ley General de Aguas aprobada afecta
la certeza jurídica de los productores agropecuarios, pone
en riesgo el patrimonio de miles de familias rurales y au-
menta la discrecionalidad administrativa, al otorgar facul-
tades desproporcionadas a Conagua sin controles ni proce-
dimientos claros para proteger los derechos de los usuarios.
Además, al permitir la reasignación de volúmenes sin re-
glas objetivas, se abre la puerta al uso político del agua, lo
cual contradice el mandato constitucional de acceso equi-
tativo y gestión sostenible del recurso.

Cada uno de estos elementos configura una regresión en
derechos adquiridos, prohibida por la Constitución. La Su-
prema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido reitera-
damente que toda medida legislativa que implique retroce-
sos en la protección o ejercicio de derechos humanos debe
considerarse inconstitucional, salvo que el Estado acredite
una justificación excepcional, estricta y basada en eviden-
cia técnica, lo cual no ocurre en este caso. Por ello, la cons-
titucionalidad de esta ley es seriamente cuestionable desde
una perspectiva jurídica y de derechos humanos.

Cuarta. También, esta nueva Ley General de Aguas impo-
ne a los municipios nuevas cargas, obligaciones y respon-
sabilidades operativas sin otorgarles recursos presupuesta-
rios adicionales, sin prever mecanismos de fortalecimiento
técnico o administrativo, y sin asegurarles participación
efectiva en los órganos encargados de la gestión hídrica. Es-
ta estructura centraliza funciones en la Federación mientras
traslada responsabilidades a los ayuntamientos, generando
un desequilibrio que los deja jurídicamente expuestos y fi-
nancieramente imposibilitados de cumplir con los nuevos
mandatos.

Esta configuración vulnera directamente el artículo 115
constitucional, que reconoce a los municipios la responsa-
bilidad y la autonomía en los servicios de agua potable,
drenaje y alcantarillado, además de contradecir la jurispru-
dencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual
ha establecido reiteradamente que la Federación no puede
imponer cargas sin asignación presupuestaria ni invadir
competencias municipales. En conjunto, la ley aprobada
constituye una intromisión indebida en el ámbito munici-
pal y un riesgo para la continuidad y calidad de los servi-
cios locales de agua.

Quinta. Productores agrícolas, ejidos, módulos de riego,
asociaciones rurales, distritos de riego y comunidades indí-
genas de entidades como Chihuahua, Oaxaca, Chiapas, Ve-

racruz, Sonora, Sinaloa y Guerrero han señalado pública-
mente que no fueron consultados durante el proceso legis-
lativo de la nueva Ley General de Aguas. Las comunidades
indígenas han denunciado que se vulneró el derecho a la
consulta previa, libre, informada y culturalmente adecuada
consagrado en el artículo 2 constitucional y en el Convenio
169 de la OIT, lo cual por sí mismo constituye un vicio de
inconstitucionalidad de origen.

Diversos sectores productivos han advertido que la ley
aprobada vulnera derechos adquiridos en materia hídrica,
afecta la continuidad de sus títulos de concesión y abre la
puerta a discrecionalidad administrativa que podría tradu-
cirse en pérdidas económicas severas para agricultores, ga-
naderos y usuarios rurales. Su preocupación central radica
en que la recentralización propuesta no prevé mecanismos
de defensa efectivos ni criterios objetivos para determinar
aprovechamiento, volumen o reasignación, lo que genera
incertidumbre total sobre su actividad productiva.

Congresos estatales, como el de Chihuahua, ya han anun-
ciado la presentación de acciones jurídicas por la ausencia
de consulta indígena y por violación a la autonomía muni-
cipal. Organizaciones campesinas y colectivos de usuarios
han manifestado su intención de sumarse a recursos locales
y federales, señalando que la ley fue aprobada sin partici-
pación efectiva, sin análisis técnico suficiente y sin atender
las repercusiones económicas y culturales para las comuni-
dades que dependen directamente del recurso hídrico.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la
consideración de la honorable Cámara de Diputados la si-
guiente proposición con:

Punto de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados exhorta, respetuosa-
mente, a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
(CNDH) para que, en uso de sus facultades constituciona-
les, promueva la Acción de Inconstitucionalidad ante la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación contra la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se expide la Ley Gene-
ral de Aguas, y se reforman, derogan y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales, por su falta
absoluta de consulta previa, libre e informada a los pueblos
y comunidades indígenas, violando el artículo 2 constitu-
cional y el Convenio 169 de la OIT; así como por vulnera-
ciones al proceso legislativo, donde no existió un debate
técnico real ni una participación social efectiva.
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Segundo. La Cámara de Diputados exhorta, respetuosa-
mente, a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
(CNDH) a investigar y emitir las medidas pertinentes deri-
vadas de las múltiples denuncias públicas realizadas por
comunidades indígenas, organizaciones campesinas, usua-
rios agrícolas, asociaciones de riego y autoridades locales
respecto de las afectaciones derivadas de la aprobación de
la Ley General de Aguas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Paulo Gonzalo Martínez López (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

EXHORTO A LA SHCP Y AL INDEP, A GARANTIZAR
LA LIBERACIÓN INMEDIATA DE LOS TERRENOS,

AGILIZAR LA ATENCIÓN A USUARIOS Y ESTABLE-
CER MECANISMOS EFECTIVOS PARA RESOLVER
LA SITUACIÓN DE LOS PRODUCTORES AFECTA-

DOS POR LA EXTINCIÓN DE LA FINANCIERA
NACIONAL DE DESARROLLO AGROPECUARIO,

RURAL, FORESTAL Y PESQUERO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la
SHCP y al INDEP a garantizar la liberación inmediata de
los terrenos, agilizar la atención a usuarios y establecer me-
canismos efectivos para resolver la situación de los pro-
ductores afectados por la extinción de la Financiera Nacio-
nal de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y
Pesquero, a cargo del diputado Paulo Gonzalo Martínez
López, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Paulo Gonzalo Martínez López,
integrante del Partido Acción Nacional en la LXVI Legis-
latura, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y conforme a los artículos 79 y 100 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción de este pleno la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

Primera. La extinción de la Financiera Nacional de De-
sarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero dejó

en el abandono jurídico y administrativo a miles de pro-
ductores rurales que tenían créditos vigentes o bienes en
garantía. Se estima que más de 32,000 productores re-
sultaron afectados directa o indirectamente, muchos de
los cuales entregaron terrenos, parcelas o predios como
garantía hipotecaria.

Segunda. A pesar de que una parte significativa de los
usuarios ya liquidaron sus créditos en tiempo y forma,
tanto ante la extinta Financiera Rural como ante el Insti-
tuto para Devolverle al Pueblo lo Robado (Indep), a la fe-
cha no han recibido la liberación formal de sus terre-
nos en garantía, lo que constituye una violación a su
derecho a la certeza jurídica y patrimonial.

Tercera. La falta de atención, la ausencia de una ventani-
lla única, la opacidad en la información sobre expedientes,
y la inexistencia de un procedimiento claro para finiquitar
y liberar garantías han generado un limbo jurídico. Esto
afecta directamente la capacidad de los productores para
vender, heredar, trabajar o usar su propiedad como respal-
do financiero.

Cuarta. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
(SHCP) y el Indep instancias encargadas del proceso de li-
quidación no han brindado respuestas claras, ni plazos,
ni procedimientos eficaces, provocando retrasos de meses
e incluso años para liberar escrituras, lo cual pone en ries-
go el patrimonio de miles de familias del campo.

Quinta. La situación es particularmente grave para pro-
ductores rurales, ejidatarios y adultos mayores que depen-
den de estas tierras para su sustento. Muchos de ellos han
cumplido su obligación de pago, pero el gobierno federal
no ha cumplido su obligación de liberar las garantías,
manteniendo secuestrado el patrimonio de quienes ya no
tienen adeudos.

Sexta. Es responsabilidad del Estado garantizar procesos
administrativos ágiles, transparentes y respetuosos de los
derechos de los ciudadanos. La actual incertidumbre jurí-
dica viola principios de legalidad, seguridad jurídica y pro-
tección del patrimonio rural.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la
consideración de la honorable Cámara de Diputados la si-
guiente proposición con:
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Punto de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público y al Instituto para Devolverle
al Pueblo lo Robado, a liberar de manera inmediata y prio-
ritaria los terrenos, parcelas y propiedades que ya fueron li-
quidadas por los usuarios de la extinta Financiera Nacional
de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero,
garantizando la entrega de escrituras, cartas de liberación,
y documentación correspondiente.

Segundo. Se exhorta, respetuosamente, a la SHCP y al In-
dep a establecer con carácter urgente una ventanilla única
o plataforma digital especializada, que permita dar segui-
miento, validar expedientes, emitir constancias y agilizar la
liberación de garantías de los productores afectados, ase-
gurando mecanismos accesibles para comunidades rurales.

Tercero. La honorable Cámara de Diputados exhorta, res-
petuosamente, a la SHCP y al INDEP a informar de mane-
ra pública y detallada el número de expedientes pendientes
de liberación, el tiempo estimado de resolución, los crite-
rios utilizados para la entrega de garantías y las acciones
emprendidas para resolver el rezago generado por la extin-
ción de la Financiera Rural.

Cuarto. Se exhorta igualmente a la SHCP y al Indep a prio-
rizar la atención presencial y la asistencia técnica a los usua-
rios cuyos expedientes se encuentran detenidos, garantizando
atención digna, oportuna y con enfoque rural, particularmen-
te para adultos mayores y pequeños productores.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Paulo Gonzalo Martínez López (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

EXHORTO AL IMPI, A SUBSANAR EL ERROR
TIPOGRÁFICO CONTENIDO EN EL TÍTULO: 

PUBLICACIÓN DE DATOS RELACIONADOS CON
LA SOLICITUD DE DECLARACIÓN DE PROTEC-

CIÓN A LA INDICACIÓN GEOGRÁFICA CHILORIO
DE MOCOSITO, PARA QUE SEA SUSTITUIDO POR

EL TÉRMINO CHILORIO DE MOCORITO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al IMPI
a subsanar el error tipográfico contenido en el título: publi-
cación de datos relacionados con la solicitud de declara-
ción de protección a la indicación geográfica “Chilorio de
Mocosito”, para que sea sustituido por el término “Chilo-
rio de Mocorito”, a cargo del diputado Jesús Fernando Gar-
cía Hernández, del Grupo Parlamentario del PT

El suscrito, Jesús Fernando García Hernández, diputado in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
en la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 3,
numeral, 1 fracción XX; 6, numeral 1; fracción I; y 79, nu-
meral 2, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados; somete a consideración de esta honorable asamblea,
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial a realizar lo
que a sus facultades corresponda y sea subsanado el error
tipográfico contenido en el título: publicación de datos re-
lacionados con la Solicitud de Declaración de Protección a
la Indicación Geográfica “Chilorio de Mocosito”, para que
sea sustituido por el término “Chilorio de Mocorito”, al te-
nor de la siguientes:

Consideraciones

En la edición matutina del Diario Oficial de la Federación,
de fecha 20 de enero de 2026, consta la publicación de da-
tos relacionados con la Solicitud de Declaración de Protec-
ción a la Indicación Geográfica “Chilorio de Mocosito”.

La declaración tiene como fundamento lo dispuesto en los
artículos 275 y 281 de la Ley Federal de Protección a la
Propiedad Industrial. 

Deriva de la solicitud presentada por el Consejo para el De-
sarrollo Económico de Sinaloa, “mediante escrito recibido
en el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial el 15 de
octubre de 2025”, según la publicación oficial.

La publicación refiere:
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Nombre del solicitante como el “Consejo para el De-
sarrollo Económico de Sinaloa, representada por la Lic.
Mercedes Dorado Bojórquez”.

Nombre de la Indicación Geográfica como “Chilorio
de Mocorito”, 

Descripción del producto o productos que ésta abar-
ca, donde explica que “el “Chilorio de Mocorito” es un
platillo de carne de cerdo cocinada en una salsa de chi-
les, ajo, orégano, comino, pimienta y vinagre; la carne
queda suave y se deshebra, para después comerse en ta-
cos con tortillas de maíz, acompañada con frijoles refri-
tos o cebollas curtidas con limón, se distingue por su sa-
bor y olor intenso, rico, inigualable y ligeramente
picante, con notas ahumadas y sazonado en especias, re-
sultado de la cocción de la carne, cocinada a fuego len-
to”. Describe que “el término chilorio suele atribuirse al
uso predominante de chiles, aunque en realidad no es pi-
cante. Dicho producto, se caracteriza por su preparación
artesanal, creando una experiencia gustativa compleja y
satisfactoria”. Agrega que “usualmente se elabora con
pierna o lomo, se adereza en un adobo de chiles secos,
entre ellos pasilla y anchos, rehidratados y molidos, así
como especias regionales que son el alma de esta rece-
ta; se cuece con manteca, adoptando una consistencia y
textura jugosa en tonos que varían entre un naranja y un
café rojizos, preservando la herencia gastronómica de la
región” y que “el Chilorio de Mocorito es un platillo
presente en las cocinas regionales tradicionales desde
hace más de 300 años haciéndolo único particularmente
por la preparación de la carne de cerdo típica de la es-
pecie del Jabalí en la región del Évora, cerdos cazados
dentro de la Sierra Madre Occidental en donde desem-
boca la Sierra de Mocorito”.

El lugar o lugares de extracción, producción o elabo-
ración de productos a proteger, la delimitación de la
zona geográfica, donde se explica que “la mayoría de
los ingredientes que conforman el tradicional Chilorio
de Mocorito son obtenidos dentro del municipio de Mo-
corito, Sinaloa”, se precisa que “la carne es el ingre-
diente y base fundamental del Chilorio de Mocorito, ya
que es proveniente de granjas familiares y pequeñas
unidades de producción porcina ubicadas en comunida-
des como Recoveco, el valle, Rosa Morada y San Beni-
to, comunidades pertenecientes al Municipio de Moco-
rito” y se informa que “el Municipio de Mocorito,
Sinaloa colinda al norte con el municipio de Sinaloa de

Leyva, al este con Badiraguato, al sur con Culiacán y
Navolato, y al oeste con Salvador Alvarado y Angos-
tura. Tiene su ubicación geográfica entre los paralelos
24° 54’ y 25° 49’ de latitud norte; los meridianos 107°
30’ y 108° 03’ de longitud oeste y altitud entre 100 y
2200 m”.

Asimismo, el domicilio en el que se encontrará abierto
para consulta pública el expediente de la solicitud de
declaración y en el que se recibirán los documentos re-
lacionados con la misma.

No obstante, la propiedad que en lo general presenta el or-
den de la redacción, se advierte en el título del encabezado
un error de carácter tipográfico, cuando se lee: publicación
de datos relacionados con la Solicitud de Declaración de
Protección a la Indicación Geográfica “Chilorio de Moco-
sito”.

En razón de ello y en el ánimo de abonar a los principios
de transparencia y credibilidad, tanto como al interés en la
forma de redacción y propósito de la publicación oficial,
someto a consideración de esta soberanía la siguiente pro-
posición con:

Punto de Acuerdo

Único.- La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al Instituto Mexica-
no de la Propiedad Industrial para que, en uso de sus fa-
cultades, haga lo procedente de manera que en cumpli-
miento a la precisión y transparencia debidas y al propósito
que corresponde, se realice y publique la corrección que
subsane el error tipográfico contenido en el título: publica-
ción de datos relacionados con la Solicitud de Declaración
de Protección a la Indicación Geográfica “Chilorio de Mo-
cosito”, para que este último concepto sea sustituido por el
término “Chilorio de Mocorito”.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputado Jesús Fernando García Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.
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EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA, A PROMOVER CON-
VENIOS CON ORGANIZACIONES DE LA SOCIE-
DAD CIVIL ESPECIALIZADAS EN ADICCIONES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Ssa
del estado de Coahuila de Zaragoza a promover convenios
con organizaciones de la sociedad civil especializadas en
adicciones, para que de manera oportuna e integral las per-
sonas con consumo problemático de sustancias y sus fami-
lias puedan acceder a atención y rehabilitación integral, a
cargo del diputado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja, del
Grupo Parlamentario del PT

El que suscribe, diputado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, así
como demás disposiciones aplicables, someto a considera-
ción de esta soberanía la siguiente proposición con punto
de acuerdo por el que se exhorta, respetuosamente, al se-
cretario de Salud del estado de Coahuila de Zaragoza, a
promover convenios con organizaciones de la sociedad ci-
vil especializadas en adicciones, para que de manera opor-
tuna e integral las personas con consumo problemático de
sustancias y sus familias puedan acceder a atención y reha-
bilitación integral, digna y con enfoque de derechos huma-
nos, al tenor de los siguientes:

Antecedentes

Datos de la Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, Al-
cohol y Tabaco 2025 (Encodat),1 señalan que el consumo
de sustancias psicoactivas es un fenómeno mundial. Esti-
maciones recientes muestran que alrededor de 2,500 millo-
nes de personas mayores de 15 años consumen bebidas al-
cohólicas.2 Además, se estima que 1,245 millones de
personas mayores de 15 años usan productos de tabaco.3

Asimismo, es importante considerar la continua diversifi-
cación e introducción de nuevos productos al mercado de
sustancias, como es el caso de los productos emergentes de
tabaco y nicotina.4 Finalmente, se calcula que 316 millones
de personas de 15 a 65 años utilizan sustancias psicoacti-
vas distintas al alcohol y al tabaco.5

“El consumo de sustancias psicoactivas continúa siendo
uno de los desafíos más relevantes para los sistemas de sa-
lud en el mundo. La realidad actual nos exige analizar con

rigor aquello que subyace a los patrones contemporáneos
de uso, incluidos factores sociales, tecnológicos y econó-
micos que hoy transforman la disponibilidad, la potencia y
las formas de acceso a las sustancias psicoactivas. Estos
procesos, aunados a la circulación de opioides sintéticos y
estimulantes de alta pureza, representan una amenaza cre-
ciente para la salud pública y para la gobernabilidad de las
naciones. 

En México, este gobierno ha asumido el compromiso de
fortalecer el sistema nacional de salud con una visión in-
novada y transformadora, sustentada en la ciencia, la ética
y la equidad. Sabemos que, para atender un problema tan
dinámico como el consumo de sustancias psicoactivas, las
respuestas deben ser más eficaces, integrales y mejor arti-
culadas que en el pasado. Nuestro deber es consolidar po-
líticas que no solamente contengan el fenómeno, sino que
lo anticipen y lo enfrenten con información precisa, mejo-
res intervenciones preventivas y servicios de atención
oportunos y centrados en las personas. 

La vigilancia epidemiológica es un componente funda-
mental de esta estrategia. El análisis detallado del inicio del
consumo, los factores de riesgo, la magnitud del problema
y la evolución de los patrones de uso nos permite interve-
nir de forma más temprana y más eficaz. En este sentido,
la Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, Alcohol y
Tabaco (Encodat) 2025 constituye un instrumento clave
para orientar nuestras políticas y programas.”

Por su parte la Norma Oficial Mexicana 028-SSA2-2009
señala que el consumo problemático de sustancias psicoac-
tivas está vinculado con la aparición de diversas afectacio-
nes en la salud y en el entorno social de las personas, entre
las que se encuentran trastornos psicosociales y psiquiátri-
cos, infecciones de transmisión sexual, conductas delicti-
vas, lesiones derivadas de causas externas, complicaciones
durante el embarazo, síndrome de abstinencia en recién na-
cidos, alteraciones a nivel neuronal y casos de muerte sú-
bita, entre otras consecuencias de alta gravedad.

El uso y abuso de sustancias psicoactivas constituye una pro-
blemática en constante crecimiento que demanda atención
prioritaria por parte del gobierno federal, las entidades fede-
rativas, los municipios y la sociedad en su conjunto. Su abor-
daje requiere la disponibilidad de recursos humanos especia-
lizados, así como de personal técnico y profesional
debidamente capacitado en labores de prevención, orienta-
ción, atención y tratamiento de las adicciones. De igual for-
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ma, resulta indispensable fortalecer los mecanismos de coor-
dinación interinstitucional entre los distintos programas y
servicios existentes en el país, a fin de desarrollar e imple-
mentar estrategias integrales que incluyan investigación, pre-
vención, tratamiento, rehabilitación, reducción de daños, re-
gulación normativa y legal, sensibilización social y
capacitación continua. Todo ello con el propósito de asegurar
que las acciones emprendidas tengan un impacto efectivo en
beneficio de la población y que la prestación de los servicios
se realice bajo condiciones y requisitos mínimos de calidad,
contribuyendo a disminuir la incidencia y prevalencia del
consumo de sustancias psicoactivas, así como la morbilidad
y mortalidad asociadas a esta problemática.

Considerandos

1. Que el consumo de sustancias psicoactivas, particular-
mente alcohol y metanfetaminas, constituye uno de los
principales problemas de salud pública en México y en el
estado de Coahuila,6 con impactos directos en la salud, la
seguridad, la cohesión social y el bienestar familiar.

2. Que la Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, Al-
cohol y Tabaco (Encodat 2025) revela que el 73.7 por
ciento de la población mexicana entre 12 y 65 años ha
consumido alcohol alguna vez en su vida, registrándose
incrementos relevantes en patrones de consumo excesivo
y en grupos poblacionales jóvenes.

Que la prevalencia del consumo de cualquier droga al-
guna vez en la vida en la población mexicana de 12 a 65
años aumentó de 10.3 por ciento en 2016 a 14.4 por
ciento en 2025. 

Que de las personas que reportaron haber consumido
drogas en el último año en 2025, el 9.9 por ciento ha es-
tado en algún tratamiento alguna vez en la vida (hom-
bres, 10.5 por ciento, mujeres, 8.4 por ciento).

3. En el caso de Coahuila,7 diversos análisis periodísticos
y técnicos advierten que la entidad se ubica entre los pri-
meros lugares a nivel nacional en consumo excesivo de al-
cohol, particularmente en población masculina, superando
el promedio nacional, lo que representa una alerta para las
instituciones de salud y seguridad pública del estado. 

4. Organismos especializados y de la sociedad civil8 han
señalado que la ausencia de políticas integrales de preven-
ción, regulación y control del consumo de alcohol y otras

drogas incrementa la carga de enfermedad, los costos so-
ciales y económicos, y la vulnerabilidad de niñas, niños,
adolescentes y jóvenes, destacando la necesidad de enfo-
ques preventivos, regulatorios y de atención temprana con
perspectiva de derechos humanos.

5. Que el derecho a la protección de la salud, consagrado
en el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, mandata a las autoridades de los tres
órdenes de gobierno la obligación de implementar políticas
públicas eficaces para la prevención, tratamiento y control
de las adicciones. 

6. Que la evidencia nacional e internacional demuestra que
las políticas públicas integrales, que combinan prevención
temprana, tratamiento accesible y acompañamiento fami-
liar, son las más eficaces para reducir la prevalencia del
consumo y mitigar los daños asociados a las adicciones. 

7. Que el fortalecimiento de campañas educativas en es-
cuelas, comunidades y medios de comunicación, así como
la creación de espacios de apoyo para familiares, resulta
fundamental para romper ciclos de violencia, estigmatiza-
ción y abandono institucional.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
este pleno el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta, respe-
tuosamente, al secretario de Salud del estado de Coahuila de
Zaragoza, ciudadano Eliud Felipe Aguirre Vázquez, en su ca-
lidad de presidente del Consejo Estatal de Salud Mental y
Adicciones para que, en el ámbito de sus atribuciones impul-
se la colaboración, coordinación o suscripción de convenios
con organizaciones de la sociedad civil especializadas en la
prevención, atención y rehabilitación de las adicciones, a fin
de generar en las distintas instancias de la administración pú-
blica estatal un espacio en el que puedan difundir informa-
ción y atención de manera oportuna para aquellas personas
que tengan un consumo problemático con alguna sustancia y
a sus familias, garantizando una atención integral, digna y
con enfoque de derechos humanos.

Notas

1 Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, Alcohol y Tabaco 2025
(ENCODAT) Disponible en: 
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https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/1044513/enco-
dat_-_completo.pdf

2 World Health Organization. Global status report on alcohol and he-
alth and treatment of substance use disorders. Geneva; 2024.

3 World Health Organization. World health statistics 2025: monitoring
health for the SDGs, Sustainable Development Goals [Internet]. Gene-
va; 2025. Available from: 

https://www.who.int/ publications/i/item/9789240110496/

4 Sóñora G, Reynales-Shigematsu LM, Barnoya J, Llorente B, Szklo
AS, Thrasher JF. Achievements, challenges, priorities and needs to ad-
dress the current tobacco epidemic in Latin America. Tob Control.
2022 Mar;31(2):138–41.

5 United Nations on Drugs and Crime. World Drug Report 2025. Vien-
na, Austria; 2025.

6 Aramayo, N. (21, julio de 2021) Cristal, la droga más consumida en
Coahuila; provoca efectos devastadores inmediatos. Vanguardia.

7 Alvarado, A. (05/01/2026) Alcoholismo enciende alertas: Coahuila
entre los estados con mayor consumo excesivo de alcohol. Vanguardia. 

https://vanguardia.com.mx/coahuila/alcoholismo-enciende-alertas-
coahuila-entre-los-estados-con-mayor-consumo-excesivo-de-alco-
hol-AC18836776

8 Poder consumidor (202, noviembre 13) Menos alcohol, más salud:
hacia una política nacional y fiscal del alcohol. Youtube

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS DEPENDENCIAS 
FEDERALES Y DEL ESTADO DE COAHUILA

DE ZARAGOZA, A ABSTENERSE DE CRIMINALI-
ZAR LA PROTESTA Y LA DEFENSA LEGÍTIMA DE
DERECHOS LABORALES DE EXTRABAJADORES

DE ALTOS HORNOS DE MÉXICO 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas dependencias federales y del estado de Coahuila de Za-
ragoza a abstenerse de criminalizar la protesta y la defensa
legítima de derechos laborales de extrabajadores de Altos
Hornos de México, a cargo del diputado Ricardo Sóstenes
Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario del PT

El que suscribe, diputado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, así
como demás disposiciones aplicables, someto a considera-
ción de esta soberanía la siguiente proposición con punto
de acuerdo por el que se exhorta, respetuosamente, a la Fis-
calía General del estado de Coahuila de Zaragoza, a la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos, a la Comisión de
Derechos Humanos del estado de Coahuila de Zaragoza, a
abstenerse de criminalizar la protesta y la defensa legítima
de derechos laborales de ex trabajadores de Altos Hornos
de México (AHMSA), particularmente del ciudadano Juan
Hervey Valenzuela de la Torre, y a privilegiar el diálogo y
la protección de derechos humanos en el marco del proce-
so de quiebra y liquidación de la empresa; conforme a los
siguientes:

Antecedentes

1. Diversas notas periodísticas dan cuenta de que AHMSA
fue declarada en quiebra en 2024 y que miles de trabajadores
y extrabajadores reportan años sin salario y sin liquidación,
en un entorno de alta afectación social y económica para la
región centro de Coahuila y adeudos laborales vigentes.1

2. Se ha documentado que extrabajadores han mantenido
guardias y acciones de vigilancia en accesos de la empresa,
ante versiones y temores de extracción de maquinaria y ma-
teriales sin la certeza suficiente sobre su legal procedencia
y/o autorización en el marco del concurso/quiebra, señalando
riesgos de perjuicio para los acreedores laborales. Motivo por
el cual los trabajadores, han optado por el resguardo de bie-
nes y maquinaria, para evitar la extracción.2
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3. Específicamente, un grupo de trabajadores, entre ellos
Juan Hervey Valenzuela mantiene presencia en las puertas
1 y 3 de AHMSA en Monclova, con el propósito de impe-
dir que personas vinculadas a anteriores administraciones o
a intereses particulares sustraigan material, maquinaria o
bienes que, por su naturaleza y valor, podrían ser relevan-
tes para la masa concursal y, en su caso, para el pago de
créditos laborales.3

4. En fechas recientes se informó que la Fiscalía General
del Estado citó a Juan Hervey Valenzuela de la Torre para
comparecer en calidad de imputado por el presunto delito
de despojo, vinculado al resguardo obrero en la puerta 3; se
ha señalado inconformidad obrera por ocurrir tras un pe-
riodo prolongado de vigilancia pacífica, sin incidentes ni
denuncias previas, y por presuntas irregularidades o falta
de claridad en el citatorio. 

5. Datos públicos de la comparecencia. Se reportó que la
citación se tramita dentro de una carpeta/expediente identi-
ficado como 1000/MON/UTMCP/2025, y que se fijó com-
parecencia para el 11 de febrero de 2026 (horario reporta-
do: 14:00 horas), además de referirse que el documento
tendría fecha previa (2 de diciembre de 2025) y fue notifi-
cado tiempo después. 

Consideraciones

I. Que el derecho a la protesta y a la defensa de derechos
laborales es legítimo y protegible. La Constitución recono-
ce libertades de expresión, reunión y asociación, y manda-
ta a todas las autoridades a promover, respetar, proteger y
garantizar derechos humanos bajo los principios de univer-
salidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.
En materia laboral, el artículo 123 constitucional tutela de-
rechos de las personas trabajadoras, y el Estado tiene deber
reforzado de protección cuando se trata de salarios, presta-
ciones y liquidaciones.

II. Que la vía penal no debe emplearse como herramienta
de presión en conflictos de naturaleza social o laboral. El
uso del derecho penal para inhibir una protesta pacífica o
para desplazar una controversia laboral hacia una lógica
punitiva puede producir un efecto amedrentador, debilitar
la defensa colectiva y agravar la vulnerabilidad de las fa-
milias afectadas.

III. Que es imperante preservar activos y transparentar mo-
vimientos de bienes es de interés público. En un proceso de
liquidación, la protección, inventario, custodia y eventual

disposición de activos debe realizarse con máxima transpa-
rencia y con prioridad a los créditos laborales conforme al
orden aplicable. La conflictividad social se incrementa
cuando existen percepciones de extracción irregular de ma-
quinaria o materiales, como han denunciado los propios
trabajadores en medios. 

IV. Que los hechos que alertan sobre posible criminaliza-
ción. La citación como imputado por “despojo” a un porta-
voz visible del resguardo obrero en Puerta 3, después de
años de vigilancia reportada, ha sido presentada pública-
mente como un giro que podría interpretarse como intento
de debilitamiento del movimiento, lo cual amerita que este
Congreso exhorte a que cualquier actuación ministerial se
apegue estrictamente a derechos humanos, legalidad, debi-
do proceso y proporcionalidad.

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Fiscalía General
del estado de Coahuila de Zaragoza para que, en el ámbito de
sus atribuciones y con enfoque de derechos humanos, se abs-
tenga de criminalizar la protesta social y la defensa legítima
de derechos laborales de los trabajadores y ex trabajadores de
AHMSA; garantice que cualquier investigación relacionada
con el presunto delito de despojo observe estrictamente los
principios de legalidad, mínima intervención penal, propor-
cionalidad, presunción de inocencia, debido proceso y acce-
so a la carpeta de investigación y evite el uso de medidas de
apremio o fuerza pública que, sin justificación legal estricta y
sin valoración de riesgo, puedan constituir amedrentamiento
o escalamiento del conflicto.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos para que, en el ámbito
de sus atribuciones, realice acciones de observación, acom-
pañamiento y seguimiento sobre la actuación de autorida-
des estatales vinculadas al caso, con énfasis en el respeto al
debido proceso, la presunción de inocencia, la libertad de
expresión, reunión y la protección del derecho al trabajo
del ciudadano Juan Hervey Valenzuela y de estimarlo pro-
cedente, emita una recomendación o informe especial que
corresponda, para garantizar la no repetición y la protec-
ción efectiva de los derechos humanos de las personas tra-
bajadoras afectadas.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 10 de febrero de 2026 / Apéndice I135



Derechos Humanos del estado de Coahuila de Zaragoza
para que, en el ámbito de sus atribuciones, brinde acompa-
ñamiento a las personas trabajadoras y a sus representan-
tes; realice observación y seguimiento de la comparecencia
y actuaciones ministeriales referidas en medios; y, en su
caso, emita recomendaciones para prevenir actos de hosti-
gamiento, intimidación o uso indebido de la acción penal.

Notas

1 El Siglo de Torreón, Juzgado convoca a la subasta de Altos Hornos
de México, 3 feb 2026 - 16:25 [en línea] 

https://www.elsiglodetorreon.com.mx/noticia/2026/juzgado-con-
voca-a-la-subasta-de-altos-hornos-de-mexico.html [Fecha de con-
sulta: 9 de febrero de 2026]

2 El Siglo de Torreón, Acusa FGE a líder o obrero de AHMSA de des-
pojo por bloquear la acerera, 6 feb 2026 - 21:05, [en línea] 

https://www.elsiglodetorreon.com.mx/noticia/2026/acusa-fge-a-li-
der-o-obrero-de-ahmsa-de-despojo-por-bloquear-la-acerera.html
[Fecha de consulta: 9 de febrero de 2026]

3 Obreros festejan próxima subasta de AHMSA luego de tres años sin
salarios, 04 de febrero de 2026 08:22, [en línea] 

https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/02/04/sociedad/obre-
ros-festejan-proxima-subasta-de-ahmsa-luego-de-tres-anos-sin-sa-
larios[Fecha de consulta: 9 de febrero de 2026]

Dado en el Palacio de San Lázaro, el 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

SE INTENSIFIQUEN ACCIONES DE VIGILANCIA
EPIDEMIOLÓGICA, PREVENCIÓN, 

VACUNACIÓN MASIVA, COMUNICACIÓN SOCIAL
Y MINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS 

NECESARIOS PARA LA CONTENCIÓN DEL
AUMENTO DE CONTAGIOS DE SARAMPIÓN 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la
SSA, a la SEP, y a la SHCP a intensificar las acciones de
vigilancia epidemiológica, prevención, vacunación masi-
va, comunicación social y ministración de los recursos ne-

cesarios para la contención del aumento de contagios de sa-
rampión en el territorio nacional, a cargo del diputado Ru-
bén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del
PRI

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, de la LXV Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, nu-
meral 2, fracción III, y demás aplicables del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta
Honorable asamblea, la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

En los últimos meses, México ha enfrentado un resurgi-
miento significativo de casos de sarampión, una enfermedad
viral altamente contagiosa que, pese a ser prevenible me-
diante vacunación, ha mostrado una transmisión activa y
sostenida en múltiples entidades del país. De acuerdo con los
más recientes informes epidemiológicos, hasta principios de
febrero de 2026 se han acumulado más de 7 mil 900 casos
confirmados de sarampión en territorio nacional desde el
inicio del brote en 2025, con al menos 26 a 27 defunciones
asociadas a esta enfermedad, lo que representa un incremen-
to sustancial respecto a años recientes e indica un desafío sa-
nitario creciente para nuestro sistema de salud pública.1

Este aumento en los contagios es evidente en diversas re-
giones del país, con estados como Chihuahua fungiendo
como epicentro del brote y reportando miles de casos, se-
guido por entidades como Jalisco, Chiapas, Michoacán,
Guerrero, Sinaloa y la Ciudad de México, donde también
se han identificado casos confirmados. En particular, en la
Ciudad de México los contagios pasaron de cinco casos en
diciembre de 2025 a más de 120 en enero de 2026, lo que
ha motivado un refuerzo urgente de las acciones de vacu-
nación y vigilancia sanitaria local.

La dispersión de casos y la transmisión activa reportada en
al menos 23 estados de la República reflejan que este bro-
te no es un hecho aislado, sino un fenómeno epidemiológi-
co con capacidad de afectar gravemente la salud pública
nacional. Las cifras revelan que tanto la población infantil
como segmentos de adultos jóvenes están siendo afecta-
dos: los grupos más vulnerables incluyen niñas y niños de
entre uno y cuatro años, así como de cinco a nueve años,
aunque también se observa incidencia significativa en
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adultos de 20 a 44 años, lo que subraya rezagos en la co-
bertura de inmunización incluso entre población adulta.

Este repunte ocurre en un contexto donde la cobertura de
vacunación contra el sarampión se encuentra por debajo
del umbral del 95 % que se considera necesario para lograr
y sostener la inmunidad comunitaria. Las autoridades de
salud han enfatizado que una proporción considerable de
los casos corresponde a personas que no estaban completa-
mente inmunizadas, lo que evidencia brechas en los esque-
mas de vacunación y, en algunos casos, deficiencias en el
acceso regular a servicios de inmunización.

Si bien México, junto con otros países de la Región de las
Américas, había logrado certificar y sostener la elimina-
ción endémica del sarampión en años recientes, las recien-
tes dinámicas epidemiológicas han puesto en riesgo ese es-
tatus, obligando a la Organización Panamericana de la
Salud (OPS) y a la Secretaría de Salud a revisar y reforzar
estrategias de vacunación masiva, vigilancia epidemiológi-
ca y respuesta rápida ante brotes. La intensificación de
campañas de vacunación, con apertura de esquemas a ni-
ños, adolescentes y adultos hasta cierta edad, la implemen-
tación de brigadas móviles, visitas domiciliarias y la co-
municación en medios son parte de las acciones que deben
ser puestas en marcha para contener la propagación del vi-
rus y proteger a las comunidades más afectadas.2

La situación sanitaria derivada del aumento de contagios
de sarampión no solo implica un riesgo directo de enfer-
medad severa y complicaciones, especialmente entre in-
fantes y personas no vacunadas, sino que también repre-
senta un reto para los servicios de salud, la continuidad de
actividades educativas y laborales, y la confianza de la po-
blación en los programas de inmunización. Ante ello, re-
sulta imprescindible que el Congreso de la Unión, en el
ejercicio de sus funciones constitucionales y en coordina-
ción con las autoridades sanitarias federales y estatales,
fortalezca el marco legal y presupuestario necesario para
garantizar la sostenibilidad de las acciones de prevención,
la expansión de la cobertura de vacunación, el reforza-
miento de la vigilancia epidemiológica y la educación co-
munitaria para la protección integral de la salud pública.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la considera-
ción de esta soberanía, de urgente u obvia resolución la
siguiente propuesta

Punto de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Salud del Gobierno federal para que, en el ámbito de sus
atribuciones, refuerce de manera inmediata y sostenida las
acciones de vigilancia epidemiológica, prevención y con-
trol del sarampión, con énfasis en las entidades federativas
que registran mayor incidencia de casos, a fin de interrum-
pir su transmisión o contagio, y reducir el riesgo de com-
plicaciones y de defunciones asociadas a esta enfermedad.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Salud del Gobier-
no federal para que en coordinación con las Secretarías de
Salud de las entidades federativas, se intensifiquen y am-
plíen las campañas de vacunación masiva contra el saram-
pión, garantizando su abasto oportuno, la aplicación de es-
quemas completos y la priorización de niñas, niños,
adolescentes y personas adultas que no cuenten con ante-
cedentes de vacunación comprobables, particularmente en
zonas urbanas densamente pobladas y comunidades con
baja cobertura de inmunización.

Tercero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Educación Públi-
ca para que en coordinación con la Secretaría de Salud y
las autoridades educativas estatales, implementen acciones
preventivas en centros educativos, que incluya la revisión
de esquemas de vacunación, la difusión de información sa-
nitaria y la adopción de protocolos de actuación ante la de-
tección de casos sospechosos de sarampión, a fin de prote-
ger la salud de la comunidad escolar.

Cuarto. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público para que, en el marco de la dis-
ponibilidad presupuestaria aprobado por esta soberanía,
asegure la ministración y disposición de los recursos finan-
cieros necesarios que permitan fortalecer las campañas de
vacunación, la vigilancia epidemiológica y la atención mé-
dica derivada del brote de sarampión, sin afectar la presta-
ción regular de otros servicios esenciales de salud.

Notas

1. Milenio Diario, OPS revisa estatus de México por transmisión de sa-
rampión, sección Salud, 2026.– TV Azteca Noticias, Sarampión se dis-
para en México; supera los 5 mil contagios y se reportan más de 20
muertes, 2026.– Milenio Diario, Sarampión en la Ciudad de México:
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campaña de vacunación masiva como estrategia de contención, sección
Ciencia y Salud, 2026.

2. https://www.paho.org/es

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, el 10 de fe-
brero de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

SE INTENSIFIQUEN ACCIONES DE INVESTIGA-
CIÓN, BÚSQUEDA, LOCALIZACIÓN, COORDINA-
CIÓN INSTITUCIONAL Y ATENCIÓN A LAS FAMI-
LIAS DE LOS TRABAJADORES PRIVADOS DE LA

LIBERTAD EN CONCORDIA, SINALOA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a intensificar las acciones de investigación,
búsqueda, localización, coordinación institucional y aten-
ción a las familias de los trabajadores privados de la liber-
tad en el municipio de Concordia, Sinaloa, a cargo del
diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parla-
mentario del PRI

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, de la LXV Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, nu-
meral 2, fracción II, y demás aplicables del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta
honorable asamblea, la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El 23 de enero de 2026 se dio a conocer públicamente la pri-
vación ilegal de la libertad de diez trabajadores vinculados
a la empresa minera canadiense Vizsla Silver Corp., ocurri-
da en el municipio de Concordia, Sinaloa, cuando un grupo
armado irrumpió en el sitio donde los trabajadores se en-
contraban en su periodo de descanso y los sustrajo por la
fuerza, sin que hasta el momento exista información oficial
que confirme su paradero o su estado de salud, lo que ha ge-
nerado una profunda preocupación social y un clima de in-
certidumbre entre sus familiares y la comunidad en general.

De acuerdo con la información difundida por diversos me-
dios de comunicación de alcance nacional, las personas
privadas de la libertad se desempeñaban como ingenieros y
personal técnico del sector minero, algunos de ellos origi-
narios de distintas entidades federativas, situación que mo-
tivó la emisión de fichas de búsqueda y la intervención de
autoridades de diferentes estados, evidenciando la magni-
tud y complejidad del caso, así como la necesidad de una
actuación coordinada y eficaz por parte de las instancias
competentes.

Ante estos hechos, la Fiscalía General del estado de Sina-
loa inició una carpeta de investigación por el delito de de-
saparición cometida por particulares y ha llevado a cabo di-
versas diligencias ministeriales, entre ellas cateos
autorizados judicialmente; sin embargo, hasta el momento
no se han hecho públicos resultados concluyentes que per-
mitan conocer avances sustantivos en la localización de las
víctimas, lo que incrementa la preocupación de sus fami-
lias y refuerza la exigencia de transparencia y rendición de
cuentas en las investigaciones.

Por su parte, la empresa Vizsla Silver reconoció oficial-
mente los hechos, señaló que la seguridad y el bienestar de
sus trabajadores constituyen su máxima prioridad e infor-
mó la suspensión temporal de actividades en la zona afec-
tada, lo que pone de manifiesto no solo el impacto humano
del secuestro, sino también sus consecuencias económicas
y laborales, tanto para la empresa como para la región, al
afectar a un sector productivo estratégico.

Asimismo, organizaciones del sector, como la Asociación de
Ingenieros de Minas, Metalurgistas y Geólogos de México,
han expresado públicamente su preocupación y han solicita-
do la intervención decidida de las autoridades para lograr la
localización y liberación con vida de los trabajadores, refle-
jando la alarma existente en el gremio ante las condiciones de
inseguridad que enfrentan quienes desarrollan actividades
profesionales en zonas de alta conflictividad.

Este acontecimiento constituye un acto de violencia de al-
to impacto, al involucrar la privación de la libertad de diez
personas en un solo evento, en un contexto de persistente
inseguridad en diversas regiones del estado de Sinaloa,
donde la presencia de grupos armados y la comisión de de-
litos graves continúan afectando a la población civil, lo que
obliga a reforzar las acciones del Estado para garantizar el
derecho a la vida, a la libertad personal, a la seguridad y al
trabajo en condiciones dignas y seguras.
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Han pasado ya casi tres semanas, y los resultados de los
supuestos operativos de búsqueda emprendidos no han
logrado localizarlos con vida, en cambio, se han identifi-
cado a la fecha el cuerpo de tres de los trabajadores en
fosas clandestinas. 

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente propuesta

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Fiscalía Ge-
neral del Estado de Sinaloa para que intensifique las accio-
nes de investigación, búsqueda y localización con vida de
las personas mineras privadas de su libertad en el munici-
pio de Concordia, Sinaloa, garantizando que las diligencias
se realicen con debida diligencia, enfoque de derechos hu-
manos y perspectiva de atención a víctimas, y que se in-
forme de manera periódica y transparente sobre los avan-
ces del caso.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a la Fiscalía
General de la República, a la Secretaría de Seguridad y
Protección Ciudadana, a la Agencia de Investigación Cri-
minal y a la Guardia Nacional para que, en el ámbito de sus
atribuciones y conjuntamente, fortalezcan sus actuaciones
en la investigación de los hechos ocurridos en el municipio
de Concordia, Sinaloa, considerando la posible comisión
de delitos del fuero federal y la participación de grupos de-
lictivos organizados.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de Seguridad y Protección Ciudadana y a la Guardia Na-
cional para que refuerce la coordinación con las autorida-
des estatales y municipales de Sinaloa, a fin de implemen-
tar operativos de seguridad y acciones estratégicas que
contribuyan a la contención de la violencia en la región y a
la protección de la población civil.

Cuarto. La Cámara de Diputados exhorta a la Comisión
Nacional de Búsqueda de Personas para que, en coordina-
ción con la Comisión Estatal de Búsqueda de Sinaloa, im-
plemente mecanismos de búsqueda, con el fin de fortalecer
las acciones de localización de las personas privadas de la
libertad y garantizar la participación y acompañamiento
efectivo de sus familiares.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, el 10 de fe-
brero de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

SE FORTALEZCAN ACCIONES DE INVESTIGACIÓN
Y COORDINACIÓN EN MATERIA DE SEGURIDAD

Y PROTECCIÓN INSTITUCIONAL DERIVADAS DEL
ATAQUE ARMADO EN CONTRA DE DIPUTADOS

LOCALES DEL PARTIDO MOVIMIENTO CIUDADA-
NO EN CULIACÁN, SINALOA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la FGE
Sinaloa, a la FGR, a la SSPC a fortalecer las acciones de
investigación, coordinación, en materia de seguridad y pro-
tección institucional, derivadas del ataque armado en con-
tra de diputados locales de Movimiento Ciudadano en la
ciudad de Culiacán, Sinaloa, a cargo del diputado Rubén
Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, de la LXV Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, nu-
meral 2, fracción II, y demás aplicables del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta
honorable asamblea, la siguiente presente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El 28 de enero de 2026 se registró un ataque armado en la
ciudad de Culiacán, Sinaloa, en contra de los diputados lo-
cales Sergio Torres Félix y Elizabeth Rafaela Montoya
Ojeda, integrantes del Partido Movimiento Ciudadano,
quienes se trasladaban en un vehículo por una de las prin-
cipales vialidades de la capital del estado cuando fueron in-
terceptados por sujetos armados que abrieron fuego en su
contra, provocando lesiones de gravedad tanto a los legis-
ladores como a un escolta que los acompañaba.1

De acuerdo con la información difundida por medios de
comunicación nacionales e internacionales, el atentado
ocurrió a plena luz del día y en una zona urbana de alta
afluencia, lo que evidencia no solo la planeación y vio-
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lencia del ataque, sino también el riesgo al que se expone
la población civil ante este tipo de hechos, generando un
impacto social significativo y una percepción de vulnera-
bilidad en el espacio público.

Como consecuencia de la agresión, los diputados fueron
trasladados de emergencia a centros hospitalarios para
recibir atención médica especializada; se ha informado
que uno de los legisladores permanece en estado delica-
do y que la diputada sufrió lesiones de extrema gravedad
con secuelas permanentes, lo que da cuenta de la magni-
tud del daño físico y humano derivado de este acto vio-
lento dirigido contra representantes populares en ejerci-
cio de sus funciones.

Ante la gravedad de los hechos, autoridades federales y es-
tatales activaron mecanismos de coordinación en materia
de seguridad y procuración de justicia, y se informó públi-
camente que ya existen personas detenidas presuntamente
vinculadas con el ataque, así como el reforzamiento de la
presencia de fuerzas federales en el estado de Sinaloa, me-
diante el despliegue de elementos del Ejército Mexicano
con el objetivo de fortalecer las tareas de vigilancia, pre-
vención y disuasión del delito.

Este atentado contra diputados locales constituye un hecho
de violencia de alto impacto institucional, al atentar direc-
tamente contra personas investidas de representación de-
mocrática, lo que no solo vulnera su integridad física y de-
rechos humanos, sino que también afecta el normal
desarrollo de la vida democrática, el ejercicio de la función
legislativa y la confianza ciudadana en las instituciones.

El ataque se inscribe en un contexto de persistente insegu-
ridad en el estado de Sinaloa, caracterizado por la actua-
ción de grupos armados y la comisión de delitos de alto im-
pacto, situación que exige redoblar los esfuerzos del
Estado mexicano para garantizar condiciones de seguridad
para quienes ejercen cargos públicos, así como para la po-
blación en general, salvaguardando el Estado de derecho,
la gobernabilidad democrática y la vigencia de los dere-
chos humanos.

Si bien a la fecha se ha informado de la captura de uno de los
presuntos participantes, lo cierto es que hasta ahora las in-
vestigaciones y diligencias de las autoridades no han permi-
tido la captura de los presuntos responsables directos o inte-
lectuales, y la crisis de violencia sigue y pone en riesgo la
integridad de toda la población de esa entidad federativa.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente propuesta

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Fiscalía
General del Estado de Sinaloa para que fortalezca las 
investigaciones relacionadas con el ataque armado per-
petrado en contra de diputados locales del partido Movi-
miento Ciudadano en la ciudad de Culiacán, garantizan-
do una investigación exhaustiva, imparcial y con debida
diligencia, que permita el esclarecimiento pleno de los
hechos, la solicitud del ejercicio de la acción penal y la
sanción a los responsables.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a la Fiscalía
General de la República para que, en el ámbito de sus atri-
buciones, coadyuve o atraiga la investigación, consideran-
do la gravedad de los hechos en contra de diputados loca-
les del partido Movimiento Ciudadano en la ciudad de
Culiacán, su impacto en la vida democrática del país y la
posible participación de la delincuencia organizada, a fin
de fortalecer las acciones de procuración de justicia.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de Seguridad y Protección Ciudadana y a la Guardia Na-
cional para que en coordinación con las autoridades del
Gobierno del Estado de Sinaloa, se fortalezcan las acciones
y operativos de seguridad que contribuyan a la prevención
de actos de violencia, a la protección de servidores públi-
cos, líderes partidistas y al restablecimiento de condiciones
de seguridad para la población en general.

Cuarto. La Cámara de Diputados exhorta al Gobierno del
Estado de Sinaloa para que garantice medidas de protec-
ción adecuadas y oportunas a las y los legisladores locales,
así como a otros servidores públicos que, por el ejercicio
de sus funciones, se encuentren en situación de riesgo, sal-
vaguardando su integridad física y el libre ejercicio de la
función pública.

Nota

1. https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/2026/01/29/ataque-a-
diputados-de-movimiento-ciudadano-en-culiacan-sheinbaum-informa-
que-ya-hay-detenidos/ 

https://cnnespanol.cnn.com/2026/01/28/mexico/diputados-heridos-
sinaloa-ataque-orix 
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https://vanguardia.com.mx/noticias/mexico/tras-ataque-a-dipu-
tados-de-mc-mandan-a-mil-600-militares-a-sinaloa-EI19110370
trabajemos las consideraciones

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, el 10 de fe-
brero de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS DEPENDENCIAS, 
AL NO USO DE CONDUCTORES CCA PARA

INSTALACIONES EN VIVIENDAS 
EXPRESAMENTE PROHIBIDO POR LA

NORMA OFICIAL MEXICANA QUE REGULA
LAS INSTALACIONES ELÉCTRICAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
datu, al Infonavit, a la Conavi y al Fovissste el no uso de
conductores CCA para instalaciones en viviendas expresa-
mente prohibido por la NOM-001-SEDE-2012) Norma
Oficial Mexicana que regula las instalaciones eléctricas en
nuestro país, a cargo de la diputada Laura Ivonne Ruiz Mo-
reno, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXVI Legislatura del H. Congreso de la
Unión y con fundamento en lo dispuesto por los artículos
6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracciones I y II
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
sideración de esta honorable asamblea, proposición con
punto de acuerdo de urgente u obvia resolución, la si-
guiente proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a la SEDATU (Secretaría de Desarrollo Agrario, Te-
rritorial y Urbana), INFONAVIT (Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores), CONAVI
(Comisión Nacional de Vivienda) FOVISSSTE (Fondo de
la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado) el no uso de conductores
CCA para instalaciones en viviendas expresamente pro-
hibido por la NOM-001-SEDE-2012, Norma Oficial Me-
xicana que regula las instalaciones eléctricas en nuestro pa-
ís, que presenta la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El presente punto de acuerdo responde a la necesidad im-
perativa de implementar y respetar estrictamente las nor-
mas de construcción en la infraestructura eléctrica de casas
habitación en México, tales como la NOM-001-SEDE-
2012.

Esta necesidad no es meramente administrativa, sino que
responde a una estrategia de protección a la vida, la inte-
gridad física y el patrimonio de las familias frente a los
riesgos latentes de siniestros eléctricos.

La normatividad establece la obligatoriedad de dispositi-
vos de protección esenciales, como los interruptores ter-
momagnéticos y los sistemas de puesta a tierra. Estos com-
ponentes actúan como “salvavidas” automáticos que
interrumpen el flujo de energía ante una anomalía, previ-
niendo electrocuciones que cobran cientos de vidas anual-
mente. Sin una norma que dicte la correcta instalación de
estos dispositivos, el usuario final queda totalmente vulne-
rable ante picos de voltaje o fallas de aislamiento en elec-
trodomésticos cotidianos.

La situación de los incendios en hogares mexicanos es bas-
tante alarmante, ya que se estima que entre el 41% y el
53% de estos siniestros son provocados directamente por
cortocircuitos y fallas eléctricas. El problema principal ra-
dica en que aproximadamente el 60% de las viviendas en
el país cuentan con instalaciones inadecuadas o materiales
que operan fuera de la NOM-001-SEDE-2012. Esta falta
de cumplimiento normativo no solo pone en riesgo las es-
tructuras, sino que tiene un costo humano real, registrán-
dose cerca de 560 muertes por electrocución al año.

El despliegue del programa de vivienda impulsado por la
Presidencia de la República demanda una fiscalización que
trascienda la narrativa oficial. La experiencia histórica en
el sector habitacional nos alerta sobre los riesgos de priori-
zar la cantidad sobre la solidez de las instalaciones básicas.
Es responsabilidad de esta soberanía garantizar que el con-
cepto de ‘vivienda digna’ incluya, invariablemente, un en-
torno exento de riesgos eléctricos. La búsqueda de eficien-
cia en los tiempos de construcción no debe ser, bajo
premisa alguna, una justificación para reducir el rigor en la
selección de los componentes conductores.

La historia de la vivienda social en México ha demostrado
que la masificación sin control de calidad deriva en asenta-
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mientos con obsolescencia prematura. Experiencias pre-
vias en unidades habitacionales han evidenciado que el
ahorro en el calibre y calidad de los conductores eléctricos
incrementa el riesgo de incendios. La “vivienda digna” no
debe limitarse a la entrega de llaves, sino a la garantía de
un patrimonio seguro a largo plazo.

En el 80% de los incendios causados por fallas eléctricas,
las familias pierden hasta el 100% de su patrimonio, ya que
el fuego se propaga rápido por materiales inflamables cer-
canos a las chispas.

Oferta de cables que violan la norma conocidos como ca-
bles CCA, compuestos por un núcleo de aluminio recu-
bierto por una delgada capa de cobre. Aunque visualmente
puede parecer similar a un conductor de cobre puro, sus
propiedades eléctricas y mecánicas son muy distintas.

El aluminio tiene mayor resistencia eléctrica que el cobre, lo
que genera sobrecalentamiento al conducir corrientes eleva-
das. Este incremento de temperatura puede deteriorar la ins-
talación, afectar el funcionamiento de los equipos conectados
y elevar significativamente el riesgo de incendios. Además, el
CCA tiene menor resistencia mecánica, lo que lo hace más
propenso a romperse durante su instalación o con el paso del
tiempo, especialmente en conexiones mal realizadas o ex-
puestas a vibraciones. También tiende a oxidarse con mayor
facilidad, generando falsos contactos o pérdidas de continui-
dad en el sistema eléctrico.

El uso de conductores CCA para instalaciones en viviendas
está expresamente prohibido por la NOM-001-SEDE-
2012, Norma Oficial Mexicana que regula las instalaciones
eléctricas en nuestro país. Esta norma establece que los
conductores utilizados deben estar compuestos por cobre o
aluminio (a partir de ciertos calibres), no permitiendo ale-
aciones ni materiales compuestos como el CCA, por repre-
sentar riesgos técnicos y de seguridad.

El cableado eléctrico es el componente más sensible de la
protección civil en un hogar. Un ahorro mal entendido en la
calidad del conductor o en su aislamiento se traduce, inevita-
blemente, en un riesgo de incendio por sobrecalentamiento.

La actual administración ha proyectado la construcción de
un millón de viviendas como eje central de su política so-
cial. No obstante, la magnitud de esta meta no debe servir
como justificación para omitir los más estrictos controles
de calidad. La experiencia histórica en el sector habitacio-
nal nos advierte que la celeridad en la entrega suele derivar

en el uso de materiales subóptimos. Es obligación de esta
soberanía exigir que las autoridades competentes -SEDA-
TU, INFONAVIT y CONAVI- no solo actúen como cons-
tructores, sino como garantes técnicos, supervisando que
cada insumo cumpla con la promesa de una vivienda digna
y, sobre todo, segura.

La supervisión debe ser física y documental, asegurando
que los calibres instalados sean los adecuados para la de-
manda de energía actual, evitando que el patrimonio de las
familias.

La modernización de la vivienda social en México debe
alinearse con los estándares internacionales de seguridad
química y ambiental. No basta con que una vivienda sea
“nueva”; debe ser sustentable y no tóxica.

Un aspecto crítico que debe ser fiscalizado por esta sobe-
ranía es el impacto económico derivado de la resistencia
eléctrica en conductores de baja calidad. No podemos per-
mitir que la búsqueda del ahorro gubernamental se traduz-
ca en un incremento injustificado en el consumo energéti-
co para las familias beneficiarias. Un cableado deficiente
genera pérdidas por disipación de calor que elevan el cos-
to del recibo de luz; por lo tanto, la supervisión de mate-
riales de alta conductividad no es solo una medida de se-
guridad, sino una acción de justicia económica. Garantizar
el uso de cobre electrolítico de alta pureza asegura que los
sectores más vulnerables no enfrenten una “pobreza ener-
gética” derivada de una infraestructura ineficiente.

Problemática

- 32 millones de viviendas con más de 20 años de anti-
güedad.

- 18.8 millones de viviendas cuentan con instalaciones
eléctricas obsoletas y sin mantenimiento.

- Más de la mitad (52.7%) de los accidentes que resul-
tan en quemaduras a personas suceden dentro del hogar
(casa-habitación).

- El 41% de dichos casos se generan por origen eléctri-
co.

Caso grave de incumplimiento de la NOM

Oferta de cables que violan la norma conocidos como cables
CCA, compuestos por un núcleo de aluminio recubierto por
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una delgada capa de cobre. Aunque visualmente puede pare-
cer similar a un conductor de cobre puro, sus propiedades
eléctricas y mecánicas son muy distintas. El aluminio tiene
mayor resistencia eléctrica que el cobre, lo que genera sobre-
calentamiento al conducir corrientes elevadas. Este incre-
mento de temperatura puede deteriorar la instalación, afectar
el funcionamiento de los equipos conectados y elevar signifi-
cativamente el riesgo de incendios.

Además, el CCA tiene menor resistencia mecánica, lo que
lo hace más propenso a romperse durante su instalación o
con el paso del tiempo, especialmente en conexiones mal
realizadas o expuestas a vibraciones. También tiende a oxi-
darse con mayor facilidad, generando falsos contactos o
pérdidas de continuidad en el sistema eléctrico.

Regulación mexicana obligatoria

El uso de conductores CCA para instalaciones en viviendas
está expresamente prohibido por la NOM-001-SEDE-
2012, Norma Oficial Mexicana que regula las instalaciones
eléctricas en nuestro país. Esta norma establece que los
conductores utilizados deben estar compuestos por cobre o
aluminio (a partir de ciertos calibres), no permitiendo ale-
aciones ni materiales compuestos como el CCA, por repre-
sentar riesgos técnicos y de seguridad.

Las familias de menores ingresos terminan pagando reci-
bos de luz más altos debido a la mala calidad de sus ins-
talaciones. México enfrenta el reto de transitar hacia una
vivienda sustentable que no solo sea ecológica en su
construcción, sino eficiente en su operación diaria para
no castigar el bolsillo de los ciudadanos.

La problemática nacional no es la falta de voluntad para
construir, sino la falta de rigor para supervisar. El país se
encuentra en un momento donde la velocidad de la cons-
trucción está superando a la capacidad de fiscalización,
creando un riesgo sistémico que podría derivar en una cri-
sis de protección civil y de patrimonio familiar en los pró-
ximos años.

La mayoría de los incendios por cortocircuito no ocurren
por una falla instantánea, sino por la degradación térmica
lenta. Un cable mal calculado o de material impuro se ca-
lienta gradualmente.

Marco Legal

1. Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (CPEUM)

Artículo 4o., párrafo cuarto: El derecho a la protección
de la salud y a un medio ambiente sano.

Artículo 4o., párrafo séptimo: Establece que “toda fa-
milia tiene derecho a disfrutar de una vivienda digna y
decorosa”.

2. Ley de Vivienda

Artículo 2: Define que se considera vivienda digna
aquella que cumpla con las disposiciones jurídicas apli-
cables en materia de asentamientos humanos, construc-
ción y salubridad.

Artículo 6, Fracción IV: Obliga a las autoridades a es-
tablecer mecanismos que garanticen la calidad de la vi-
vienda.

Artículo 71: Menciona que las políticas de vivienda de-
ben considerar la sustentabilidad ambiental y la pre-
vención de riesgos.

3. NOM-001-SEDE-2012

Artículo 110

Requisitos de las Instalaciones Eléctricas

A. Generalidades […]

110-5. Conductores. Los conductores normalmente uti-
lizados para transportar corriente deben ser de cobre, a
no ser que en esta NOM, se indique otra cosa. Si no se
especifica el material del conductor, el material y las
secciones transversales que se indiquen en esta NOM se
deben aplicar como si fueran conductores de cobre. Si
se utilizan otros materiales, los tamaños deben cam-
biarse conforme a su equivalente en cobre como se se-
ñala en 310-15.

4. Ley General de Protección Civil

• Artículo 2, Fracción XLIV: Define la Gestión Integral
de Riesgos. Supervisar los materiales antes y después
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de la obra es, legalmente, una acción de prevención pa-
ra evitar desastres, lo cual es obligación del Estado.

La presente proposición se sustenta en el derecho a una vi-
vienda digna y segura consagrado en el Artículo 4o. de la
Constitución Federal; en el cumplimiento de los estándares
de calidad exigidos por los artículos 2, 6 y 71 de la Ley de
Vivienda; y de manera técnica, en la obligatoriedad de la
NOM-001-SEDE-2012, cuyo seguimiento es responsabili-
dad de la autoridad bajo los términos del artículo 2, de la
Ley General de Protección Civil. Se presenta bajo el ca-
rácter de urgente resolución con base en los Artículos 6 y
79 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Punto de Acuerdo

Único. La H. Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la SEDATU (Secretaría
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbana), INFONAVIT
(Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores), CONAVI (Comisión Nacional de Vivienda)
FOVISSSTE (Fondo de la Vivienda del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado),
el no uso de conductores CCA para instalaciones en vi-
viendas expresamente prohibido por la NOM-001-SE-
DE-2012 Norma Oficial Mexicana que regula las instala-
ciones eléctricas en nuestro país.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados del H. Con-
greso de la Unión, el día 10 de febrero de 2026.— Diputada Laura
Ivonne Ruiz Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen.

EXHORTO AL PODER EJECUTIVO DE CAMPECHE,
A RESPETAR LA DIVISIÓN DE PODERES Y A PRIVI-

LEGIAR EL DIÁLOGO INSTITUCIONAL Y LA SO-
LUCIÓN DEMOCRÁTICA DE CONTROVERSIAS 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al Poder
Ejecutivo del estado de Campeche a respetar irrestricta-
mente la división de poderes y a privilegiar el diálogo ins-
titucional y la solución democrática de controversias, a car-
go de la diputada Ariana del Rocío Rejón Lara, del Grupo
Parlamentario del PRI

Quien sucribe, Ariana del Rocío Rejón Lara, diputada fe-
deral del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXVI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión y con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fraccio-
nes I y II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración de esta honorable asamblea, proposi-
ción con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El poder público, cuando se ejerce sin límites, tiende a con-
fundirse con la voluntad de una sola persona. Por eso la
democracia no se sostiene con discursos ni con propagan-
da: se sostiene con instituciones, con contrapesos y con re-
glas que impiden que el gobierno en turno utilice el Estado
como un instrumento personal. La división de poderes no
es una cortesía entre autoridades; es la garantía de que nin-
guna oficina, por poderosa que sea, puede someter a las de-
más. 

Cuando se debilita esa garantía, se descomponen los in-
centivos públicos: se castiga la disidencia, se premia la
obediencia, se desdibujan las reglas y se empieza a gober-
nar con la conveniencia del día, con la presión como méto-
do y con el miedo como herramienta.

En un Estado constitucional, el Poder Ejecutivo no es due-
ño del Estado. Su papel es administrar y ejecutar políticas
públicas dentro de los límites que marca la Constitución,
sin invadir competencias municipales, sin presionar a los
órganos legislativos y sin usar la fuerza pública o la perse-
cución penal para disciplinar a quien piensa distinto.

La lógica democrática es simple: el Ejecutivo gobierna, pe-
ro no manda sobre la ley; el Legislativo delibera y contro-
la, pero no obedece instrucciones; y el Judicial limita y co-
rrige cuando se vulneran competencias o derechos. Ese
diseño no es un capricho: es la fórmula mínima para que
las decisiones públicas tengan legitimidad y para que la
ciudadanía conserve un espacio real de defensa frente a los
excesos del poder.

La Constitución mexicana, junto con los tratados interna-
cionales de derechos humanos que integran el orden jurídi-
co nacional, reconoce la libertad de expresión y el derecho
a la información como condiciones indispensables para la
vida pública. 
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También protege la autonomía municipal como base del fe-
deralismo, garantiza el acceso efectivo a la justicia y exige
que toda autoridad actúe bajo los principios de legalidad, mo-
tivación, proporcionalidad y debido proceso. 

A ello se suman estándares internacionales que obligan a
prevenir cualquier forma de censura previa y a asegurar
que las restricciones a la expresión, cuando excepcional-
mente proceden, sean estrictamente necesarias, idóneas y
proporcionales, sin convertirse en herramientas para aca-
llar la crítica.

Bajo ese marco, Campeche ha vivido en tiempos recientes
una escalada de tensión institucional que no debe minimi-
zarse. Se han acumulado hechos públicos que, por su natu-
raleza y por su impacto, justifican una preocupación legíti-
ma sobre el respeto a los contrapesos. No se trata de un
debate de simpatías partidistas ni de una disputa personal
entre actores políticos. 

Se trata de señales institucionales que, cuando se suman,
describen un riesgo: la tentación de gobernar mediante la
concentración de poder, el señalamiento del disenso y la
presión a quienes ejercen funciones autónomas o críticas.

Un ejemplo contundente es la decisión de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación que invalidó disposiciones de la
Ley de Obras Públicas de Campeche que retiraban a los
municipios la facultad de otorgar licencias de construcción
en obras calificadas como “de interés estatal y de gran im-
pacto”, concentrando esa decisión en el Ejecutivo estatal. 

La propia discusión pública del caso giró alrededor de la
idea de “superfacultades” y de la necesidad de coordina-
ción entre órdenes de gobierno. Lo esencial es el mensaje
institucional: cuando se pretende vaciar de contenido a los
municipios, se lastima el federalismo y se habilita la dis-
crecionalidad como regla, no como excepción.

Este tipo de intentos de concentración se presentan, casi
siempre, con una narrativa aparentemente atractiva: “agili-
zar”, “simplificar”, “evitar trabas”. Sin embargo, en una
democracia, la rapidez no es sinónimo de legalidad. 

El control municipal en permisos y licencias existe para
poner reglas, evitar discrecionalidad y garantizar que toda
obra cumpla estándares técnicos, urbanos, ambientales y
sociales. Si hay problemas de coordinación, se corrigen
con mecanismos institucionales de colaboración, no anu-
lando competencias desde una oficina central. La coordi-

nación es diálogo y reglas compartidas; la imposición es
subordinación.

Además, la invasión de competencias suele traer consigo
un efecto colateral grave: diluye responsabilidades. Si una
obra produce afectaciones, si hay irregularidades o si se
comprometen recursos públicos sin la debida planeación,
¿quién responde cuando el municipio fue excluido? La
concentración de atribuciones reduce transparencia y difi-
culta el control social, porque aleja la decisión del ámbito
donde la comunidad puede exigir cuentas. Por eso la de-
fensa de la autonomía municipal es también una defensa de
la rendición de cuentas y de la prevención de abusos.

En paralelo, se ha documentado un conflicto entre el Po-
der Ejecutivo estatal y el Congreso local alrededor de de-
cisiones legislativas vinculadas con finanzas públicas,
endeudamiento y reglas internas del parlamento, en un
clima de fractura política incluso dentro de fuerzas afines
al gobierno. 

La diferencia política, por sí misma, es normal. Lo que no
es normal, ni aceptable, es que se pretenda convertir el de-
bate legislativo en un espacio de presión, estigmatización o
intimidación. El Congreso existe para representar la plura-
lidad, para decir sí cuando corresponde y para decir no
cuando el interés público lo exige, sin que ese “no” se in-
terprete como traición, enemistad o motivo para el castigo.

La deliberación legislativa debe ser libre y estar protegida
de cualquier interferencia. No puede estar condicionada
por el despliegue de fuerza pública alrededor de la sede
parlamentaria, por amenazas veladas o por campañas de
señalamiento contra diputadas y diputados que ejercen su
voto. 

Cuando el Ejecutivo confunde gobernabilidad con subordi-
nación, el costo lo paga la ciudadanía: se aprueban decisio-
nes sin discusión real, se normaliza la opacidad y se debili-
ta la rendición de cuentas. La gobernabilidad legítima se
construye con transparencia, con diálogo y con respeto a
procedimientos; no con presión.

También preocupa la utilización, o la percepción de utili-
zación, del aparato de seguridad y de procuración de justi-
cia en contextos de confrontación política o institucional. 

La detención del entonces rector de la Universidad Autó-
noma de Campeche, José Alberto Abud Flores, detonó un
debate nacional por el contexto en que ocurrió, por los se-
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ñalamientos de posible motivación política y por el hecho
de que, tras audiencias iniciales, fue puesto en libertad. 

Más allá de la valoración de cualquier carpeta de investi-
gación, el punto institucional es claro: cuando la actuación
de la autoridad se percibe como selectiva o como instru-
mento para resolver disputas políticas, se lastima la con-
fianza en la justicia y se abre espacio a la arbitrariedad.

El debido proceso no es un tecnicismo; es la línea que se-
para la justicia del abuso. Implica que las detenciones, ca-
teos, aseguramientos y procesos se realicen con fundamen-
tos claros, con motivación suficiente, con respeto a la
presunción de inocencia y sin exhibición pública como
sanción previa. 

Por eso preocupa cuando desde el debate público se nor-
maliza la idea de que la prisión, el escarnio o el uso me-
diático de detenciones “resuelven” conflictos. Si las insti-
tuciones se usan para intimidar, el Estado deja de ser
árbitro y se convierte en parte.

Un gobierno democrático no puede gobernar peleándose
con la autonomía de las instituciones. Las universidades
públicas no son patrimonio del gobierno en turno; son es-
pacios de pensamiento crítico, pluralidad y formación ciu-
dadana. Debilitar su autonomía, interferir en su vida inter-
na o someter a sus autoridades a presiones externas
empobrece el debate público y empuja a la sociedad hacia
el silencio. 

Lo mismo ocurre con organizaciones civiles, colectivos
ciudadanos, opositores y servidores públicos que, por con-
vicción o responsabilidad, señalan irregularidades: si la re-
acción del poder es el castigo, la vida pública se degrada.

De manera igualmente delicada, se ha documentado un
ambiente adverso para el ejercicio periodístico en Campe-
che. La libertad de expresión existe para vigilar al poder,
no para complacerlo. Se han difundido casos de litigios,
medidas cautelares y procedimientos que, bajo diversas ví-
as jurídicas, generan autocensura. 

Entre ellos se ha señalado el caso del periodista Jorge Gon-
zález y del medio Tribuna Campeche, en el que se han dis-
cutido medidas judiciales que afectan el ejercicio periodís-
tico; también se ha reportado la imposición de disculpas
públicas a comunicadores por resoluciones de autoridades
electorales locales. Cuando el periodismo se vuelve una ac-

tividad “peligrosa” por consecuencias jurídicas despropor-
cionadas, lo que se instala es un clima de miedo.

Es indispensable decirlo con toda claridad: la violencia po-
lítica contra las mujeres es una realidad que debe comba-
tirse sin titubeos. Pero ese objetivo legítimo se desnaturali-
za cuando se utiliza para sancionar la crítica o para castigar
expresiones que, aunque incómodas, pertenecen al debate
público. 

La mejor defensa de los derechos de las mujeres no está en
la censura, sino en un sistema que distinga con rigor entre
agresiones reales y crítica legítima, y que aplique medidas
con proporcionalidad, evitando que la ley se convierta en
un mecanismo para inhibir el escrutinio sobre quienes ejer-
cen poder.

Los procesos judiciales usados como castigo tienen un
efecto corrosivo: convierten la ley en herramienta de inti-
midación. Cuando una reportera o un reportero observa
que una nota crítica puede costarle el patrimonio, el ejerci-
cio profesional o años de litigio, la consecuencia no es so-
lo personal; es colectiva. 

La sociedad pierde información, pierde vigilancia y pierde
la capacidad de exigir cuentas. La autocensura no aparece
por accidente: se fabrica cuando se instala la idea de que
investigar o criticar al poder es “meterse en problemas”.

Las democracias no mueren únicamente por rupturas
abruptas; también mueren por desgaste, por la normaliza-
ción del abuso y por la idea de que el poder puede saltarse
límites en nombre de la “eficacia”. Por eso esta proposi-
ción no pretende sustituir a las autoridades competentes ni
prejuzgar responsabilidades en casos concretos. 

Lo que busca es fijar un estándar institucional mínimo: res-
peto irrestricto a la división de poderes, plena autonomía
municipal, legalidad en el ejercicio de la fuerza pública, de-
fensa del debido proceso y garantía efectiva de la libertad
de expresión y del ejercicio periodístico.

Campeche merece gobernabilidad, sí; pero una gobernabi-
lidad constitucional, basada en el diálogo y en la legalidad,
no en el temor. Merece instituciones que se respeten entre
sí, no poderes que se cancelen. Merece un Ejecutivo que
ejerza su mandato con firmeza, pero con límites, enten-
diendo que el contrapeso no es un enemigo, sino la condi-
ción para que el poder sea legítimo. La legitimidad demo-
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crática no se demuestra con control; se demuestra con res-
peto a la Constitución.

Por todo lo expuesto, resulta no solo pertinente sino urgen-
te que esta Soberanía exhorte al Poder Ejecutivo del estado
de Campeche a conducir su actuar con apego a la Consti-
tución y a los tratados internacionales, respetando la divi-
sión de poderes y la autonomía municipal; absteniéndose
de cualquier intento de concentración de atribuciones; ga-
rantizando que la seguridad pública y la procuración de
justicia no se utilicen como instrumentos de intimidación;
y asegurando que periodistas, medios de comunicación y
ciudadanía puedan ejercer sus derechos sin miedo, sin pre-
siones y sin persecución.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable Asamblea, la siguiente proposición
con:

Puntos de Acuerdo

Primero. La honorable Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a la goberna-
dora constitucional del estado de Campeche, ciudadana Lay-
da Sansores San Román, a respetar irrestrictamente la divi-
sión de poderes, absteniéndose de toda acción, declaración o
instrucción que implique presión, condicionamiento o inter-
ferencia indebida en las decisiones y facultades del Poder Le-
gislativo y del Poder Judicial del Estado.

Segundo. La honorable Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a la goberna-
dora constitucional del estado de Campeche a garantizar la
plena autonomía municipal, acatando y promoviendo el cum-
plimiento de las determinaciones judiciales y constituciona-
les que salvaguardan las competencias de los ayuntamientos,
y a privilegiar la coordinación institucional por encima de
cualquier intento de concentración de atribuciones.

Tercero. La honorable Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al Poder
Ejecutivo del estado de Campeche y a las autoridades esta-
tales competentes en materia de seguridad pública y procu-
ración de justicia, para que se abstengan de utilizar el apa-
rato institucional con fines de persecución política o de
inhibición ciudadana, y para que toda actuación se realice
con estricto apego a la legalidad, al debido proceso y a la
presunción de inocencia, evitando cualquier forma de se-
lectividad, arbitrariedad o estigmatización pública.

Cuarto. La honorable Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a la gober-
nadora constitucional del estado de Campeche a garantizar
y proteger la libertad de expresión y el ejercicio periodísti-
co, absteniéndose de promover o tolerar prácticas de hosti-
gamiento judicial, medidas restrictivas desproporcionadas
o cualquier acto que implique censura directa o indirecta
contra periodistas y medios de comunicación.

Quinto. La honorable Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a la gober-
nadora constitucional del estado de Campeche a privilegiar
el diálogo institucional y la solución democrática de con-
troversias, garantizando que el ejercicio de la fuerza públi-
ca se mantenga estrictamente dentro de los principios de le-
galidad, necesidad y proporcionalidad, y nunca como
mecanismo de presión sobre órganos legislativos, autorida-
des municipales o actores sociales.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, el día 10 de febrero del 2026.— Diputada Aria-
na del Rocío Rejón Lara (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

EXHORTO A LA CNPDYPC, A PUBLICAR 
EL PROGRAMA NACIONAL PARA LA

PREVENCIÓN SOCIAL DE LA VIOLENCIA
Y LA DELINCUENCIA VIGENTE 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la
CNPDyPC a publicar el programa nacional para la preven-
ción social de la violencia y la delincuencia vigente, a car-
go del diputado César Alejandro Domínguez Domínguez,
del Grupo Parlamentario del PRI 

Quien suscribe, diputado César Alejandro Domínguez
Domínguez, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional, de la LXVI Legislatura de
la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I; y 79, numeral 2, fracción II, y demás aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la con-
sideración de esta asamblea, la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes
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Consideraciones

La persistencia y complejidad de la violencia y la delin-
cuencia en México evidenciaron, desde hace más de una
década, que las respuestas centradas exclusivamente en el
uso de la fuerza y en acciones reactivas resultaban insufi-
cientes para garantizar condiciones sostenidas de seguridad
y convivencia pacífica. La experiencia acumulada mostró
que, sin atender los factores sociales, económicos, comuni-
tarios y culturales que inciden en la generación de la vio-
lencia, las políticas de seguridad carecen de impacto dura-
dero y reproducen ciclos de conflictividad que afectan de
manera diferenciada a territorios y grupos sociales.

Frente a este escenario, el Estado mexicano reconoció la
necesidad de transitar hacia un enfoque preventivo que co-
locara en el centro la calidad de vida de las personas, la re-
construcción del tejido social y la atención de las causas es-
tructurales de la violencia y la delincuencia. Este cambio
de paradigma dio origen a la creación de un marco jurídi-
co específico que concibiera la prevención social no como
un complemento de la política de seguridad, sino como una
política pública con identidad propia, articulación interins-
titucional y capacidad de evaluación.

En este contexto se expidió la Ley General para la Pre-
vención Social de la Violencia y la Delincuencia, la cual
estableció la obligación de contar con el Programa Nacio-
nal para la Prevención Social de la Violencia y la Delin-
cuencia, especializado que permitiera diagnosticar los pro-
blemas de inseguridad desde una perspectiva social, definir
prioridades territoriales y poblacionales, coordinar accio-
nes entre distintos órdenes de gobierno y sectores, e invo-
lucrar de manera activa a la sociedad civil en la construc-
ción de soluciones.

De conformidad con el artículo 20 de dicha ley, “el Pro-
grama Nacional deberá contribuir al objetivo general de
proveer a las personas protección en las áreas de libertad,
seguridad y justicia, con base en objetivos precisos, claros
y medibles”, lo que evidencia que el legislador previó un
instrumento programático con identidad propia, orientado
a resultados y susceptible de evaluación. El mismo precep-
to establece que dicho Programa Nacional debe incorporar
“la prevención como elemento central de las prioridades
en la calidad de vida de las personas”, confirmando que la
política de prevención social fue concebida como un eje es-
tructural del desarrollo y no como una acción secundaria de
la política de seguridad.

Asimismo, el artículo 20 señala que el Programa Nacional
debe sustentarse en “el diagnóstico de seguridad a través
del análisis sistemático de los problemas de la delincuen-
cia, sus causas, los factores de riesgo y las consecuencias”,
así como en “diagnósticos participativos” que permitan
identificar “los ámbitos y grupos prioritarios que deben
ser atendidos”. Estas disposiciones reflejan que la preven-
ción social exige conocimiento profundo del territorio, par-
ticipación comunitaria y una planeación diferenciada, ele-
mentos que solo pueden garantizarse mediante un
programa especializado.

La ley también dispone que el Programa Nacional debe
contemplar “el fomento de la capacitación de los servido-
res públicos cuyas atribuciones se encuentren relaciona-
das con la materia objeto de la presente ley”, con el pro-
pósito de asegurar que sus intervenciones sean
“apropiadas, eficientes, eficaces y sostenibles”. De igual
forma, ordena “la movilización y construcción de una serie
de acciones interinstitucionales que tengan capacidad pa-
ra abordar las causas y que incluyan a la sociedad civil”,
así como “el desarrollo de estrategias de prevención social
de la violencia y la delincuencia” y “el monitoreo y eva-
luación continuos”. Todo ello confirma que la prevención
social fue diseñada como una política pública integral,
transversal y evaluable.

El propio artículo 20 refuerza este carácter obligatorio al
establecer que “las autoridades del Gobierno federal, los
estados, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito
de sus respectivas atribuciones, deberán incluir a la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia en sus pla-
nes y programas”, lo que presupone la existencia de un
Programa Nacional específico que funcione como eje rec-
tor de dicha planeación.

Por su parte, el artículo 21 de la Ley General establece que
“para la ejecución del Programa Nacional, el Centro Na-
cional preparará un programa de trabajo anual que con-
tenga objetivos específicos, prioridades temáticas y una
lista de acciones y de medidas complementarias”, lo que
evidencia que el legislador no solo previó la existencia for-
mal del Programa Nacional, sino también un esquema ope-
rativo anualizado que permita su correcta implementación,
seguimiento y rendición de cuentas.

No obstante, el último Programa Nacional para la Preven-
ción Social de la Violencia y la Delincuencia fue publica-
do en el Diario Oficial de la Federación el 5 de diciembre
de 2022, con vigencia para el periodo 2022–2024, sin que
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a la fecha se haya emitido un nuevo programa especiali-
zado que cubra el actual ciclo de planeación. Si bien al-
gunas acciones de prevención social se encuentran ac-
tualmente integradas dentro de la Estrategia Nacional de
Seguridad Pública 2024–2030 y del Programa Sectorial
de Seguridad y Protección Ciudadana, estos instrumen-
tos, por su naturaleza amplia y sectorial, no cumplen con
los elementos de especificidad, enfoque transversal, re-
glas operativas e indicadores de evaluación que la Ley
General asigna expresamente al Programa Nacional.

La ausencia de un Programa Nacional vigente con denomi-
nación y estructura propias genera efectos relevantes en
términos institucionales, operativos y presupuestales, al di-
luir la prevención social dentro de marcos más amplios, li-
mitar la coordinación interinstitucional, dificultar la defini-
ción de prioridades claras y obstaculizar la identificación
de los recursos destinados específicamente a la atención de
las causas sociales de la violencia. Asimismo, impide con-
tar con reglas de operación claras y con mecanismos de
evaluación que permitan medir el impacto real de las ac-
ciones preventivas en los territorios.

En términos estrictamente jurídicos y técnicos, la no emi-
sión de un Programa Nacional para la Prevención Social de
la Violencia y la Delincuencia vigente implica un incum-
plimiento del mandato previsto en los artículos 20 y 21 de
la Ley General, al sustituir un instrumento especializado
por mecanismos de planeación más amplios que no satisfa-
cen los requisitos mínimos establecidos por el legislador.
Por ello, resulta necesario exhortar a la autoridad compe-
tente a cumplir plenamente con lo dispuesto en la ley, a fin
de fortalecer la prevención social de la violencia y dotarla
del enfoque prioritario, específico y evaluable que la reali-
dad social del país demanda.

La emisión de un Programa Nacional específico para la
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia resul-
ta indispensable para que el Estado mexicano cuente con
una herramienta clara y coherente que oriente sus esfuerzos
hacia la reducción sostenible de la violencia. Un programa
de esta naturaleza permite pasar del discurso a la acción, al
traducir los objetivos generales en estrategias concretas,
focalizadas y con impacto directo en los territorios donde
la violencia se manifiesta con mayor intensidad.

La prevención social requiere planeación de largo plazo,
continuidad institucional y una visión integral que atienda
los factores que incrementan el riesgo de involucramiento
en dinámicas delictivas, como la exclusión social, la falta

de oportunidades educativas y laborales, la desintegración
comunitaria y la ausencia de espacios seguros. Un Progra-
ma Nacional especializado permite articular estas dimen-
siones, priorizar poblaciones y territorios, y evitar respues-
tas fragmentadas que, por sí solas, no modifican las
condiciones que reproducen la violencia.

Asimismo, contar con un Programa Nacional vigente for-
talece la coordinación entre los distintos órdenes de go-
bierno y facilita que estados y municipios cuenten con una
guía clara para diseñar e implementar acciones de preven-
ción social acordes con su realidad local. La existencia de
un instrumento rector favorece la alineación de esfuerzos,
la complementariedad de programas y la construcción de
políticas públicas con enfoque territorial, comunitario y
participativo.

Un programa especializado también permite involucrar de
manera sistemática a la sociedad civil, las comunidades y
los actores locales en la prevención de la violencia, reco-
nociendo que la seguridad no se construye únicamente des-
de las instituciones, sino desde el entorno social en el que
viven las personas. La participación comunitaria fortalece
la confianza, legitima las intervenciones públicas y contri-
buye a generar soluciones más eficaces y sostenibles.

Finalmente, un Programa Nacional para la Prevención So-
cial de la Violencia y la Delincuencia representa una apues-
ta por la prevención como vía para reducir la violencia de
forma estructural, evitando que las respuestas del Estado se
limiten a la contención o al castigo. Al colocar en el centro
a las personas, las comunidades y la calidad de vida, este
instrumento se convierte en una herramienta esencial para
construir entornos más seguros, fortalecer el tejido social y
avanzar hacia una paz duradera.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único.- La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Centro Nacional de
Prevención del Delito y Participación Ciudadana, a través
de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana y del
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública para que, en cumplimiento de lo dispuesto por los
artículos 20 y 21 de la Ley General para la Prevención So-
cial de la Violencia y la Delincuencia, elabore, publique y
ponga en operación un Programa Nacional para la Preven-
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ción Social de la Violencia y la Delincuencia vigente, con
carácter específico, transversal, con reglas de operación
claras, indicadores de evaluación y presupuesto identifica-
ble, conforme al actual periodo de planeación nacional.

Referencias

1. Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudada-
na (SESNSP).

Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. (13
de octubre de 2022). Prevención del delito y participación ciudadana.
gob.mx. 

https://www.gob.mx/sesnsp/acciones-y-programas/prevencion-del-
delito-y-participacion-ciudadana?state=published (Gob.mx)

2. Diario Oficial de la Federación. (5 de diciembre de 2022). Programa
Nacional para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia
2022–2024. 

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5673254&fe-
cha=05/12/2022#gsc.tab=0 (Dof)

3. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. (2021). Ley Ge-
neral para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGPSVD_040521.
pdf (Cámara de Diputados)

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado César Alejandro Domínguez Domínguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

EXHORTA AL EJECUTIVO FEDERAL, A
PREVENIR, ATENDER Y ERRADICAR EL

RECLUTAMIENTO DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLES-
CENTES POR PARTE DEL CRIMEN ORGANIZADO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al Eje-
cutivo federal a prevenir, atender y erradicar el recluta-
miento de niñas, niños y adolescentes por parte del crimen
organizado, en cumplimiento del interés superior de la ni-
ñez y del derecho a una vida libre de violencia, a cargo de

la diputada Ofelia Socorro Jasso Nieto, del Grupo Parla-
mentario del PRI

Quien suscribe, diputada Ofelia Socorro Jasso Nieto, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I y 79, numeral 2, fracción II, y demás aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración de esta honorable asamblea, la siguiente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El reclutamiento de niñas, niños y adolescentes por parte
de grupos del crimen organizado es un fenómeno docu-
mentado y en expansión en México. Organizaciones civi-
les han señalado que hasta 250,000 menores entre 12 y 15
años podrían estar en riesgo de ser reclutados por cárteles
del narcotráfico, especialmente en estados como Chihua-
hua, Colima, Baja California y la Ciudad de México, dada
la vulnerabilidad socioeconómica y la falta de oportunida-
des educativas y laborales.1

De acuerdo con un informe de la Universidad de Guadala-
jara, en el estado de Jalisco, entidad donde se localiza el
Rancho Izaguirre, señalado como presunto centro de adies-
tramiento del Cártel Jalisco Nueva Generación, las perso-
nas adolescentes y jóvenes de entre 15 y 19 años concen-
tran el mayor número de reportes de desaparición
registrados entre enero y abril de 20252, existiendo indicios
de que una parte de estos casos estaría relacionada con su
incorporación forzada a estructuras del crimen organizado,
particularmente en entornos caracterizados por altos nive-
les de violencia y una limitada capacidad de prevención
institucional.

De manera aún más preocupante, reportes recientes indican
que en algunas entidades se han identificado casos de re-
clutamiento forzado de niños y niñas desde los 8 años de
edad, mediante promesas de empleo o ingresos económi-
cos atractivos, lo cual revela una tendencia de los grupos
delictivos a incorporar a integrantes cada vez más jóvenes
para suplir pérdidas o expandir sus operaciones.3

Al mismo tiempo, investigaciones oficiales y análisis de la
Secretaría de Gobernación han documentado que los gru-
pos del crimen organizado han adaptado sus métodos para
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captar a menores, utilizando plataformas digitales como
redes sociales, juegos y aplicaciones de mensajería para
contactar y atraer a niñas, niños y adolescentes, manipu-
lando expectativas y explotando vulnerabilidades.4

El fenómeno se observa en un contexto más amplio de vio-
lencia del crimen organizado en México, donde múltiples
estados, incluyendo Baja California, Guerrero, Michoacán,
Guanajuato y Zacatecas5, han sido identificados como “fo-
cos rojos” de reclutamiento de menores para actividades
delictivas que van desde el narcomenudeo hasta el sicaria-
to y la desaparición de personas.

La fracción XI del artículo 4o. de Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos protege de manera explíci-
ta los derechos de las niñas, niños y adolescentes, estable-
ciendo que el interés superior de la niñez es un principio
rector que debe guiar todas las decisiones de las autorida-
des y garantizar el pleno ejercicio de sus derechos, inclu-
yendo su protección frente a cualquier forma de explota-
ción o violencia que ponga en riesgo su integridad física,
psicológica o social.6

En el artículo 13 de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes reconoce de manera expresa el
derecho de este grupo poblacional a una vida libre de vio-
lencia, explotación y trato negligente o degradante, y obli-
ga a las autoridades a establecer políticas públicas y meca-
nismos de prevención, protección, atención y restitución de
derechos para quienes se vean afectados por situaciones de
riesgo, incluidos aquellos casos donde se trate de recluta-
miento por parte de organizaciones delictivas.7

Adicionalmente, el artículo 201 del Código Penal Federal
contempla tipos penales relacionados con la corrupción de
menores y la delincuencia organizada, y ha sido objeto de
propuestas legislativas para reconocer de manera explícita
el reclutamiento forzado de menores como delito autóno-
mo, con sanciones penales agravadas para quienes obli-
guen o induzcan a niñas, niños y adolescentes a integrarse
en actividades delictivas o en grupos armados.8

Anteriormente, he presentado diversos exhortos dirigidos
a las autoridades federales y estatales para atender de ma-
nera urgente la violencia extrema contra niñas, niños y
adolescentes, particularmente en los casos de homicidios
cometidos en su contra, solicitando que las investigacio-
nes sean atraídas y conducidas con la debida diligencia
por las instancias competentes, a fin de garantizar el ac-
ceso a la justicia y evitar la impunidad. 

Asimismo, he promovido exhortos para investigar y preve-
nir la violencia y las amenazas en instituciones educativas,
al considerar que los centros escolares deben ser espacios
seguros que garanticen el derecho a la educación en condi-
ciones de paz y protección.

De igual forma, he presentado exhortos orientados a forta-
lecer los mecanismos de búsqueda y localización de niñas,
niños y adolescentes desaparecidos, solicitando la aplica-
ción inmediata y efectiva de los protocolos correspondien-
tes, así como la coordinación entre autoridades de los tres
órdenes de gobierno. No obstante, pese a la gravedad de los
hechos que dieron origen a estas propuestas, dichos exhor-
tos han quedado detenidos, sin que se haya logrado avan-
zar de manera sustantiva en su análisis, dictaminación o
implementación.

La violencia generada por los cárteles del crimen organiza-
do en México se ha intensificado, convirtiéndose en uno de
los principales factores de inestabilidad social y de deterio-
ro del tejido comunitario.

Esta violencia se manifiesta a través de homicidios, des-
apariciones forzadas, extorsión, conflictos territoriales en-
tre grupos delictivos y una presencia armada extendida que
afecta a múltiples regiones del país. El impacto de esa vio-
lencia no se limita a adultos, también permea todos los ám-
bitos de la vida social, incluyendo el entorno familiar y es-
colar de niñas, niños y adolescentes.

En este contexto, la infancia se encuentra particularmente
expuesta a situarse en posiciones de riesgo: la normaliza-
ción de la violencia, junto con la falta de oportunidades so-
cioeconómicas y educativas, incrementa la probabilidad de
que los menores sean vistos como recursos por los grupos
criminales. 

La combinación de entornos violentos con ofertas de in-
gresos, pertenencia o protección puede hacer que la incor-
poración a estructuras delictivas se perciba como una alter-
nativa, aunque peligrosa, para algunos jóvenes,
especialmente donde las redes de apoyo social y comunita-
rio son deficientes.

Estudios y reportes de organizaciones civiles han docu-
mentado que las estrategias de captación criminal no solo
utilizan la violencia directa, también se valen de engaños,
promesas y mecanismos de manipulación social para atraer
a menores a sus filas. 
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Este fenómeno es particularmente preocupante en zonas
urbanas y rurales donde las desigualdades sociales se com-
binan con altos niveles de criminalidad, creando un círcu-
lo vicioso de violencia, riesgo y reclutamiento que amena-
za el desarrollo integral de generaciones completas.

La vulnerabilidad de la niñez frente a este fenómeno no so-
lo es producto de la violencia externa, también de la au-
sencia de políticas públicas eficaces en prevención, educa-
ción y desarrollo social. 

Romper con estos ciclos exige sanciones penales y una es-
trategia amplia que fortalezca oportunidades educativas,
programas de inclusión social y acciones comunitarias que
ofrezcan rutas alternativas a la violencia para las niñas, ni-
ños y adolescentes en riesgo.

Por ello, resulta indispensable retomar y priorizar estos te-
mas, entendiendo que la protección de niñas, niños y ado-
lescentes no puede seguir postergándose, ya que cada omi-
sión institucional implica un riesgo real e inmediato para su
vida, integridad y desarrollo integral.

Por lo anterior, se somete a la consideración de esta asam-
blea el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Honorable Cámara de Diputados exhorta al
Ejecutivo Federal para que implemente y fortalezca una es-
trategia integral, interinstitucional y con enfoque de dere-
chos humanos para prevenir, atender y erradicar el recluta-
miento de niñas, niños y adolescentes por parte del crimen
organizado, que incluya acciones de prevención social de
la violencia, atención prioritaria a comunidades de alto
riesgo, protección integral de víctimas y restitución de de-
rechos.

Segundo. La Honorable Cámara de Diputados exhorta a la
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana (SSyPC)
a reforzar las acciones de inteligencia, prevención y perse-
cución del delito vinculadas al reclutamiento y utilización
de niñas, niños y adolescentes por organizaciones delicti-
vas, así como a coordinarse con las fiscalías federal y esta-
tales para investigar y sancionar de manera efectiva a quie-
nes promuevan, faciliten o se beneficien de estas prácticas,
incluyendo el uso de plataformas digitales y redes sociales
como mecanismos de captación.

Tercero. La Honorable Cámara de Diputados exhorta al
Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y
Adolescentes (SIPINNA) a diseñar, actualizar y fortalecer
políticas públicas, programas y protocolos específicos de
prevención del reclutamiento de menores, con énfasis en
zonas identificadas como de alto riesgo, garantizando la
coordinación entre los tres órdenes de gobierno y la parti-
cipación de los sistemas estatales y municipales de protec-
ción, así como de organizaciones de la sociedad civil espe-
cializadas en derechos de la infancia.

Notas

1 https://www.debate.com.mx/politica/hasta-250-mil-menores-estan-
hoy-en-riesgo-directo-de-ser-reclutados-por-grupos-delictivos-redim-
20251130-0113.html

2 https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/2025/05/14/unicef-mexi-
co-alerta-por-reclutamiento-de-menores-del-crimen-organizado-es-
una-practica-muy-comun/

3 https://www.eluniversal.com.mx/estados/infancia-bajo-fuego-carte-
les-en-sonora-reclutan-a-ninos-desde-los-8-anos-para-suplir-bajas-de-
nuncian/

4 https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/2025/03/21/carteles-re-
clutan-a-ninos-y-jovenes-por-tiktok-y-fortnite-revela-informe-de-la-
segob/

5 https://latinus.us/mexico/2025/3/27/reclutamiento-forzado-de-meno-
res-por-carteles-se-concentra-en-baja-california-guerrero-michoacan-
guanajuato-zacatecas-138422.html

6 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

7 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf

8 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPF.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputada Ofelia Socorro Jasso Nieto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.
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EXHORTO A LOS CONGRESOS DE LAS
ENTIDADES FEDERATIVAS, A LEGISLAR 

EN MATERIA DEL RECONOCIMIENTO JURÍDICO E
INCLUSIÓN INSTITUCIONAL DE LAS INFANCIAS

TRANS, PARA GARANTIZAR PLENAMENTE
SUS DERECHOS HUMANOS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a los
congresos de las entidades federativas a legislar en materia
del reconocimiento jurídico e inclusión institucional de las
infancias trans, para garantizar plenamente sus derechos
humanos, suscrita por las diputadas Laura Hernández Gar-
cía y Patricia Mercado Castro, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

Quienes suscriben, diputadas Laura Hernández García y
Patricia Mercado Castro, integrantes del grupo parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano, en la LXVI Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6,
numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, sometemos a consideración de es-
ta honorable asamblea la presente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de las siguientes: 

Consideraciones

El artículo primero constitucional y el artículo 1.1 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, manda-
tan la obligación de todos los entes del Estado mexicano,
especialmente de aquellos que ejercen poder público, como
esta soberanía y las estatales, a hacer factible el derecho de
toda persona a vivir libre de discriminación, lo cual conlle-
va el pleno reconocimiento de su derecho al libre desarro-
llo de la personalidad, relacionado con el establecimiento
de un entramado legislativo garante y protector de la ex-
presión de la identidad de género de toda persona, sin li-
mitación alguna, incluso la asociada con su edad; en tal
sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en
su Opinión Consultiva OC-24/171 del 24 de noviembre de
2017, ha establecido en sus párrafos 66 a 71, que se consi-
dera discriminatoria en materia de derechos del colectivo
LGBTTTI y, particularmente de las personas trans, cual-
quier distinción por acción u omisión, que atente contra la
posibilidad de que una persona:

I. Cuente con el reconocimiento jurídico, institucional y so-
cial de sus rasgos permanentes de los cuales no pueda pres-
cindir sin perder su identidad; como lo son su propia ex-
presión e identidad de género.

Frente a lo cual el Estado mexicano y las soberanías esta-
tales estarían incurriendo en una práctica discriminatoria
contra las personas trans, debido a una exclusión legislati-
va por omisión que:

II. Acentúa su tratamiento como grupo tradicionalmente
marginado, subordinado o excluido del reconocimiento le-
gal, estructural y estatal, y

III. Que los criterios para no hacer factible el ejercicio de
tales derechos, se basen en prejuicios, estereotipos o estig-
mas infundados sobre categorías protegidas constitucional
e internacionalmente como lo son el género, la identidad de
género, su expresión o, incluso, la orientación sexual.

Dicha obligación convencional y constitucional, protege y
deber ser observada incluso, en favor de las infancias trans,
de tal forma que, el propio Sistema Nacional de Protección
de Niñas, Niños y Adolescentes, mandatado expresamente
por la Ley General de Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, se ha pronunciado considerando que, en la Consul-
ta Infantil y Juvenil realizada en el año 2024 por el Institu-
to Nacional Electoral, se encuestó a un universo de 10.7
millones de niñas, niños y adolescentes del país, donde un
total de 1.4 por ciento, equivalente a 148,728 infancias, no
se identificaron con el género mujer u hombre y expresa-
mente tacharon el indicativo “me identifico de una manera
distinta” (a hombre o mujer).2 Por lo cual, dicho Sistema
Nacional manifestó que las personas transgénero, suelen
comunicar su identidad de género incluso a partir de los
tres años y, en promedio de quienes asumieron dicha iden-
tidad, a los seis años, esto de acuerdo con datos de la Aso-
ciación para la Infancias Trans de México.

Si desde los tres o seis años de edad se ha identificado que,
este grupo de población no se identifica como hombre o
mujer según su sexo biológico, podemos asumir que hay
una necesidad real y social, de legislar sobre reconoci-
miento jurídico de las infancias trans, para que insertas en
un entramado familiar de respaldo, realicen la transición en
sus documentos legales que representen su identidad de gé-
nero, cuenten con respaldo institucional para asumir legal-
mente la misma y, sobre todo, la protección normativa pa-
ra su inclusión en el entorno social, por lo que no legislar
al respecto causa problemas en sus distintos entornos so-
ciales y les obliga estructuralmente enfrentar dificultades
que, en su hogar no se presentan; hogar y familia donde di-
chas infancias trans se encuentran insertas, declaradas y re-
conocidas sin distingo alguna, siendo entonces, el Estado
mexicano, responsable de la exclusión jurídica de varios
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miles de infancias trans, al cerrar los ojos frente a su exis-
tencia. 

Esta realidad ha sido plenamente documentada y detallada
por la fundadora de la Asociación para las Infancias Trans-
género, Tania Morales Olvera, en el marco de su participa-
ción en la Sesión Permanente de la Comisión de Secretarí-
as Ejecutivas de Protección Integral de Infancias de los
Sistemas Nacional y de las Entidades Federativas (COM-
SE). En tanto que, las dificultades institucionales de su no
reconocimiento, se acentúan cuando cruzan con otros entra-
mados institucionales que hacen garantes otros derechos,
como el acceso a la educación, a procedimientos más sen-
cillos para hacer posible el reconocimiento legal de su iden-
tidad de género, el resguardo de sus actas del registro civil
primigenias y, la necesaria homologación de todos docu-
mentos de identidad como lo son la CURP, pasaporte, certi-
ficados de estudios, expedientes, entre otros.3

Al respecto, también la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, en la resolución de la Acción de Inconstitucionalidad
156/20244 del once de octubre de dos mil veinticuatro, de-
claró que la identidad de género de niñas, niños y adoles-
centes debe respetarse sin imponerles requisitos innecesa-
rios en los Códigos Civiles de las entidades federativas,
concretamente al pronunciarse sobre una controversia al
respecto en el estado de Campeche; en dicha resolución, la
Corte destacó que la identidad de género forma parte de la
esfera más íntima de la persona y está estrechamente vincu-
lada con su dignidad y autonomía, por lo que el Estado tie-
ne la obligación de reglamentar procedimientos accesibles
y seguros para que todas las personas, incluidas niñas, niños
y adolescentes, puedan adecuar sus documentos de identi-
dad conforme a su identidad auto percibida. Resaltando
que, las normas civiles deben interpretarse y aplicarse con-
forme al interés superior de la niñez y a la autonomía pro-
gresiva de su libre desarrollo de la personalidad, evitando
requisitos que, materialmente, restrinjan o retrasen el reco-
nocimiento jurídico de su identidad de género como infan-
cias y adolescencias trans. 

Resulta además de suma importancia, hacer eco en esta so-
beranía y en las de entidades federativas materia de este ex-
horto que, es ya una realidad la existencia de familias me-
xicanas incluyentes que ya conviven, aceptan y acompañan
la crianza, identidad e interés superior de sus hijas, hijos e
hijes trans; por lo que es de elemental necesidad, escuchar
la voz experta de organizaciones de la sociedad civil espe-
cializadas en la materia, como lo es la “Asociación por las
Infancias Transgénero de México” que ha documentado

como es que las familias mexicanas de infancias trans, ya
han asumido la propia expresión e identidad de género de
éstas, han transitado por el entendimiento, reaprendizaje,
aceptación y práctica de nombrarles y tratarles con el gé-
nero real con el que se identifican , han compartido y afron-
tado el proceso con sus familias extendidas, círculos cerca-
nos y entornos sociales, incluso el escolar; por lo que, toda
vez que estos procesos han sido superados por las Familias
de las infancias trans, es necesario que el Estado mexicano
provea de los mecanismos legales para asegurar el derecho
a la identidad legal de éstas, favorecer que cuenten con do-
cumentación, instituciones y servicios que respondan a su
realidad y necesidades especializadas.5

No legislarlo, atenta directamente contra la obligación
constitucional y convencional de cada persona legisladora
de este país, en velar por el pleno reconocimiento de los de-
rechos de todas las personas en México. 

Finalmente, sostenemos que el abordaje legal del reconoci-
miento pleno de los derechos de las infancias trans, abona
también a una adecuada atención integral de su salud, al re-
conocer que las corporalidades de las personas trans son
valiosas y dignas de derechos y servicios que incentiven su
cuidado, partiendo de la premisa de que su cuerpo, mente
y sentimientos son correctos y válidos de acuerdo a su pro-
pia autopercepción, por lo que su reconocimiento normati-
vo, necesariamente transversaliza por el establecimiento de
reglamentación, servicios e instituciones públicas que ha-
gan factible el acceso de servicios de salud integral que in-
cluyan salud emocional, clínica, sexual y procesos de tran-
sición en su etapa de mayor relevancia transicional, como
lo es la pubertad y adolescencia, ofreciendo tratamientos
adecuados, especializados y sobre todo, libres de estigma y
discriminación; pendiente regulatorio que prevalece en las
entidades a las que se dirige el presente exhorto.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta Cámara de Diputados la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a los congresos de Aguascalien-
tes, Campeche, Chiapas, Chihuahua, Coahuila de Za-
ragoza, Colima, Durango, Guanajuato, Guerrero,
Hidalgo, Jalisco, Estado de México, Michoacán de
Ocampo, Nayarit, Nuevo León, Puebla, Querétaro, Quin-
tana Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Tamaulipas,
Tlaxcala, Veracruz de Ignacio de la Llave, Yucatán y Zaca-
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tecas, para que, en el marco de sus facultades legislativas,
realicen las acciones necesarias tendientes a normar y re-
glamentar en favor del reconocimiento e inclusión estruc-
tural, legal e institucional de las infancias trans; garanti-
zando de manera eficaz sus derechos humanos a la
identidad, la igualdad, la salud y el libre desarrollo de la
personalidad, así como su pleno reconocimiento e inclu-
sión social y familiar.

Notas

1 Disponible en: 

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_24_esp.pdf 

2 Consúltese “Portal de Resultados de la Consulta Infantil y Juvenil
2024”, Instituto Nacional Electoral, disponible en: 

https://resultados-cij2024.ine.mx/informacionSociodemografica,
submenú: “Identidad de Género Declarada”. 

3 Sistema Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes SI-
PINNA, “Identidad de niñez transgénero debe reconocerse en sus ac-
tas de nacimiento”, disponible en: 

https://www.gob.mx/sipinna/articulos/identidad-de-ninez-transge-
nero-debe-reconocerse-en-sus-actas-de-nacimiento?idiom=es 

4 Disponible en: 

https://www2.scjn.gob.mx/Juridica/Engroses/Cerrados/Publico/Pr
oyecto/2025/11/AI156_2024.pdf 

5 Asociación por las Infancias Trans, “Cinco Años de Infancias Trans;
Realidad, Actualidad y Perspectiva” 2018-2023, la búsqueda legal del
derecho a la identidad.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputadas: Laura Hernández García, Patricia Mercado Castro
(rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Diversidad, para dictamen.

EXHORTO A LA COLEGISLADORA, A DECLARAR
LA DESAPARICIÓN DE PODERES EN OAXACA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Colegisladora, a declarar la desaparición de poderes en
Oaxaca, a cargo del diputado Gibrán Ramírez Reyes, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. (La Pro-
posición podrá ser consultada en el Diario de los Debates
de esta fecha, en el Apéndice II)

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.
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